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SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE -.471WIEMBRE DEL 1968 

sentencio, impugnada: Corte de Apelación de San Francisco che 
JIlacoris, de fecha C de mayo de 1968 

Materia: Correccional 

gecurrente Caledonia Insurance Company Ltd. 

Abogado: Dr. Manuel Antonio Tapia Cunillera 

Interviniente: Francisco Gómez Durán 

Abogado: Lic. Narciso Conde Pausas y Dr. Daniel F. Estrada 

Santamaría 

Dios, Patria y Libertad 
Renública Dominicana 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
19 del mes de noviembre de 1968, años 1259  de la Indepen-
dencia y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

sobre el recurso de casación interpuesto por la Caledo-
nia Insurance Company Ltd., de Londres, representada en 
el país por la Antillana Comercial e Industrial, C. por A., 
contra la sentencia incidental pronunciada, en sus atribu-
ciones correccionales y en fecha 6 de mayo de 1968, por la 
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Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; %lb 
Oído al Doctor Manuel Antonio Tapia Cunillera, eé. 

dula No. 24046, serie 56, abogado de la recurrente, en la 
 lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera) 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, de fecha 15 de 
mes de mayo de 1968, levantada en la Secretaría de la Cor- 
te a-qua a requerimiento del Doctor Luis Fernando Espi-
nal Ruiz, abogado, cédula No. 32825, serie 47, actuando r r  
sí y en representación del ya indicado Doctor Manuel An-
tonio Tapia Cunillera, quien a su vez represnta a la Com-
pañía recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por el citado 
abogado de la recurrente, de fecha 27 de septiembre de 
1968 y depositado en esta misma fecha en la Secretaría de 
esta Suprema Corte de Justicia; memorial en el que consta 
el medio único que después será indicado; 

Visto el escrito de fecha 9 de septiembre de 1968, fir-
mado por el Lic. Narciso Conde Pausas, cédula No. 6363, 
serie 56, y por el Dr. Daniel F. Estrada Santamaría, cédula 
No. 27557, serie 56, abogados del inteiviniente y parte ci-
vil constituída Francisco Gómez Durán, cédula No. 12363, 
serie 55; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 71 de la Ley de Organización 
Judicial; 1317 del Código Civil; 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el  

coa  23 de septiembre de 1967 en la ciudad de San Francis-

co  de Macorís, fue sometido a la acción de la justicia Mi-
guel Mateo Ulloa, prevenido del delito de golpes involunta-
rios producidos con vehículo de motor manejado por él, en 
perjuicio de Francisco Gómez Durán, y, también, por con-
duci• ese vehículo sin estar provisto del seguro correspon-
diente; todo en violación a las leyes Nos. 5771 del 1961 y 
4117 del 1955; b) que regularmente apoderada de ese asun-
to la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Duarte, lo resolvió me-
diante su sentencia de fecha 21 de diciembre de 1967, cuyo 
dispositivo está formulado de este modo: "Falla: Primero: 
Que debe Declarar y Declara, buena y válida la constitu-
ción en parte civil hecha en audiencia por el Lic. Narciso 
Conde Pausas, y Dr. Estrada Santamaría, a nombre y re-
presentación del agraviado Profesor Francisco Gómez Du-
rán, contra el prevenido Miguel Mateo Ulloa y la Compa-
ñía Antillana Comercial e Industrial C. por A., represen-
tantes en el país de la Caledonian Insurance Company Ltd., 
de Londres; Segundo: Que debe Declarar y Declara al pre-
venido Miguel Mateo Ulloa, culpable de violación a los ar-
tículos 5 y 1ro. de las leyes 4809 y 5771, respectivamente, 
y en consecuencia se le condena al pago de una multa de 
RD$50.00 (Cincuenta Pesos Oro), acogiendo a su favor las 
más amplias circunstancias atenuantes; Tercero: Que de-
be Condenar y Condena al señor Miguel Mateo Ulloa, en 
su doble condición de prevenido y persona civilmente res-
ponsable, conjuntamente con la Compañía La Caledonian 
Company Ltd., representada en el país por la Antillana Co-
mercial e Industrial C. por A., al pago solidario de una in-
demnización de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro), en fa-
vor de la parte civil constituida a título de daños y perjui-
cios; Cuarto: que debe Condenar y Condena asimismo al 
prevenido Miguel Mateo Ulloa y a la Compañía La Caledo-
nian Insurance Company Ltd. al pago de las costas civiles, 
con distracción en provecho del Lic. Narciso Conde Pausas 
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y el Dr. Daniel Estrada Santamaría, por haberlas ava~ 
do; Quinto: Que debe Condenar y Condena además al preniir 
venido al pago de las costas penales"; c) que contra esta 

 sentencia interpusieron sendos recursos de alzada el pro. 
curador General de la Corte de Apelación de San Francisco 
de Macorís, en fecha 1P. de enero de 1968, mediante acta 
levantada en la Secretaría del Tribunal de primer grad o 

 recurso que fue notificado el día 19 de enero de 1968 al 
prevenido Miguel Mateo Ulloa; y en fecha 22 de enero dc  
1968, por declaración hecha en la Secretaría del mismo trli 
bunal del primer grado, el Doctor Ezequiel Antonio Gonzá-
lez, en representación del Doctor Manuel Antonio Tapia Ca-
nillera, quien a su vez actúa en nombre y representas ,n 
de la Caledonia Insurance Company Ltd., puesta en causa 
como entidad aseguradora de la responsabilidad civil del 
citado prevenido; d) que sobre el referido recurso de al 
zada de esta Compañía, intervino el fallo de carácter in- 111"" 
cidental ahora impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: 

"Falla: Primero: Declara, por extemporáneo, la cadu-
cidad del recurso de apelación interpuesto por el Dr. Eze-
quiel Antonio González, en representación del Dr. Manuel 
Antonio Tapia Cunillera, quien a su vez actúa a nombre y 
en representación de la Compañía La Caledonian Insuran-
ce Company Ltd., representada en el país por la Antillana 
Comercial e Industrial C. por A., contra sentencia de la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 21 del mes 
de diciembre del año 1967; Segundo: Rechaza en su tota-
lidad las conclusiones formuladas por el abogado de la Com-
pañía La Caledonian Insurance Company Ltd., por impro? 
cedentes e infundadas; Tercero: Condena a la Compañía I 
Caledonian Insurance Company Ltd., representada como 
se ha dicho, al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que en su memorial de casación la re -
currente invoca el siguiente Unico Medio: Errónea inter-
pretación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri- 

orinal; falsa motivación de la sentencia y errónea interpre-
tación de los documentos de la causa por desnaturalización 
del contenido de los mismos, no obstante el carácter general 

de es te recurso; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su citado 

único 
medio de casación, la recurrente alega, en síntesis: que 

"en el acta de audiencia, 'manuscrita, levantada por el se- 
cretario de la Primer Cámara de lo Penal del Junado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 
dieciocho del mes de diciembre del año mil novecientos se- 
senta y siete, no es verdad que aparezca la fecha del fallo 
reenviado, limitándose, con bastante impropiedad, a la pura 
y simple agregación de la palabra "Boletín", con la agra-
vante insólita de no encontrarse el mencionado boletín fir-
mado por el Magistrado Juez Presidente del tribunal"; que 
"otro empleado, fungiendo ahora de ser también secretario, 
expide una certificación sobre la existencia del acta manus-
crita de audiencia, que como hemos dicho no menciona fe-
cha de reenvío, sí dice que el fallo lo fue a fecha fija"; 
que "ese boletín al momento de la audiencia por ante la 
Corte de Apelación, no figuraba en el inventario de piezas 
remitidas para fines del conocimiento del recurso interpues-
to, viéndose dicha Corte de Apelación en la necesidad de 
reenviar la causa para requerir la presentación" del "bo-
letín"; que en este boletín "donde originalmente se hizo 
aparecer un número "3" se intercaló, sobre el pavimento 
de grafito del primero, un número "1", como si manos, 
con misión de enmienda, quisieran producir rectificaciones, 
pero todo dentro de la señalable circunstancia de no saber-
se en qué momento se procedió a esa corrección, ya que, 
como lo hemos indicado. su presentación se operó en au-
diencia de la Corte, la fijada por sentencia de reenvío, días 
después de haberse pronunciado la primera"; que "parece 
haber una lógica torturante en la modificación de la fecha 
Para conocer del fallo si nos atenemos a que el día veinte 
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y tres de diciembre del año mil novecientos sesenta y siete 
 cayó sábado y día en el cual se indicaban las vacaciones 

judiciales de Navidad"; que "en consecuencia la Corte d e 
 Apelación apoderada del recurso no podía retener corno 
 medio de prueba ese documento alterado y sin la fir 

del Juez Presidente de la Primera Cámara de lo Penal, si n 
 haber sido inventariado previamente como documento de 

la causa y entregado meses después a requerimiento de di-
cha Corte tras una sentencia de reenvío"; que "de todo ir, 
cual Je desprende que el representante de la Compañía pue sidli 
ta en causa no se encontraoa en la sala del tribunal cuando l' 
se recurrió a la fijación ae la fecha en la cual se iba a 
pronunciar el fallo porque lo que resulta presumible es q_, 
real y efectivamente, se le diera una fecha inhábil para el 
cumplimiento de un acto procesal que a todas luces frustra-
ba ese intento"; "que la actual recurrente no contaba con 
ningún otro medio de derecho que no fuera el esperar la 
notificación de la sentencia para entonces preceder a la 
impugnación, por vía de apelación, de la misma, tal como 
lo hiciera tres días después de que le fuera notificada"; 
que "importa poco lo que la Corte de Apelación informa res-
pecto a la confesión que dice hiciera el propio prevenido, 
en el sentido de haber oído que el fallo fuera reenviado pa-: 
ra el día veinte y uno de diciembre ya que lo que el pre-' 
venido confiesa no tiene por qué necesariamente ligarse al 
interés de la actual recurrente, más cuando el propio pre-
venido siendo el propio asegurado de la Caledonia Insurance 
Company Ltd. no llevaba ningún legítimo interés en impug-
narla, habiendo sido condenado solamente a RD$50.00 Y 
a una indemnización de RD$2,000.00, creyendo que su abs-
tención en recurrirla bastaba para comprometer a su ase-
gurador en el pago de esa, suma y desconociendo que una 
Compañía aseguradora puede válidamente interponer un 
recurso de apelación no obstante que para el prevenido Y 
la persona civilmente responsable haya adquirido autoridad 
de cosa juzgada, pero lo que no viene al caso dilucidar sino 

neillamen te para informarle a la Suprema Corte de Jus-
ticia la razón por la cual Miguel Mateo Ulloa no la impug-

nó"; que "del hecho de que un prevenido diga que oyó que 
el fallo fuera reenviado a una fecha determinada no se 

infiere que las otras partes así tengan que admitirlo"; que 
"es necesario que el tribunal adquiera un criterio firme so-
bre esa circunstancia por el estudio de los irrefutables do-
cumentos de la causa, pero no, como en la especie, en que 

no hay ningún medio de regular ponderación para los jueces 
dada a la poca consistencia probatoria de los documentos 
que le sirvieron de base para abordar una semejante con-
vicción"; que "todas estas consideraciones prueban hasta 
la saciedad que la Corte incurrió en una errónea interpre-
tación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal, y necesariamente falseó la motivación de su senten-
cia por errónea interpretación de los documentos de la cau-
sa, habiéndolos desnaturalizados"; que "tampoco podía de-
cir la Corte de Apelación que ya habían transcurridos los 
plazos para el ejercicio de ese recurso cuando éste se hizo 
dentro de los diez días a partir de la notificación de la 
sentencia"; pero, 

Considerando que la Corte a-qua pura justificar su 
impugnada decisión, expone en su primer motivo que la 
recurrente soslayó, no incluyéndolo en sus alegatos, no obs-
tante ser el más fundamental de la indicada decisión, que 
"en el caso que nos ocupa el tribunal a-quo terminó la ins-
trucción contradictoria del presente proceso, en la audien-
cia del día 18 del mes de diciembre del año 1967, en cuya 
oportunidad el Juez, en presencia de todas las partes o de 
sus representantes, aplazó el fallo para la audiencia del 
día 21 del mismo mes y año, a las 9 de la mañana, dejan-
do citadas para ello a las partes en causa"; "que en la au-
diencia indicada tuvo lugar, real y efectivamente, el pro-
nunciamiento de la sentencia apelada; que la Caledonia 
Insurance Company Ltd., declaró su recurso de apelación 
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y tres de diciembre del año mil novecientos sesenta y siete 
 cayó sábado y día en el cual se indicaban las vacaciones 

judiciales de Navidad"; que "en consecuencia la Corte de  
Apelación apoderada del recurso no podía retener como 
medio de prueba ese documento alterado y sin la ti' , 

 del Juez Presidente de la Primera Cámara de lo Penal, sin 
 haber sido inventariado previamente como documento km., 

la causa y entregado meses después a requerimiento de ~I 
cha Corte tras una sentencia de reenvío"; que "de todo le 
cual Je desprende que el representante de la Compañía pue s.. 
ta en causa no se encontraba en la sala del tribunal cuando 
se recurrió a la fijación de la fecha en la cual se iba a 
pronunciar el fallo porque lo que resulta presumible es que 
real y efectivamente, se le diera una fecha inhábil para el 
cumplimiento de un acto procesal que a todas luces frustra-
ba ese Intento"; "que la actual recurrente no contaba con 
ningún otro medio de derecho que no fuera el esperar la 
notificación de la sentencia para entonces preceder a la 
impugnación, por vía de apelación, de la misma, tal como 
lo hiciera tres días después de que le fuera notificada"; 
que "importa poco lo que la Corte de Apelación informa res-
pecto a la confesión que dice hiciera el propio prevenido, 
en el sentido de haber oído que el fallo fuera reenviado pa-
ra el día veinte y uno de diciembre ya que lo que el pre-
venido confiesa no tiene por qué necesariamente ligarse al 
interés de la actual recurrente, más cuando el propio pre-
venido siendo el propio asegurado de la Caledonia Insurance 
Company Ltd. no llevaba ningún legítimo interés en impug-
narla, habiendo sido condenado solamente a RD$50.00 y 
a una indemnización de RD$2,000.00, creyendo que su abs-
tención en recurrirla bastaba para comprometer a su ase-
gurador en el pago de esa suma y desconociendo que una 
Compañía aseguradora puede válidamente interponer un 
recurso de apelación no obstante que para el prevenido Y 
la persona civilmente responsable haya adquirido autoridad 
de cosa juzgada, pero lo que no viene al caso dilucidar sino  

senc

iunmente para informárle a la Suprema Corte de Jus-
ticia la razón por la cual Miguel Mateo Ulloa no la impug-
Tiy, que "del hecho de que un prevenido diga que oyó que 

e
l fallo fuera reenviado a una fecha determinada no se 

infiere que las otras partes así tengan que admitirlo"; que 
"es necesario que el tribunal adquiera un criterio firme so-
bre esa circunstancia por el estudio de los irrefutables do-
cumentos de la causa, pero no, como en la especie, en que 
no hay ningún medio de regular ponderación para los jueces 
dada a la poca consistencia probatoria de los documentos 
que le sirvieron de base para abordar una semejante con-
vicción"; que "todas estas consideraciones prueban hasta 
la saciedad que la Corte incurrió en una errónea interpre-
tación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal, y necesariamente falseó la motivación de su senten-
cia por errónea interpretación de los documentos de la cau-
sa, habiéndolos desnaturalizados"; que "tampoco podía de-
cir la Corte de Apelación que ya habían transcurridos los 
plazos para el ejercicio de ese recurso cuando éste se hizo 
dentro de los diez días a partir de la notificación de la 
sentencia"; pero, 

Considerando que la Corte a-qua para justificar su 
impugnada decisión, expone en su primer motivo que la 
recurrente soslayó, no incluyéndolo en sus alegatos, no obs-
tante ser el más fundamental de la indicada decisión, que 
"en el caso que nos ocupa el tribunal a-quo terminó la ins-
trucción contradictoria del presente proceso, en la audien-
cia del día 18 del mes de diciembre del año 1967, en cuya 
oportunidad el Juez, en presencia de todas las partes o de 
sus representantes, aplazó el fallo para la audiencia del 
día 21 del mismo mes y año, a las 9 de la mañana, dejan-
do citadas para ello a las partes en causa"; "que en la au-
diencia indicada tuvo lugar, real y efectivamente, el pro-
nunciamiento de la sentencia apelada; que la Caledonia 
Insurance Company Ltd., declaró su recurso de apelación 
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en la Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 22 clp1 mes 
de enero del año 1968, es decir, cuando ya había trao seu• 

 rrido más de un mes del pronunciamiento de la sentencia', 
que la Corte a-qua "llega a la conclusión de que los hecho; 
ocurrieron en la forma relatada, por las circunstancias si-
guientes: a) que en la versión mecanográfica del ao a re

-dactada en la secretaría del tribunal de primer grado, con 
 motivo de la audiencia del 18 de diciembre del año 1967, 

se hace constar que a la misma comparecieron todas las 
partes personalmente o representadas, y el Juez después 
de oír las conclusiones de todas ellas se reservó el fallo pi. 
ra la audiencia del día 21 de diciembre de 1967, a las nue 
ve de la mañana; b) que en la versión manuscrita de , a 

 aludida acta también se hace constar la presencia de todas 
las partes en la repetida audiencia, pero en cuanto a la de-
cisión del Juez reenvía al boletín de audiencia correspon-
diente al Presidente del tribunal; c) que en dicho boletín 
consta "Reserva el fallo para la audiencia del día 21 del 
presente mes y año a las 9 a.m. quedan citadas las partes"; 
d) que el propio prevenido confiesa que en su presencia, 
en la audiencia del día 18, el Juez aplazó el fallo para la 
del día 21"; "que a los términos del artículo 203 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, "habrá caducidad de ape-
lación, salvo el caso de excepción señalado por el artículo 
205, si la declaración de apelar no se ha hecho en la Se-
cretaría del tribunal que ha pronunciado la sentencia, diez 
días a más tardar después del de su 'pronunciamiento"; "que, 
en la especie, habiendo sido pronunciada la sentencia im-
pugnada, en presencia de la apelante debidamente repre-
sentada por su abogado constituido en fecha 21 del mes de 
diciembre del año 1967, y habiendo ella declarado su recur-
so en la secretaría del tribunal que dictó la sentencia en 
fecha 22 del mes de enero del año 1968, es obvio que dicha 
declaración intervino cuando ya había vencido ventajosa-
mente el plazo acordado por la ley para ello; que, en tales 
condiciones, procede declarar la caducidad del recurso de 
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apelación intentado por la Caledonia Insurance Company 

htd"; Considerando que según lo prescribe el artículo 1317 

del Código Civil, es acto auténtico el "que ha sido otorga-
do  por ante oficiales, que tienen derecho de actuar en el 
lugar donde se otorgó el acto, y con las solemnidades re-
Queridas por la ley"; que, consecuentemente, de conformi-
dad con el principio general contenido en este texto, confir-
mado por lo estatuido en el artículo 71 de la Ley de Orga-
nización Judicial, a los actos recibidos o instrumentados 
por los secretarios de los tribunales se les reconoce la más 
completa autenticidad; que, por ello, lo que ha sido expre-
sado en tales actos hace fe hasta inscripción en falsedad 
cuando constituye el relato de todas y cada una de las ac-
tuaciones que han sido realizadas personalmente por dichos 
secretarios o por haberlas visto cumplir; que, por tanto, 
se hace imprescindible incribirse en falsedad para probar, 
como en la especie lo pretende la recurrente, que no co-
rresponde a la verdad la fecha de cualquier hecho conte-
nido en un acto auténtico, como lo es una sentencia o toda 
acta de audiencia que ha sido debidamente redactada, cer-
tificada y suscrita por el secretario del tribunal y firma-
da por el Juez Presidente; que la veracidad de las aseve-
raciones hechas por la Corte de Apelación en este sentido, 
están originadas y robustecidas, tal como ya fue dicho, en 
el acta de audiencia, de fecha 18 de diciembre de 1967, de 
la Cámara de lo Penal que actuó como tribunal del primer 
grado, acta en la que consta que todas las partes en causa 
fueron oídas y que "el Juez se reservó el fallo para la au-
diencia del día 21 de diciembre de 1967 a las nueve horas 
de la mañana; que tal como consta en la sentencia correc-
cional No. 1311 de la citada Cámara de lo Penal, el refe-
rido fallo fue dictado, efectivamente, en esa última fecha; 

Considerando que por todo cuanto ya fue dicho en opo-
.óri a los infundados alegatos de la recurrente, es preci-
reconocer que la Corte a-qua, lejos de incurrir en los 
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en la Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 22 del mes 
 de enero del año 1968, es decir, cuando ya había transel. 

rrido más de un mes del pronunciamiento de la sentencia". 
que la Corte a-qua "llega a la conclusión de que los hecho; 
ocurrieron en la forma relatada, por las circunstancia s si. 
guientes: a) que en la versión mecanográfica del acta re-
dactada en la secretaría del tribunal de primer grado, c on 

 motivo de la audiencia del 18 de diciembre del año 1967, 
 se hace constar que a la misma comparecieron todas la, 

partes personalmente o representadas, y el Juez después 
de oír las conclusiones de todas ellas se reservó el fallo pa.. 
ra la audiencia del día 21 de diciembre de 1967, a las nue 
ve de la mañana; b) que en la versión manuscrita de ,a 
aludida acta también se hace constar la presencia de todas 
las partes en la repetida audiencia, pero en cuanto a la de-
cisión del Juez reenvía al boletín de audiencia correspon-
diente al Presidente del tribunal; c) que en dicho boletín 
consta "Reserva el fallo para la audiencia del día 21 del 
presente mes y año a las 9 a.m. quedan citadas las partes"; 
d) que el propio prevenido confiesa que en su presencia, 
en la audiencia del día 18, el Juez aplazó el fallo para la 
del día 21"; "que a los términos del artículo 203 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, "habrá caducidad de ape-
lación, salvo el caso de excepción señalado por el artículo 
205, si la declaración de apelar no se ha hecho en la Se-
cretaría del tribunal que ha pronunciado la sentencia, diez 
días a más tardar después del de su pronunciamiento"; "que, 
en la especie, habiendo sido pronunciada la sentencia im-
pugnada, en presencia de la apelante debidamente repre-
sentada por su abogado constituido en fecha 21 del mes de 
diciembre del año 1967, y habiendo ella declarado su recur-
so en la secretaría del tribunal que dictó la sentencia en 
fecha 22 del mes de enero del año 1968, es obvio que dicha 
declaración intervino cuando ya había vencido ventajosa-
mente el plazo acordado por la ley para ello; que, en tales 
condiciones, procede declarar la caducidad del recurso de 

apelación intentado por la Caledonia Insurance Company 

Ltd"; 
Considerando que según lo prescribe el artículo 1317 

del Código Civil, es acto auténtico el "que ha sido otorga-
do  por ante oficiales, que tienen derecho de actuar en el 
lugar donde se otorgó el acto, y con las solemnidades re-
nueridas por la ley"; que, consecuentemente, de conformi-
dad con el principio general contenido en este texto, confir-
mado por lo estatuido en el artículo 71 de la Ley de Orga-
nización Judicial, a los actos recibidos o instrumentados 
por los secretarios de los tribunales se les reconoce la más 
completa autenticidad; que, por ello, lo que ha sido expre-
sado en tales actos hace fe hasta inscripción en falsedad 
cuando constituye el relato de todas y cada una de las ac-
tuaciones que han sido realizadas personalmente por dichos 
secretarios o por haberlas visto cumplir; que, por tanto, 
se hace imprescindible in ' cribirse en falsedad para probar, 
como en la especie lo pretende la recurrente, que no co-
rresponde a la verdad la fecha de cualquier hecho conte-
nido en un acto auténtico, como lo es una sentencia o toda 
acta de audiencia que ha sido debidamente redactada, cer-
tificada y suscrita por el secretario del tribunal y firma-
da por el Juez Presidente; que la veracidad de las aseve-
raciones hechas por la Corte de Apelación en este sentido, 
están originadas y robustecidas, tal como ya fue dicho, en 
el acta de audiencia, de fecha 18 de diciembre de 1967, de 
la Cámara de lo Penal que actuó como tribunal del primer 
grado, acta en la que consta que todas las partes en causa 
fueron oídas y que "el Juez se reservó el fallo para la au-
diencia del día 21 de diciembre de 1967 a las nueve horas 
de la mañana; que tal como consta en la sentencia correc-
cional No. 1311 de la citada Cámara de lo Penal, el refe-
rido fallo fue dictado, efectivamente, en esa última fecha; 

Considerando que por todo cuanto ya fue dicho en opo-
sición a los infundados alegatos de la recurrente, es preci-
so reconocer que la Corte a-qua. lejos de incurrir en los 
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La  presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

L 

      

  

vicios señalados por la repetida recurrente en su medio Ú ni, 
co de casación, dio la motivación necesaria para fundamen-
tar su fallo e interpretó como corresponde los document os 

 de la causa, dándoles su verdadero sentido y alcance; por  lo  
que, consiguientemente, hizo una correcta aplicación de la 
ley al declarar, mediante su sentencia incidental y por ex-
temporáneo, la caducidad del recurso de 'apelación inter-
puesto por la referida recurrente y que ha dado origen al 
presente recurso de casación que ella misma ha formulado 
y el cual es preciso rechazar por carecer de fundamento ,7 
porque en el expediente relativo al caso de que se trata, no 
existe documento alguno me demuestre que contra el fallo 
que actualmente es objeto de impugnación, se haya iniciado 
el procedimiento de inscripción en falsedad a los fines de 
contradecir la fe que debe serle acreditada a lo expresado 
en ese fallo respecto de los datos controvertidos; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Francisco Gómez Durán; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por la Caledonia' Insurance Com-
pany Ltd., de Londres, representada en el país por la An-
tillana Comercial e Industrial, C. por A., contra la senten-
cia  incidental pronunciada, en sus atribuciones correcciona-
les y en fecha 6 de Mayo de 1968, por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo, y Tercero: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, distrayén-
dolas en favor del Licenciado Narciso Conde Pausas y del 
Doctor Daniel F. Estrada S., abogados del interviniente, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

  

    

    

    

    

    

    

    

  

1 
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vicios señalados por la repetida recurrente en su medio ü rd. 
 co  de casación, dio la motivación necesaria para fundame n

-tar su fallo e interpretó como corresponde los documentos 
 de la causa, dándoles su verdadero sentido y alcance; por lo 
 que, consiguientemente, hizo una correcta aplicación de la 

ley al declarar, mediante su sentencia incidental y por e x
-temporáneo, la caducidad del recurso de apelación inter-

puesto por la referida recurrente y que ha dado origen al 
presente recurso de casación que ella misma ha formulado 
y el cual es preciso rechazar por carecer de fundamento y 
porque en el expediente relativo al caso de que se trata, no 
existe documento alguno nue demuestre que contra el fallo 
que actualmente es objeto de impugnación, se haya inie'ado 
el procedimiento de inscripción en falsedad a los fines de 
contradecir la fe que debe serle acreditada a lo expresado 
en ese fallo respecto de los datos controvertidos; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Francisco Gómez Durán; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por la Caledonia Insurance Com-
pany Ltd., de Londres, representada en el país por la An-
tillana Comercial e Industrial, C. por A., contra la senten- 
cia incidental pronunciada, en sus atribuciones correcciona-
les y en fecha 6 de Mayo de 1968, por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo, y Tercero: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, distrayén-
dolas en favor del Licenciado Narciso Conde Pausas y del 
Doctor Daniel F. Estrada S., abogados del interviniente, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

s.s.  La  presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

410,  
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SENTENCIA DE FECHA 19  DE NOVIEMBRE DEL 1908 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Franci sco e 
 Macorís, de fecha 9 de mayo de 1968 	 e  

Materia: Correccional 

Recurrente: José Antonio Ventura 

Abogado: Lic. Américo Castillo 

Inlerviniente: Ramón E. Alonso 
Abogado: Dr. Arístides Victoria José 

Dios, Patria y Libertad 
Renública Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M Alvarez Perelló y Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias,e n la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1 9  del mes 
de Noviembre de 1968, años 125 9  de la Independencia y 
1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Ventura, dominicano, mayor de edad, domiciliado 
en la casa No. 153 de la calle Sánchez, de Nagua, Provin -
cia de María Trinidad Sánchez, contra la sentencia correc -
cional de la Corte de Apelación de San Francisco de Maco -
rís, dictada en fecha 9 de mayo de 1968,c uyo dispositivo  

2421 

se copia c. continuación: "Falla: Primero: Declara regular 

Y 

válido el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Amé-
rico Castillo, a nombre y en representación de la parte civil 
constituida, señor José Antonio Ventura (Mellizo), contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Samaná, de fecha 10 del mes de octubre del año 
1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que se de-
clara bueno y válido en -uanto a la forma, el presente re-
curso de oposición interpuesto por el nombrado Ramón E. 
Alonzo, cuyas generales constan, contra sentencia dicta-
da por este Juzgado de Primera Instancia, en fecha once 
de mayo de mil novecientos sesenta y siete, que lo condenó 
en defecto al pago de una indemnización de ochocientos pe-
sos oro y al pago de las costas civiles, en favor de la parte 
ivil constituida, Lic. Américo Castillo, quien manifiesta ha-

berlas avanzado en su totalidad, como persona civilmente 
responsable, por los daños cometidos por su chofer Pedro 
Antonio Santos, en el momento que conducía el carro pla-
ca No. 36849, Prevenido del delito de violación a la Ley 
5771 (Golpes Involuntarios); Segundo: Que se declare bue-
na y válida la constitución en parte civil en cuanto a la 
forma, hecha en audiencia por el agraviado José Antonio 
Ventura F. (Mellizo); Tercero: Que debe rechazar y recha-
za las conclusiones presentadas en audiencia por el Lic. 
Américo Castillo, a nombre y representación del señor Jo-
sé Antonio Ventura F. (Mellizo); por improcedentes y mal 
fundadas; Cuarto: Se revoca la sentencia que condenó al 
señor Ramón E. Alonzo, a ochocientos pesos de indemni-
zación en favor del señor José Antonio Ventura F. (Melli-
zo), como persona civilmente responsable y se descarga al 
recurrente por no existir la relación de comitente a preposé 
entre él y su chofer Pedro Antonio Santos; y se condena a 
la parte civil sucumhiente al pago de las costas civiles, en 
distracción del Dr. Arístides Victoria José, quien manifies-
ta haberlas avanzado en su totalidad" Segundo: Confirma 
en todas sus partes la sentencia objeto del presente recur- 
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SENTENCIA DE FECHA 19  DE NOVIEMBRE DEL 1913111  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco d 

Macorís, de fecha 9 de mayo de 1968 

Materia: Correccional 

Recurrente: José Antonio Ventura 

Abogado: Lic. Américo Castillo 

Ir.lerviniente: Ramón E. Alonso 
Abogado: Dr. Arístides Victoria José 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte d 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; 1\ 
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M Alvarez Perelló y Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias,e n la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1° del mes 
de Noviembre de 1968, años 125 9  de la Independencia y 
1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Ventura, dominicano, mayor de edad, domiciliado 
en la casa No. 153 de la calle Sánchez, de Nagua, Provin -
cia de María Trinidad Sánchez, contra la sentencia corre 
cional de la Corte de Apelación de San Francisco de Maco -
rís, dictada en fecha 9 de mayo de 1968,c uyo disposi  

se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular 
válido el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Amé-

rico Castillo, a nombre y en representación de la parte civil 
constituida, señor José Antonio Ventura (Mellizo), contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Samaná, de fecha 10 del mes de octubre del año 

7, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que se de-
clara bueno y válido en -uanto a la forma, el presente re-
curso de oposición interpuesto por el nombrado Ramón E. 
Alonzo, cuyas generales constan, contra sentencia dicta-

da por este Juzgado de Primera Instancia, en fecha once 
de mayo de mil novecientos sesenta y siete, que lo condenó 
en defecto al pago de una indemnización de ochocientos pe-
sos oro y al pago de las costas civiles, en favor de la parte 
civil constituída, Lic. Américo Castillo, quien manifiesta ha-
berlas avanzado en su totalidad, como persona civilmente 
responsable, por los daños cometidos por su chofer Pedro 
Antonio Santos, en el momento que conducía el carro pla-
ca No. 36849, }revenido del delito de violación a la Ley 
5771 (Golpes Involuntarios); Segundo: Que se declare bue-
na y válida la constitución en parte civil en cuanto a la 
forma, hecha en audiencia por el agraviado José Antonio 
Ventura F. (Mellizo); Tercero: Que debe rechazar y recha-
za las conclusiones presentadas en audiencia por el Lic. 
Américo Castillo, a nombre y representación del señor Jo-
sé Antonio Ventura F. (Mellizo); por improcedentes y mal 
fundadas; Cuarto: Se revoca la sentencia que condenó al 
señor Ramón E. Alonzo, a ochocientos pesos de indemni-
zación en favor del señor José Antonio Ventura F. (Melli-
zo), como persona civilmente responsable y se descarga al 
recurrente por no existir la relación de comitente a preposé 
entre él y su chofer Pedro Antonio Santos; y se condena a 
la parte civil sucumhiente al pago de las costas civiles, en 
distracción del Dr. Arístides Victoria José, quien manifies-
ta haberlas avanzado en su totalidad" Segundo: Confirma 

todas sus partes la sentencia objeto del presente recur- 
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so de apelación; Tercero: Condena a la parte civil apel en. 
 te al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Miguel Angel Ruiz Brache, en representa. 

 ción del Dr. Arístides Victoria José, cédula 1500, serie 71 
abogado del interviniente —parte puesta en causa com o; 
civilmente responsable, Ramón E. Alonzo, dominicano, ma-
yor de edad, casado comerciante, domiciliado en Nagu a, 
cédula 2890, serie 71, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 1-, 
Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del Dr. lkI a. 
nuel Tejada G., por sí y en representación del Lic. Amé-
rico Castillo, cédula 4706, serie 56, ambos en representa. 
ción del recurrente, de fecha 14 de mayo de 1968, en la 
cual no se indica ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial suscrito por el Lic. Américo Casti-
llo a nombre del recurrente, de fecha 13 de septiembre de 
1968, en el cual se invocan los medios del recurso; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del interviniente, de fecha 12 de septiembre de 1968, en 
el cual se invoca un medio de inadmisión que se examinará 
más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el artículo 10 de la Ley 4117 del 2 de abril 
de 1955; Ley 432 del 3 de octubre de 1964 que agrega un 
párrafo al artículo 10 de la Ley 4117, de Seguros Obliga-
torio etc.; 1, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
CasacIón; 

En cuanto a la inadmisibilidad del recurso 
propuesta por el interviniente 

Considerando que Ramón E. Alonso, interviniente Y 
parte puesta en causa como civilmente responsable ha pro -
puesto a esta Corte la inadmisibilidad del recurso inter- 

pu to  por la parte civil, alegando que éste interpuso su 
de casación el 14 de mayo de 1968, estando abierto 

el rei 
eesrso 

 plazo para la oposición, ya que, hasta ese momento la 
sentencia impugnada no le había sido notificada; que en 
tales circunstancias el recurso de casación interpuesto es 

inadmisible; 
Considerando que ciertamente la sentencia impugnada 

fue pronunciada en defecto por falta de comparecer la par-
te civil y apelante, a la vez, en fecha 9 de mayo de 1968, 
y el 14 del mismo tres y año, interpuso su recurso José 
Antonio Ventura parte civil constituida y recurrente, cuan-
do aún estaba abierto el plazo de la oposición; que por otra 
parte como en el presente caso no ha sido puesta en causa 
ninguna entidad aseguradora, la oposición es permitida, 
y en la especie no es aplicable el párrafo de la Ley 432 de 
fecha 3 de octubre de 1964, que declara que la sentencia 
en defecto dictada "con motivo de alguna de las infrac-
ciones de golpes y heridas causadas con el manejo o con-
ducción de un vehículo de motor, previstas y sancionadas 
por la Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961, o 
por daños a la propiedad, y se haya puesto en causa la 
entidad aseguradora. dicha sentencia no será susceptible 
de oposición, ni en primera instancia ni en grado de ape-
lación"; 

Considerando que conforme resulta de lo dispuesto por 
el artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 
las sentencias dictadas en defecto no son recurribles en ca-
sación mientras esté abierto el recurso de oposición; que, 
como en la especie, el recurrente, cuando interpuso su re-
curso de casación tenía abierto el de la oposición, el pre-
sente recurso de casación es inadmisible; en consecuen-
cia la inadmisión propuesta por el interviniente debe ser 
acogida: 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Ramón E. Alonso; Segundo: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José Antonio Ventura, 
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so de apelación; Tercero: Condena a la parte civil ap elan, 
te al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; IN 
Oído al Dr. Miguel Angel Ruiz Brache, en representa. 

ción del Dr. Arístides Victoria José, cédula 1500, serie 71 , 
 abogado del interviniente —parte puesta en causa corno 

 civilmente responsable, Ramón E. Alonzo, dominicano, ma-
yor de edad, casado. comerciante, domiciliado en Nagua, 
cédula 2890, serie 71, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera] 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 
Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del Dr. 11.1a. 
nuel Tejada G., por sí y en representación del Lic. Amé-
rico Castillo, cédula 4706, serie 56, ambos en representa-
ción del recurrente, de fecha 14 de mayo de 1968, en la 
cual no se indica ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial suscrito por el Lic. Américo Casti-
llo a nombre del recurrente, de fecha 13 de septiembre 
1968, en el cual se invocan los medios del recurso; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del interviniente, de fecha 12 de septiembre de 1968, en 
el cual se invoca un medio de inadmisión que se examinará 
más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el artículo 10 de la Ley 4117 del 2 de abril 
de 1955; Ley 432 del 3 de octubre de 1964 que agrega un 
párrafo al artículo 10 de la Ley 4117, de Seguros Obliga-
torio etc.; 1, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

En cuanto a la inadmisibilidad del recurso 
propuesta por el interviniente 

Considerando que Ramón E. Alonso, interviniente Y 

parte civil, alegando que éste interpuso su reptiz oo por 
r a casación el 14 de mayo de 1968, estando abierto 

puesto 

el plazo para la oposición, ya que, hasta ese momento la 
sentencia impugnada no le había sido notificada; que en 
tales circunstancias el recurso de casación interpuesto es 
inadmisible; 

Considérando que ciertamente la sentencia impugnada 
fue pronunciada en defecto por falta de comparecer la par-
te civil y apelante, a la vez, en fecha 9 de mayo de 1968, 
y el 14 del mismo mes y año, interpuso su recurso José 
Antonio Ventura parte civil constituida y recurrente, cuan-
do aún estaba abierto el plazo de la oposición; que por otra 
parte como en el presente caso no ha sido puesta en causa 
ninguna entidad aseguradora, la oposición es permitida, 
y en la especie no es aplicable el párrafo de la Ley 432 de 
fecha 3 de octubre de 1964, que declara que la sentencia 
en defecto dictada "con motivo de alguna de las infrac-
ciones de golpes y heridas causadas con el manejo o con-
ducción de un vehículo de motor, previstas y sancionadas 
por la Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961, o 
por daños a la propiedad, y se haya puesto en causa la 
entidad aseguradora. dicha sentencia no será susceptible 
de oposición, ni en primera instancia ni en grado de ape-
lación"; 

Considerando que conforme resulta de lo dispuesto por 
el artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 
las sentencias dictadas en defecto no son recurribles en ca-
sación mientras esté abierto el recurso de oposición; que, 
como en la especie, el recurrente, cuando interpuso su re-
curso de casación tenía abierto el de la oposición, el pre-
sente recurso de casación es inadmisible; en consecuen-
cia la inadmisión propuesta por el interviniente debe ser 
acogida: 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
parte puesta en causa como civilmente responsable ha pro- 	a Ramón E. Alonso; Segundo: Declara inadmisible el re- 
puesto a esta Corte la inadmisibilidad del recurso inter- 	curso de casación interpuesto por José Antonio Ventura, 
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contra la sentencia dictada por la Corte de Apelació n d  
San Francisco de Macorís, en sus atribuciones correccion: 
les, en fecha 9 de mayo de 1968, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; Tercero :  con. 

 dena al recurrente al pago de las costas, ordenándose su 
 distracción en provecho del Dr. Arístides Victoria José, por 
 haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche  Hen- 
riquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curia 
hijo, Secretario General. 

soiTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1968 

eritencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
11 de marzo de 1968 

3tatería: Correccional (Viol. a la ley 5771) 

Recurrente: Jacobo de Jesús 

Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro 

bitervintente: Julián Antonio Polo, Federico Marino Neris Frias 
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. 

Abogado: Lic. Jorge Luis Pérez 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico: (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra- 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La- 
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 

• Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de noviembre del 
año 1968, años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso decasació n interpuesto por Jacobo de 
Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado en 
la Sección de La Ceiba, jurisdicción de Villa Tapia, Pro-
vincia Salcedo, cédula No. 5857, serie 55, contra la sen-
tencia correccional dictada en fecha 11 de marzo de 1968, 
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contra la sentencia dictada por la Corte de Apel ación ci 
 San Francisco de Macorís, en sus atribuciones correccion: 

les, en fecha 9 de mayo de 1968, cuyo dispositivo ha sid
o  copiado en parte anterior del presente fallo; Tercero: con  

. dena al recurrente al pago de las costas, ordenándose su 
distracción en provecho del Dr. Arístides Victoria José por  
haberlas avanzado en su totalidad. 
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soTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1968 

sentencio, impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

11 de marzo de 1968 

gatería: Coiteceional (Viol. a la ley 5771) 

Recurrente: Jacobo de Jesús 

Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro 

intervinlente: Julián Antonio Polo, Federico Marino Neris Frías 
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. 

abogado: Lic. Jorge Luis Pérez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernpnclo 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche gen. 
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arria• 
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez P e. 
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto eariel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico: (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de noviembre del 
año 1968, años 125° de la Independencia y 106 9  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso decasació n interpuesto por Jacobo de 
Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado en 
la Sección de La Ceiba, jurisdicción de Villa Tapia, Pro-

qi 1 vincia Salcedo, cédula No. 5857, serie 55, contra la sen- 
tencia correccional dictada en fecha 11 de marzo de 1968, 
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por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositiv o se 
 copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula No. 21463 , 

 serie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus CON. 
clusiones; 

Oído al Lic. Jorge Luis Pérez, cédula No. 6852, 
la, en la lectura de sus conclusiones, abogado de los 
tervinientes que lo son, Julián Antonio Polo, Federico 
rino Neris Frías, cédulas Nos. 104563 y 89420, series 
domínicanos mayores de edad, casados, chofer y hace 
do, respectivamente, domiciliados en Villa Tapia y La s 

 Yerbas Municipios de Salcedo y La Vega, y la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., constituida bajo las le-
yes de la República Dominicana, domiciliada en la casa No. 
30 de la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, en fecha 15 de marzo de 1968, por el 
abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por su abogado, 
en fecha 31 de julio de 1968, y en el cual se invocan los me-
dios que más adelante se indican; 

Visto el escrito de los intervinientes y su ampliación, 
firmado por su abogado, en fecha 23 de agosto de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 de 19 53, 

 modificada por las leyes 315 y 432 de 1964; 203 del Código 
de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 

en ocasión de un accidente automovilístico ocurrido en fe-
cha 29 de noviembre de 1964, en Villa Tapia, jurisdicción 
de  salcedo, y del cual resultó lesionado Jacobo de Jesús 

con el automóvil placa pública No. 31273, que era propie-
dad de Federicó Neris Frías, y que guiaba en el momento 
del hecho el chofer Julián Antonio Polo, el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Salcedo dictó en fecha 18 de noviembre 

de 1965, una sentencia cuyo dispositivo se copia en el de 
la oposición; b) que contra esta decisión recurrió en oposi-
ción el prevenido Polo, y el mismo Juzgado dictó con dicho 
motivo, en fecha 27 de enero de 1966, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmi-
sible el recurso de oposicin interpuesto por el nombrado 
Julián Antonio Polo contra sentencia de este Juzgado de 
Primera Instancia de fecha 18 del mes dé noviembre del 
año 1965, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Pro-
nuncia el defecto por no haber comparecido contra Julián 
Antonio Polo P., Marino Federico Neris Frías y La Compa-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A.; Segundo: Se de-
clara a Julián Antonio Polo P., culpable de violar las dis-
posiciones de la ley 5771 en perjuicio de Jacobo de Jesús 
y en consecuencia se le condena a Seis Meses de Prisión 
Corrccional; Tercero: Declara regular y válida la consti-
tución en parte civil hecha por Jacobo de Jesús contra Ju-
lián Antonio Polo y Marino Federico Neris Frías en su ca-
lidad este último de persona civilmente responsable; Cuarto: 
Condena a Julián Antonio Polo y Marino Federico Neris 
Frías en su calidad este último de persona civilmente res-
ponsable; Quinto: Condena a Julián Antonio Polo y Marino 
Federico Neris Frías al pago solidario de una indemniza-
ción de RD$4,000.00 pesos oro a favor de la parte civil 
consfituída, Jacobo de Jesús por los daños morales y mate-
riales sufridos por éste como consecuencia del accidente; 
Sexto: La presente sentencia es común, ejecutoria y oponi-
ble a la Compañía Aseguradora de los riesgos La Domi-
nicana C. por A.; Séptimo: Se declara vencida la fianza de 

0 
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por la Corte de,  Apelación de La Vega, cuyo dispositi vo  se  
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 	.0 
Oído al Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula No. 21463 

serie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus con: 
clusiones; 

Oído al Lic. Jorge Luis Pérez, cédula No. 6852, serie 
11, en la lectura de sus conclusiones, abogado de los i r_ 
tervinientes que lo son, Julián Antonio Polo, Federico Ma. 
rino Neris Frías, cédulas Nos. 104563 y 89420, series 47 
dominicanos mayores de edad, casados, chofer y hace 
do, respectivamente, domiciliados en Villa Tapia y Las 

 Yerbas Municipios de Salcedo y La Vega, y la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., constituida bajo las le-
yes de la República Dominicana, domiciliada en la casa No. 
30 de la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, en fecha 15 de marzo de 1968, por el 
abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por su abogado, 
en fecha 31 de julio de 1968, y en el cual se invocan los me-
dios que más adelante se indican; 

Visto el escrito de los intervinientes y su ampliación, 
firmado por su abogado, en fecha 23 de agosto de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 de 1955, 
modificada por las leyes 315 y 432 de 1964; 203 del Código 
de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que  

en ocasión de un accidente automovilístico ocurrido en fe-
cha 29 de noviembre de 1964, en Villa Tapia, jurisdicción 

de  Salcedo, y del cual resultó lesionado Jacobo de Jesús 
con el automóvil placa pública No. 31273, que era propie-
dad de Federico Neris Frías, y que guiaba en el momento 
del hecho el chofer Julián Antonio Polo, el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Salcedo dictó en fecha 18 de noviembre 
de 1965, una sentencia cuyo dispositivo se copia en el de 
la oposición; b) que contra esta decisión recurrió en oposi-
ción el prevenido Polo, y el mismo Juzgado dictó con dicho 
motivo, en fecha 27 de enero de 1966, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmi-
sible el recurso de oposicin interpuesto por el nombrado 
Julián Antonio Polo contra sentencia de este Juzgado de 
Primera Instancia de fecha 18 del mes dé noviembre del 
año 1965, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Pro-
nuncia el defecto por no haber comparecido contra Julián 
Antonio Polo P., Marino Federico Neris Frías y La Compa-
pañía Dominicana de Seruros,  C. por A.; Segundo: Se de-
clara a Julián Antonio Polo P., culpable de violar las dis-
posiciones de la ley 5771 en perjuicio de Jacobo de Jesús 
y en consecuencia se le condena a Seis Meses de Prisión 
CoiTccional; Tercero: Declara regular y válida la consti-
tución en parte civil hecha por Jacobo de Jesús contra Ju-
lián Antonio Polo y Marino Federico Neris Frías en su ca-
lidad este último de persona civilmente responsable; Cuarto: 
Condena a Julián Antonio Poto y Marino Federico Neris 
Frías en su calidad este último de persona civilmente res-
ponsable; Quinto: Condena a Julián Antonio Polo y Marino 
Federico Neris Frías al pago solidario de una indemniza-
ción de RD$4,000.00 pesos oro a favor de la parte civil 
constRuída, Jacobo de Jesús por los daños morales y mate-
riales sufridos por éste como consecuencia del accidente; 
Sexto: La presente sentencia es común, ejecutoria y oponi-
ble a la Compañía Aseguradora de los riesgos La Domi-
nicana C. por A.; Séptimo: Se declara vencida la fianza de 
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ida al pago de los costos civiles; y una segunda sentencia 

 en fe 	23 de diciembre del mismo año de 1966, cuyo dis- 

positivo 
fecha 	de 

"FALLA: PRIMERO: Declara inadmisi- 
bles por dice así:  interés, los recursos de apelación intenta- 
dos  por el Dr. Luis Ramón Cordero G., a nombre y en re-
presentación de la Compañía Dominicana de Seguros C. por 
:A y Marino Federico Neris Frías, puesto en causa como 
Persona civilmente responsable, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
de fecha 27 del mes de enero del año 1966; SEGUNDO: 
Condena a los apelantes al pago de las costas civiles, orde-
nando su distracción en favor del Dr. Ramón Bienvenido 
Amaro, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te"; d) que contra la sentencia del 27 de julio de 1966, re-
currió oportunamente en casación la parte civil constituida, 
Jacobo de Jesús, y contra la del 23 de diciembre de ese mis-
mo año, tanto Marino Federico Neris Frías, como la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., interviniendo por 
ante la Suprema Corte de Justicia una sentencia con el si-
guiente dispositivo. "Primero: Admite como interviniente a 
Jacobo de Jesús, parte civil constituída interpuesto por Ma-
rino Federico Neris Frías, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, contra sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de San Francis-
co de Macorís, en fecha 23 de diciembre de 1966, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
y declara nulo el recurso de casación interpuesto contra la 
misma decisión por la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A.; Tercero: Casa la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 27 de julio de 1966, cuyo dispositivo ha 
sido también copiado en parte anterior del presente fallo, y 
envía el asunto por ante la Corte de Apelación de La Vega; 
Cuarto: Condena a Marino Federico Neris Frías y a la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., en sus calidades ya 
mencionadas, al pago de las costas, cuya distracción se or- 

 

2428 	 BOLETIN JUDICIAL 

   

la Unión de Seguros que garantiza la comparecencia de to -
dos los requerimientos del prevenido Julián Antonio polo  
por haber éste obtemperado a las citaciones hechas p or 
este Tribunal y se ordena su distracción conforme lo i n. 
dita la ley de la materia: Octavo: Las condenaciones civiles 
son compensables con prisión en caso de insolvencia hasta 
el límite de dos años; Noveno: Se condena a los señores 
Julián Antonio Polo y Marino Federico Neris Frías el pri-
mero al pago de las costas penales y civiles y al segund o 

 al pago de las costas civiles con distracción de estas últi-
mas a favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte"; SEGUNDO: Conde-
na a Julián Antonio Polo al pago de las costas penales y 
civiles con distracción de estas últimas a favor del Doctor 
R. Bienvenido Amaro, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; c) que contra esta decisión recurrieron en 
apelación, por separado el prevenido Polo, Marino Federico 
Neris Frías y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por 
A., dictando con motivo de dichos recursos la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, una primera sentencia 
el 27 de julio de 1966, con el dispositivo siguiente: "FALLA! 
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de Apela-
ción intentado por el Dr. Pedro Manuel Orlando Camilo G., 
a nombre y representación del prevenido Julián Antonio 
Polo P., contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha 27 de enero de 
1966, que declaró inadmisible el recurso de Oposición inter-
puesto por dicho prevenido contra sentencia del mismo tri-
bunal de fecha 18 de noviembre de 1965; SEGUNDO: Re-
voca la sentencia apelada, y la Corte obrando por contrario 
imperio y autoridad propia, declara regular, válido y admi-
sible en la forma el recurso de Oposición de que se trata; 
TERCERO: Ordena la devolución del proceso al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, para 
que proceda a conocer y fallar el fondo del susodicho recur-
so de oposición; CUARTO: Condena a la parte civil consti- 

  

  

  

1 
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la Unión de Seguros que garantiza la comparecencia de to, 
dos los requerimientos del prevenido Julián Antonio polo  
por haber éste obtemperado a las citaciones hechas por 
este Tribunal y se ordena su distracción conforme lo j. 
dica la ley de la materia: Octavo: Las condenaciones civiles 
son compensables con prisión en caso de insolvencia hasta 
el límite de dos años; Noveno: Se condena a los señores 
Julián Antonio Polo y Marino Federico Neris Frías el pri. 
mero al pago de las costas penales y civiles y al segundo 
al pago de las costas civiles con distracción de estas últi. 
mas a favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, quien afirm a 

 haberlas avanzado en su mayor parte"; SEGUNDO: Conde-
na a Julián Antonio Polo al pago de las costas penales y 
civiles con distracción de estas últimas a favor del Doctor 
R. Bienvenido Amaro, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; c) que contra esta decisión recurrieron en 
apelación, por separado el prevenido Polo, Marino Federico 
Neris Frías y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por 
A., dictando con motivo de dichos recursos la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, una primera sentencia 
el 27 de julio de 1966, con el dispositivo siguiente: "FALLA! 
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de Apela-
ción intentado por el Dr. Pedro Manuel Orlando Camilo G., 
a nombre y representación del prevenido Julián Antonio 
Polo P., contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha 27 de enero de 
1966, que declaró inadmisible el recurso de Oposición inter-
puesto por dicho prevenido contra sentencia del mismo tri-
bunal de fecha 18 de noviembre de 1965; SEGUNDO: Re-
voca la sentencia apelada, y la Corte obrando por contrario 
imperio y autoridad propia, declara regular, válido y admi-
sible en la forma el recurso de Oposición de que se trata; 
TERCERO: Ordena la devolución del proceso al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, para 
que proceda a conocer y fallar el fondo del susodicho recur-
so de oposición; CUARTO: Condena a la parte civil consti - 
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'da al pago de los costos civiles; y una segunda sentencia 

en fecha 23 de diciembre del mismo año de 1966, cuyo dis-

positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisi-

h  s, por falta de interés, los recursos de apelación intenta-

dos  por el Dr. Luis Ramón Cordero G., a nombre y en re-
presentación de la Compañía Dominicana de Seguros C. por 

55..  y Marino Federico Neris Frías, puesto en causa como 

persona civilmente responsable, contra sentencia del Juz-

g
ado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 

de fecha 27 del mes de enero del año 1966; SEGUNDO: 
Condena a los apelantes al pago de las costas civiles, orde-
nando su distracción en favor del Dr. Ramón Bienvenido 
Amaro, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te"; d) que contra la sentencia del 27 de julio de 1966, re-
currió oportunamente en casación la parte civil constituida, 
Jacobo de Jesús, y contra la del 23 de diciembre de ese mis-
mo año, tanto Marino Federico Neris Frías, como la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., interviniendo por 
ante la Suprema Corte de Justicia una sentencia con el si-
guiente dispositivo. "Primero: Admite como interviniente a 
Jacobo de Jesús, parte civil constituida interpuesto por Ma-
rino Federico Neris Frías, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, contra sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de San Francis-
co de Macorís, en fecha 23 de diciembre de 1966, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
y declara nulo el recurso de casación interpuesto contra la 
misma decisión por la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A.; Tercero: Casa la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 27 de julio de 1966, cuyo dispositivo ha 
sido también copiado en parte anterior del presente fallo, y 
envía el asunto por ante la Corte de Apelación de La Vega; 
Cuarto: Condena a Marino Federico Neris Frías y a la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., en sus calidades ya 
mencionadas al pago de las costas, cuya distracción se or- 
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dena en provecho del Dr. R. Bienvenido Amaro, ab ogad 
 del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en sp 

mayor parte"; e) que la Corte de Apelación de La V ega, 
 como corte de envío, en fecha 11 de marzo de 1968, dict 

 la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:  
"FALLA: PRIMERO: Declara que el apoderamiento de es. 
ta Corte, por la sentencia de envío de la Honorable Supre_ 
ma Corte de Justicia, de fecha 9 del mes de Octubre d e 

 1967, es general y abarca las apelaciones del prevenido 
Julián Antonio Polo, la de la Compañía Dominicana de 
Seguros C. por A., convalidando ésta, el recurso de ape-
lación de la persona civilmente responsable Marino Fed , 

 rico Neris Frías, en razón de lazo de solidaridad que un( al 
prevenido con la persona civilmente responsable y la Cia. 
Aseguradora, acogiendo en este aspecto, las conclusiones 
del prevenido, de la persona civilmente responsable y de la 
Cía. Dominicana de Seguros C. por A., al través de su abo-
gado Licdo. Jorge Luis Pérez, y rechazando las presenta-
das por la parte civil constituida Jacobo de Jesús, por ór-
gano de su abogado Dr. R. Bienvenido Amaro, por impro-
cedentes y mal fundadas; SEGUNDO: Ordena que el pro-
ceso sea fijado nuevamente para conocer en una próxima 
audiencia, rechazándose así las conclusiones tanto de la par-
te civil constituida como la del prevenido, la persona ci-
vilmente responsable y la Cía. Aseguradora Dominicana 
C. por A., en el sentido que se decida sobre el fondo, toda 
vez que en ninguna de las Jurisdicciones se ha instruído 
este expediente, para poder estatuir sobre el fondo mismo, 
y ni por ante esta Corte, en virtud del apoderamiento su -
pra-señalado; TERCERO: Condena a la parte civil cons-
tituida Jacobo de Jesús al pago de las costas legales del 
presente incidente, distrayéndolas en favor del Licdo. Jor-
ge Luis Pérez, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte: CUARTO: En cuanto al aspecto penal, reserva 
las costas para fallarlas conjuntamente con el fondo: QUIN-
TO: Ordena que antes de ser fijado nuevamente este ex- 

pediente, sea notificada a las partes, la presente sentencia"; 
Considerando que en apoyo de su recurso, el recurren- 

te  invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación de 
la  ley Núm. 432 del año 1964; Segundo Medio: Violación del 
artículo 203 del Código de Procedimiento Criminal. Viola- 

ción de las reglas del apoderamiento procesal. Violación de 
la autoridad de la cosa Juzgada; Tercer Medio: Violación 

en otro aspecto de la autoridad de la cosa Juzgada y del 
principio tantum devolutumm, quantum appellatum. Viola- 
ción del principio de la independencia dé las acciones judi- 

ciales; 
 que en el desarrollo de su segundo y ter-

cer medio, el recurrente alega en síntesis: que la Corte de 
Apelación de La Vega, en la sentencia rcurrida, además de 
sobrepasar el alcance de su apoderamiento, violó el prin-
cipio de la autoridad de la cosa juzgada, el artículo 203 del 
Código de Procedimiento Criminal y la regla tantum devo-
lutum quantum appellatum: 1 9  al estimar que podía co-
nocer de todos los recursos interpuestos, cuando sólo había 
sido apoderada para hacerlo, de la apelación del prevenido, 
contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia de 
Salcedo de fecha 27 de enero de 1967; y de la apelación 
interpuesta por la Compañía Dominicana de Seguros C. por 
A., contra sentencia en defecto del mismo juzgado de fe-
cha 18 de noviembre de 1965; 2 9 ) reviviendo las apelacio-
nes interpuestas por la Compañía Dominicana de Seguros 
C. por A., y Marino Federico Neris Frías, persona civil-
mente responsable, en fecha 9 de septiembre y 7 de no-
viembre de 1966, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia de Salcedo de fecha 27 de enero de 1966, apela-
ciones sobre las cuales intervinieron fallos, tanto por ante 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
fecha 23 de diciembre de 1966, corno por ante la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 9 de octubre de 1967; y, 39) esti-
mando válida la apelación interpuesta por la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., en fecha r de marzo 

ido 
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dena en provecho del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado 
del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte"; e) que la Corte de Apelación de La y e; 
como corte de envío, en fecha 11 de marzo de 1968, dict.i 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dic e así . 
"FALLA: PRIMERO: Declara que el apoderamiento de es-
ta Corte, por la sentencia de envío de la Honorable Supre-
ma Corte de Justicia, de fecha 9 del mes de octubre d e 

 1967, es general y abarca las apelaciones del prevenido 
Julián Antonio Polo, la de la Compañía Dominicana de 
Seguros C. por A., convalidando ésta, el recurso de ape. 
lación de la persona civilmente responsable Marino Fedr 
rico Neris Frías, en razón de lazo de solidaridad que uní al 
prevenido con la persona civilmente responsable y la Cía. 
Aseguradora, acogiendo en este aspecto, las conclusiones 
del prevenido, de la persona civilmente responsable y de la 
Cía. Dominicana de Seguros C. por A., al través de su abo-
gado Líalo. Jorge Luis Pérez, y rechazando las presenta-
das por la parte civil constituida Jacobo de Jesús, por ór-
gano de su abogado Dr. R. Bienvenido Amaro, por impro-
cedentes y mal fundadas; SEGUNDO: Ordena que el pro-
ceso sea fijado nuevamente para conocer en una próxima 
audiencia, rechazándose así las conclusiones tanto de la par-
te civil constituída como la del prevenido, la persona ci-
vilmente responsable y la Cía. Aseguradora Dominicana 
C. por A., en el sentido que se decida sobre el fondo, toda 
vez que en ninguna de las Jurisdicciones se ha instruido 
este expediente, para poder estatuir sobre el fondo mismo, 
y ni por ante esta Corte, en virtud del apoderamiento su-
pra-señalado; TERCERO: Condena a la parte civil cons-
tituida Jacobo de Jesús al pago de las costas legales del 
presente incidente, distrayéndolas en favor del Licdo. Jor-
ge Luis Pérez, quien afirma haberlas avanzado en su Ma -
yor parte: CUARTO: En cuanto al aspecto penal, reserva 
las costas para fallarlas conjuntamente con el fondo: QUIN" 
TO: Ordena que antes de ser fijado nuevamente este ex' 

BOLETIN JUDICIAL 
	

2431 

uediente, sea notificada a las partes, la presente sentencia"; 
Considerando que en apoyo de su recurso, el recurren- 

te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación de 
la ley Núm. 432 del año 1964; Segundo Medio: Violación del 
articulo 203 del Código de Procedimiento Criminal. Viola- 
ción  de las reglas del apoderamiento procesal. Violación de 
la autoridad de la cosa Juzgada; Tercer Medio: Violación 

en otro aspecto de la autoridad de la cosa Juzgada y del 
principio tantum devolutumm, quantum appellatum. Viola- 
ción del principio de la independencia dé las acciones judi- 

ciales; 
 que en el desarrollo de su segundo y ter-

cer medio, el recurrente alega en síntesis: que la Corte de 
Apelación de La Vega, en la sentencia rcurrida, además de 
sobrepasar el alcance de su apoderamiento, violó el prin-
cipio de la autoridad de la cosa juzgada, el artículo 203 del 
Código de Procedimiento Criminal y la regla tantum devo-
lutum quantum appellatum: 1 9  al estimar que podía co-
nocer de todos los recursos interpuestos, cuando sólo había 
sido apoderada para hacerlo, de la apelación del prevenido, 
contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia de 
Salcedo de fecha 27 de enero de 1967; y de la apelación 
interpuesta por la Compañia Dominicana de Seguros C. por 
A., contra sentencia en defecto del mismo juzgado de fe-
cha 18 de noviembre de 1965; 2°) reviviendo las apelacio-
nes interpuestas por la Compañía Dominicana de Seguros 
C. por A., y Marino Federico Neris Frías, persona civil-
mente responsable, en facha 9 de septiembre y 7 de no-
viembre de 1966, contra sentencia del Juzgado de .  Primera 
Instancia de Salcedo de fecha 27 de enero de 1966, apela-
ciones sobre las cuales intervinieron fallos, tanto por ante 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
fecha 23 de diciembre de 1966, corno por ante la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 9 de octubre de 1967; y, 39) esti-
mando válida la apelación interpuesta por la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., en fecha 1 9  de marzo 
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de 1967, contra sentencia en defecto del Juzgado de Pri 
mera Instancia de Salcedo de fecha 18 de noviembr e de-
1965, sentencia que le había sido notificada en fecha 2 
de diciembre de 1966, siendo dicho recurso inadmisibl e  por 

 tardío; 

Considerando que la sentencia impugnada da por es-
tablecido: a) que tanto la Compañía Dominicana de Se. 
guros, C. por A., como la parte civilmente responsable, 1%, 
rino Federico Neris Frías, interpusieron recursos de ape. 
lación, contra la sentencia del Juzgado de Primera Instan. 
cia de Salcedo de fecha 27 de enero de 1966, en fechas 9 
de septiembre y 7 de noviembre de 1966, respectivame te; 
b) que la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís 
falló dichas apelaciones en fecha 23 de dieciembre de 1966, 
declarándolas inadmisibles por falta de interés; c) que 
sobre recursos de casación interpuestos, tanto por la Com-
pañia Dominicana de Seguros, C. por A., como por la par-
te civilmente responsable, la Suprema Corte de Justicia, por 
su sentencia de fecha 9 de octubre de 1967, los declaró 
nulo e inadmisible, respectivamente; d) que la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., habiéndole sido noti-
ficada la sentencia en defecto del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Salcedo, de fecha 18 de noviembre de 1965, re-
currió en apelación contra dicha sentencia; 

Considerando que del establecimiento de esos hechos 
resulta evidente, que tal como lo alega el actual recurren-
te, por amplios y generales que hayan sido los términos 
utilizados por esta Suprema Corte de Justicia en su sen-
tencia de fecha 9 de octubre de 1967, enviando el conoci-
miento del presente proceso por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, dicho envío, frente a la situación exis-
tente ya de que las apelaciones interpuestas en fechas 9 
de septiembre y 7 de noviembre de 1966, por la Compa-
pañía Aseguradora y la parte civilmente responsable, con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Salce" 
do, de fecha 27 de enero de 1966, habían sido resueltas por  

decisión irrevocable del más alto tribunal de Justicia, es-
tuvo  que estar limitado a los dos únicos recursos exis-
tentes en ese momento que lo eran, la apelación del pre-
venido Julián Antonio Polo, contra esta misma sentencia, y 
la apelación interpuesta por la Compañía Dominicana de Se-

guros, C. por A., contra sentencia en defecto de ese mis-
mo juzgado de fecha 18 de noviembre de 1965; que la Cor- 

te a-qua,  al disponer lo contrario en la sentencia impug-
nada, considerándose válidamente apoderada para conocer 
y revivir todas las apelaciones mencionadas, incurrió en 
las violaciones señaladas por el recurrente, por lo que, 
la sentencia impugnada debe ser casada, sin que sea ne-
cesario ponderar los demás alegatos del recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Julián Antonio Polo, Marino Federico Neris Frías y la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.; Segundo: Ca-
sa en todas sus partes, la sentencia de la Corte de Apela-
ción de La Vega, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha 11 de marzo de 1968, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y envía dicho asun-
to por ante la Corte de Apelación de Santiago; Tercero: 
Condena a los intervinientes al pago de las costas, distra-
yéndolas en favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte. 

Firmado: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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de 1967, contra sentencia en defecto del Juzgado de Pri-
mera Instancia de Salcedo de fecha 18 de noviembre di 
1965, sentencia que le había sido notificada en fecha 2 
de diciembre de 1966, siendo dicho recurso inadmisible por 
tardío; 

Considerando que la sentencia impugnada da por es-
tablecido: a) que tanto la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., como la parte civilmente responsable, l 

 Federico Neris Frías, interpusieron recursos de ape-
lación, contra la sentencia del Juzgado de Primera Instan. 
cia de Salcedo de fecha 27 de enero de 1966, en fechas 9 
de septiembre y 7 de noviembre de 1966, respectivame te; 
b) que la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís 
falló dichas apelaciones en fecha 23 de dieciembre de 1966, 
declarándolas inadmisibles por falta de interés; c) que 
sobre recursos de casación interpuestos, tanto por la Com-
pañia Dominicana de Seguros, C. por A., como por la par-
te civilmente responsable, la Suprema Corte de Justicia, por 
su sentencia de fecha 9 de octubre de 1967, los declaró 
nulo e inadmisible, respectivamente; d) que la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., habiéndole sido noti-
ficada la sentencia en defecto del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Salcedo, de fecha 18 de noviembre de 1965, re-
currió en apelación contra dicha sentencia; 

Considerando que del establecimiento de esos hechos 
resulta evidente, que tal como lo alega el actual recurren-
te, por amplios y generales que hayan sido los términos 
utilizados por esta Suprema Corte de Justicia en su sen-
tencia de fecha 9 de octubre de 1967, enviando el conoci-
miento del presente proceso por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, dicho envío, frente a la situación exis-
tente ya de que las apelaciones interpuestas en fechas 9 
de septiembre y 7 de noviembre de 1966, por la Compa -
pañía Aseguradora y la parte civilmente responsable, con' 
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Salce -
do, de fecha 27 de enero de 1966, habían sido resueltas Por 
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decisión irrevocable del más alto tribunal de Justicia, es-
tuvo  que estar limitado a los dos únicos recursos exis-
tentes en ese momento que lo eran, la apelación del pre-
venido Julián Antonio Polo, contra esta misma sentencia, y 
la apelación interpuesta por la Compañía Dominicana de Se-

guros, C. por A., contra sentencia en defecto de ese mis-
mo  juzgado de fecha 18 de noviembre de 1965; que la Cor- 

te a-qua,  al disponer lo contrario en la sentencia impug-
nada, considerándose válidamente apoderada para conocer 

y revivir todas las apelaciones mencionadas, incurrió en 
las violaciones señaladas por el recurrente, por lo que, 
la sentencia impugnada debe ser casada, sin que sea ne-
cesario ponderar los demás alegatos del recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Julián Antonio Polo, Marino Federico Neris Frías y la 
Compañia Dominicana de Seguros, C. por A.; Segundo: Ca-
sa en todas sus partes, la sentencia de la Corte de Apela-
ción de La Vega, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha 11 de marzo de 1968, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y envía dicho asun-
to por ante la Corte de Apelación de Santiago; Tercero: 
Condena a los intervinientes al pago de las costas, distra-
yéndolas en favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte. 

Firmado: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1968 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgad o  de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 5 d., 

abril de 1968 

Materia: Penal 

Recurrente: Domingo Henríquez Olivares 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 4 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 1069  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Henríquez Olivares, dominicano, mayor de edad, cédula 
No. 77756, serie lra., residente en la calle Juan Erazo No. 
160, de la ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales y en grado de apela-
ción, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime -
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 5 de abril de 
1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

1d9ela República; , 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 17 de abril de 

6s  

a  requerimiento del Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, 

a nombre y en representación de Domingo Henríquez Oli-
vares, en la cual se enuncian dos alegatos, sin motivarlos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 105 y 171, párrafo XII de la 
Ley No. 4809, de 1957, Sobre Tránsito de Vehículos, en 
vigor para la fecha del hecho ocurrido, y 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a)) que en fecha 
primero de noviembre de 1967 fue reportado por la Poli-
cía Nacional, que mientras una camioneta manejada por 
Claudio Hernández Chalas transitaba de Oeste a Este por 
la calle Félix María Ruiz, al llegar a la esquina formada 
con la calle Jacinto de la Concha, de la ciudad de Santo 
Domingo, se originó un choque con una guagua conducida 
por Domingo Henríquez Olivares, que transitaba de Norte 
a Sur por la calle Jacinto de la Concha, resultando ambos 
vehículos con roturas y abolladuras de alguna considera-
ción: La camioneta, con la rotura del vidrio delantero y 
del vidrio y la puerta del lado izquierdo; y la guagua, con 
rotura del radiador, torcedura del bomper y posibles des-
Perfectos en el motor; b) que en fecha 11 de diciembre de 
1967, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del 
Distrito Nacional, debidamente apoderado del caso, dictó 
una sentencia en la cual: Primero: Descargó de toda respon-
sabilidad penal a Claudio Hernández Chalas, por no haber 
violado la Ley 4809, de 1957; Segundo: Pronunció el de-
fecto de Domingo Henríquez Olivares, por no haber com-
parecido, y lo condenó a un mes de prisión y al pago de las 
costas, por violación del artículo 105 de la Ley 4809; c) que 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1968 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado  de  
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
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Materia: Penal 

Recurrente: Domingo Henríquez Olivares 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de  la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua., en fecha 17 de abril de 
1968, a requerimiento del Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, 
a nombre y en representación de Domingo Henríquez Oli-
vares, en la cual se enuncian dos alegatos, sin motivarlos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 105 y 171, párrafo XII de la 
Ley No. 4809, de 1957, Sobre Tránsito de Vehículos, en 
vigor para la fecha del hecho ocurrido, y 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento' de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a)) que en fecha 
primero de noviembre de 1967 fue reportado por la Poli-
cía Nacional, que mientras una camioneta manejada por 
Claudio Hernández Chalas transitaba de Oeste a Este por 
la calle Félix María Ruiz, al llegar a la esquina formada 
con la calle Jacinto de la Concha, de la ciudad de Santo 
Domingo, se originó un choque con una guagua conducida 
por Domingo Henríquez Olivares, que transitaba de Norte 
a Sur por la calle Jacinto de la Concha, resultando ambos 
vehículos con roturas y abolladuras de alguna considera-
ción: La camioneta, con la rotura del vidrio delantero y 
del vidrio y la puerta del lado izquierdo; y la guagua, con 
rotura del radiador, torcedura del bomper y posibles des-
Perfectos en el motor; b) que en fecha 11 de diciembre de 
1967, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del 
Distrito Nacional, debidamente apoderado del caso, dictó 
una sentencia en la cual: Primero: Descargó de toda respon-
sabilidad penal a Claudio Hernández Chalas, por no haber 
violado la Ley 4809, de 1957; Segundo: Pronunció el de-
fecto de Domingo Henríquez Olivares, por no haber com-
parecido, y lo condenó a un mes de prisión y al pago de lag 
Costas, por violación del artículo 105 de la Ley 4809;. c) que 
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sobre el recurso de oposición contra la anterior senteneb 
interpuesto el día 13 de diciembre de 1967 por Dornin—i 
Henríquez Olivares, intervino una sentencia pronuncia: 
por dicho Juzgado de Paz, en fecha 20 de diciembre d

1  
. 

1967, en la cual: Primero: Declara bueno y válido el r<, 
curso de oposición; pronuncia el defecto contra Domingo  

J .0 Henríquez Olivares, por no haber comparecido, y 
dena por violación del artículo 105 de la Ley No. 4809 a 
RD$5.00 de multa, y al pago de las costas; d) que contr  a 

 esa sentencia interpuso Domingo Henríquez Olivares, en fe. 
cha 21 de diciembre de 1967, recurso de apelación, el cu al 
fue fallado en fecha 9 de febrero de 1968, por la Segur la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Lis. 
trito Nacional, en la cual dicha Cámara acogiendo el dicta-
men fiscal, falló así: "Se declara bueno y válido el recur. 
so  de apelación interpuesto por Domingo Henríquez Oli-
vares, por haberlo hecho conforme a la Ley; Se pronuncia 
el defecto contra el recurrente, y se confirma en todas sus 
partes la sentencia objeto de este recurso"; e) que sobre el 
recurso de oposición interpuesto por Domingo Henríquez 
Olivares, contra dicha sentencia de la Cámara a-qua, esta 
dictó en fecha 5 de abril de 1968 la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Declara bueno y válido el recurso de oposición in-
terpuesto por el Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, a nombre 
y representación de Domingo Henríquez Olivares, contra 
sentencia dictada por este Tribunal en fecha 9-2-68, que 
confirmó la sentencia de fecha 20 de diciembre del año 1967, 
que condenó a Domingo Henríquez Olivares, a un mes de 
prisión, al pago de una multa de RDS5.00 y al pago de las 
costas, por violación a la Ley 4809, dictada por el Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción, por haber sido he-
cho conforme a la Ley. Segundo: Pronuncia el defecto con-
tra Domingo Henríquez Olivares por no haber compareci -
do, siendo legalmente citado. Tercero: Confirma la senten -
cia recurrida en todas sus partes"; 

Considerando que la sentencia impugnada debió limi-

tarse  a declarar nula la oposición del prevenido Domingo 
genríquez Olivares, por no haber éste comparecido a la 

audiencia fijada para conocer de su recurso; que no obs-
tante eso el Tribunal a-quo rechazó dicho recurso; que, por 
tanto, aún cuando es impropia la frase empleada en el dis-
positivo, en definitiva lo que hizo el Tribunal a-quo fue des-
estimar dicha oposición; 

Considerando que cuando se recurre en casación contra 
un fallo que ha declarado nula la oposición, o la ha desesti-
mado por incomparecencia del oponente, el recurso de ca-
sación debe extenderse a la sentencia condenatoria pronun-

ciada en defecto; que el examen de esta última sentencia 
muestra que ella carece en absoluto de motivos y ni siquie-
ra precisa los hechos de la prevención, como tampoco los 
precisa la sentencia apelada; que, por tanto, la sentencia 
impugnada debe ser casada por falta de base legal y de 
motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones correccionales y en grado de apelación, por 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 

1111 

 cia del Distrito Nacional, de fecha 5 de abril de 1968, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el caso por ante la Primera Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional; Segundo: Declara las costas de oficio. 

Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez._ Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe- 
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval- 
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 
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Considerando que la sentencia impugnada debió limi-

tarse  a declarar nula la oposición del prevenido Domingo 
Henríquez Olivares, por no haber éste comparecido a la 
audiencia fijada para conocer de su recurso; que no obs-
tante eso el Tribunal a-quo rechazó dicho recurso; que, por 
tanto, aún cuando es impropia la frase empleada en el dis-
positivo, en definitiva lo que hizo el Tribunal a-quo fue des-
estimar dicha oposición; 

Considerando que cuando se recurre en casación contra 
un fallo que ha declarado nula la oposición, o la ha desesti-
mado por incomparecencia del oponente, el recurso de ca-
sación debe extenderse a la sentencia condenatoria pronun-
ciada en defecto; que el examen de esta última sentencia 
muestra que ella carece en absoluto de motivos y ni siquie-
ra precisa los hechos de la prevención, como tampoco los 
precisa la sentencia apelada; que, por tanto, la sentencia 
impugnada debe ser casada por falta de base legal y de 
motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones correccionales y en grado de apelación, por 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, de fecha 5 de abril de 1968, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el caso por ante la Primera Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional; Segundo: Declara las costas de oficio. 

111  Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez._ Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo  
s  señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública, de! día, mes y año en él expresado s y 
 fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 

que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. t  

SENTENCIA DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

Sentencia Sea 	
imperada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

.Materia: Criminal 

Recurrente: Nicanor Santana Silvestre 
interviniente: Constancia Ubiera Vda. Ramírez 
Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

fecha 9 de marzo de 1968 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de No-
viembre de 1968, años 1259  de la Independencia y 1069  de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación, interpuesto por Nicanor 
Santana Silvestre, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, natural de la Sección Hozaro, Provincia de El Sei-
bo, domiciliado en la calle Peña Baffle, No. 160, de esta 
ciudad, cédula No. 11773, serie 30, contra la sentencia dic- 

n , 	tada, en atribuciones criminales y en fecha 9 de marzo de 
1968,  por la Corte de Apelación de Santé Domingo, cuyo 
dispositivo será copiado más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Ra- 

. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada pe r lo  
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia "Pug 	: Corte de Apelación de Santo Domingo, de nad°  

materia: Criminal 

georrente: Nicanor Santana Silvestre 
inter•íniente: Constancia Ubiera Vda. Ramírez 
Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez 

Dios. Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de No-
viembre de 1968, años 125 9  de la Independencia y 1069  de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación, interpuesto por Nicanor 
Santana Silvestre, domiríicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, natural de la Sección Hozaro, Provincia de El Sei-
bo, domiciliado en la calle Peña Batlle, No. 160, de esta 
Ciudad, cédula No. 11773, serie 30, contra la sentencia dic-
tada, en atribuciones criminales y en fecha 9 de marzo de 
1968 , por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo 
dispositivo será copiado más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Ra- 

fecha 9 de marzo de 1968 
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món Pina Acevedo Martínez, cédula No. 43139, serie i ra 
 abogado de la interviriente y parte civil constituida con: 

tancia Ubiera Vda Ramírez, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, casada, domiciliada y residente' 
en la casa No. 37 de la calle Padre Billini de esta ciudad 

 cédula No. 6794, serie 25: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, fechada el día 11 
del mes de marzo de 1968 y levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Doctor José María A'os-
ta Torres, abogado, cédula No. 32511, serie 31, y en jni. 
bre del acusado Nicanor Santana Silvestre; acta en la que 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304, párrafo II, del 
Código Penal; 3 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 
del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
16 de diciembre de 1965, la Policía Nacional, sometió a la 
acción de la justicia a Nicanor Santana Silvestre, a quien 
le era imputada la comisión del crimen de homicidio volun-
tario en la persona de Divina de la Altagracia Perera Ubie-
ra; b) que apoderado por el Procurador Fiscal el Juez de 
Instrucción de la Primera Circunscripción del Distrito Na 
cional para que. realizara la sumaria referente al caso, el 
indicado Juez de Instrucción dictó en fecha 21 de abril de 
1966 la Providencia Calificativa que declara que hay car-
gos suficientes para enviar por ante el tribunal criminal a 
Nicanor Santana Silvestre, en razón de haber cometido el 
crimen de homicidio voluntario en la persona de Divina de 
la Altagracia Perera Ubiera; e) que apoderado del asunto 
la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera  

instancia del Distrito Nacional, pronunció su sentencia de 

fecha 
ti de agosto de 1967, cuyo dispositivo figura copia-

do en el que contiene el fallo ahora impugnado; d) que so-

bre 
 recursos de alzada interpuestos por el 

beusre losa  do Nicanor Santana Silvestre y Constancia Ubiera 

Ida. Ramírez, parte civil constituida, intervino, en fecha 

9 de marzo de 1968, la sentencia que dictó la Corte a-qua 

y que actualmente está siendo impugnada, cuyo dispositivo 

es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regulares y váli-
dos en cuanto a la forma, los recursos de apelación inter-
puestos en fecna once (11) de agosto de 1967, por el acu-
sado Nicanor Santana Silvestre y la señora Constancia 
Ubiera de Ramírez, parte civil constituida, contra senten-
cia dictada en la misma fecha 11 (once) de agosto de 1967, 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, que contiene el siguiente dis-
positivo: Falla: Primero: Se declara a Nicanor Santana 
Silvestre, de generales eme constan, Culpable del crimen 
de Homicidio Voluntario, en perjuicio de quien en vida se 
llamó Divina de la Mtaczracia Perera Ubiera, y, en conse-
cuencia se le condena a sufrir la pena de Veinte (20) años 
de trabajos públicos; Segundo: Se declara regular válido 
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha 
por la señora Constancia Ubiera de Ramírez, en su calidad 
de madre legítima de la víctima Divina de la Altagracia 
Perera Ubiera, por conducto de sus abogados constituidos 
Dres. Ramón Pina Acevedo y Martínez y Ponciano Ron-
dón Sánchez, en contra del acusado Nicanor Santana Sil-
vestre; Tercero: En cuanto al fondo se condena a Nicanor 
Santana Silvestre, al pago de una indemnización de Cincuen-
ta Mil Pesos Oro (RD$50.000.00), en favor de la parte civil 
constituida, como justa reparación por los perjuicios sufridos 
Por ésta con motivo del crimen de que se trata, compensa-
ble dicha indemnización en caso de insolvencia, con apre-
mio corporal a razón de un día de prisión por cada peso de-
jado de pagar, con un límite de dos (2) años de conformi-
dad con la ley; Cuarto: Se condena al acusado Nicanor Sil- 
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món Pina Acevedo Martínez, cédula No. 43139, serie i r, 
abogado de la interviniente y parte civil constituída c on 

 tancia Ubiera Vda Ramírez, dominicana, mayor de edad. 
de quehaceres domésticos, casada, domiciliada y residente ' en la casa No. 37 de la calle Padre Billini de esta ciudad 
cédula No. 6794, serie 25: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, fechada el día 11 
del mes de marzo de 1968 y levantada en la Secretaría d e 

 la Corte a-qua, a requerimiento del Doctor José María Aeos-
ta Torres, abogado, cédula No. 32511, serie 31, y en , orn. 
bre del acusado Nicanor Santana Silvestre; acta en la que 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304, párrafo II, del 
Código Penal; 3 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 
del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
16 de diciembre de 1965, la Policía Nacional, sometió a la 
acción de la justicia a Nicanor Santana Silvestre, a quien 
le era imputada la comisión del crimen de homicidio volun-
tario en la persona de Divina de la Altagracia Perera Ubie-
ra; b) que apoderado por el Procurador Fiscal el Juez de 
Instrucción de la Primera Circunscripción del Distrito .Na. 
cional para que. realizara la sumaria referente al caso, el 
indicado Juez de Instrucción dictó en fecha 21 de abril de 
1966 la Providencia Calificativa que declara que hay car-
gos suficientes para enviar por ante el tribunal criminal a 
Nicanor Santana Silvestre, en razón de haber cometido el 
crimen de homicidio voluntario en la persona de Divina de 
la Altagracia Perera Ubiera; c) que apoderado del asunto 
la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Nacional, pronunció su sentencia de 
fecha 11 de agosto de 1967, cuyo dispositivo figura copia-

l'o-  en  el que contiene el fallo ahora impugnado; d) que so-
bre  los respectivos recursos de alzada interpuestos por el 
asado Nícanor Santana Silvestre y Constancia Ubiera 

Ramírez, parte civil constituída, intervino, en fecha 

9 de.  marzo de 1968, la sentencia que dictó la Corte a-qua 

y que actualmente está siendo impugnada, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regulares y váli-
dos en cuanto a la forma, los recursos de apelación inter-
puestos en fecha once (11) de agosto de 1967, por el acu-
sado Nicanor Santana Silvestre y la señora Constancia 
Ubiera de Ramírez, parte civil constituída, contra senten-
cia dictada en la misma fecha 11 (once) de agosto de 1967, 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, que contiene el siguiente dis-
positivo: Falla: Primero: Se declara a Nicanor Santana 
Silvestre, de generales que constan, Culpable del crimen 
de Homicidio Voluntario, en perjuicio de quien en vida se 
llamó Divina de la Altagracia Perera Ubiera, y, en conse-
cuencia se le condena a sufrir la pena de Veinte (20) años 
de trabajos públicos; Segundo: Se declara regular válido 
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha 
por la señora Constancia Ubiera de Ramírez, en su calidad 
de madre legítima de la víctima Divina de la Altagracia 
Perera Ubiera, por conducto de sus abogados constituidos 
Dres. Ramón Pina Acevedo y Martínez y Ponciano Ron-
dón Sánchez, en contra del acusado Nicanor Santana Sil-
vestre; Tercero: En cuanto al fondo se condena a Nicanor 
Santana Silvestre, al pago de una indemnización de Cincuen-
ta Mil Pesos Oro (RD$50.000.00), en favor de la parte civil 
constituída, como justa reparación por los perjuicios sufridos 
por ésta con motivo del crimen de que se trata, compensa-
ble dicha indemnización en caso de insolvencia, con apre-
mio corporal a razón de un día de prisión por cada peso de-
jado de pagar, con un límite de dos (2) años de conformi-
dad con la ley; Cuarto: Se condena al acusado Nicanor Sil- 
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que al salir ella de la referida oficina, siendo más o me-
nos las tres de la tarde, pidió a su prometido, el acusado 
Santana, que le permitiera conducir el vehículo en que él 
andaba, siendo complacida; que cuando ellos transitaban 
por la Avenida John F. Kennedy, Divina detuvo el vehícu-

lo  para conversar con Santana y hacerle saber que daba por 
concluidas las relaciones amorosas que los dos mantenían; 

que él trató de hacerla desistir de su propósito, pero ella 
no quiso complacerlo y en seguida salió del vehículo a pesar 
de la resistencia que Santana le hizo, quien trataba de abra-
zarla, lo que dio lugar a que ella cayera sobre el pavimento 
de la ya mencionada Avenida; que al no lograr persuadir a 
su novia de que siguieran las relaciones amorosas con él, 
dicho acusado, haciendo uso de un revólver calibre 38 que 
portaba, le disparó varias veces, voluntariamente, mientras 
ella se encontraba en el suelo, produciéndole tres heridas 
que le ocasionaron la muerte; 

r. 	Considerando que en base a esos hechos, la Corte de 
Apelación expresa que en los mismos "se hallan reunidos 
los elementos constitutivos del crimen de homicidio vo-
luntario, previsto por el artículo 295 del Código Penal, pues 
es obvio, que el acusado Nicanor Santana Silvestre al dis-
pararle varias veces voluntariamente a su víctima Divina 
de la Altagracia Perera Ubiera, con un arma mortífera, co-
mo lo es un revólver, mientras ésta se encontraba inde-
fensa, no tuvo otra intención que no fuera la de privarle 
de la vida, como lo hizo"; "que el acusado lo único que 
alega en su defensa es el hecho de que lo vió todo obscuro 
y no supo lo que hacía cuando su prometida le expresó 
que no continuaría sosteniendo relaciones amorosas con él"; 
pero, que "si bien es cierto que es necesario admitir que 
en situaciones semejantes a las expresadas por el acusa-
do el estado de ánimo se altera, ello no es óbice para que 
pueda justificarse la muerte de una persona, ya que decidir 
lo contrario sería autorizar a matar en nombre de una pa-
sión, lo cual crearía una situación peligrosa para, la socie- 

 

vestre, al pago de las costas"; por haber sido interpuestos de 
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la 

materia, Segundo: Rechaza las conclusiones del acusado Nicanor 
tana Silvestre, al pago de las costas"; por haber sido i n, terpuestos de acuerdo con las prescripciones legales que ri-
gen la materia; Segundo: Rechaza las conclusiones del acu-
sado Nicanor Santana Silvestre, en el sentido de que se 

 acojan en su provecho circunstancias atenuantes, por im-
procedentes, acogiéndolas en sus demás aspectos; Tercero: 
Modifica la antes expresada sentencia, en sus ordinales 
Primero y Tercero, en el sentido de reducir la pena im. 
puesta al acusado Nicanor Santana Silvestre de veinte 
(20) a Quince (15) años de Trabajos Públicos, así como 
reducir la indemnización de Cincuenta Mil (RD$50.000.00) a 
Treinta Mil Pesos (RD$30.000.00) en favor de la parte ci-
vil constituída señora Constancia Ubiera de Ramírez; 
Cuarto: Confirma la sentencia recurrida en sus demás as-
pectos; Quinto: Condena al acusado Nicanor Santana Sil-
vestre, que sucumbe, al pago de las costas penales y civiles 
de la presente alzada"; 

• Considerando que la Corte de Apelación, ponderando 
los elementos de prueba regularmente administrados en el 
transcurso de la ventilación de la presente causa y, muy es-
pecialmente, por la propia confesión del acusado Nicanor 
Santana Silvestre, dio por establecidos los hechos que, a 
seguidas, son apuntados: que el acusado Nicanor Santana 
Silvestre y la occisa Divina de la Altagracia Perera Ubiera 
sostuvieron relaciones amorosas durante algún tiempo, pe-
ro que ella resolvió darle fin a tales relaciones; que con 
tal propósito Divina se dispuso a salir acompañada del acu-
sado y en un vehículo de éste, a fin de ponerle en cono-
cimiento la decisión que había tomado; que en horas de 
la tarde del día 9 de diciembre de 1965, el acusado Santana 
fue en un vehículo de motor que él conducía, a la oficina 
donde trabajaba Divina para salir con éste y con el fin de 
que lo enterara de algo que la misma deseaba expresarle; 
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vestre, al pago de las costas"; por haber sido interpuestos de 
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materia; 
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pectos; Quinto: Condena al acusado Nicanor Santana Sil-
vestre, que sucumbe, al pago de las costas penales y civiles 
de la presente alzada"; 

• Considerando que la Corte de Apelación, ponderando 
los elementos de prueba regularmente administrados en el 
transcurso de la ventilación de la presente causa y, muy es-
pecialmente, por la propia confesión del acusado Nicanor 
Santana Silvestre, dio por establecidos los hechos que. a 
seguidas, son apuntados: que el acusado Nicanor Santana 
Silvestre y la occisa Divina de la Altagracia Perera Ubiera 
sostuvieron relaciones amorosas durante algún tiempo, pe-
ro que ella resolvió darle fin a tales relaciones; que con 
tal propósito Divina se dispuso a salir acompañada del acu-
sado y en un vehículo de éste, a fin de ponerle en cono -
cimiento la decisión que había tomado; que en horas de 
la tarde del día 9 de diciembre de 1965, el acusado Santana 
fue en un vehículo de motor que él conducía, a la oficina 
donde trabajaba Divina para salir con éste y con el fin de 
que lo enterara de algo que la misma deseaba expresarle;  

----- 

que al  salir ella de la referida oficina, siendo más o me-

;os las tres de la tarde, pidió a su prometido, el acusado 
Santana, que le permitiera conducir el vehículo en que él 
andaba, siendo complacida; que cuando ellos transitaban 
por la Avenida John F. Kennedy, Divina detuvo el vehícu-

lo  para conversar con Santana y hacerle saber que daba por 
concluidas las relaciones amorosas que los dos mantenían; 
que él trató de hacerla desistir de su propósito, pero elle 
no quiso complacerlo y en seguida salió del vehículo a pesar 
de la resistencia que Santana le hizo, quien trataba de abra-
zarla, lo que dio lugar a que ella cayera sobre el pavimento 
de la ya mencionada Avenida; que al no lograr persuadir a 
su novia de que siguieran las relaciones amorosas con él, 
dicho acusado, haciendo uso de un revólver calibre 38 que 
portaba, le disparó varias veces, voluntariamente, mientras 
ella se encontraba en el suelo, produciéndole tres heridas 
que le ocasionaron la muerte; 

Considerando que en base a esos hechos, la Corte de 
Apelación expresa que en los mismos "se hallan reunidos 
los elementos constitutivos del crimen de homicidio vo-
luntario, previsto por el artículo 295 del Código Penal, pues 
es obvio, que el acusado Nicanor Santana Silvestre al dis-
pararle varias veces voluntariamente a su víctima Divina 
de la Altagracia Perera Ubiera, con un arma mortífera, co-
mo lo es un revólver, mientras ésta se encontraba inde-
fensa, no tuvo otra intención que no fuera la de privarle 
de la vida, como lo hizo"; "que el acusado lo único que 
alega en su defensa es el hecho de que lo vió todo obscuro 
y no supo lo que hacía cuando su prometida le expresó 
que no continuaría sosteniendo relaciones amorosas con él"; 
pero, que "si bien es cierto que es necesario admitir que 
en situaciones semejantes a las expresadas por el acusa-
do el estado de ánimo se altera, ello no es óbice para que 
pueda justificarse la muerte de una persona, ya que decidir 
lo contrario sería autorizar a matar en nombre de una pa-
sión, lo cual crearía una situación peligrosa para, la socie- 
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dad, y por el contrario es más conveniente para la segur¡, 
dad del orden social y además se impone a todo indbidaa 
la obligación de dominar sus pasiones"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias del 
caso penal de que se trata, establecidos por el Tribunal de 
Alzada, se encuentran reunidos todos los elementos co ns, 
titutivos que caracterizan el crimen de homicidio volunta. 
rio previsto en el artículo 295 del Código Penal, y castiga-
do con la pena de tres a veinte años de trabajos públi cos 

 por el párrafo II del artículo 304, combinado con el articu-
lo 18, de ese mismo Código; que, por tanto, el Tribunal de 
Alzada al condenar al acusado Nicanor Santana Silvestre 
después de declararlo culpable del referido crimen de ho-
micidio voluntario cometido en perjuicio de Divina de la 
Altagracia Perera Ubiera, a 15 años de trabajos públicos, 
le aplicó una pena ajustada a la ley; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, que 
la Corte a-qua igualmente dio por establecido que el cri-
men cometido por el acusado Nicanor Santana Silvestre, 
ocasionó a Constancia Ubiera Vda. Ramírez, interviniente 
en la presente instancia, parte civil constituida y madre de 
la occisa Divina de la Altagracia Perera Ubiera, daños y 
perjuicios, cuyo monto fijó soberanamente en la suma de 
RD$30,000.00 (treinta mil pesos), reduciendo de este mo-
do la indemnización de RD$50,000.00 (cincuenta mil pe-
sos) acordada por el Juez de primer grado; que, en conse-
cuencia, al condenarlo al pago de dicha suma de treinta 
mil pesos, a título de indemnización en provecho de la par-
te civil constituida, hizo una correcta aplicación del artícu-
lo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-

te a  Constancia Ubiera Vda. Ramírez, parte civil constituí-

da;  segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto 

por  el acusado Nicanor Santana Silvestre, contra la sen-
tencia dictada, en atribuciones criminales y en fecha 9 de 

marzo de 1968, por la Corte de Apelación de Santo Domin-

go,  cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo, y Tercero: Condena al recurrente al pago 
de las costas penales y civiles, ordenando la distracción de 
estas últimas en provecho del Doctor Ramón Pina Aceve-
do Martínez, abogado de dicha interviniente y parte civil 
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su tota- 

lidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. 
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dad, y por el contrario es más conveniente para la seguri-
dad del orden social y además se impone a todo indiViduo. 
la obligación de dominar sus pasiones"; 

4 ,  

Considerando que en los hechos y circunstancias del 
caso penal de que se trata, establecidos por el Tribunal d e 

 Alzada, se encuentran reunidos todos los elementos cons. 
titutivos que caracterizan el crimen de homicidio volunta-
rio previsto en el artículo 295 del Código Penal, y castiga. 
do con la pena de tres a veinte años de trabajos públicos 
por el párrafo II del artículo 304, combinado con el artícu-
lo 18, de ese mismo Código; que, por tanto, el Tribunal de 
Alzada al condenar al acusado Nicanor Santana Silvestre 
después de declararlo culpable del referido crimen de ho-
micidio voluntario cometido en perjuicio de Divina de la 
Altagracia Perera Ubiera, a 15 años de trabajos públicos, 
le aplicó una pena ajustada a la ley; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, que 
la Corte a-qua igualmente dio por establecido que el cri-
men cometido por el acusado Nicanor Santana Silvestre, 
ocasionó a Constanc ia Ubiera Vda. Ramírez, interviniente 
en la presente instancia ;  parte civil constituida y madre de 
la occisa Divina de la Altagracia Perera Ubiera, daños y 
perjuicios, cuyo monto fijó soberanamente en la suma de 
RD$30,000.00 (treinta mil pesos), reduciendo de este mo-
do la indemnización de RD$50,000.00 (cincuenta mil pe-
sos) acordada por el Juez de primer grado; que, en conse-
cuencia, al condenarlo al pago de dicha suma de treinta 
mil pesos, a título de indemnización en provecho de la par-
te civil constituida, hizo una correcta aplicación del artícu-
lo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación; 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DPI, 1968 

 Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de maco _ 
ás, de fecha 21 de julio de 1967 

Materia: Civil 

Recurrente: Francisco Cuello Florentino 
Abogado: Lic. Ercilio de Castro García 

Recurrido: Teodoro Mojica Germán de Cuello 
Abogado: Dr. Diómedes de los Santos Céspedes 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Manuel A. Amiama, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 6 del mes de Noviembre de 1968, años 125 9  de la Inde-
pendencia y 1069 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Cuello Florentino, dominicano, mayor de edad, agricul -
tor, cédula No. 3522 serie 2, domiciliado en la Sección de 
Magarin, del Municipio de El Seibo, contra la sentencia de 
fecha 21 de Julio de 1967, dictada en sus atribuciones ci -
viles por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Lic. Manuel de Js. Pérez More], cédula 464, 
serie 25, en representación del Lic. Ercilio de Castro García, 
cédula 4201, serie 25, abogado del recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Julio M. Escoto Santana, cédula 24631, se-
rie 23, en representación del Dr. Diómedes de los Santos 
Céspedes, cédula 9492, serie 27, abogado de la recurrida 
Teodora Mojica Germán de Cuello, dominicana, mayor de 
edad, casada, de oficios domésticos, cédula 659, serie 2, do-
miciliada y residente en la casa No. 22 de la calle "30 de 
Mayo" de Hato Mayor, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación firmado por el abogado 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 19 de diciembre de 1967, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 31 de enero de 
1968, suscrito por el abogado de la recurrida; 

lig La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 4 y 22, de la Ley No. 1306-
bis de 1937 sobre Divorcio; 61 y 68 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una demanda a fines de divorcio por causa deter-
minada de incompatibilidad de caracteres, intentada por 
Teodora Mbjica Germán de Cuello, contra su esposo Feo. Cue 
llo Florentino, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seibo dictó en defecto, en fecha 18 de 
mayo de 1966, una sentencia admitiendo dicho divorcio; b) 
Que sobre recurso del esposo demandado, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 21 de julio 
de 1967, la sentencia ahora impugnada en casación con el 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DIA, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de : ■,ia 
 rls, de fecha 21 de julio de 1967 

Materia: Civil 

Recurrente: Francisco Cuello Florentino 
Abogado: Lic. Ercilio de Castro García 

Recurrido: Teodoro Mojica Germán de Cuello 
Abogado: Dr. Diómedes de los Santos Céspedes 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bebés 
Chupani, Francisco Elpiclio Beras, Manuel A. Amiama, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 6 del mes de Noviembre de 1968, años 125 9  de la Inde-
pendencia y 1069 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Cuello Florentino, dominicano, mayor de edad, agricul-
tor, cédula No. 3522 serie 2, domiciliado en la Sección de 
Magarin, del Municipio de El Seibo, contra la sentencia de 
fecha 21 de Julio de 1967, dictada en sus atribuciones ci -
viles por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís. 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Lic. Manuel de Js. Pérez More], cédula 464, 
serie 25, en representación del Lic. Ercilio de Castro García, 
cédula 4201, serie 25, abogado del recurrente, en la lectura 
e sus conclusiones; 

Oído al Dr. Julio M. Escoto Santana, cédula 24631, se-

rie 23, en representación del Dr. Diómedes de los Santos 
Céspedes, cédula 9492, serie 27, abogado de la recurrida 
Teodora Mojica Germán de Cuello, dominicana, mayor de 
edad, casada, de oficios domésticos, cédula 659, serie 2, do-
miciliada y residente en la casa No. 22 de la calle "30 de 
Mayo" de Hato Mavor, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación firmado por el abogado 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 19 de diciembre de 1967, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 31 de enero de 
1968, suscrito por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 4 y 22, de la Ley No. 1306-
bis de 1937 sobre Divorcio; 61 y 68 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una demanda a fines de divorcio por causa deter-
minada de incompatibilidad de caracteres, intentada por 
Teodora Mojica Germán de Cuello, contra su esposo Feo. Cue 
llo Florentino, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seibo dictó en defecto, en fecha 18 de 
mayo de 1966, una sentencia admitiendo dicho divorcio; b) 
Que sobre recurso del esposo demandado, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 21 de julio 
de 1967, la sentencia ahora impugnada en casación con el 
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siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara la nulidad 
radical y absoluta, y sin ningún valor ni efecto, del acto de 
apelación instrumentado a requerimiento del Sr. Francisco 
Cuello Florentino, en fecha 4 de octubre del año 1966, p or 

 el ministerial Carlos Jiménez Linares y en consecuencia, 
inadmisible el recurso de apelación a que él se refiere, p or 

 no haber sido notificado en la propia persona de la señora 
 Teodora Mojica Germán de Cuello; Segundo: Condena al 

señor Francisco Cuello Florentino, parte intimante que su-
cumbe, al pago de las costas causadas, distrayéndolas en 
provecho del Dr. J. Diómedes de los Santos Céspedes, por 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca como funda-
mento de su recurso los siguientes medios de casación: 
"Primer Medio: Violación, por desconocimiento, de los ar-
tículos 4 de la Ley de Divorcio No. 1306-bis, 68 y 61 del 
Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: Falsa apli-
cación del artículo 22 de la Ley de Divorcio No. 1306-bis". 

Considerando que el recurrente sostiene en síntesis en 
los dos medios propuestos, los cuales se reúnen para su 
examen, que el artículo 4 de la Ley de Divorcio establece 
claramente que el demandante "hará emplazar en la for-
ma ordinaria de los emplazamientos"; que según el artícu-
lo 68 del Código de Procedimiento Civil los emplazamientos 
deben notificarse a la persona o en su domicilio; que en 
esa forma emplazó él a su esposa a fines de apelación y 
el alguacil actuante notificó el acto a la esposa en su do-
micilio, hablando con su hijo Valentín Cuello; que, sin 
embargo, la Corte a-qua le declaró nulo su emplazamiento 
porque aplicó al caso el artículo 22 de la Ley de Divorcio 
que se refiere a medidas provisionales, el cual texto exige 
que la notificación se haga, en esas actuaciones a la pro: 
pia persona, o al fiscal del tribunal que deba conocer de 
la demanda, a pena -de nulidad absoluta; que al fundarse 
la Corte a-qua en ese último texto citado, incurrió en las 
violaciones por él denunciadas en los dos medios propues -  

ws po
r lo cual estima el recurrente que el fallo impug-

nado debe ser casado; 

Considerando que ciertamente la Ley de Divorcio No. 
1306-bis, del 1937, después de establecer en el artículo 4 
que "el demandante hará emplazar en la forma ordinaria 

de 
los emplazamientos". lo que significa que deben seguir-

se en principio las reglas del artículo 68 del Código de Pro-
cedimiento Civil, dispuso en interés de la mujer, en el ar-
tículo 22 de la misma Ley, que cuando ésta es la demanda-
da, "todas las notificaciones" deberán ser hechas "bajo pe-
na de nulidad radical y absoluta, a su propia persona o al 
fiscal del tribunal que deba conocer de la demanda, quien 
practicará las diligencias necesarias para que tales notifi-
caciones, lleguen a conocimiento de la mujer"; que taler, 
requisitos tienden indudablemente, en el pensamiento le-
gislativo, a evitar una demanda de divorcio sorpresiva o 
clandetina contra la mujer, que le prive de la posibilidad de 
enterarse de dicha demanda y de preparar su defensa; que 
tal idea de protección para la mujer, se acentúa más cuan-
do se advierte que en el párrafo único del citado artículo 
22, modificado por la Ley No. 2153, de 1949, y luego por 
la Ley No. 112, de 1967, se requiere, en todos los casos en 
que el emplazamiento deba hacerse al fiscal, que el marido 
hará publicar, un aviso por tres días consecutivos expre-
sando que procederá al emplazamiento, sin cuya formali-
dad "el juez apoderado del caso declararía irrecibible la 
demanda"; que todas estas disposiciones excepcionales sólo 
es preciso cumplirlas a pena de nulidad absoluta al inicio 
de la demanda cuando la mujer es la demandada; pues, 
evidentemente, si el demandado es el marido, como en la 
especie, tales exigencias de la ley no son requeridas, sino 
que el emplazamiento debe notificarse siguiendo la forma 
pautada en el artículo 68 del Código de Procedimiento Ci-
vil; que, en este orden de ideas, una vez lanzada la deman-
da es necesario admitir que no es preciso repetir en grado 
de apelación las exigencias procedimentales y excepcionales 
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siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara la nulid ad 
 radical y absoluta, y sin ningún valor ni efecto, del acto de 

apelación instrumentado a requerimiento del Sr. Franci sco 
 Cuello Florentino, en fecha 4 de octubre del año 1966, por 

el ministerial Carlos Jiménez Linares y en consecuencia, 
inadmisible el recurso de apelación a que él se refiere, po r 

 no haber sido notificado en la propia persona de la señora 
Teodora Mojica Germán de Cuello; Segundo: Condena al 
señor Francisco Cuello Florentino, parte intimante que su-
cumbe, al pago de las costas causadas, distrayéndolas en 
provecho del Dr. J. Diómedes de los Santos Céspedes, por 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca como funda-
mento de su recurso los siguientes medios de casación: 
"Primer Medio: Violación, por desconocimiento, de los ar-
tículos 4 de la Ley de Divorcio No. 1306-bis, 68 y 61 del 
Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: Falsa apli-
cación del artículo 22 de la Ley de Divorcio No. 1306-bis". 

Considerando que el recurrente sostiene en síntesis en 
los dos medios propuestos, los cuales se reúnen para su 
examen, que el artículo 4 de la Ley de Divorcio establece 
claramente que el demandante "hará emplazar en la for-
ma ordinaria de los emplazamientos"; que según el artícu-
lo 68 del Código de Procedimiento Civil los emplazamientos 
deben notificarse a la persona o en su domicilio; que en 
esa forma emplazó él a su esposa a fines de apelación y 
el alguacil actuante notificó el acto a la esposa en su do-
micilio, hablando con su hijo Valentín Cuello; que, sin 
embargo, la Corte a-qua le declaró nulo su emplazamiento 
porque aplicó al caso el artículo 22 de la Ley de Divorcio 
que se refiere a medidas provisionales, el cual texto exige 
que la notificación se haga, en esas actuaciones a la pro: 
pia persona, o al fiscal del tribunal que deba conocer de 
la demanda, a pena -de nulidad absoluta; que al fundarse 
la Corte a-qua en ese último texto citado, incurrió en las 
violaciones por él denunciadas en los dos medios propues -  
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tos  por lo cual estima el recurrente que el fallo impug-
nado debe ser casado; 

Considerando que ciertamente la Ley de Divorcio No. 
1306-bis, del 1937, después de establecer en el artículo 4 
que  "el demandante hará emplazar en la forma ordinaria 
de los emplazamientos". lo que significa que deben seguir-

se en principio las reglas del artículo 68 del Código de Pro-
cedimiento Civil, dispuso en interés de la mujer, en el ar-
tículo 22 de la misma Ley, que cuando ésta es la demanda-
da, "todas las notificaciones" deberán ser hechas "bajo pe-
na de nulidad radical y absoluta, a su propia persona o al 
fiscal del tribunal que deba conocer de la demanda, quien 
practicará las diligencias necesarias para que tales notifi-
caciones, lleguen a conocimiento de la mujer"; que tale" 
requisitos tienden indudablemente, en el pensamiento le-
gislativo, a evitar una demanda de divorcio sorpresiva o 
clandetina contra la mujer, que le prive de la posibilidad de 
enterarse de dicha demanda y de preparar su defensa; que 
tal idea de protección para la mujer, se acentúa más cuan-
do se advierte que en el párrafo único del citado artículo 
22, modificado por la Ley No. 2153, de 1949, y luego por 
la Ley No. 112, de 1967, se requiere, en todos los casos en 
que el emplazamiento deba hacerse al fiscal, que el marido 
hará publicar, un aviso por tres días consecutivos expre-
sando que procederá al emplazamiento, sin cuya formali-
dad "el juez apoderado del caso declararía irrecibible la 
demanda"; que todas estas disposiciones excepcionales sólo 
es preciso cumplirlas a pena de nulidad absoluta al inicio 
de la demanda cuando la mujer es la demandada; pues, 
evidentemente, si el demandado es el marido, como en la 
especie, tales exigencias de la ley no son requeridas, sino 
que el emplazamiento debe notificarse siguiendo la forma 
pautada en el artículo 68 del Código de Procedimiento Ci-
vil; que, en este orden de ideas, una vez lanzada la deman-
da es necesario admitir que no es preciso repetir en grado 
de apelación las exigencias procedimentales y excepcionales 

2449 
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antes dichas, previstas para la iniciación de la dema nda 
 por lo cual la notificación héchale a la mujer demandante' 

en su domicilio, para fines de apelación, es perfectame nte' 
válida, pues ella conserva en apelación el rol inicial de de-
mandante en el divorcio aunque en segunda instancia, s ea 

 parte apelada; máxime, si como ocurre en la especie, la 
sentencia que se examina revela no sólo que ella tuvo co-
nocimiento del recurso que le fue notificado, pues consti-
tuyó abogado, sino que su derecho de defensa no fue le-
sionado ya que su abogado compareció a defenderla; que 
en tales condiciones, el acto de alguacil notificándole y que 
ella ha impugnado, aún cuando no estuviera suficientemen-
te clara, como lo está, la situación procesal preanalizat,d, 
es obvio que no le irrogó perjuicio alguno, por lo cual de-
be aplicarse la máxima "no hay nulidad sin agravio", má-
xima que contrariamente a como lo apreció la Corte a-qua, 
puede regir en esta materia, no obstante su carácter; 

Considerando que en la especie, al pronunciar la Corte 
a-qua la nulidad del acto de apelación, y declarar inadmi-
sible dicho recurso, porque a su juicio debió ser notificado 
a la propia persona, incurrió en los vicios y violaciones de-
nunciados por el recurrente, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas, 
según el artículo 131 del Código de Procedimiento Civil, 
cuando se trate de litis entre esposos; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones civiles por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha 21 de julio de 1967, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo, y envía el caso por arte la Corte de Apelación de San-
to Domingo; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
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m Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar 

sa.. ritiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
'audiencja pública del día, mes y año en él expresados y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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xima que contrariamente a como lo apreció la Corte a-qua, 
puede regir en esta materia, no obstante su carácter; 

Considerando que en la especie, al pronunciar la Corte 
a-qua la nulidad del acto de apelación, y declarar inadmi-
sible dicho recurso, porque a su juicio debió ser notificado 
a la propia persona, incurrió en los vicios y violaciones de-
nunciados por el recurrente, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada: 

Considerando que las costas podrán ser compensadas, 
según el artículo 131 del Código de Procedimiento Civil, 
cuando se trate de litis entre esposos; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones civiles por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha 21 de julio de 1967, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
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g.  Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 
secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue  firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 

que ce. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE PECHA 6 DE NOVIEMBRE DEL 1968  

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri mera 
 Instancia del Distrito Nacional, de fecha 5 de marzo de 
 1968 

Materia: Trabajo 

Recurrido: Máximo Julio Andújar 
Abogado: Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Man zlai 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de .Tu;.- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz 'rejada; Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Francisco Elpidio Beras y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 6 de noviembre del año 
1968, años 1259  de la Independencia, y 1069  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
nio Boca Chica, sociedad comercial, con su domicilio prin-
cipal en Andrés, Boca Chica, Distrito Nacional, contra la 
sentencia dictada en fecha 5 de marzo de 1968, por la Cá-
mara de 'Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se transcribe inbis adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído , 
al Dr. Enrique Hernández Machado, cédula No. 

57969, serie 11, por sí y por el Lic. Rafael Alburquerque 
ayas Bazán y el Dr. Juan Esteban Ariba Mendoza, cé- 
dulas Nos. 4084 y 47326, series 1a, respectivamente, abo- 

gados de lá récurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído al Dr. H. Padilla, a nombre de los Dres. Juan 

Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual, cédulas Nos. 
24229 y 18900, series 18 y la, respectivamente, abogados 
del recurrido Máximo Julio Andújar, dominicano, mayor 
de edad, casado, domiciliado y residente en Andrés, Boca 
Chica, cédula No. 22410, serie la, en la lectura de sus con- 
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por sus abogados, y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, en fecha 8 de mayo de 1968, 
y en el cual se invocan los medios que más adelante se in-
dican; 

4111W •  Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por sus abogados, y notificado a los de la recurrente, en 
fecha 12 de junio de 1968, e igualmente su escrito de am-
pliación; 

Visto el auto dictado en fecha 5 de noviembre del co-
rriente afeo 1968, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magis-
trado Manuel A. Amiama, Juez de este Tribunal, para in-
tegrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación 
y fallo del recurso de casación de que se trata, de conformi-
dad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Recurrente: Ingenio Boca Chica 
Abogado: Dr. Enrique Hernández M., Lic. Rafael Alburqu,,/ qUe y 

Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza 



Materia: Trabajo 

Recurrente: Ingenio Boca Chica 
Abogado: Dr. Enrique Hernández M., Lic. Rafael AlburquPrq ue 

 Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza 

Recurrido: Máximo Julio Andújar 
Abogó : Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel 	gua] 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE NOVIEMBRE DEL 19  

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri mer
a  Instancia del Distrito Nacional, de fecha 5 de marzo de  

1968 

1111 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada; Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perdió. 
Francisco Elpidio Beras y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 6 de noviembre del año 
1968, años 1259  de la Independencia, y 106 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
nio Boca Chica, sociedad comercial, con su domicilio prin-
cipal en Andrés, Boca Chica, Distrito Nacional, contra la 
sentencia dictada en fecha 5 de marzo de 1968, por la Cá-
mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se transcribe mía; adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído-  al Dr. Enrique Hernández Machado, cédula No. 
57969, serie 11, por sí y por el Lic. Rafael Alburquerque 

mayas Bazán y el Dr. Juan Esteban Ariba Mendoza, cé-
dulas Nos. 4084 y 47326, series 1 1, respectivamente, abo-
gados de lá recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. H. Padilla, a nombre de los Dres. Juan 
Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual, cédulas Nos. 
24229 y 18900, series 18 y 1#, respectivamente, abogados 
del recurrido Máximo Julio Andújar, dominicano, mayor 
de edad, casado, domiciliado y residente en Andrés, Boca 
Chica, cédula No. 22410, serie 1/, en la lectura de sus con-
clusioonedso; 

el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por sus abogados, y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, en fecha 8 de mayo de 1968, 
y en el cual se invocan los medios que más adelante se in-
dican; 

11111  Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por sus abogados, y notificado a los de la recurrente, en 

am- 
pliación; 

de junio de 1968, e igualmente su escrito de am- 

Visto el auto dictado en fecha 5 de noviembre del co-
rriente año 1968, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magis-
trado Manuel A. Amiama, Juez de este Tribunal, para in-
tegrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación 
ybefal lora   o  del recurso de casación de que se trata, de conformi-
dad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la decisión impugnada y en 
 documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente. 

al que con motivo de una reclamación laboral que no pudo  ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 28 de febrero de 1967, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ra-
tifica el defecto pronunciado en audiencia pública contra l a 

 parte demandada, por no comparecer no obstante citación 
legal; SEGUNDO: Acoge en todas sus partes las conclusio-
nes del demandante, por ser justas y reposar en prueba le-
gal; TERCERO: Declara injustificado el despido y resuelto 
el contrato de Trabajo que ligaba a las partes, por culpa 
del patrono y con responsabilidad para el mismo; CUARTr 
Ordena al Ingenio Central Boca Chica, expedir en favor del 
señor Máximo Julio Andújar, el certificado a que se refiere 
el artículo 63 del Código de Trabajo; QUINTO: Condena 
al Ingenio Central Boca Chica, a pagarle al señor Máximo 
Julio Andújar, los valores correspondientes a 24 días de 
salarlo por concepto de preaviso; 150 días por auxilio de 
cesantía; 15 días por vacaciones no disfrutadas ni pagadas, 
así como la indemnización establecida en el inciso tercero 
del art. 84 del Código de Trabajo correspondiente a tres 
meses de salario, todo a base de RD$283.00 mensuales: 
SEXTO: Condena al Ingenio Central Boca Chica al pago 
de las costas del procedimiento con distracción de éstas en 
provecho de los Dres. Juan Luperón Vásquez y Diógenes 
Medina y Medina, quienes afirman haberlas avanzado en 
su mayor parte"; b) que sobre recurso interpuesto contra 
dicha sentencia, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha 5 de marzo de 1968, la sentencia aho-
ra impugnada, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el re-
curso de apelación interpuesto por el Ingenio Boca Chica, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional en fecha 28 de febrero de 1967, 
dictada en favor de Máximo Julio Andújar, cuyo dispositi -
vo ha sido transcrito en parte anterior de esta misma sen - 

tencia; S"UND°: Relativamente al fondo, Confirma en 

todas s
us partes dicha sentencia impugnada; TERCERO: 

g0 
de  las costas del procedimiento, de conformidad con 

en provecho del Doctor Juan Luperón Vásquez, quien afir-

ma  haberlas avanzado en su totalidad"; 

condena a la parte sucumbiente Ingenio Boca Chica al pa-
- 

No 

 Ios .  artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley 
302 del 18 de junio de 1964, ordenando su distracción 

Considerando que en su memorial la recurrente invoca 
el siguiente y único medio: Desnaturalización de los hechos 

y documentos de la causa. Violación del artículo 57 de la 
Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo. Violación del 
derecho de defensa. Falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio úni-
co del recurso, la recurrente alega, en síntesis, que las de-
claraciones de los testigos Luis Aníbal Duval y Hugo An-
drés Morales contienen elementos suficientes para estable-
cer que el trabajador Máximo Julio Andújar, incurrió en 
las faltas justificativas de su despido, o sean las de inju-
rias y mal tratamiento contra el administrador del Inge-
nio Boca Chica, para el cual trabajaba, y negativa de eje-
cutar obligaciones contractuales; que, no obstante, la Cá-
mara a-qúa descartó de plano dichas declaraciones sobre 
el fundamento de que le merecían más crédito las vertidas 
por el testigo José Manuel Ramírez, por ser más precisas; 
que según se puede apreciar claramente en el acto del in-
formativo, las cualidades que más sobresalen en los tes-
timonios desechados, son su "precisión, concordancia, sin-
ceridad e idoneidad"; que si es cierto que los jueces tienen 
un poder soberano para ponderar los testimonios, rechazán-
dolos o admitiéndolos, no es menos verdadero que sí, como 
en la especie, los rechazan, deben dar razones valedelas 
que justifiquen tal rechazamiento; que, además, el derecho 
de defensa de la recurrente ha sido lesionado, ya que la 
Cámara a-qua, para dictar su fallo, tomó en cuenta y retu-
vo como prueba una certificación expedida por el Director 
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Considerando que en la decisión impugnada y en  
. Gs documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 

que con motivo de una reclamación laboral que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 28 de febrero de 1967, una senten 
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: R a: 
tífica el defecto pronunciado en audiencia pública contra l a 

 parte demandada, por no comparecer no obstante citación 
legal; SEGUNDO: Acoge en todas sus partes las conclusi a 

 nes del demandante, por ser justas y reposar en prueba le-
gal; TERCERO: Declara injustificado el despido y resuelto 
el contrato de Trabajo que ligaba a las partes, por culpa 
del patrono y con responsabilidad para el mismo; CUARTr 
Ordena al Ingenio Central Boca Chica, expedir en favor del 
señor Máximo Julio Andújar, el certificado a que se refiere 
el artículo 63 del Código de Trabajo; QUINTO: Condena 
al Ingenio Central Boca Chica, a pagarle al señor Máximo 
Julio Andújar, los valores correspondientes a 24 días de 
salario por concepto de preaviso; 150 días por auxilio de 
cesantía; 15 días por vacaciones no disfrutadas ni pagadas, 
así como la indemnización establecida en el inciso tercero 
del art. 84 del Código de Trabajo correspondiente a tres 
meses de salario, todo a base de RD$283.00 mensuales; 
SEXTO: Condena al Ingenio Central Boca Chica al pago 
de las costas del procedimiento con distracción de éstas en 
provecho de los Dres. Juan Luperón Vásquez y Diógenes 
Medina y Medina, quienes afirman haberlas avanzado en 
su mayor parte"; b) que sobre recurso interpuesto contra 
dicha sentencia, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha 5 de marzo de 1968, la sentencia aho-
ra impugnada, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el re-
curso de apelación interpuesto por el Ingenio Boca Chica, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional en fecha 28 de febrero de 1967, 
dictada en favor de Máximo Julio Andújar, cuyo dispositi -
vo ha sido transcrito en parte anterior de esta misma sen- 

ncia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, Confirma en te   

t 	
sus  partes dicha sentencia impugnada; TERCERO: 

Condena 
 a parte 

 

todas se 
la rte sucumbiente Ingenio Boca Chica al pa- 

go 	costas del procedimiento, de conformidad con 

los 	691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley 
1N(s). 302 del 18 de junio de 1964, ordenando su distracción 

en provecho del Doctor Juan Luperón Vásquez, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial la recurrente invoca 
el siguiente y único medio: Desnaturalización de los hechos 
y documentos de la causa. Violación del artículo 57 de la 
Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo. Violación del 
derecho de defensa. Falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio úni-
co del recurso, la recurrente alega, en síntesis, que las de-
claraciones de los testigos Luis Aníbal Duval y Hugo An-
drés Morales contienen elementos suficientes para estable-
cer que el trabajador Máximo Julio Andújar, incurrió en 
las faltas justificativas de su despido, o sean las de inju-
rias y mal tratamiento contra el administrador del Inge-
nio Boca Chica, para el cual trabajaba, y negativa de eje-
cutar obligaciones contractuales; que, no obstante, la Cá-
mara a-qúa descartó de plano dichas declaraciones sobre 
el fundamento de que le merecían más crédito las vertidas 
por el testigo José Manuel Ramírez, por ser más precisas; 
que según se puede apreciar claramente en el acto del in-
formativo, las cualidades que más sobresalen en los tes-
timonios desechados, son su "precisión, concordancia, sin-
ceridad e idoneidad"; que si es cierto que los jueces tienen 
un poder soberano para ponderar los testimonios, rechazán-
dolos o admitiéndolos, no es menos verdadero que sí, como 
en la especie, los rechazan, deben dar razones valedelas 
que justifiquen tal rechazamiento; que, además, el derecho 
de defensa de la recurrente ha sido lesionado, ya que la 
Cámara a-qua, para dictar su fallo, tomó en cuenta y retu-
vo como prueba una certificación expedida por el Director 
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de Trabajo, y depositada en el expediente cuando estaba  
cerrados los debates y el asunto en estado de ser fallado

; y, por último, que la Cámara a-qua no se preocupó d e  in- dagar, con suficiente amplitud, si la actitud del trabajado; 
Andújar frente al administrador del ingenio, constituía n 0 

 no desobediencia a las órdenes que se le dieron en relación 
 con el servicio contratado, lo que implica que la decisión 

impugnada carece de una relación completa de los hech os 
 de la causa que imposibilita a la Suprema Corte apreciar ,i 

en el caso la ley ha sido bien o mal aplicada; razones Do,- 
las cuales la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que para dictar su fallo, la Cámara a,<, ta, 
dió por establecido, fundándose en las declaraciones del tes-
tigo José Manuel Ramírez, las que le merecieron "entero cré-
dito", y según las cuales, Andújar nunca pronunció palabras 
injuriosas contra el Administrador Escarfullery, ni desobe-
deció ninguna orden de éste, sino que el señor Andújar se 
limitó a preguntar al Administrador, si era cierto que iban 
a suprimir unas brigadas, a lo que contestó el Administra-
dor en una forma violenta que él era el jefe y que había 
que cumplir sus órdenes, ordenando al señor Andújar a 
salir de su despacho"; y cuie lel testigo Luis Aníbal Duval 
fue llamado por el Administrador después del incidente, así 
como que el otro testigo, Hugo Andrés Morales, tampoco 
se encontraba en el despacho del Administrador al momen-
to del incidente"; que como se advierte de lo anteriormen-
te expuesto, lejos de incurrir en el vicio de desnaturaliza-
ción de los hechos de la causa, la Cámara a-qua simplemen-
te hizo uso del poder soberano de apreciación reconocido 
a los jueces del fondo, en el establecimiento de la prueba. 
poder que les permite atribuir más crédito a unos testimo -
nios que a otros, sino que tengan la obligación de dar mo -
tivos de su apreciación, como lo hizo, sin embargo en la 
especie, la Cámara a-qua, al declarar que le atribuyó más 
crédito a la declaración del testigo Ramírez, que a la de los 
otros, "por ser más precisas"; que si tal como lo alega la 
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recurrente, fue admitido después de cerrados los debates 
un documento ignorado por ella, o sea la certificación ex- 

ida  por el Departamento de Trabajo, en la cual se ha-

cía  constar que el testigo Ramírez era miembro del sin-

dicato de ferrocarrileros, certificación que sirvió de base, 
según se expresa en el fallo impugnado "para robustecer 
el crédito que este Tribunal le confiere a las declaraciones 
del testigo Ramírez", tal circunstancia no afecta la legali-
dad el fallo recurrido, ya que la admisión por la Cámara 
0-qua del documento no sometido al debate carece de re-
levancia, pues la Cámara a-qua ya había formado su con-
vicción en base a la declaración del testigo Ramírez, tal 
como consta en la sentencia impugnada; que, por último, tal 

como se consigna en los motivos de la decisión impugnada, 
arriba transcritos, el fallo impugnado contiene una rela-
ción completa de los hechos y circunstancias de la causa 
que han permitido a esta Suprema Corte de Justicia ejer-
cer sus facultades de control; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Ingenio Boca Chica, contra la 
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 5 de 
marzo de 1968, cuyo dispositivo ha sido transcrito en par-
te anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se orde-
na en provecho de los doctores Víctor Manuel Mangual y 
uan Luperón Vásquez, quienes afirman haberlas avanzado 
n su totalidad. 

. 5  Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.—  Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 
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de Trabajo, y depositada en el expediente cuando estaba, 
cerrados los debates y el asunto en estado de ser fall ad—

°.  y, por último, que la Cámara a-qua no se precia-11)6 de in, 
dagar, con suficiente amplitud, si la actitud del trabajado; 
Andújar frente al administrador del ingenio, constituía n o 

 no desobediencia a las órdenes que se le dieron en relac ión 
 con el servicio contratado, lo que implica que la decisión 

impugnada carece de una relación completa de los h echos 
 de la causa que imposibilita a la Suprema Corte apreciar 

en el caso la ley ha sido bien o mal aplicada; razones p o, 
las cuales la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que para dictar su fallo, la Cámara a-c l 
 dió por establecido, fundárdose en las declaraciones del tes-

tigo José Manuel Ramírez, las que le merecieron "entero cré-
dito", y según las cuales, Andújar nunca pronunció palabras 
injuriosas contra el Administrador Escarfullery, ni desobe-
deció ninguna orden de éste, sino que el señor Andújar se 
limitó a preguntar al Administrador, si era cierto que iban 
a suprimir unas brigadas, a lo que contestó el Administra-
dor en una forma violenta que él era el jefe y que había 
que cumplir sus órdenes. ordenando al señor Andújar a 
salir de su despacho"; y que "el testigo Luis Aníbal Duval 
fue llamado por el Administrador después del incidente, así 
como que el otro testigo, Hugo Andrés Morales, tampoco 
se encontraba en el despacho del Administrador al momen-
to del incidente"; que como se advierte de lo anteriormen-
te expuesto, lejos de incurrir en el vicio de desnaturaliza-
ción de los hechos de la causa, la Cámara a-qua simplemen-
te hizo uso del poder soberano de apreciación reconocido 
a los jueces del fondo, en el establecimiento de la prueba, 
poder que les permite atribuir más crédito a unos testimo -
nios que a otros, sino que tengan la obligación de dar mo -
tivos de su apreciación, como lo hizo, sin embargo en la 
especie, la Cámara a-qua, al declarar que le atribuyó más 
crédito a la declaración del testigo Ramírez, que a la de los 
otros, "por ser más precisas"; que si tal como lo alega la  

recurrente, fue admitido después de cerrados los debates 

un documento ignorado por ella, o sea la certificación ex-
-pedida  por el Departamento de Trabajo, en la cual se ha-

cia  constar que el testigo Ramírez era miembro del sin-

dicato de ferrocarrileros, certificación que sirvió de base, 

según se expresa en el fallo impugnado "para robustecer 
el crédito que este Tribunal le confiere a las declaraciones 
del testigo Ramírez", tal circunstancia no afecta la legali-
dad el fallo recurrido, ya que la admisión por la Cámara 

a-qua del documento no sometido al debate carece de re-
levancia, pues la Cámara a-qua ya había formado su con-
vicción en base a la declaración del testigo Ramírez, tal 
como consta en la sentencia impugnada; que, por último, tal 
como se consigna en los motivos de la decisión impugnada, 
arriba transcritos, el fallo impugnado contiene una rela-
ción completa de los hechos y circunstancias de la causa 
que han permitido a esta Suprema Corte de Justicia ejer-
cer sus facultades de control; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Ingenio Boca Chica, contra la 
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 5 de 
marzo de 1968, cuyo dispositivo ha sido transcrito en par-
te anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se orde-
na en provecho de los doctores Víctor Manuel Mangual y 
Juan Luperón Vásquez, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.—  Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por  le  
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a: 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que  
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

----- 

soTTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 30 de noviembre de 1967 

gateria: Confiscaciones 

Recurrente: Pedro Zacarías 
Abogado: Dr. Ramón María Pérez Maracallo 

Recurrido: Caridad María Rojas Cabrera Vda. Morales y compartes 
Abogado: Lic. Juan P. Ramos y Dr. Sergio Sánchez Gómez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En nombré de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
:a Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de 
noviembre del año 1968, años 1259  de la Independencia y 
1069 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Za-
carías, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do en la 'población de Fantino, cédula No. 3813, serie 45, 
contra la sentencia dictada en sus funciones de Tribunal 
de Confiscaciones por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; • 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por  
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au  
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fui 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

dal 

NTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia  Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 30 de noviembre de 1967 

31ateria: Confiscaciones 

Recurrente: Pedro Zacarías 
Abogado: Dr. Ramón María Pérez Maracallo 

Recurrido: Caridad María Rojas Cabrera Vda. Morales y compartes 

Abogado : Lic. Juan P. Ramos y Dr. Sergio Sánchez Gómez 

J 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
:a Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de 
noviembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 
1069 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Za-
carías, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do en la 'población de Fantino, cédula No. 3813, serie 45, 
contra la sentencia dictada en sus funciones de Tribunal 
de Confiscaciones por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; • 
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conclusiones; 
Oído al Lic. Juan P. Ramos, cédula No. 13706, 

Oído al Dr. Ramón MI Pérez Maracallo, cédula 
1332, serie 47, abogado del recurrente en la lectura de 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

, serie 
47, por sí y por el Dr. Sergio Sánchez Gómez, cédula N o, 
16841, serie 47, abogados de las recurridas, en la lecturá 
de sus conclusiones; recurridas que son, Caridad María 
Rojas Cabreras Vda. Morales, cédula No. 31684, serie 54 ; 

 Dolores Morales Córdova Vda. Santalises; Olga Morales 
Franco de Achécar, domiciliadas en Moca; América Mora-
les Franco de Bretón, Thelma Morales Franco de Sheidi( , 

 Carmen Morales Franco de Fernández, Mida Morales Frut-
o) y Aura Morales Franco, domiciliadas en la ciudad de 
Santiago, quienes actúan la primera en su calidad de cón-
yuge superviviente común en bienes del finado Lic. Angel 
Francisco Morales Córdova, y las restantes como suceso-
ras del mismo; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador de la 
República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 19 de enero de 1968, en el cual 
se invoca el medio que luego se indica; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
de las recurridas; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos Ios artículos 153 del Código de Procedi-
miento Civil; 1 y siguiente de la Ley 5924 de 1962, sobre 
Confiscación General de Bienes; y 1 y 20 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 'a) 
que con motivo de una reclamación de las ahora recurridas 
el antiguo Tribunal de Confiscaciones dictó en fecha 13 de 

agosto de 1963, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 

„FALLA PRIMERO: Pronuncia el defecto contra los se-
ñores  Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, por 
no haber comparecido a la audiencia, a pesar de haber sido 
debidamente emplazados; SEGUNDO: Acumula a la causa 

el defecto de las partes no comparecientes, señores Abraham 
Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles y ordena que éstos 
sean reasignados nuevamente; TERCERO: Fija la audien-
cia del día 19 de septiembre a las 10 horas de la mañana, 
para conocer de la presente demanda; CUARTO: Comisio-
na al alguacil ordinario de la Corte de Apelación de La 
Vega, Ramón A. Lara, para la notificación de la presente 
sentencia y de la nueva reasignación a las partes no com-
parecientes señores Abraham Canaán y Pedro Zacarías 
(a) Charles: QUINTO: Reserva las costas"; b) que el 8 de 
octubre de 1963, el Tribunal de Confiscaciones dictó una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Fi-
jar nuevamente la audiencia del día 27 de noviembre de 
1963, a las diez (10) horas de la mañana, para conocer de 
la demanda intentada por los señores Caridad María Rojas 
Cabrera Vda. Morales y compartes, contra el Estado Do-
minicano, Abraham Canaán y Pedro Zacarías; SEGUNDO: 
Comisionar al Ministerial Oscar Franco Gómez, alguacil or-
dinario de la Corte de Apelación de La Vega, para la no-
tificación de la sentencia dictada por este Tribunal, de fe-
cha 13 de agosto de 1963, y de la reasignación, a los se-
ñores Abraham Canaán y Pedro Zacarías" e) que el 6 
de junio de 1964, en virtud de la ley 285, el caso pasó pen-
diente de fallo sobre el fondo a la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, a la cual la ya referida Ley atribuyó las 
funciones que tenía el Tribunal de Confiscaciones antes ci-
tado; d) que la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó 
en fecha 3 de noviembre de 1965, una sentencia de fondo 
cuyo dispositivo se copia más adelante; e) que sobre el re-
curso de oposición interpuesto contra esa sentencia, inter-' 
vino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el si- 
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-----1111  Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón MI Pérez Maracallo, cédula N o. 

 1332, serie 47, abogado del recurrente en la lectura de sus 
 conclusiones; 

Oído al Lic. Juan P. Ramos, cédula No. 13706, serie 
' 47, por sí y por el Dr. Sergio Sánchez Gómez, cédula No. 
16841, serie 47, abogados de las recurridas, en la lectura 
de sus conclusiones; recurridas que son, Caridad Ma ría 

 Rojas Cabreras Vda. Morales, cédula No. 31684, serie 54• 
Dolores Morales Córdova Vda. Santalises; Olga Morales 
Franco de Achécar, domiciliadas en Moca; América Mora-
les Franco de Bretón, Thelma Morales Franco de Sheidi, 
Carmen Morales Franco de Fernández, Hilda Morales Fr -1:,- 
co y Aura Morales Franco, domiciliadas en la ciudad de 
Santiago, quienes actúan la primera en su calidad de cón-
yuge superviviente común en bienes del finado Lic. Angel 
Francisco Morales Córdova, y las restantes como suceso-
ras del mismo; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador de la 
República; - 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado «Ag. 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 19 de enero de 1968, en el cual 
se invoca el medio que luego se indica; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
de las recurridas; 	 ,4 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 153 del Código de Procedi-
miento Civil; 1 y siguiente de la Ley 5924 de 1962, sobre 
Confiscación General de Bienes; y 1 y 20 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación de las ahora recurridas 
el antiguo Tribunal de Confiscaciones dictó en fecha 13 de 
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agosto de 1963, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
,-,FLLA PRIMERO: Pronuncia el defecto contra los se-
ñores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, por 

o  haber comparecido a la audiencia, a pesar de haber sido 
!debidamente emplazados; SEGUNDO: Acumula a la causa 

el defecto de las partes no comparecientes, señores Abraham 
Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles y ordena que éstos 
sean reasignados nuevamente; TERCERO: Fija la audien-
cia del día 19 de septiembre a las 10 horas de la mañana, 
para conocer de la presente demanda; CUARTO: Comisio-
na al alguacil ordinario de la Corte de Apelación de La 
Vega, Ramón A. Lara, para la notificación de la presente 
sentencia y de la nueva reasignación a las partes no com-
parecientes señores Abraham Canaán y Pedro Zacarías 
(a) Charles: QUINTO: Reserva las costas"; b) que el 8 de 
octubre de 1963, el Tribunal de Confiscaciones dictó una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Fi-
jar nuevamente la audiencia del día 27 de noviembre de 
1963, a las diez (10) horas de la mañana, para conocer de 
la demanda intentada por los señores Caridad María Rojas 
Cabrera Vda. Morales y compartes, contra el Estado Do-
minicano, Abraham Canaán y Pedro Zacarías; SEGUNDO: 
Comisionar al Ministerial Oscar Franco Gómez, alguacil or-
dinario de la Corte de Apelación de La Vega, para la no-
tificación de la sentencia dictada por este Tribunal, de fe-
cha 13 de agosto de 1963, y de la reasignación, a los se-
ñores Abraham Canaán y Pedro Zacarías" c) que el 6 
de junio de 1964, en virtud de la ley 285, el caso pasó pen-
diente de fallo sobre el fondo a la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, a la cual la ya referida Ley atribuyó las 
funciones que tenía el Tribunal de Confiscaciones antes ci-
tado; d) que la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó 
en fecha 3 de noviembre de 1965, una sentencia de fondo 
CUYO dispositivo se copia más adelante; e) que sobre el re-
curso de oposición interpuesto contra esa sentencia, inter- . 

 vino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el si- 
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guíente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares en ella 
 to a la forma, los recursos de oposición interpuestos por IZ 

Estado Dominicano, Abraham Canaán y Pedro Za earia; 
(a) Charles, contra la sentencia en defecto, dictada p or 

 esta Corte de Apelación, en funciones de Tribunal de con• 
 fiscaciones, en fecha tres (3) del mes de noviembre de 

mil novecientos sesenta y cinco (1965) cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla: Primero; Pronuncia el defecto  por fal- 
ta de comparecer contra el señor Abraham Canaán; 
gundo: Pronuncia defecto por falta de concluir contra Pe-
dro Zacarías (a) Charles; Tercero: Acoge las conclusione s 

 de los continuadores jurídicos del Licdo. Angel Francisr) 
Morales Córdova, señores Caridad María Rojas Cabrera 
Viuda Morales en su calidad de cónyuge superviviente co-
munista en bienes; y sus herederos César Morales Córdova 
y Dolores Morales Córdova de Santelises, y en consecuen-
cia, ordena que les sean restituidos los inmuebles siguien-
tes: "Parcelas No. 46 del D. C. No. 123, Municipio de La 
Vega; No. 66-A del D. C. No. 123, Municipio de La Vega, 
No. 66-B, del Distrito Catastral No. 123, Municipio de La 
Vega; No. 27-A-B-C y D del Distrito Catastral No. 28 
Municipio de La Vega,' que constituyen la finca del extinto 
Licdo. Angel Feo. Morales, de la que fue despojado éste 
por abuso de poder; parcelas que están ocupadas por el 
Estado Dominicano y por personas que en el momento de 
adquirirlos tenían conocimiento de que las mismas pertene-
cían a los impetrantes, o sean los intervinientes y los seño-
res Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, con 
todas sus consecuencias legales; Cuarto: Rechaza todas 
las conclusiones mantenidas a través de esta litis por el 
señor Pedro Zacarías (a) Charles, especialmente las prin-
cipales y subsidiarias de su escrito de fecha 18 de noviem-
bre de 1963 y las sustentadas en su escrito de ampliación 
y réplicas en cuanto ordenar la comparecencia personal del 
señor ManuelEspaillat Brache y un informativo testimonial 
para establecer un complemento s  de prueba a que los terre- 

ocupados fueron objeto de una subasta pública así co-
mo para comprobar la buena fe del adquiriente, medidas 
frustratorias e improcedentes y mal fundadas por referirse 

a hechosimprocedentes y mal fundadas, por fraudulentos 

v  simulados; Quinto: Rechaza las conclusiones del Estado 

'Dor/ladean°, mantenidas en fecha 27 de noviembre de 1963 
y las mantenidas en sus escritos de conclusiones de fecha 
5 de marzo de 1964, por improcedentes y mal fundadas, al 
ser frustratorias por tratarse de hechos establecidos en el 
proceso y estar la documentación necesaria y fundamental 
para la solución de la litis, depositados por la parte de-
mandante y que figuran en el cuerpo de la presente sen-
tencia con su inventario, y que sólo tienden a retardar la 
litis, en defecto por falta de concluir al fondo; Sexto: Acoge 
las conclusiones de la narte interviniente señores María 
Mercedes Rodrguez de Ornes; Luisa Guillermina Iriarte 
Vda. Rodríguez, en calidad de tutora legal de sus hijos me-
nores Porfirio, Juan José y Doroteo Rodríguez Iriarte, 
hijos del extinto Dr. José Horacio Rodríguez Vázquez; El-
vira Rodríguez de Rodríguez, Juan Porfirio Rodríguez Váz-
quez, y Rosina Félix Vda. Rodríguez, en su calidad de tu-
tora legal de sus hijos Juan Arturo Rodríguez Félix, y en 
consecuencia, ordena que el Estado Dominicano devuelva 
pura y simplemente a los sucesores mencionados de Juan 
Rodríguez García, la suma de RD$23,354.50, valor que re-
presente el precio pagado por su causante a Rafael L. Tru-
jillo Molina, por la compra de varios inmuebles que hubo 
adquirido ilícitamente; Séptimo: Compensa las costas"; SE-
GUNDO: Confirma la antes expresadas sentencia; y TER-
CERO: Compensa las costas entre las partes en causa"; í 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, el siguiente medio: Violación de las reglas de la 
litis-pendencia en desconocimiento del artículo 171 del Có-
digo de Procedimiento Civil. Violación de las reglas del 
litigio; 
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guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares en cuan 
 to a la forma, los recursos de oposición interpuestos por ei 

Estado Dominicano, Abraham Canaán y Pedro Zacarías 
(a) Charles, contra la sentencia en defecto, dictada p or 

 esta Corte de Apelación, en funciones de Tribunal de Con. 
fiscaciones, en fecha tres (3) del mes de noviembre de 
mil novecientos sesenta y cinco (1965) cuyo dispositiv o es 

 el siguiente: "Falla.: Primero; Pronuncia el defecto por fal- 
ta de comparecer contra el señor Abraham Canaán; se- 
gundo: Pronuncia defecto por falta de concluir contra p e. 
dro Zacarías (a) Charles; Tercero: Acoge las conclusiones 
de los continuadores jurídicos del Licdo. Angel Fran& -ce 
Morales Córdova, señores Caridad María Rojas Cabrera 
Viuda Morales en su calidad de cónyuge superviviente co-
munista en bienes; y sus herederos César Morales Córdova 
y Dolores Morales Córdova de Santelises, y en consecuen-
cia, ordena que les sean restituídos los inmuebles siguien-
tes: "Parcelas No. 46 del D. C. No. 123, Municipio de La 
Vega; No. 66-A del D. C. No. 123, Municipio de La Vega, 
No. 66-B, del Distrito Catastral No. 123, Municipio de La 
Vega; No. 27-A-B-C y D del Distrito Catastral No. 28 
Municipio de La Vega,' que constituyen la finca del extinto 
Licdo. Angel Feo. Morales, de la que fue despojado éste 
por abuso de poder; parcelas que están ocupadas por el 
Estado Dominicano y por personas que en el momento de 
adquirirlos tenían conocimiento de que las mismas pertene-
cían a los impetrantes, o sean los intervinientes y los seño-
res Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, con 
todas sus consecuencias legales; Cuarto: Rechaza todas 
las conclusiones mantenidas a través de esta litis por el 
señor Pedro Zacarías (a) Charles, especialmente las prin -
cipales y subsidiarias de su escrito de fecha 18 de noviem -
bre de 1963 y las sustentadas en su escrito de ampliación 
y réplicas en cuanto ordenar la comparecencia personal del 
señor ManuelEspaillat Brache y un informativo testimonial 
para establecer un complemento t  de prueba a que los terre- 
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ocupados fueron objeto de una subasta pública así co-
mo para comprobar la buena fe del adquiriente, medidas 
frustratorias e improcedentes y mal fundadas por referirse 

a  hechos improcedentes y mal fundadas, por fraudulentos 
y simulados; Quinto: Rechaza las conclusiones del Estado 
Dominicano, mantenidas en fecha 27 de noviembre de 1963 
y las mantenidas en sus escritos de conclusiones de fecha 
5 de marzo de 1964, por improcedentes y mal fundadas, al 

ser frustratorias por tratarse de hechos establecidos en el 
proceso y estar la documentación necesaria y fundamental 
para la solución de la litis, depositados por la parte de-
mandante y que figuran en el cuerpo de la presente sen-
tencia con su inventario, y que sólo tienden a retardar la 

litis, en defecto por falta de concluir al fondo; Sexto: Acoge 
las conclusiones de la osarte interviniente señores María 
Mercedes Rodrguez de Ornes; Luisa Guillermina Iriarte 
Vda. Rodríguez, en calidad de tutora legal de sus hijos me-
nores Porfirio, Juan José y Doroteo Rodríguez Iriarte, 
hijos del extinto Dr. José Horacio Rodríguez Vázquez; El-
vira Rodríguez de Rodríguez, Juan Porfirio Rodríguez Váz-
quez, y Rosina Félix Vda. Rodríguez, en su calidad de tu-
tora legal de sus hijos Juan Arturo Rodríguez Félix, y en 
consecuencia, ordena que el Estado Dominicano devuelva 
pura y simplemente a los sucesores mencionados de Juan 
Rodríguez Garcia, la suma de RD$23,354.50, valor que re-
presente el precio pagado por su causante a Rafael L. Tru-
jillo Molina, por la compra de varios inmuebles que hubo 
adquirido ilícitamente; Séptimo: Compensa las costas"; SE-
GUNDO: Confirma la antes expresadas sentencia; y TER-
CERO: Compensa las costas entre las partes en causa"; 

C;onsiderando que el recurrente invoca en su memorial 

digo de Procedimiento Civil. Violación de las reglas del 

litigio  
de casación, el siguiente medio: Violación de las reglas de la 
litis-pendencia en desconocimiento del artículo 171 del Có- 
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Considerando que en el desenvolvimiento de su único  
medio de casación el recurrente sostiene en síntesis qu 

 él solicitó a los jueces del fondo el sobreseimiento de la 
 causa, esto es, del conocimiento de su recurso de oposi-

ción, hasta que la Suprema Corte de Justicia resolviera 
el recurso de casación que contra la misma sentencia ha. 
bía él interpuesto; que como la referida sentencia objeto 
de la oposición, fue casada en provecho exclusivo de dicho 
recurrente, y como el asunto fue enviado a la Corte de 
Apelación de Santiago, es claro que ya la Corte de Santo 
Domingo ,había quedado, desapoderada para resolver la 
demanda dirigida contra el recurrente, quien había de, ido 
de ser parte en el litigio; que al no reconocerlo así la Cor-
te a-qua y confirmar su propio fallo del 3 de noviembre 
de 1965, incurrió en la sentencia impugnada, en las vio-
laciones antes denunciadas; 

Considerando ue cle- conformidad con el artículo 153 
del Código de Procedimiento Civil, "Si de dos o más par-
tes emplazadas, la una comparece y la otra no, el beneficio 
del defecto, se acumulará a la causa; y la sentencia de acu-
mulación se notificará a la parte no compareciente, por un 
alguacil nombrado a este fin: la notificación contendrá asig-
nación para el día en que se señale para la vista; y se de-
cidirá por una sola sentencia que no será susceptible de 
oposición"; que las disposiciones antes transcritas, conce-
bidas en términs absolutos e imperativch deben ser obser-
vadas a pena de nulidad; que esa nulidad puede ser invoca-
da en todo estado de causa; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto: a) que el 13 de agosto de 
1963 se dictó una sentencia de acumulación de defecto en 
beneficio de la causa, con orden de reasignación de las 
partes; b) que luego, el 3 de noviembre de 1965, y después 
de cumplidas las reasignaciones ordenadas, se dictó una 
sentencia sobre el fondo del asunto, en defecto contra el re- 

   

,tirrente; c) que los hoy recurridos solicitaron a la Corte 
;qua  que se declarara la inadmisión del recurso de opo-
sición que contra esa sentencia interpuso el hoy recurren-

tepaca c¿- ; 
Considerando que, sin embargo, la Corte a-qua. admi-

tió como regular y válido el referido recurso de oposición; 

que al fallar de ese modo la indicada Corte violó las dis-
posiciones del artículo 153 del Código de Procedimiento 
Civil que declaran que las sentencias sobre el fondo que si-
guen a esa especie de defecto y a esas reasignaciones no 
son susceptibles de dicho recurso; que, por todo la senten-
cia impugnada debe ser casada por ese medio, que por ser 
de derecho lo suple la Suprema Corte de Justicia, y sin 
que sea necesario ponderar el medio propuesto por el re-
currente; 

Considerando iderando que cuando la casación se funde en que 
la sentencia contra la cual se interpuso un recurso no esta-
ba sujeta a ese recurso, dicha casación se hará sin envío, 
ya que nada queda por juzgar; 

Considerando oue en esta materia las costas pueden 
ser compensadas en virtud del artículo 23 de la ley 5924 
de 1962; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío, la senten-
cia dictada en sus atribuciones civiles y como Tribunal de 
Confiscaciones, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: 
Compensa las costa 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Al-
varez, G  z,Peenreerlalól. 	

rn 
.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-

go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario 
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Considerando que en el desenvolvimiento de su único 
medio de casación el recurrente sostiene en síntesis que 

 él solicitó a los jueces del fondo el sobreseimiento de  la 
 causa, esto es, del conocimiento de su recurso de oposi-

ción, hasta que la Suprema Corte de Justicia resolviera 
el recurso de casación que contra la misma sentencia ha-
bía él interpuesto; que como la referida sentencia objeto 
de la oposición, fue casada en provecho exclusivo de dicho 
recurrente, y como el asunto fue enviado a la Corte de 
Apelación de Santiago, es claro que ya la Corte de Santo 
Domingo ,había quedado, desapoderada para resolver la 
demanda dirigida contra el recurrente, quien había de xdo 
de ser parte en el litigio; que al no reconocerlo así la Cor-
te a-qua y confirmar su propio fallo del 3 de noviembre 
de 1965, incurrió en la sentencia impugnada, en las vio-
laciones antes denunciadas; 

Considerando 	do- conformidad con el artículo 153 
del Código de Procarniento Civil, "Si de dos o más par-
tes emplazadas, la una comparece y la otra no, el beneficio 
del defecto, se acumulará a la causa; y la sentencia de acu-
mulación se notificará a la parte no compareciente, por un 
alguacil nombrado a este fin: la notificación contendrá asig-
nación para el día en que se señale para la vista; y se de-
cidirá. por una sola sentencia que no será susceptible de 
oposición"; que las disposiciones antes transcritas, conce-
bidas en términs absolutos e imperativo] deben ser obser-
vadas a pena de nulidad; que esa nulidad puede ser invoca-
da en todo estado de causa; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto: a) que el 13 de agosto de 
1963 se dictó una sentencia de acumulación de defecto en 
beneficio de la causa, con orden de reasignación de las 
partes; b) que luego, el 3 de noviembre de 1965, y después 
de cumplidas las reasignaciones ordenadas, se dictó una 
sentencia sobre el fondo del asunto, en defecto contra el re- 

currente; c) que los hoy recurridos solicitaron a la Corte 
Áltia, que se declarara la inadmisión del recurso de opo-

a ción  que contra esa sentencia interpuso el hoy recurren-

terZ2T-c  

Considerando que, que,c1::in ;embargo, la Corte a-qua admi-
tió como regular y válido el referido recurso de oposición; 
que al fallar de ese modo la indicada Corte violó las dis-
posiciones del artículo 153 del Código de Procedimiento 
Civil que declaran que las sentencias sobre el fondo que si-
guen a esa especie de defecto y a esas reasignaciones no 
son susceptibles de dicho recurso; que, por todo la senten-
cia impugnada debe ser casada por ese medio, que por ser 
de derecho lo suple la Suprema Corte de Justicia, y sin 
que sea necesario ponderar el medio propuesto por el re-
currente; 

Considerando que cuando la casación se funde en que 
la sentencia contra la cual se interpuso un recurso no esta-
ba sujeta a ese recurso, dicha casación se hará sin envío, 
ya que nada queda por juzgar; 

Considerando aue en esta materia las costas pueden 
ser compensadas en virtud del artículo 23 de la ley 5924 
de 1962; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío, la senten-
cia dictada en sus atribuciones civiles y como Tribunal de 
Confiscaciones, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: 
Compensa las cost 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
13ergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Al-
varez, G  z,Peenreerlalól..— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
ta 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada Por los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
 diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fui  

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu e  certific.— (Firmado): Fxnesto Curiel hijo.  

soTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de-Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 30 de noviembre de 1967 

yfateria: Confiscaciones 

Recurrente: Estado Dominicano 
Abogado: Líe. Bernardo Díaz hijo 

Recurrido: Caridad María Rojas Cabrera Vda. Morales y compartes 
Abogado: Lic. Juan Pablo Ramos y Dr. Sergio Sánchez Gómez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Gene-
ral en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 8 
días del mes de noviembre de 1968, años 125 9  de la Inde-
pendencia y 1069 de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado 
Dominicano, contra la sentencia dictada en sus funciones 
de Tribunal de Confiscaciones por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo en fecha 30 de noviembre de 1967, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

_Ala
410, : 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por l os 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

 certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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sENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 30 de noviembre de 1967 

Materia: Confiscaciones 

liecurrente: Estado Dominicano 
.00gado: Lfc. Bernardo Díaz hijo 

Recurrido: Caridad María Rojas Cabrera Vda. Morales y compartes 
Abogudo: Lic. Juan Pablo Ramos y Dr. Sergio Sánchez Gómez 

7 
	

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

tn Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Gene-
ral en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 8 
días del mes de noviembre de 1968, años 125 9  de la Inde-
pendencia y 106 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado 
Dominicano, contra la sentencia dictada en sus funciones 
de Tribunal de Confiscaciones por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo en fecha 30 de noviembre de 1967, cu-
Yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula 271, serie 18 , 
 abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones. 

Oído al Lic. Juan Pablo Ramos, cédula 13706, serie  ' 
47, por sí y por el Dr. Sergio Sánchez Gómez, cédula 16841 
serie 47, en la lectura de sus conclusiones, como abogados 

de' 
las recurridas Caridad María Rojas Cabrera Vda. Morales 
Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga Morales' 
Franco de Achécar, América Morales Franco de Bretón 
Thelma MoralIs Franco de Sheidig, Carmen Morales Franco 
de Fernández e Hilda y Aura Morales Franco; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 19 de enero de 1968, en el cual 
se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de las recurridas antes 
indicadas, suscrito por sus abogados; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha 30 de abril de 1967, mediante la cual se declara el 
defecto contra los recurridos Juan Porfirio Vásquez, Juan 
Arturo Rodríguez Félix, María Mercedes Rodríguez de Or-
nes, Luisa Guillermina Iriarte Vda. Rodríguez, en su cali-
dad de madre y tutora legal de los menores Porfirio, Juan 
José y Doroteo, hijos del extinto Dr. José Horacio Rodrí-
guez Vásquez, Elvira Rodríguez Vásquez de Rodríguez Y 
Rosina Félix Vda. Rodríguez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 153 del Código de Procedi -
miento Civil; 1 y siguientes de la Ley 5924 de 1962, sobre 
Confiscación General de Bienes; y 1 y 20 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con moti- 

vo de una reclamación de las ahora recurridas el antiguo 

Tr
ibunal de Confiscaciones dictó en fecha 13 de agosto de 

1963, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falta:  pri_ 
Pronuncia el defecto contra los señores Abraham 

Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, por no haber com-
parecido a la audiencia, a pesar de haber sido debidamen-

te emplazados; Segundo: Acumula a la causa el defecto de 

las  partes no comparecientes, señores Abraham Canaán 
y Pedro Zacarías (a) Charles y ordena que éstos sean rea-
signados nuevamente; Tercero: Fija la audiencia del día 
19 de septiembre a las 10 horas de la mañana, para cono-
cer de la presente demanda; Cuarto: Comisiona al Alguacil 
Ordinario de la Corte de Apelación de La Vega, Ramón 
A. Lara, para la notificación a las partes no comparecien-
tes señores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Char-
les; Quinto: Reserva las costas"; b) que el 8 de octubre de 
1963, el Tribunal de Confiscaciones dictó una sentencia cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Primero: Fijar nuevamente la 
audiencia del día 27 de noviembre de 1963, a las diez (10) 
horas de la mañana, para conocer de la demanda intenta-
da por los señores Caridad María Rojas Cabrera Vda. Mo-
rares y Compartes, contra el Estado Dominicano, Abraham 
Canaán y Pedro Zacarías; Segundo: Comisionar al minis-
terial Oscar Franco Gómez, Alguacil Ordinario de la Cor-
te de Apelación de La Vega, para la notificación de la sen-
tencia dictada por este Tribunal, de fecha 13 de agosto 
de 1963,• y de la reasignación, a los señores Abraham Ca-
naán y Pedro Zacarías"; c) que el 6 de junio de 1964, en 
virtud de la Ley 285, el caso pasó pendiente de fallo sobre 
el fondo a la Corte Apelación de Santo Domingo, a la 
cual la ya referida Ley atribuyó las funciones que tenía 
el Tribunal de Confiscaciones antes citado; d) que la Corte 
de Apelación de Santo Domingo dictó en fecha 3 de no-
viembre de 1965, una sentencia de fondo cuyo dispositivo 
se copia más adelante; e) que sobre el recurso de oposi-
ción interpuesto contra esa sentencia, intervino el fallo aho- 
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Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula 271., se rie 18 
 abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones: 

Oído al Lic. Juan Pablo Ramos, cédula 13706, serie' 
47, por sí y por el Dr. Sergio Sánchez Gómez, cédula 16841 
serie 47, en la Lectura de sus conclusiones, como abogados de 
las recurridas Caridad María Rojas Cabrera Vda. Moral es 

 Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga Morales 
Franco de Achécar, América Morales Franco de Bretón 
Thelma Momia Franco de Sheidig, Carmen Morales Franco 
de Fernández e Hilda y Aura Morales Franco; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 19 de enero de 1968, en el cual 
se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de las recurridas antes 
indicadas, suscrito por sus abogados; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha 30 de abril de 1967, mediante la cual se declara el 
defecto contra los recurridos Juan Porfirio Vásquez, Juan 
Arturo Rodríguez Félix, María Mercedes Rodríguez de Or-
nes, Luisa Guillermina Iriarte Vda. Rodríguez, en su cali-
dad de madre y tutora legal de los menores Porfirio, Juan 
José y Doroteo, hijos del extinto Dr. José Horacio Rodrí-
guez Vásquez, Elvira Rodríguez Vásquez de Rodríguez Y 
Rosina Félix Vda. Rodríguez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos Los artículos 153 del Código de Procedi -
miento Civil; 1 y siguientes de la Ley 5924 de 1962, sobre 
Confiscación General de Bienes; y 1 y 20 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con moti- 
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v-  
de  una reclamación de las ahora recurridas el antiguo 

,rribunal de Confiscaciones dictó en fecha 13 de agosto de 

1. 63, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri- 
Pronuncia el defecto contra los señores Abraham 

paCinaeril:aáid a la audiencia, a pesar de haber sido debidamen-

te 	

no 

y Pedro Zacarías (a) Charles, por no haber com- 

emplazados; Segundo: Acumula a la causa el defecto de 
las  partes no comparecientes, señores Abraham Canaán 

y Pedro Zacarías (a) Charles y ordena que éstos sean rea-
signados nuevamente; Tercero: Fija la audiencia del día 
19 de septiembre a las 10 horas de la mañana, para cono-
cer de la presente demanda; Cuarto: Comisiona al Alguacil 
Ordinario de la Corte de Apelación de La Vega, Ramón 
A. Lara, para la notificación a las partes no comparecien-

tes señores Abraham Caraán y Pedro Zacarías (a) Char-
les; Quinto: Reserva las costas"; b) que el 8 de octubre de 
1963, el Tribunal de Confiscaciones dictó una sentencia cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Primero: Fijar nuevamente la 
audiencia del día 27 de noviembre de 1963, a las diez (10) 
horas de la mañana, para conocer de la demanda intenta-
da por los señores Caridad María Rojas Cabrera Vda. Mo-
rares y Compartes, contra el Estado Dominicano, Abraham 
Canaán y Pedro Zacarías; Segundo: Comisionar al minis-
terial Oscar Franco Gómez, Alguacil Ordinario de la Cor-
te de Apelación de La Vega, para la notificación de la sen-
tencia dictada por este Tribunal, de fecha 13 de agosto 
de 1963,• y de la reasignación, a los señores Abraham Ca-
naán y Pedro Zacarías"; c) que el 6 de junio de 1964, en 
virtud de la Ley 285, el caso pasó pendiente de fallo sobre 
el fondo a la Corte Apelación de Santo Domingo, a la 
cual la ya referida Ley atribuyó las funciones que tenía 
el Tribunal de Confiscaciones antes citado; d) que la Corte 
de Apelación de Santo Domingo dictó en fecha 3 de no-
viembre de 1965, una sentencia de fondo cuyo dispositivo 
se copia más adelante; e) que sobre el recurso de oposi-
ción interpuesto contra esa sentencia, intervino el fallo aho- 
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ra impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: p ri 
mero: Declara regulares en cuanto a la forma, los re eu; 
sos de oposición interpuestos por el Estado Dominicano. 
Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, contra la 
sentencia en defecto, dictada por esta Corte de Apelació n 

 en funciones de Tribunal de Confiscaciones, en fecha tres' 
 (3) del mes de noviembre de mil novecientos sesenta y cin-

co (1965) cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prim ero: 
 Pronuncia defecto por falta de comparecer contra el señor 

Abraham Canaán; Segundo: Pronuncia defecto por falta 
de concluir contra Pedro Zacarías (a) Charles; Tercero : 

 Acoge las conclusiones de los continuadores jurídicos del 
Licdo. Angel Francisco Morales Córdova, señores Cariúad 
María Rojas Cabrera Viuda Morales en su calidad de cón. 
yuge superviviente comunista en bienes; y sus herederos 
César Morales Córdova y Dolores Morales Córdova de San-
telises, y en consecuencia, ordena que les sean restituidos 
los inmuebles siguientes: Parcelas No. 6 del D. C. No. 123, 
Municipio de La Vega; No. 66-A del D. C. No. 123, Muni-
cipio de La Vega, No. 66-B, del Distrito Catastral No. 123, 
Municipio de La Vega; No. 27-A-B-C y D del Distrito Ca-
tastral No. 28 Municipio de La Vega, que constituyen la 
finca del extinto Licdo. Angel Feo. Morales, de la que fue 
despojado éste por abuso de poder; parcelas que están ocu-
padas por el Estado Dominicano y por personas que en el 
momento de adquirirlos tenían conocimiento de que las mis-
mas pertenecían a los impetrantes, o sean los intervinien-
tes y los señores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) 
Charles, con todos sus consecuencias legales; Cuarto: Re-
chaza todas las conclusiones mantenidas a través de esta 
litis por el señor Pedro Zacarías (a) Charles, especialmen-
te las principales y subsidiarias de su escrito de fecha 18 
de noviembre de 1963 y las sustentadas en su escrito de 
ampliación y réplica en cuanto ordenar la comparecencia 
personal del señor Manuel Espaillat Brache y un informa-
tivo testimonial para establecer un complemento de prue - 
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relativa a que los terrenos ocupados fueron objeto de 
subasta pública así como para comprobar la buena 

una 
fe  del adquiriente, medidas frustratorias e improcedentes 

y 
dmal fundadas por referirse a hechos improcedentes y mal 

fI 

fraudulentas y simulados; Quinto: Rechaza 

si lOrr  ies del Estado Dominicano, mantenidas en fe-

Istilladc21;naclu

ds' por 

e noviembre de 1963 y las mantenidas en sus es-
critos de conclusiones de fecha 5 de marzo de 1964, por 
improcedentes y mal fundadas, al ser frustratorias por tra-
tarse de hechos establecidos en el proceso y estar la do-
cumentación necesaria y fundamental para la solución de 
la litis, depositados por la parte demandante y que figuran 
en el cuerpo de la presente sentencia con su inventario, y 
que sólo tienden a retardar la litis, en defecto por falta de 
concluir al fondo; Sexto: Acoge las conclusiones de la parte 
interviniente señores María Mercedes Rodríguez de Ornes; 
Luisa Guillermina Iriarte Vda. Rodríguez, en calidad de tu-
tora legal de sus hijos menores Porfirio, Juan José y Doro-
teo Rodríguez Iriarte, hijos del extinto Dr. José Horacio 
Rodríguez Vásquez; Elvira Rodríguez de Rodríguez, Juan 
Porfirio Rodríguez Vásquez, y Rosina Félix Vda. Rodrí-
guez, en su calidad de tutora legal de su hijo Juan Arturo 
Rodríguez Félix, y en consecuencia, ordena que el Estado 
Dominicano devuelva pura y simplemente a los sucesores 
mencionados de Juan Rodríguez García, la suma de RD$ 
23,354.50, valor que represente el precio pagado por su cau-
sante a Rafael L. Trujillo Molina, por la compra de varios 
inmuebles que hubo adquirido ilícitamente; Séptimo: Com-
pensa las costas"; Segundo: Confirma la antes expresada 
sentencia; y, Tercero: Compensa las costas entre las partes 
en causa"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
ladón de los artículos 6 de la Ley de Confiscación de Bie-
nes Y 34 de la Ley de Organización Judicial Modificada. 
Violación, en su espíritu y contenido de las leyes modifica- 
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ra impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: N 
mero: Declara regulares en cuanto a la forma, los recur-
sos de oposición interpuestos por el Estado Dominicano. 
Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, contra la 
sentencia en defecto, dictada por esta Corte de Apelación 
en funciones de Tribunal de Confiscaciones, en fecha tres' 
(3) del mes de noviembre de mil novecientos sesenta y cin-
co (1965) cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prim ero: 

 Pronuncia defecto por falta de comparecer contra el señor 
Abraham Canaán; Segundo: Pronuncia defecto por falta 
de concluir contra Pedro Zacarías (a) Charles; Terce ro; 

 Acoge las conclusiones de los continuadores jurídicos del 
Licdo. Angel Francisco Morales Córdova, señores Caridad 
María Rojas Cabrera Viuda Morales en su calidad de cón-
yuge superviviente comunista en bienes; y sus herederos 
César Morales Córdova y Dolores Morales Córdova de San-
telises, y en consecuencia, ordena que les sean restituidos 
los inmuebles siguientes: Parcelas No. 6 del D. C. No. 123, 
Municipio de La Vega; No. 66-A del D. C. No. 123, Muni-
cipio de La Vega, No 66-B, del Distrito Catastral No. 123, 
Municipio de La Vega; No. 27-A-B-C y D del Distrito Ca-
tastral No. 28 Municipio de La Vega, que constituyen la 
finca del extinto Licdo. Angel Feo. Morales, de la que fue 
despojado éste por abuso de poder; parcelas que están ocu-
padas por el Estado Dominicano y por personas que en el 
momento de adquirirlos tenían conocimiento de que las mis-
mas pertenecían a los impetrantes, o sean los intervinien-
tes y los señores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) 
Charles, con todos sus consecuencias legales; Cuarto: Re-
chaza todas las conclusiones mantenidas a través de esta 
litis por el señor Pedro Zacarías (a) Charles, especialmen-
te las principales y subsidiarias de su escrito de fecha 18 
de noviembre de 1963 y las sustentadas en su escrito de 
ampliación y réplica en cuanto ordenar la comparecencia 
personal del señor Manuel Espaillat Brache y un informa-
tivo testimonial para establecer un complemento de prue- 

relativa a que los terrenos ocupados fueron objeto de 

ba subasta pública así como para comprobar la buena 

fe  del a 
una 	dquiriente, medidas frustratorias e improcedentes 

y mal  fundadas por referirse a hechos improcedentes y mal 
fundad, por fraudulentas y simulados; Quinto: Rechaza 
las conclusiones del Estado Dominicano, mantenidas en fe-

cha 27 de  noviembre de 1963 y las mantenidas en sus es-
anos de conclusiones de fecha 5 de marzo de 1964, por 
improcedentes y mal fundadas, al ser frustratorias por tra-

tarse de hechos establecidos en el proceso y estar la do-
cumentación necesaria y fundamental para la solución de 

en 
 litis,  por la parte demandante y que figuran 
n  

leitluerpo de la presente sentencia con su inventario, y 
que sólo tienden a retardar la litis, en defecto por falta de 
concluir al fondo; Sexto: Acoge las conclusiones de la parte 
interviniente señores María Mercedes Rodríguez de Ornes; 
Luisa Guillermina Iriarte Vda. Rodríguez, en calidad de tu-
tora legal de sus hijos menores Porfirio, Juan José y Doro-
teo Rodríguez Iriarte, hijos del extinto Dr. José Horacio 
Rodríguez Vásquez; Elvira Rodríguez de Rodríguez, Juan 
Porfirio Rodríguez Vásquez, y Rosina Félix Vda. Rodrí-
guez, en su calidad de tutora legal de su hijo Juan Arturo 
Rodríguez Félix, y en consecuencia, ordena que el Estado 
Dominicano devuelva pura y simplemente a los sucesores 
mencionados de Juan Rodríguez García, la suma de RD$ 
23,354.50, valor que represente el precio pagado por su cau-
sante a Rafael L. Trujillo Molina, por la compra de varios 
Inmuebles que hubo adquirido ilícitamente; Séptimo: Com-
pensa

los siguientes medios 

segundo: Confirma la antes expresada 
sentencia; y, Tercero: Compensa las costas entre las partes 
en causa"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial  medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 6 de la Ley de Confiscación de Bie-
nes y 34 de la Ley de Organización Judicial Modificada. 
Violación, en su espíritu y contenido de las leyes modifica- 
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tivas 684 de 1934, 926 de 1935, 294 y 35 de 1963 de 
Ley de Organización Judicial en este aspecto. viola'e116, 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil_ p

'
:1 

 de motivo; Segundo Medio: Violación al artícul o  141d'I'l 
Código Civil.— Falta y ausencia de motivos.— 

Violación 
al derecho de defensa.— Falta de base legal_ Falta eh, 
estatuir; Tercer Medio: Violación al artículo 188 del Código 
de Procedimiento Civil y siguientes.— Violación al co me, 
nido del acta de audiencia del 16 de mayo de 1966— Falta 
de motivos: Cuarto Medio: Violación a los Artículos 1315 y 
siguientes del Código Civil.— Violación y errada interpr e. 
taciónde los artículos 18, 19, 20, 21, 22, 23, 33, 35, "s, 37 , 

 38, 39 y 40 de la Ley 5924 Sobre Confiscación General de 
Bienes.— Violación al artículo 131 del Código de Proce-
dimiento Civil.— Falta de base legal.— Desnaturalización 
de los hechos.— Falta de motivos y error de derecho; 

Considerando que del examen de esos medios de casa-
ción se advierte que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada agravios dirigidos esencialmente contra 
el fondo del asunto; que sin embargo, tales medios no se 
ponderarán en la especie, por las razones que se expondrán 
más adelante; 

Considerando que de conformidad con el artículo 153 
del Código de Procedimiento Civil: "Si de dos o más partes 
emplazadas, la una comparece y la otra no, el beneficio del 
defecto, se acumulará a la causa; y la sentencia de acumu-
lación se notificará a la parte no compareciente, por un 
alguacil nombrado a este fin: la notificación contendrá asig-
nación para el día en que se señale para la vista; y se de-
cidirá por una sola sentencia que no será susceptible de 
oposición"; que las disposiciones antes transcritas, concebi -
das en términos absolutos e imperativos, deben ser obser-
vadas a pena de nulidad; que esa nulidad puede ser invo -
cada en todo estado de causa; 
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Considerando que en la especie, el examen del fallo im- 
pone de manifiesto: a) que el 13 de agosto de 1963 

nanauo 
7, dicto una sentencia de acumulación de defecto en bene- 

fic
io de la causa, con orden de reasignación de las partes; 

h-)que 
luego, el 3 de noviembre de 1965, y después de cum-

n-
l

j.dis las reasignaciones ordenadas se dictó una sentencia 
sobre el fondo del asunto, en defecto contra el recurrente; 

e

) que los hoy recurridos solicitaron a la Corte a-qua que 

se  declarara la inadmisión del recurso de oposición que con-
tra esa sentencia interpuso el hoy recurrente; 

Considerando que, sin embargo, la Corte a-qua admi-
tió como regular y válido el referido recurso de oposición; 
que al fallar de ese modo la indicada Corte, violó, en la sen-
tencia impugnada, las disposiciones del artículo 153 del Códi-
go de Procedimiento Civil que declaran que las sentencias so-
bre el fondo que siguen a esa especie de defecto y a esas rea-
signaciones, no son susceptibles de dicho recurso; que, por 
tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por ese me-
dio, que por ser de derecho, lo suple la Suprema Corte de 
Justicia, y sin que sea necesario ponderar los medios pro-
puestos por el recurrente; 

Considerando que cuando la casación se funde en que 
la sentencia contra la cual se interpuso un recurso no es-
taba sujeta a ese recurso, dicha casación se hará sin en-
vío, ya que nada queda por juzgar; 

Considerando que en esta materia las costas pueden 
ser compensadas en virtud del artículo 23 de la Ley 5924 
de 1962; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío, la senten-
cia dictada en sus atribuciones civiles y como Tribunal de 
Confiscaciones, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo ha 
Sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: 

Compensa las costas 
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tivas 684 de 1934, 926 de 1935, 294 y 35 de 1963 
de  Ley de Organización Judicial en este aspecto. vi oia . e la 

del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. p ali6L1  
de motivo; Segundo Medio: Violación al artículo 141 -(1'1 

 Código Civil.— Falta y ausencia de motivos.— Violaeicser: 
al derecho de defensa.— Falta de base legal._ Falta d", 
estatuir; Tercer Medio: Violación al artículo 188 del Código 
de Procedimiento Civil y siguientes.— Violación al com e, 
nido del acta de audiencia del 16 de mayo de 1966— F alta 

 de motivos: Cuarto Medio: Violación a los Artículos 1315 y 
siguientes del Código Civil.— Violación y errada interpr e- 
taciónde los artículos 18, 19, 20, 21, 22, 23, 33, 35, ^s, 37 , 

 38, 39 y 40 de la Ley 5924 Sobre Confiscación General de 
Bienes.— Violación al artículo 131 del Código de Proce- 
dimiento Civil.— Falta de base legal.— Desnaturalización 
de los hechos.— Falta de motivos y error de derecho; 

Considerando que del examen de esos medios de casa-
ción se advierte que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada agravios dirigidos esencialmente contra 
el fondo del asunto; que sin embargo, tales medios no se 
ponderarán en la especie, por las razones que se expondrán 
más adelante; 

Considerando que de conformidad con el artículo 153 
del Código de Procedimiento Civil: "Si de dos o más partes 
emplazadas, la una comparece y la otra no, el beneficio del 
defecto, se acumulará a la causa; y la sentencia de acumu-
lación se notificará a la parte no compareciente, por un 
alguacil nombrado a este fin: la notificación contendrá asig-
nación para el día en que se señale para la vista; y se de-
cidirá por una sola sentencia que no será susceptible de 
oposición"; que las disposiciones antes transcritas, concebi -
das en términos absolutos e imperativos, deben ser obser-
vadas a pena de nulidad; que esa nulidad puede ser invo" 
cada en todo estado de causa; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im- 
anado pone de manifiesto: a) que el 13 de agosto de 1963 

 dictó una sentencia de acumulación de defecto en bene-

Pbfseil)eiicia.ue sedeelllaulsfeaondo del asunto, en defecto contra el recurrente; 

e  

causa, con orden de reasignación de las partes; 
el 3 de noviembre de 1965, y después de cum-

plidas 
 ordenadas se dictó una sentencia 

sobre  que los hoy recurridos solicitaron a la Corte a-qua que 

s
e declarara la inadmisión del recurso de oposición que con-

tra esa sentencia interpuso el hoy recurrente; 

Considerando que, sin embargo, la Corte a-qua admi-
tió como regular y válido el referido recurso de oposición; 
que al fallar de ese modo la indicada Corte, violó, en la sen-
tencia impugnada, las disposiciones del artículo 153 del Códi-
go de Procedimiento Civil que declaran que las sentencias so-
bre el fondo que siguen a esa especie de defecto y a esas rea-
signaciones, no son susceptibles de dicho recurso; que, por 
tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por ese me-
dio, que por ser de derecho, lo suple la Suprema Corte de 
Justicia, y sin que sea necesario ponderar los medios pro-
puestos por el recurrente; 

Considerando que cuando la casación se funde en que 
la sentencia contra la cual se interpuso un recurso no es-
taba sujeta a ese recurso, dicha casación se hará sin en-
vío, ya que nada queda por juzgar; 

ser compensadas en virtud del artículo 23 de la Ley 5924 
de 

19C6o2n 	que en esta materia las costas pueden ; siderando  

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío, la senten-
cia dictada en sus atribuciones civiles y como Tribunal de 
Confiscaciones, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: 
Compensa las costas 
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada. p ern  
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche R eanh 11.° 

 quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arrijarna'4  
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al n4; 
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernest o cu: 
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por  los  
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y f ue 

 firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

sEsTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentelu.i 
 

impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

:echa 30 de noviembre de 1967 

3iate•ia: Confiscaciones 

Reeurr-  ente: Caridad María Rojas Cabrera Vda. Morales y com-

partes 

Abogado: Dr. Sergio Sánchez Gómez y Lic. Juan Pablo Ramos 

Recurrido: Abraham Canaán Abud 
Abogado: Dr. Leo F. Nanita Cuello 

Dios, Patria y Libertad 
r 	 República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A Amiama, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, on 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
o Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de 

noviembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 
1069 de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
Corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Caridad 
María Rojas Cabrera. Vda. Morales, cédula No. 31684, se-
rie 54, Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga Mo-
rales Franco de Achécar América Morales Franco de Bre-
tón, Thelma Morales Franco de Sheidig, Carmen Morales 
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando  
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quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arni aini"' 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Ab:
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 zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto c.,14`4. 
 riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada po r  los 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la ati. 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu e 

 certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

senfrocia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 30 de noviembre de 1967 

Materia: Confiscaciones 

Recurrente: Caridad Maria Rojas Cabrera Vda. Morales y com-
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Abogado: Dr. Sergio Sánchez Gómez y Lic. Juan Pablo Ramos 

Recorrido: Abraham Canaán Abud 

Abogado: Dr. Leo F. Nanita Cuello 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre dg la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A Amiama, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
o Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de 

noviembre del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 
1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de cesación interpuesto por Caridad 
María Rojas Cabrero. Vda. Morales, cédula No. 31684, se-
rie 54, Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga Mo-
rales Franco de Achécar, América Morales Franco de Bre-
tón, Thelma Morales Franco de Sheidig, Carmen' Morales 
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de Fernández, Hilda Morales Franco y Aura Morales Fran-
co, dominicanas, continuadoras jurídicas del finado Lic. 
Angel Francisco Morales Córdova, contra la sentencia dic-
tada er• sus funciones de Tribunal de Confiscacione s  Por 

 la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 30 de 
 noviembre de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;  

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Sergio Sánchez Gómez, cédula No. 16841, 
serie 47, por sí y por el Lic Juan Pablo Ramos, cédula No. 
13706, serie 47, abogados de las recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José de Jesús Bergés Ramos, cédula No. 
12859, serie 56, en la lectura de sus conclusiones, en repre-
sentación del Dr. Leo F. Nanita Cuello, cédula No. 52869, 
serie la, abogado del recurrido Abraham Canaán Abud, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado en la 
ciudad de La Vega, cédula No. 1643, serie 47; 

Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula No. 271, serie 
18, abogado del recurrido el Estado Dominicano, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de las recurrentes y d.?bositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de febrero de 1968, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido el Estado 
Dominicano, suscrito por su abogado; 

Visto el memorial de defensa del recurrido Abraham 
Canaán Abud, suscrito por su abogado; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
mediante la cual se declara el defecto del recurrido Pedro 
Zacarías; 

La. suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
rado y vistos los artículos 153 del Código de Procedi-

doto civil; 1 y siguentes de la Ley 5924 de 1962, sobre 
-confiscación General de Bienes; y 1 y 20 de la Ley sobre 
procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 

n  con motivo de una reclamación de las ahora recurren-
tes el antiguo Tribunal de Confiscaciones dictó en fecha 13 

de 
agosto de 1963, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 

"FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra los se-
ñores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, 
por no haber comparecido a la audiencia, a pesar de haber 
sido debidamente emplazados; SEGUNDO: Acumula a la cau-
sa el defecto de las partes no comparecientes, señores Abra-
ham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles y ordena que 
éstos sean reasignados nuevamente; TERCERO Fija la au-
diencia del día 19 de septiembre a las 10 horas de la ma-
ñana, para conocer de la presente demanda; CUARTO: 
Comisiona al alguacil ordinario de la Corte de Apelación 
de La Vega, Ramón A. Lara, para la notificación de la pre-
sente sentencia y de la nueva reasignación a las partes no 
comparecientes señores Abraham Canaán y Pedro Zaca-
rías (a) Charles; QUINTO. Reserva las costas"; b) que el 
8 de octubre de 1963. el Tribunal de Confiscaciones dictó una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Fi-
jar nuevamente la audiencia del día 27 de noviembre de 
1963, a las diez (10a horas de la mañana, para conocer de 
la demanda intentada por los señores Caridad María Rojas 
Cabrera Vda. Morales y compartes, contra el Estado Do-
minicano, Abraham Canaán y Pedro Zacarías; SEGUNDO: 
Comisionar al Ministerial Oscar Franco Gómez, alguacil 
ordinario de la Corte de Apelación de La Vega, para la no-
tificación de la sentencia dictada por este Tribunal, de fe-
cha 13 de agosto de 1963, y de la reasignación, a los se-
ñores Abraham Canaán y Pedro Zacarías" c) que el 6 de 

plp 
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de Fernández, Hilda Morales Franco y Aura Morales F ran-
co, dominicanas, continuadoras jurídicas del finado Lic. 
Angel Francisco Morales Córdova, contra la sentencia dic. 
tada en' sus funciones de Tribunal de Confiscacione s  por 

 la Corte' de Apelación de Santo Domingo, en fecha 30 de 
noviembre de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Sergio Sánchez Gómez, cédula No. 16841, 
serie 47, por sí y por el Lic Juan Pablo Ramos, cédula No, 
13706, serie 47, abogados de las recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José de Jesús Bergés Ramos, cédula No. 
12859, serie 56, en la lectura de sus conclusiones, en repre-
sentación del Dr. Leo F. Nanita Cuello, cédula No. 52869, 
serie la, abogado del recurrido Abraham Canaán Abud, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado en la 
ciudad de La Vega, cédula No. 1643, serie 47; 

Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula No. 271, seri 
18, abogado del recurrido el Estado Dominicano, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de las recurrentes y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de febrero de 1968, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido el Estado 
Dominicano, suscrito por su abogado; 

Visto el memorial de defensa del recurrido Abraham 
Canaán Abud, suscrito por su abogado; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
mediante la cual se declara el defecto del recurrido Pedro 
Zacarías; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 153 del Código de Procedi-

miento Civil; 1 y siguentes de la Ley 5924 de 1962, sobre 
confiscación General de Bienes; y 1 y 20 de la Ley sobre 

procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 

que con motivo de una reclamación de las ahora recurren-

tes el antiguo Tribunal de Confiscaciones dictó en fecha 13 

de agosto de 1963, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 

,TALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra los se-

ñores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, 

por no haber comparecido a la audiencia, a pesar de haber 

sido debidamente emplazados; SEGUNDO: Acumula a la cau-

sa el defecto de las partes no comparecientes, señores Abra-
ham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles y ordena que 

éstos sean reasignados nuevamente; TERCERO Fija la au-

diencia del día 19 de septiembre a las 10 horas de la ma-
ñana, para conocer de la presente demanda; CUARTO: 
Comisiona al alguacil ordinario de la Corte de Apelación 
de La Vega, Ramón A. Lara, para la notificación de la pre-
sente sentencia y de la nueva reasignación a las partes no 
comparecientes señores Abraham Canaán y Pedro Zaca-
rías (a) Charles; QUINTO; Reserva las costas"; b) que el 
8 de octubre de 1963. el Tribunal de Confiscaciones dictó una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Fi-
jar nuevamente la audiencia del día 27 de noviembre de 
1963, a las diez (10a horas de 'la mañana, para conocer de 
la demanda intentada por los señores Caridad María Rojas 
Cabrera Vda. Morales y compartes, contra el Estado Do-
minicano, Abraham Canaán y Pedro Zacarías; SEGUNDO: 
Comisionar al Ministerial Oscar Franco Gómez, alguacil 
ordinario de la Corte de Apelación de Lá Vega, para la no-
tificación de la sentencia dictada por este Tribunal, de fe-
cha 13 de agosto de 1963, y de la reasignación, a los se-
ñores Abraham Canaán y Pedro Zacarías" e) que el 6 de 
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junio de 1964, en virtud de la ley 285, el caso pa só 
diente de fallo sobre el fondo a la Corte de Apelación dri: 
Sa nto Domingo, a la cual la ya referida Ley atribuyó 1¿ 
funciones que tenía el Tribunal de Confiscaciones antes 

ci
, 

tado; d) que la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó 
en fecha 3 de noviembre de 1965, una sentencia de fo ndo 

 cuyo dispositivo se copia más adelante; e) que sobre el re. 
curso de oposición interpuesto contra esa sentencia, int er. 
vino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el si, 
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares en cuan. 
to a la forma, los recursos de oposición interpuestos por el 
Estado Dominicano, Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) 
Charles, contra la sentencia en defecto, dictada por es 
Corte de Apelación, en funciones de Tribunal de Confisca-
ciones, en fecha tres (3) del mes de noviembre de mil no-
vecientos sesenta y cinco (1965) cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Pronuncia el defecto por falta 
de comparecer contra el señor Abraham Canaán; Segundo: 
Pronuncia defecto por falta de concluir contra Pedro Zaca-
rías (a) Charles; Tercero: Acoge las conclusiones de los 
continuadores jurídicos del Licdo. Angel Francisco Mora-
les Córdova, señores Caridad María Rojas Cabrera Viuda 
Morales en su calidad de cónyuge superviviente comunista 
en bienes; y sus herederos César Morales Córdova y Dolo-
res Morales Córdova de Santelises, y en consecuencia, orde-
na que les sean restituidos los inmuebles siguientes: "Par-
celas No. 46 del D. C. No. 123, Municipio de La Vega; No. 
66-A del D. C. No. 123, Municipio de La Vega, No. 66-B, del 
Distrito Catastral No. 123, Municipio de La Vega; No. 27-A 
B-C- y D del Distrito Catastral No. 28 Municipio de La 
Vega, que constituyen la finca del extinto Licdo. Angel 
Franco Morales, de la que fue despojada éste por abuso de 
poder; parcelas que están ocupadas por el Estado Domini-
cano y por personas que en el momento de adquirirlos te-
nían conocimiento de que las mismas pertenecía a los im-
petrantes, o sean los intervinientes y los señores Abraham 

Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, con todas sus con-
secuencias legales; Cuarto: Rechaza todas las conclusiones 
mantenidas a través de esta litis por el señor Pedro Za-
orlas (a) Charles, especialmente las principales y subsidia-
rias de su escrito de fecha 18 de noviembre de 1963 y las 
sustentadas en su escrito de ampliación y réplica en cuan-
to ordenar la compamcencia personal del señor Manuel Es-
paillat Brache y un informativo testimonial para estable-
cer un complemento de prueba a que los terrenos ocupados 
fueron objeto de una subasta pública así como para com-
probar la buena fe del adquiriente, medidas frustratorias e 
improcedentes y mal fundadas, por referirse a hechos im-
procedentes y mal fundados, por fraudulentos y simulados; 
Quinto: Rechaza las conclusiones del Estado Dominicano, 
mantenidas en fecha 27 de noviembre de 1963 y las man-
tenidas en sus escrito.; de conclusiones de fecha 5 de marzo 
de 1964, por improcedentes y mal fundadas, al ser frustra-
torias por tratarse de hechos establecidos en el proceso y es-
tar la documentación necesaria y fundamental para la so-
lución de la litis, depositados por la parte demandante y que 
figuran en el cuerpo de la presente sentencia con su inven-
tario, y que sólo tienden a retardar la litis, en defecto por 
falta de concluir al fondo; Sexto: Acoge las conclusiones 
de la parte interviniente señores María Mercedes Rodríguez 
de Ornes; Luisa Guillermina Iriarte Vda. Rodríguez, en ca-
lidad de tutora legal de sus hijos menores Porfirio, Juan Jo-
sé y Doroteo Rodriguez Iriarte, hijos del extinto Dr. José 
Horacio Rodríguez Vásquez; Elvira Rodríguez de Rodrí-
guez, Juan Porfirio Rodríguez Vásquez, y Rosina Félix 
Vda. Rodríguez en su calidad de tutora legal de sus hijos 
Juan Arturo Rodríguez Félix, y en consecuencia, ordena 
que el Estado Dominicano devuelva pura y simplemente a 
los sucesores mencionados de Juan Rodríguez García, la 
suma de RD$23,354.50„ valor que represente el precio pa-
gado por su causante a Rafael L. Trujillo Molina, por la 
compra de varios inmuebles que hubo adquirido ilicitamen- 
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funciones que tenía el Tribunal de Confiscaciones antes 
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falta de concluir al fondo; Sexto: Acoge las conclusiones 
de la parte interviniente señores María Mercedes Rodríguez 
de Ornes; Luisa Guillermina Iriarte Vda. Rodríguez, en ca-
lidad de tutora legal de sus hijos menores Porfirio, Juan Jo-
sé y Doroteo Rodríguez Iriarte, hijos del extinto Dr. José 
Horacio Rodríguez Vásquez; Elvira Rodríguez de Rodrí-
guez, Juan Porfirio Rodríguez Vásquez, y Rosina Félix 
Vda. Rodríguez en su calidad de tutora legal de sus hijos 
Juan Arturo Rodríguez Félix, y en consecuencia, ordena 
que el Estado Dominicano devuelva pura y simplemente a 
los sucesores mencionados de Juan Rodríguez García, la 
suma de RD$23,354.50„ valor que represente el precio pa-
gado por su causante a Rafael L. Trujillo Molina, por la 
compra de varios inmuebles que hubo adquirido ilícitamen- 
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te; Séptimo: Compensa las costas"; SEGUNDO: Confirma 
la antes expresada sentencia; y TERCERO: Compen sa  las 

 costas entre las partes en causa"; 

Considerando que las recurrentes invocan en su rrzo.. 
morial de casación el siguiente medio: Violación del artícu-
lo 153 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su medio 
de casación las recurrentes alegan en síntesis que ellas sos-
tuvieron ante los jueces del fondo que la sentencia del 3 
de noviembre de 1965 dictada sobre el fondo del asunto 
después de haberse pronunciado la sentencia del 13 de age-- 
to de 1963, sobre acumulación de defecto y reasignación cie 
las partes, no era susceptible de oposición; que la Corte a-
gua al no acoger ese pedimento y admitir los recursos de 
oposición de los recurridos, incurrió, en la sentencia im-
pugnada en la violación del artículo 153 del Código de Pro-
cedimiento Civil, por lo cual la referida sentencia sostienen 
las recurrentes, debe ser casada sin envío, por no quedar 
nada qué juzgar; 

Considerando que de conformidad con el artículo 153 
del Código de Procedimiento Civil, "Si de dos o más partes 
emplazadas, la una comparece y la otra no, el beneficio 
del defecto, se acumulará a la causa; y la sentencia de acu-
mulación se notificará a la parte no compareciente, por un 
alguacil nombrado a este fin: la notificación contendrá asig-
nación para el día en que se señale para la vista; y se de-
cidirá por una sola sentencia que no será susceptible de 
oposición"; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto: a) que el 13 de agosto de 1963 
se dictó una sentencia de acumulación de defecto en bene-
ficio de la causa, con orden de reasignación de las partes; 
b) que luego, el 3 de noviembre de 1965, y después de cum-
plidas las reasignaciones ordenadas, se dictó una sentencia  

bre el fondo del asunto, en defecto contra los recurridos; 
) que las recurrentes solicitaron a la Corte a-qua que se de-

clarara la inadmisión del recurso de oposición que contra 
esa sentencia interpusieron los hoy recurridos; 

Considerando que no obstante eso, la Corte a-qua, ad- 
itió como regulares en cuanto a la forma, los referidos 

recursos de oposición; que al fallar de ese modo la indica-
da Corte incurrió en la sentencia impugnada, en la viola-
ción del artículo 153 del Código de Procedimiento Civil, 
por lo cual dicho fallo debe ser casado; 

Considerando que cuando la casación se funde en que 
la sentencia contra la cual se interpuso un recurso no es-
taba sujeta a ese recurso, dicha casación se hará sin en-
vío, ya que nada queda por juzgar; 

Considerando que en esta materia las costas pueden 
ser compensadas en virtud del artículo 23 de la ley 5924 
de 1962; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío, la senten-
cia dictada en sus atribuciones civiles y como Tribunal de 
Confiscaciones, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: 

Compensa las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
Bergés Chuppani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del-  día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publIcada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



2480 	 BOLETIN JUDICIAL 
BOLETIN JUDICIAL 	 2481 

te; Séptimo: Compensa las costas"; SEGUNDO: Confirma  
la antes expresada sentencia; y TERCERO: Compens a  las 

 costas entre las partes en causa"; 

Considerando que las recurrentes invocan en su mo. 
morial de casación el siguiente medio: Violación del artí cu. 
lo 153 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su medio 
de casación las recurrentes alegan en síntesis que ellas sos-
tuvieron ante los jueces del fondo que la sentencia del 3 
de noviembre de 1965 dictada sobre el fondo del asunto 
después de haberse pronunciado la sentencia del 13 de age-- 
to de 1963, sobre acumulación de defecto y reasignación ue 
las partes, no era susceptible de oposición; que la Corte a-
gua al no acoger ese pedimento y admitir los recursos de 
oposición de los recurridos, incurrió, en la sentencia im-
pugnada en la violación del artículo 153 del Código de Pro-
cedimiento Civil, por lo cual la referida sentencia sostienen 
las recurrentes, debe ser casada sin envío, por no quedar 
nada qué juzgar; 

Considerando que de conformidad con el artículo 153 
del Código de Procedimiento Civil, "Si de dos o más partes 
emplazadas, la una comparece y la otra no, el beneficio 
del defecto, se acumulará a la causa; y la sentencia de acu-
mulación se notificará a la parte no compareciente, por un 
alguacil nombrado a este fin: la notificación contendrá asig-
nación para el día en que se señale para la vista; y se de-
cidirá por una sola sentencia que no será susceptible de 
oposición"; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto: a) que el 13 de agosto de 1963 
se dictó una sentencia de acumulación de defecto en bene-
ficio de la causa, con orden de reasignación de las partes; 
b) que luego, el 3 de noviembre de 1965, y después de cum-
plidas las reasignaciones ordenadas, se dictó una sentencia  

bre el fondo del asunto, en defecto contra los recurridos; 
) que las recurrentes solicitaron a la Corte a-qua que se de-

clarara la inadmisión del recurso de oposición que contra 
esa sentencia interpusieron los hoy recurridos; 

Considerando que no obstante eso, la Corte a-qua ad-
mitió como regulares en cuanto a la forma, los referidos 
recursos de oposición; que al fallar de ese modo la indica-
da Corte incurrió en la sentencia impugnada, en la viola-
ción del artículo 153 del Código de Procedimiento Civil, 
por lo cual dicho fallo debe ser casado; 

Considerando que cuando la casación se funde en que 
la sentencia contra la cual se interpuso un recurso no es-
taba sujeta a ese recurso, dicha casación se hará sin en-
vío, ya que nada queda por juzgar; 

Considerando que en esta materia las costas pueden 
ser compensadas en virtud del artículo 23 de la ley 5924 
de 1962; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío, la senten-
cia dictada en sus atribuciones civiles y como Tribunal de 
Confiscaciones, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segando: 
Compensa las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
Bergés Chuppani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del -  dí1-.., mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



Recurrente: Francisco Rosario 
Abogado: Dr. Marino Vinicio Castillo Rodríguez 

2482 	 BOLETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEI, 

de 

Recurrido: Caridad María Rojas Cabrera Vda. Morales y compartes 
Abogado: Lic. Juan Pablo Ramos y Dr. Sergio Sánchez Gómez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago 
Osvaldo Rojo 'Carbuccia, asistidos del Secretario General 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guznián, Distrito Nacional, a los 8 días del 
mes de noviembre de 1968, años 125 9  de la Independencia 
y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, ,como 
corte de casación, tla siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Rosario, dominicano, agricultor, cédula 24064, serie 47, 
domiciliado en el Ranchito, Sección del municipio de La 
Vega, contra la sentencia dictada en sus funciones de Tri-
bunal de Confiscaciones por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Orlando E. de la Cruz, en representación 

e/ Dr.  Marino Vinicio Castillo Rodríguez, cédula 56292, 

serle 1 ,abogado del recurrente, en la lectura de sus con- 
clusiones; 

Oído al Lic. Juan Pablo Ramos, cédula 13706, serie 47, 

por sí y por el Dr. Sergio Sánchez Gómez, cédula 16841, se-

rie 47, en la lectura de sus conclusiones, como abogado de 
las recurridas Caridad María Rojas Cabrera Vda. Morales, 

Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga Morales 
Franco de Achécar, América Morales Franco de Bretón, 
Thelma Morales Franco de Sheidig, Carmen Morales Fra.- 
co de Fernández e Hilda y Aura Morales Franco; 

Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula 271, serie 18, 
abogado del recurrido el Estado Dominicano, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente y depositado_ en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 19 de enero de 1968, en el cual 
se invocan contra la sentencia impugnada los medios de 
casación que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de las recurridas, sus-
crito por sus abogados; 

Visto el memorial de defensa del recurrido el Estado 
Dominicano, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 153 del Código de Procedi-
miento Civil; 1 y siguientes de la Ley 5924 de 1962; y 
1  Y 20 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

ConsMerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación de las ahora recurridas el anti-
guo Tribunal de Confiscaciones dictó en fecha 15 de egos- 

Materia: Confiscaciones 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo . 
 fecha 30 de noviembre de 1967 
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to de 1963, una sentencia cuyo dispositivo dice así: ',Fa
Primero: Pronuncia el defecto contra los señores Abraha,. 
Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, por no haber coi; 
parecido a la audiencia, a pesar de haber sido debidamente 
emplazados; Segundo: Acumula a la causa el defecto de las  partes no comparecientes, señores Abraham Canaán y p

e  dro Zacarías (a) Charles y ordena que éstos sean reasigna' 
dos nuevamente; Tercero: Fija la audiencia del día 19 de 
septiembre a las 10 horas de la mañana, para conocer de 
la, .yresente demanda; Cuarto: Comisiona al alguacil Or-
dinario de la Corte de Apelación de La Vega, Ramón A . 

 Lara, para la notificación de la presente sentencia y n la 
nueva reasignación a las partes no comparecientes señores 
Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles; Quint o: 

 Reserva las costas"; b) que el 8 de octubre de 1963, el 
Tribunal de Confiscaciones dictó una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: Primero: Fijar nuevamente la au-
diencia del día 27 de noviembre de 1963, a las diez (10) 
horas de la mañana, para conocer de la demanda intenta-
da por los señores Caridad María Rojas Cabrera Vda. Mo-
rales y compartes, contra el Estado Dominicano, Abraham 
Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles; Segundo: Comisionar 
al ministerial Oscar Franco Gómez, Alguacil Ordinario de 
la Corte de Apelación de La Vega, para la notificación de 
la sentencia dictada por este Tribunal, de fecha 13 de agos-
to de 1963, y de la reasignación, a los señores Abraham 
Canaán y Pedro Zacarías"; c) que el 6 de junio de 1964, 
en virtud de la Ley 285, el caso pasó pendiente de fallo so-
bre el fondo a la Corte de Apelación de Santo Domingo, a 
la cual la ya referida Ley atribuyó las funciones que tenía 
el Tribunal de Confiscaciones antes citado; d) que la Cor-
te de Apelación de Sento Domingo dictó en fecha 3 de no -
viembre de 1965, una sentencia de fondo cuyo dispositivo 
se copia más adelante; e) que sobre el recurso de oposición 
interpuesto contra esa sentencia, intervinoe 1 fallo ahora 
impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 

----- 
Declara regulares en cuanto a la forma, los recursos de opo-

. 

sici

ón  interpuestos por el Estado Dominicano, Abraham 

Canaán 
y Pedro Zacarías (a) Charles, contra la sentencia en 

defecto, dictada por esta Corte de Apelación, en funciones 
de  Tribunal de Confiscaciones, en fecha tres (3) del mes 
de  noviembre de mil novecientos sesenta y cinco (1965) 

cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Pronun-
cia defecto por falta de comparecer contra el señor Abra-
ham Canaán; Segundo: Pronuncia defecto por falta de con-
cluir contra Pedro Zacarías (a) Charles; Tercero: Acoge 
las conclusiones de los continuadores jurídicos del Licdo. 
Angel Francisco Morales Córdova, señores Caridad Ma-
ría Rojas Cabrera Viuda Morales en su calidad de cónyu-
ge superviviente comunista en bienes; y sus herederos Cé-
sar Morales Córdova y Dolores Morales Córdova de San-
tenses, y en consecuencia, ordena que les sean restituídos 
los inmuebles siguientes: Parcelas No. 46 del D. C. No. 123 
Municipio de La Vega; N 9  66-A del D. C. N9  123, Munici-
pio de La Vega No. 27-A-B-C y D del Distrito Catas-, 
tral No. 28 Municipio de La Vega, que constituyen la 
finca del extinto Licdo. Angel Feo. Morales, de la que 
fue despojado éste por abuso de poder; Parcelas que es-
tán ocupadas por el Estado Dominicano y por personas 
que en el momento de adcuirirlos tenían conocimiento de 
que las mismas pertenecían a los impetrantes, o sean los in-
tervinientes y los señores Abraham Canaán y Pedro Za-
carías (a) Charles, con todas sus consecuencias legales; 
Cuarto: Rechaza todas las conclusiones mantenidas a tra-
vés de esta litis por el señor Pedro Zacarías (a) Charles, 
especialmente las principales y subsidiarias de su escrito 
de fecha 18 de noviembre de 1963 y las sustentadas en su 
escrito de ampliación y réplica en cuanto ordenar la com-
parecencia del señor Manuel Espaillat Brache y un infor-
mativo testimonial para establecer un complemento de prue-
ba relativa a que los terrenos ocupados fueron objeto de 
una subasta pública así como para comprobar la buena fé 
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Cuarto: Rechaza todas las conclusiones mantenidas a tra-
vés de esta litis por el señor Pedro Zacarías (a) Charles, 
especialmente las principales y subsidiarias de su escrito 
de fecha 18 de noviembre de 1963 y las sustentadas en su 
escrito de ampliación y réplica en cuanto ordenar la com-
parecencia del señor Manuel Espaillat Brache y un infor-
mativo testimonial para establecer un complemento de prue-
ba relativa a que los terrenos ocupados fueron obieto de 
una subasta pública así como para comprobar la buena fé 
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del adquiriente, medidas frustratorias e improcedentes 
mal fundadas por referirse a hechos improcedente s  xr 

J /nal 
fundados, por fraudulentos y simulados; Quinto: Rechaza 
las conclusiones del Estado Dominicano, mantenidas en fe: 
cha 27 de noviembre de 1963 y las mantenidas en sus escri-
tos de conclusiones de fecha 5 de marzo de 1964, por impr o

-cedentes y mal fundadas, al ser frustratorias por tratarse 
 de hechos establecidos en el proceso y estar la documenta-

ción necesaria y fundamental para la solución de la litis, 
depositados por la parte demandante y que figuran en el 
cuerpo de la presente sentencia con su inventario, y que só-
lo tienden a retardar la litis, en defecto por falta de jn. 
cluir al fondo; Sexto: Acoge las conclusiones de la parte in-
terviniente señores • María Mercedes Rodríguez de Ornes; 
Luisa Guillermina Iriarte Vda. Rodríguez, en calidad de tu-
tora legal de sus hijos menores Porfirio, Juan José y Do-
roteo Rodríguez Iriarte, hijos del extinto Dr. José Horacio 
Rodríguez Vásquez, y Rosina Félix Vda. Rodríguez, en su 
calidad de tutora legal de su hijo Juan Arturo Rodríguez 
Félix, y en consecuencia, ordena que el Estado Dominica-
no devuelva pura y simplemente a los sucesores menciona-
dol de Juan Rodríguez García, /  la suma de RD$23,354.50, 
valor que represente el precio pagado por su causante a 
Rafael L. Trujillo Molina, por la compra de varios inmue-
bles que hubo adquirido ilícitamente; Séptimo: Compensa 
las costas"; Segundo: Cofirma la antes expresadas senten-
cia; y, Terécro: Compensa lás costas entre las partes en 
causa"; 

Considerando que el recurrente invoca en su mome-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación al derecho de defensa; Segundo Medio: Violación de 
las formas; Tercer Medio: Falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de esos tres 
medios de casación reunidos, él recurrente alega en síntesis, 
que él en su calidad de comprador de un inmueble en pro-
ceso de reivindicación, intervino ante la Corte a-qua en el 
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recurso de oposición que su vendedor Abraham Canaán 

ud, interpuso contra la sentencia del 3 de noviembre 

de  1965 de la misma Corte; que en la hipótesis de que esa 
sentencia no sea susceptible de oposición, por haberse dic- 
tado sobré el fondo después de una acumulación de defec- 

to, 
en aplicación del artículo 153 del Código de Procedi-

miento Civil, aun en ese caso, la intervención del compra-
dor Rosario que no era un "mero eco de la situación de su 
vendedor", debió ser admitida como una demanda principal 
por ser la referida Corte competente de manera exclusiva, 
para conocerla y juzgarla; que no obstante todo eso, la Cor-
te a-qua silenció de modo absoluto la solución de la inter-
vención voluntaria así introducida, por lo cual se sostiene 
que en la sentencia impugnada se ha incurrido en los vicios 
y violaciones denunciados; que asimismo alega el recurren-
te que la casación de dicha sentencia se impone con envío, 
a fin de que la nueva Corte "conozca por primera vez de la 
intervención principal propuesta por Francisco Rosario; 
pero, 

Considerando que el artículo 153 del Código de Proce-
dimiento Civil dispone lo siguiente: "Si de doS o más par-• 
tes emplazadas, la una comparece y la otra no, el benefi-
cio del defecto, se acumulará a la causa; y la sentencia de 
acumulación se notificará a la parte no compareciente, 
por un alguacil nombrado a este fin; la notificación con-
tendrá asignación para el día en que se señale para la vis-
ta; y se decidirá por una sola sentencia que no `serásus-
ceptible de oposición"; 

Considerando que la intervención voluntaria princi-
pal es aquella por la cual un tercero demanda convertirse 
en parte en una instancia en curso, a fin de obtener, ante 
la jurisdicción apoderada, el reconocimiento del , derecho 
que le pertenece; que, como todo incidente, la intervención 
voluntaria supone aue la instancia principal está aún en 
curso; que, por consiguiente, si la instancia principal se ha 
extinguido toda intervención es imposible; 
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Considerando que el examen del fallo impugnad o pon 
 de manifiesto lo siguiente: a) que el 13 de agosto de 196,1 

se dictó una sentencia de acumulación de defecto en bene. 
ficio de la causa, con orden de reasignación de las pa rtes . 
b) que luego, el 3 de noviembre de 1965, y después de c ln: 
plidas las reasignaciores ordenadas, se dictó una sentencia 
sobre el fondo del asunto, en defecto contra el recurrente. 
c) que los hoy recurridos solicitaron a la Corte a-qua q ue 

 se declarara la inadmisión del recurso dp oposición que 
contra esa sentencia interpuso Abraham Canaán Abud, 
causante del hoy recurrente; 

Considerando que como se advierte, el hoy recurren-
te introdujo su intervención voluntaria ante la Corte a-qua 
cuando ésta había sido apoderada de unos recursos de opo-
sición que eran evidentemente improcedentes, en virtud del 
artículo 153 del Código de Procedimiento Civil; que en esas 
condiciones, la Corte a-qua debió declarar inadmisible, no 
sólo los recursos de oposición interpuestos, sino también la 
referida intervención voluntaria principal, pues ya dicha 
Corte había extinguido la instancia ya que había fallado 
el fondo del asunto; que si bien es cierto que la sentencia 
impugnada no da los motivos que acaban de exponerse, 
que por ser de puro derecho los suple esta Suprema Corte 
de Justicia, y si también es verdad que la sentencia im-
pugnada no da motivos específicos acerca de la referida 
intervención, tal omisión carece de relevancia en el caso, 
pues dicho recurrente no puede quejarse válidamente en ca-
sación de que le hayan rechazado la intervención que de 
acuerdo con la ley no podía ser admitida; que, si el recu-
rente Rosario entendía que la sentencia del 3 de noviem -
bre de 1965 le había causado algún agravio, tenía abier-
to los recursos de casación o tercería que la ley pone a su 
disposición, pero no tratar de aprovechar la instancia pro -
vocada por unos recursos de oposición que en el caso están 
prohibidas por la ley, para hacer una intervención volun- 

taria que tenía que correr, por vía de consecuencia, la mis- 

/
Tia suene de inadmisión de los referidos recursos de opo- 

que, por todo lo antes expuesto, los medios de ca- 

esestr  

Incoa:Pe Considerando 
 en virtud del artículo 23 de la Ley 5924 

1n;onsiderando que en esta materia las costas pueden 

sasicci invocados, carecen de fundamento y deben ser des- 

de 1962; 
 P tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Francisco Rosario, contra la sen-
tencia dictada en sus funciones de Tribunal de Confisca-
ciones por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
fecha 30 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Com-
pensa las costas. 

(Firmados) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas 
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del dia, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 19 

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Departa mento 
 Judicial de San Pedro de Macorís, de fecha 9 de enero  

Materia: Penal 
de 1967 

Recurrente: Roselio de la Rosa 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Bekas, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de noviem-
bre del año 1968, años 1259  de la Independencia y 1064  de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roselio 
de la Rosa, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado en la Sección de Santa Lucía, municipio de El 
Seibo, cédula No. 10446, serie 25, contra la decisión de la 
Cámara de Calificación del Departamento judicial de San 
Pedro de Macorís, de fecha 19 de enero de 1967, cuyo dis-
positivo expresa lo siguiente: "Resuelve: Primero: Admi-
tir como en efecto admite por ser regular en la forma, el 
recurso de apelación interpuesto, entiemp o hábil por el 
nombrado Roselio de la Rosa; Segundo: Rechazar, como en 
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efecto rechaza, por improcedente y mal fundado, el recur-

so d
e  apelación interpuesto por Roselio de la Rosa y en 

'e-cnsecuencia, confirma en el aspecto apelado, la Providen-
cia Calificativa dictada por el Magistrado Juez de Instruc-

ción  del Distrito Judicial de El Seibo, en fecha 29 del mes 

de septiembre de 1966, cuya parte dispositiva ha sido copia-
do en otro lugar de la presente decisión; Tercero: Ordenar, 

orno en efecto ordena, que el expediente sea enviado al 
Magistrado Procurador Fiscal de El Seibo, para los fines le-
gales"; la parte dispositiva de la precitada Providencia di-

ce así: "Resolvemos: Primero: que existe indicio y cargos 
suficientes para inculpar al nombrado Roselio Rosa, del cri-
men de herida que dejaron lesión permanente a Rafael Fe-
bles, hecho ocurrido en la Sección Santa Lucía del Muni-
ripio de El Seibo; Segundo: que existen indicios y cargos 
suficientes para inculpar a la nombrado Ana Celia Rosa 
Núñez, como autora de heridas en perjuicio del nombrado 
Rafael Febles, que curaron antes de los diez días; Tercero: 
que no existen indicios ni cargos suficientes para inculpar 
a la nombrado María Cordones, de los hechos puestos a su 
cargo; Cuarto: que tampoco existen indicios ni cargos su-
ficientes para inculpar al nombrado Rafael Febles de los 
hechos puestos a su cargo; Mandamos y Ordenamos: Pri-
mero: enviar como al efecto enviamos, al nombrado Rose-
lio Rosa de generales anotadas, a juzgar por ante el tribu-
nal criminal para que allí responda de los hechos puestos 
a su cargo; Segundo: que la nombrada Ana Celia Rosa Nú-
ñez, sea juzgada correccionalmente por el hecho que se le 
imputa; Tercero: Sobreseer como al efecto sobresee, los 
actuaciones puestas a cargo de los nombrados María Cor-
dones y Rafael Febles, por no existir cargos ni indicios 
de culpabilidad; Cuarto: que el infrascrito Secretario, pro-
ceda a la notificación de la providencia calificativa, dentro 
del plazo establecido por la ley, tanto al Magistrado Pro-
curador Fiscal de este Distrito como a los inculpados Rose-

Abj? Rosa y Ana Celia Rosa Núñez; Quinto: que las actuacio-

IIIPI 
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nes de la instrucción y un estado de los documento s  y ob 
 jetos que han de obrar como fundamento de convicción 

sean transmitidos al referido Magistrado Procurador Fis-
cal de este Distrito Judicial, para los fines que sean de 
gar"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso levantado en la Secretaria 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fe-
cha 27 del mes de noviembre del año 1967, a requerimien-
to del Doctor Juan Chaín, abogado, cédula NO. 10561, se-
rie 25, y actuando a nombre y representación del recurrente; 

Vista el acta de desistimiento levantada en la misma 
Secretaría de dicha Corte de Apelación y en fecha 31 de 
abril de 1968, a requerimiento del citado Doctor y a nom-
bre y representación del recurrente; acta en la que el re-
ferido Doctor expresó "que comparecía con el motivo de 
desistir, como al efecto desiste, del recurso de apelación por 
él interpuesto, en fecha 27 de noviembre de 1967 contra la 
decisión de la Cámara de Calificación expresada"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedimien-
to Criminal, modificado por la Ley No. 5155 de 1959, y 1 
y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que, según ha sido decidido, todo desisti-
miento es equivalente a una renuncia y que por esta razón 
debe ser hecho por el desistente mismo o por un apoderado 
especial; que como en el expediente relativo al presente 
caso no existe constancia alguna de que el Doctor Chaín, 
quien ha afirmado que actúa a nombre y representación 
del recurrente, esté provisto de un poder otorgado por el 
referido recurrente para formalizar el desistimiento de que 
se hizo referencia; que tampoco hay constancia de que el 
acfa de desistimiento del presente recurso estaba suscrita  

por  el mencionado recurrente; que, en consecuencia, proce- 
de que tal desestimiento, por irregular, sea desestimado; 

pero, 
Considerando, por otra parte, que según lo estatuye el 

artículo 1ro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 

„La  Suprema Corte de Justicia decide, como corte de ca-
sación, si la Ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos 

en última instancia o en instancia única, pronunciados por 
los tribunales del orden judicial"; que, además y en apli-
cación de lo que se acaba de expresar, el artículo 127 del 
Código de Procedimiento Criminal, en su última parte, dis-
pone de manera específica que "las decisiones de las Cáma-
ras de Calificación no son susceptibles de ningún recurso"; 
que en virtud de lo precedentemente transcrito es claro que 
sólo las decisiones que han sido pronunciadas en las juris-
dicciones de juicio están sujetas al recurso extraordinario 
de la casación; que, consiguientemente, el presente recurso 
de casación resulta inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Roselio de la Rosa, con-
tra la decisión de la Cámara de Calificación del Departa-
mento Judicial de San Pedro de Macorís, de fecha 19 de 
enero de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo, y Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.-- Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de f echa 
 19 de marzo/de 1968 

Materia: Correccional 

Recurrente: María del Carmen Veloz y compartes 
Abogado: Dr. César Pujols D. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmárte constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario. General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 8 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 1069  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María del 
Carmen Veloz, Ramón Núñez y Miguel Angel Rodríguez, do-
minicanos, mayores de edad, solteros, domiciliados y resi-
dentes en la Cueva de Cevicos, Provincia Sánchez Ramírez, 
con cédula Nos. 3421, serie 52, 46302, serie 31 y 3986, se-
rie 52, contra la sentencia de fecha 19 de marzo de 1968, 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol.; 
Oído al Dr. César Pujols D., cédula 10245, serie 13, 

abogado de los recurrentes en la lectura de sus conclu- 
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 26 de 
marzo de 1968, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. César Pujols D., abogado de los re-
¿urrentes, en la cual invoca violación de la Ley y de auto-
ridad de la cosa juzgada: 

Visto el escrito sometido por el abogado de los recu-
rrentes en fecha 3 de julio de 1968, en el cual se invocan 
los medios que se Indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de las leyes Nos. 
4809 de 1957, y 5771 de 1961; y 1, 20 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son constante los siguien-
tes hechos: a) que con motivo de un accidenté automovilís-
tico ocurrido en Río Verde, jurisdicción del municipio de 
La Vega, en fecha 25 de septiembre de 1967, fue someti-
do a la acción de la Justicia José R. Tavera Montalvo; b) 
Que la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, reguirmente 
apoderada, dictó en fecha 24 de noviembre de 1967, una 
sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la ahora 
impugnada; e) Que sobre recursos de la parte civil cons-
tituida, hoy recurrente en casación, de la persona puesta 
en causa como civilmente responsable y de la compañía 
aseguradora, la Corte de Apelación de La Vega, dictó en 
fecha 19 de marzo de 1968, la sentencia ahora impugna-
da en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular y válido, en la forma, el recurso de apela- 
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presentes  en la misma y debidamente representadas. Ter- 

ro: Revoca los Ordinales Tercero,C uarto y Quinto de 
la supra-indicada sentencia, que trata del aspecto civil; de 

lo  que esta Corte está únicamente apoderada y obrando 
pOr propia autoridad y contrario imperio, rechaza la cons-
titución en parte civil hecha por María del Carmen Veloz, 
Ramón Núñez y Miguel Angel Rodríguez, por considerar 
esta Corte, no haberse probado falta del prevenido José R. 
Taveras Montalvo en la comisión del hecho imputádole, no 
obstante tener el aspecto penal la autoridad de la cosa 

irrevocablemente juzgada, y en consecuencia declara la no 
oponibilidad de dicha sentencia a la Cía. Aseguradora "San 
Rafael C. por A. y al hacerlo así, por vía de consecuencia no 
es necesario estatuir en cuanto a las conclusiones de la 
Cía. de Seguros "San Rafael C. por A. y al Colegio "San 
Francisco de Asís, articulados en sus ordinales Tercero y 
Cuarto. Cuarto: Condena a las Partes Civiles Constituidas, 
María del Carmen Veloz, Ramón Núñez y Miguel Angel 
Rodríguez al pago de las costas civiles correspondientes, las 
cuales se distraen en provecho del Dr. Hugo Alvarez Va-
lencia, por haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su Me-
morial de Casación, los siguientes medios: "Primer Medio: 

/111i 

d de sentencia"; 

Desnaturalización de los hechos y falsa aplicación del de-
recho. Segundo Medio: Violación del principio que consa-
gra que el Juez de lo Civil no puede desconocer lo que ha 
sido definitivamente juzgado o fallado por el tribunal de 
lo penal. Tercer Medio: Omisión de estatuir y contrarie-
dad 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio propuesto, los recurrentes lo que sostienen en defini-
tiva es que como la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable (Colegio San Francisco de Asís) y la com-
pañía aseguradora eran las únicas apelantes regulares, "el 
Poder del tribunal que conocía de la apelación estaba limi-
tado al contenido de las conclusiones de los apelantes y a 

ción interpuesto por el Dr. Hugo Alvarez Valencia, a non, 
bre y representación de la Compañia de Seguros "San pt a--  
fael, C. por A., y el Colegio "San Francisco de Asís, contra 

 dictada por la Primera Cámara Penal del Juz
ga, do de Primera Instancia de este Distrito Judicial de La 

Vega, de fechla (21 de Noviembre de 1967) (SIC); 24 de 
Noviembre de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla . 
Primero: Se declara culpable al prevenido José R. Tavera. 
Montalvo, del delito de Violación a la Ley 5771, y en con-
secuencia se condena a RD$20.00 de multa, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes. 2do. Se condena ade-
más al pago de las costas. 3ro. Se declara regular , vá-
lido la constitución en parte civil hecha por los señores 
María del Carmen Veloz, Ramón Núñez y Miguel Angel 
Rodríguez, por conducto del Dr. César Pujols, contra el 
prevenido y el Colegio San Fco. de Asís persona civilmen-
te responsable y en consecuencia se condena al prevenido 
y al Colegio San Francisco de Asís al pago de las indem-
nizaciones siguientes en provecho de la parte civil cons-
tituida en la siguiente proporción, RD$500.00 para cada 
uno de los señores Ramón Núñez y María del Carmen Ve-
loz y RD$200.00 para el señor Miguel Angel Rodríguez. 
4to. Se condena además al prevenido y el Colegio San Fran-
cisco de Asís al pago de las costas civiles en provecho del 
Dr. César Pujols, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad. Sto. Se declara oponible la presente sentencia a 
la Cía. de Seguros San Rafael C. por A." por haber sido 
hecho conforme a la Ley. Segundo: Rechaza, por extempo-
ráneo, el recurso de apelación interpuesto contra la ya in-
dicada sentencia por el Dr. César Pujols, a nombre y re-
presentación de la Parte Civil Constituida María del Car-
men Veloz, Ramón Núñez y Miguel Angel Rodríguez, por 
haberlo hecho en fecha 12 de Marzo de 1968, y ser la sen-
tencia de fecha 24 de Noviembre de 1967, después de haber 
sido aplazado el fallo para esa fecha, en la audiencia del 
día 21 de Noviembre de 1967, estando las partes civiles 
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las de la parte civil"; que los referidos apelantes se 
taron a pedir que se desestimara la reclamación de dañ o; 

 y perjuicios porque "no se había probado la relación d 
comitente a preposé", agregando subsidiariamente la Cor: 
pañía aseguradora que si se estimaba establecido dicho 
vínculo, se declarara entonces que la sentencia condenato- 
ria no le era oponible porque el prevenido no portaba li- 
cencia como chofer, estimando los recurrentes que, en esa, 
condiciones, la Corte a-qua no podía examinar, como lo hi-
zo, la falta del prevenido para declarar que ésta no existia, 
pues como ni el prevenido ni el ministerio público habíar 
apelado de la condenación penal, lo único que estaba ya 
causa era el aspecto civil en la forma planteada; que por 
ello, estiman los recurrentes que la Corte a-qua omitió 
estatuir sobre esas conclusiones y falló "más allá de lo 
solicitado", incurriendo al mismo tiempo en contradicción 
con la sentencia dada en lo penal; 

Considerando que, en efecto, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto, tal como lo alegan los recu-
rrentes, que declarado irrecibible por tardío por la Corte 
a-qua el.  recurso de la parte civil constituida, los únicos 
apelantes regulares que quedaban en escena, eran la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable y la Com-
pañía aseguradora; que a nombre de ambos apelantes el 
Dr. Hugo Alvarez Valencia, quien tenía su representación, 
concluyó así: "Primero: que se declare irrecibible el recur-
so de apelación incoado por la parte civil constituída, por 
haberse interpuesto fuera del plazo legal. Segundo: decla-
rar bueno y válido el recurso de apelación de los impetran-
tes. Tercero: revocar la sentencia recurrida en razón de que 
el Colegio San Francisco de Asís, no era, ni ha sido nunca 
comitente del Sr. José Radamés Taveras Montalvo, puesto 
que éste mismo declaró que andaba por cuenta de clubes 
de Ciencia y Cultura, y sólo había solicitado el vehículo a 
título de préstamo; además de haber declarado en la poli -
cía (acta del 25 de Septiembre de 1967) que era el propie- 

•0,  y habérselo dicho también a Ramón Núñez. Cuarto: 

b 	

mente: En caso de que consideréis que si esta 

aprobad

a5' 

S 

0SDi rS id eclar ar que la sentencia no es oponible a la San 

la relación de comitente a preposé entre el Cole- 
rancisco de Asís y José R. Taveras Montalvo, 

lgia°elcaon 

F 	

vio- 
contrato de seguro que establece que la persona que 

entonces 
 C. por A., en razón de que José R. Taveras Montal-

vo no estaba provisto de licencia para conducir lo que vio-

conduce el vehículo asegurado debe ser apto para condu-

cirlo, y Taveras no lo era. Quinto: que las partes civiles 
constituidas sean condenadas al 'pago de las costas, tanto 
del incidente, como del fondo del asunto, distribuyéndolas 

en provecho del infrascrito abogado, por haberlas avanzado 
en su mayor parte"; 

Considerando que como se advierte por la lectura de 
las conclusiones transcritas los apelantes no plantearon el 
punto relativo a la falta o no del prevenido, quien había si-
do condenado penalmente en primera instancia, de cuya 
sentencia él no apeló ni tampoco el ministerio público; que 
como la Corte a-qua estaba apoderada única y exclusiva-
mente del aspecto civil del proceso en lo que concierne al 
interés de dichos recurrentes, si ellos limitaron ese inte-
rés a negar la comitencia, agregando además la compañía 
aseguradora en forma subsidiaria, que aun probada la re-
lación de "comitente a preposé" la sentencia que se dictara 
no podía oponérsele porque el prevenido no portaba licencia 
de chofer, es claro, que, en tales condiciones, la corte a-qua 
no podía considerarse apoderada más allá del interés de 
los apelantes, manifestado por medio de conclusiones for-
males, las cuales delimitaban su apoderamiento, ya que el 
interés es la medida de las acciones; que, al apartarse de 
esas conclusiones y entrar a examinar la existencia de la 
falta o no del prevenido, punto que no fue objeto de con-
troversia entre las partes que discutían el aspecto civil 
del proceso, es claro que violó las reglas del apoderamien-
to que en definitiva es lo que han denunciado con otras pa- 
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las de la parte civil"; que los referidos apelantes se 
taron a pedir que se desestimara la reclamación de dafi ng

, 

 y perjuicios porque "no se había probado la relación de 
comitente a preposé", agregando subsidiariamente la Con.. 

 pañía aseguradora que si se estimaba establecido dicho 
vínculo, se declarara entonces que la sentencia condenato-
ria no le era oponible porque el prevenido no portaba li-
cencia como chofer, estimando los recurrentes que, en esas 
condiciones, la Corte a-qua no podía examinar, como lo hi-
zo, la falta del prevenido para declarar que ésta no existía, 
pues como ni el prevenido ni el ministerio público habíar 
apelado de la condenación penal, lo único que estaba ya 
causa era el aspecto civil en la forma planteada; que por 
ello, estiman los recurreites que la Corte a-qua omitió 
estatuir sobre esas conclusiones y falló "más allá de lo 
solicitado", incurriendo al mismo tiempo en contradicción 
con la sentencia dada en lo penal; 

Considerando que, en efecto, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto, tal como lo alegan los recu-
rrentes, que declarado irrecibible por tardío por la Corte 
a-qua el recurso de la parte civil constituida, los únicos 
apelantes regulares que quedaban en escena, eran la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable y la Com-
pañía aseguradora; que a nombre de ambos apelantes el 
Dr. Hugo Alvarez Valencia, quien tenía su representación, 
concluyó así: "Primero: que se declare irrecibible el recur-
so de apelación incoado por la parte civil constituida, por 
haberse interpuesto fuera del plazo legal. Segundo: decla-
rar bueno y válido el recurso de apelación de los impetran-
tes. Tercero: revocar la sentencia recurrida en razón de que 
el Colegio San Francisco de Asís, no era, ni ha sido nunca 
comitente del Sr. José Radamés Taveras Montalvo, puesto 
que éste mismo declaró que andaba por cuenta de clubes 
de Ciencia y Cultura. v sólo había solicitado el vehículo a 
título de préstamo; además de haber declarado en la poli -
cía (acta del 25 de Septiembre de 1967) que era el propie - 
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• 0  y habérselo dicho también a Ramón Núñez. Cuarto: 

bs

iariamente: En caso de que consideréis que si esta 
aprobada la relación de comitente a preposé entre el Cole-

-o

jo San Francisco de Asís y José R. Taveras Montalvo, 
entonces declarar que la sentencia no es oponible a la San 

Rafael C. por A., en razón de que José R. Taveras Montal-

vo no estaba provisto de licencia para conducir lo que vio-

la  el contrato de seguro que establece que la persona que 
conduce el vehículo asegurado debe ser apto para condu-
cirlo, y Taveras no lo era. Quinto: que las partes civiles 
constituidas sean condenadas al pago de las costas, tanto 
del incidente, como del fondo del asunto, distribuyéndolas 
en provecho del infrascrito abogado, por haberlas avanzado 
en su mayor parte"; 

Considerando que como se advierte por la lectura de 
las conclusiones transcritas los apelantes no plantearon el 
punto relativo a la falta o no del prevenido, quien había si-
do condenado penalmente en primera instancia, de cuya 
sentencia él no apeló ni tampoco el ministerio público; que 
como la Corte a-qua estaba apoderada única y exclusiva-
mente del aspecto civil del proceso en lo que concierne al 
interés de dichos recurrentes, si ellos limitaron ese inte-
rés a negar la comitencia, agregando además la compañía 
aseguradora en forma subsidiaria, que aun probada la re-
lación de "comitente a preposé" la sentencia que se dictara 
no podía oponérsele porque el prevenido no portaba licencia 
de chofer, es claro, que, en tales condiciones, la corte a-qua 
no podía considerarse apoderada más allá del interés de 
los apelantes, manifestado por medio de conclusiones for-
males, las cuales delimitaban su apoderamiento, ya que el 
interés es la medida de las acciones; que, al apartarse de 
esas conclusiones y entrar a examinar la existencia de la 
falta o no del prevenido, punto que no fue objeto de con-
troversia entre las partes que discutían el aspecto civil 
del proceso, es claro que violó las reglas del apoderamien-
to que en definitiva es lo que han denunciado con otras pa- 
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labras los recurrentes, por lo cual el fallo impugnado d ebe 
 ser casado, sin necesidad de examinar los otros medios de, 

recurso; 
Considerando que según el artículo 65, inciso aro, de 

la Ley Sobre Procedimiento de Casación, las costas pod rán 
 ser compensada cuando una sentencia fuere casada por 

 violación a reglas procesales cuyo cumplimiento esté a car. 
go de los jueces; 

Por tales motivos Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones co-
rreccionales y en fecha 19 de marzo de 1968, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fall,; 
y envía el asunto así delimitado a la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmdos): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almániar.— Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

CIA DE FECHA 11 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

ntenei»  impuglada: Cortede Apelación de San Pedro de Macorís, 

de fecha 20 de octubre de 1967 

Materia: correccional 

gecurrent e: Blas Guerrero 

niterviniente: Dionisio Guerrero 

Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda y Dr. Hermógenes Mar-

tínez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernndo E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez . Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos' 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106° de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Blas Gue-
rrero, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado en la sección "El Rancho" del Municipio de Higüey, 
cédula No. 2190, serie 28, contra la sentencia de fecha 20 
de octubre de 1967, dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
Cuyo dispositivo se copia más adelante; 



BOLETIN JUDICIAL 	 2501 2500 	 BOLETIN JUDICIAL 

labras los recurrentes, por lo cual el fallo impugnado debe 
ser casado, sin necesidad de examinar los otros medios del 

el  
Considerando que según el artículo 65, inciso a ro,  

la Ley Sobre Procedimiento de Casación, las costas podrán 
ser compensada cuando una sentencia fuere casada p 3r 

 violación a reglas procesales cuyo cumplimiento esté a car. 
go de los jueces; 

Por tales motivos Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones co-
rreccionales y en fecha 19 de marzo de 1968, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fall_, 
y envía el asunto así delimitado a la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmdos): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Laniarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

CIA DE FECHA 11 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

jitencia  impugnada: Cortede Apelación de San Pedro de Macorís, 

(le 
fecha 20 de octubre de 1967 

Materia: Correccional 

Recurrente: Blas Guerrero 
interviniente: Dionisio Guerrero 

Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda y Dr. Hermógenes Mar-

tínez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernndo E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez. Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidOs . 

 del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Blas Gue-
rrero, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado en la sección "El Rancho" del Municipio de Higüey, 
cédula No. 2190, serie 28, contra la sentencia de fecha 20 
de octubre de 1967, dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
Cuyo disposítivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula No. 8632 

 serie lra., por sí y por el Dr. Hermógenes Martínez, oédu , 
 la No. 23018, serie2 6, abogados de Dionisio Guerrero dc; 

minicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domiciliado 
y residente en la sección de El Rancho, Municipio de lb, 
güey, cédula No. 131, serie 28, parte interviniente, e n  la 

 lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 22 N o. 
viembre de 1968, levantada a requerimiento del Dr. Sin. 
foroso Pepén Solimán, cédula No. 15488, serie 47, aboga-
do del prevenido, y a nombre de éste, en el cual no se ex-
2one ningún medio determinado de casación; 

Vistos los escritos de fechas 14 y 18 de octubre de 
1968, sometidos por el Lic. Salvador Espinal Miranda, abo-
gado del interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1 de la Ley No. 5869, de 1962, 
modificada por la Ley No. 234, de 1964; 1382 del Código 
Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
Que en fecha 21 de diciembre de 1966, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, re-
gularmente apoderado del expediente a cargo de Blas Gue-
rrero, prevenido del delito de violación de propiedad en 
perjuicio de Dionisio Guerrero, según querella presentada 
por éste,d ictóuna sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa -
lla: Primero: Declara al nombrado Blas Guerrero, culpa-
ble del delito de violación de propiedad en perjuicio de Dio-
nisio Guerrero, y en consecuencia, lo condena al pago de 
una multa de Veinte Pesos Oro (RD$20.00), acogiendo en  

su 
favor circunstancias atenuantes; Segundo: Declara re-

gular  y válida en la forma y en el fondo, la constitución 
en parte civil hecha en audiencia por el señor Dionisio Gue-
;ero, en contra del prevenido Blas Guerrero, por órgano 

de  sus abogados constituidos, los Doctores Adolfo Oscar 
caraballo y Servio Tulio Almánzar Frías; Tercero: Con-
dena al prevenido Blas Guerrero, al pago de una indemni-
zación de Un Peso Oro (RD$1.00) en favor del señor Dio-
nisio Guerrero, como reparación por los daños morales y 
materiales, que le ha ocasionado con su hecho delictuoso; 
Cuarto: Condena al prevenido Blas Guerrero, al pago de 
las costas penales y civiles, ordenando la distracción de es-
tas últimas en provecho de los Doctores Adolfo Oscar Ca-
raballo y Servio Tulio Almánzar Frías, quienes afirmaron 
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Ordena el desalo-
jo inmediato del prevenido Blas Guerrero, de los terrenos 
propiedad del señor Dionisio Guerrero, en los cuales se ha 
introducido ilegalmente; Sexto: Ordena la confiscación en 
favor del señor Dionisio Guerrero de las mejoras que hu-
biere fomentado el prevenido Blas Guerrero en los terre-
nos en los cuales se introdujo ilegalmente; Séptimo: Orde-
ne la ejecución provisional y sin prestación de fianza de la 
sentencia intervenida, no obstante cualquier recurso que 
contra la misma pueda interponerse"; b) Que sobre recur-
so del prevenido la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, dicté en fecha 20 de octubre de 1967, la sentencia aho-
ra impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Admite como regular y válido, en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Doc-
tor Sinforoso Pepén Solimán, abogado, a nombre y repre-
sentación del inculpado Blas Guerrero, contra sentencia dic-
tada, en atribuciones correccionales y en fecha 21 de di-
ciembre de 1966, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La.Altagracia, que condenó a dicho 
inculpado Blas Guerrero, al pago de una multa de veinte 
pesos oro (RD$20.00), acogiendo en su favor circuns- 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula No. 8632 

 serie lra., por sí y por el Dr. Hermógenes Martínez, ' 
 No. 23()18, serie2 6, abogados de Dionisio Guerrero, d o 

 minicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domiciliado 
y residente en la sección de El Rancho, Municipio de 

Hi güey, cédula No. 131, serie 28, parte interviniente, en  la 
 lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge neral 
 de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 22 Le No-
viembre de 1968, levantada a requerimiento del Dr. Sin-
foroso Pepén Solimán, cédula No. 15488, serie 47, aboga-
do del prevenido, y a nombre de éste, en el cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación; 

Vistos los escritos de fechas 14 y 18 de octubre de 
1968, sometidos por el Lic. Salvador Espinal Miranda, abo-
gado del interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1 de la Ley No. 5869, de 1962, 
modificada por la Ley No. 234, de 1964; 1382 del Código 
Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al 

Que en fecha 21 de diciembre de 1966, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, re -
gularmente apoderado del expediente a cargo de Blas Gue-
rrero, prevenido del delito de violación de propiedad en 
perjuicio de Dionisio Guerrero, según querella presentada 
por éste,d ictóuna sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa -
lla: Primero: Declara al nombrado Blas Guerrero, culpa-
ble del delito de violación de propiedad en perjuicio de Dio-
nisio Guerrero, y en consecuencia, lo condena al pago de 
una multa de Veinte Pesos Oro (RD$20.00), acogiendo en  

su  favor circunstancias atenuantes; Segundo: Declara re-

gular y válida en la forma y en el fondo, la constitución 
n •parte civil hecha en audiencia por el señor Dionisio Gue-

rrero, en contra del prevenido Blas Guerrero, por órgano 

de  sus abogados constituídos, los Doctores Adolfo Oscar 
Caraballo y Servio Tulio Almánzar Frías; Tercero: Con-
dena al prevenido Blas Guerrero, al pago de una indemni-
zación de Un Peso Oro (RD$1.00) en favor del señor Dio-
nisio Guerrero, como reparación por los daños morales y 
materiales, que le ha ocasionado con su hecho delictuoso; 
Cuarto: Condena al prevenido Blas Guerrero, al pago de 
las costas penales y civiles, ordenando la distracción de es-
tas últimas en provecho de los Doctores Adolfo Oscar Ca-
raballo y Servio Tulio Almánzar Frías, quienes afirmaron 
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Ordena el desalo-
jo inmediato del prevenido Blas Guerrero, de los terrenos 
propiedad del señor Dionisio Guerrero, en los cuales se ha 
introducido ilegalmente; Sexto: Ordena la confiscación en 
favor del señor Dionisio Guerrero de las mejoras que hu-
biere fomentado el prevenido Blas Guerrero en los terre-
nos en los cuales se introdujo ilegalmente; Séptimo: Orde-
ne la ejecución provisional y sin prestación de fianza de la 
sentencia intervenida, no obstante cualquier recurso que 
contra la misma pueda interponerse"; b) Que sobre recur-
so del prevenido la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, dicté en fecha 20 de octubre de 1967, la sentencia aho-
ra impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Admite como regular y válido, en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Doc-
tor Sinforoso Pepén Solimán, abogado, a nombre y repre-
sentación del inculpado Blas Guerrero, contra sentencia dic-
tada, en atribuciones correccionales y en fecha 21 de di-
ciembre de 1966, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia, que condenó a dicho 
inculpado Blas Guerrero, al pago de una multa de veinte 
pesos oro (RD$20.00), acogiendo en su favor circuns- 



2504 	 BOLETIN JUDICIAL 
	 1i 

tancias atenuantes, por el delito de violación de propiedad 
en perjuicio del señor Dionisio Guerrero; declaró regules 
y válida, tanto en la forma como en el fondo, la eonstitar 
ción en parte civil hecha en audiencia por el señor Dionisio
Guerrero, en contra del inculpado Blas Guerrero, por ór- 
gano de sus abogados constituidos Doctores Adolfo o s 

 car Caraballo y Servio Tulio Almánzar Frías; condenó aI 
aludido inculpado, a pagar una indemnización de un per, 
oro (RD$1.00), en favor del señor Dionisio Guerrero, pa r. 
te civil constituida, como reparación por los daños mora-
les y materiales, que le ha ocasionado con el hecho delic-
tuoso puesto a su cargo; lo condenó además, al pago e 

 las costas penales y civiles, con distracción de las últimas en 
provecho de los Doctores Adolfo Oscar Caraballo y Servio 
Tulio Almánzar Frías, quienes afirmaron haberlas avanza-
do en su totalidad; ordenó el desalojo inmediato del incul-
pado Blas Guerrero, de los terrenos propiedad del señor 
Dionisio Guerrero, en los cuales se ha introducido ilegal-
mente; ordenó la confiscación de las mejoras que hubiere 
fomentado el inculpado Blas Guerrero en los terrenos men-
cionados, en favor del señor Dionisio Guerrero; y ordenó 
la ejecución provisional y sin fianza de la sentencia inter-
venida, no obstante cualquier recurso que contra la mis-
ma pueda interponerse. Secundo: Confirma en todas sus par-
tes la sentencia objeto del presente recurso de apelación. 
Tercero: Condena al inculpado Blas Guerrero, al pago de 
las costas penales y civiles, con distracción de las últimas 
en provecho del Doctor Hermógenes Martínez Caraballo, 
por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Des-
carga al testigo Juanico Campusano, de la multa de diez pe-
sos oro (RD$10.00), a que fue condenado por esta Corte, en 
fecha 28 de abril de 1967, por su no comparecencia a aque-
lla audiencia, por ser aceptada su excusa atendible"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-

mentos de prueba que fueron regularmente administrados 
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por estable- 
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ridos los siguientes hechos: a) Que el prevenido Blas Gue-

;re-  ro, a sabiendas de ello y sin autorización del dueño Dio-
nis io  Guerrero, se introdujo en una propiedad de éste, que 
está amparada por el Certificado de Título No. 64-53 de fe-
cha 14 de diciembre de 1964; y b) Que el prevenido levantó 

allí empalizadas, en una porción de más o menos 500 ta-
reas que el propietario había separado y delindado por me-
dio de un agrimensor práctico para venderlas a Juanico 
campusano, hecho ocurrido en una fecha no determinada 
del año de ciu  querella, en los 

Considerando 
id 	

os hechos así establecidos se en- 
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de 
violación de propiedad, previsto por el Artículo 1 de la Ley 
No. 5869, de 1962, y sancionado por ese mismo texto legal 
con la pena de tres meses a dos años de prisión correccio-
nal y multa de diez a quinientos pesos, y accesoriamente 
con el desalojo de la propiedad; que, en consecuencia, al 
condenar al prevenido después de declararlo culpable al pa-
go de una multa de veinte pesos, acogiendo circunstancias 
atenuantes, y al desalojo del ocupante, confirmando así el 
fallo de primera instancia, la Corte a-qua le aplicó una san-
ción ajustada a la ley; que igualmente al disponer la con-
fiscación en favor del propietario de las mejoras que hu-
biere fomentado el prevenido, hizo una correcta aplicación 
de la Ley No. 234 de 1964, la cual establece de manera ac-
cesoria esa medida, en adición a las condenaciones estable-
cidas por la ya citada Ley No. 5869; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte de Apelación dió igualmente por establecido 
que el delito cometido por el prevenido había ocasionado 
daños y perjuicios morales y materiales al propietario, cons-
thituído en parte civil; que, en consecuencia, al acordarle 
como reparación pecuniaria la suma de un peso oro, y con-
denarlo a su pago, suma ésta que fue la solicitada en sus 
conclusiones por la parte civil constituida, hizo una correc-
ta aplicación del Artículo 1382 del Código Civil; 
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del acñoondseidlearqaunedroelcilau,e 
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con el desalojo de la propiedad; que, en consecuencia, al 
condenar al prevenido después de declararlo culpable al pa-
go de una multa de veinte pesos, acogiendo circunstancias 
atenuantes, y al desalojo del ocupante, confirmando así el 
fallo de primera instancia, la Corte a-qua le aplicó una san-
ción ajustada a la ley; que igualmente al disponer la con-
fiscación en favor del propietario de las mejoras que hu-
biere fomentado el prevenido, hizo una correcta aplicación 
de la Ley No. 234 de 1964, la cual establece de manera ac-
cesoria esa medida, en adición a las condenaciones estable-
cidas por la ya citada Ley No. 5869; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte de Apelación dió igualmente por establecido 
que el delito cometido por el prevenido había ocasionado 
daños y perjuicios morales y materiales al propietario, cons-
thituído en parte civil; que, en consecuencia, al acordarle 
como reparación pecuniaria la suma de un peso oro, y con-
denarlo a su pago, suma ésta que fue la solicitada en sus 
conclusiones por la parte civil constituida, hizo una correc-
ta aplicación del Artículo 1382 del Código Civil; 
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tandas atenuantes, por el delito de violación de pr opiedad 
 en perjuicio del señor Dionisio Guerrero; declaró regld

ar  

' 
y válida, tanto en la forma como en el fondo, la constitl. 
ción en parte civil hecha en audiencia por el señor Dionisio 
Guerrero, en contra del inculpado Blas Guerrero, por ór-
gano gano de sus abogados constituidos Doctores Adolfo O s-
car Caraballo y Servio Tulio Almánzar Frías; condenó ai 
aludido inculpado, a pagar una indemnización de un p esr, 
oro (RD$1.00), en favor del señor Dionisio Guerrero, par. 
te civil constituida, como reparación por los daños mora-
les y materiales, que le ha ocasionado con el hecho delic-
tuoso puesto a su cargo; lo condenó además, al pago e 

 las costas penales y civiles, con distracción de las últimas en 
provecho de los Doctores Adolfo Oscar Caraballo y Servio 
Tulio Almánzar Frías, quienes afirmaron haberlas avanza-
do en su totalidad; ordenó el desalojo inmediato del incul-
pado Blas Guerrero, de los terrenos propiedad del señor 
Dionisio Guerrero, en los cuales se ha introducido ilegal-
mente; ordenó la confiscación de las mejoras que hubiere 
fomentado el inculpado Blas Guerrero en los terrenos men-
cionados, en favor del señor Dionisio Guerrero; y ordenó 
la ejecución provisional y sin fianza de la sentencia inter-
venida, no obstante cualquier recurso que contra la mis-
ma pueda interponerse. Segundo: Confirma en todas sus par-
tes la sentencia objeto del presente recurso de apelación. 
Tercero: Condena al inculpado Blas Guerrero, al pago de 
las costas penales y civiles, con distracción de las últimas 
en provecho del Doctor Hermógenes Martínez Caraballo, 
por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Des-
carga al testigo Juanico Campusano, de la multa de diez pe-
sos oro (RD$10.00), a que fue condenado por esta Corte, en 
fecha 28 de abril de 1967, por su no comparecencia a aque-
lla audiencia, por ser aceptada su excusa atendible"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente administrados 
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por estable - 
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Considerando que examinada en sus demás aspecto 
 la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés d
el recurrente, no contiene vicio alguno que amerite su e¿ 

sación; 
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien. 

te a Dionisio Guerrero, contra la sentencia de fecha 20 de 
octubre de 1967, dictada en sus atribuciones correcciona-
les, por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
senté fallo; Tercero: Condena al prevenido recurrente al pa-
go de las costas, con distracción en provecho de los abo-
gados del interviniente, Dr. Hermógenes Martínez C. y je.  
Salvador Espinal Miranda, quienes afirman haberlas ;tvan-
zado en su mayor parte. 

(Firmado:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlós Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar—.  Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

siryTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentelwial InPugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 11 

de diciembre de 1967 

Ifitteria: Tierras 

Recurrente: Banco Agrícola de la Rep. Dom. 

Aboglulo: Dr. Fco. Herrera Mejía, Dr. Victor Garrido hijo y Dr. 

Jorge A. Matos Féliz 

Recurrido: Lic. Manuel Batista Clisante 

Abogado: Lic. Manuel Batista Clisante, abogado de sí mismo. 

Dios, Patria y Libertad 
Repúbligt, Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la -Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución autónoma 
del Estado, representado por su Administrador General, Dr. 
José Sixto Ginebra H., dominicano, mayor de edad, 'casado, 1 



Considerando que examinada en sus demás aspect 
 la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés ri,s, 

recurrente, 'no contiene vicio alguno que amerite su ca-
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ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

• La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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1-  En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche enríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro- 
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario' General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Noviembre de 1968, 
años 125Q de la. Independencia y 106 9  de la *Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución autónoma 
del Estado, representado por su Administrador General, Dr. 
José Sixto Ginebra H., dominicano, mayor de edad, 'casado, 

2506 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 2507 



2508 	 BOLETIN JUDICIAL 

cédula No. 12535, serie 37, contra la sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras del 11 de diciembre del 1967, di ctar 

 en relación con la Parcela No. 145 del Distrito Catastr
al  

No. 5 del Municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copi a 
 más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Franci sco 

Herrera Mejía, cédula No. 19640, serie la, por sí y en re. 
 presentación de los Dres. Víctor Garrido hijo, cédula :\o 

 31843, serie la, y Jorge A. Matos Félix, cédula 3098, ser i e 
 11, abogados del recurrente; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Mar. A 
Batista Clisante, cédula No. 12986, serie 1 1, abogado de si 
mismo; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 9 de 
febrero del 1968 por los abogados del Banco recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
recurrido, en fecha 10 de Julio del 1968; 

Vista la ampliación al memorial suscrito en fecha 3 
de septiembre de 1968 por los abogados del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, acápite 9, de la Constitu-
ción del 1962; párrafo 3o. del Artículo 2 de la Ley 6087, 
del 1962; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considérando, que el examen de la sentencia impugna-
da y los documentos del expediente consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una instancia en devolución de bienes en 
virtud de la Ley 6087 del 1962, dirigida al Tribunal Supe-
rior de Tierras, por Manuel Batista Clisante, el Juez de Ju-
risdicción Original del Tribunal de Tierras, designado al 
efecto, dictó en fecha 10 de abril del 1967, una sentencia 
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la cual rechazó por improcedente la reclamación pre-

sel)%rtada por Manuel Batista Clisante; b) que sobre el re-
curso de apelación de este último intervino la sentencia aho-

ra impugnada,  ugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Acoge en parte, y rechaza en parte las conclusiones del Ban-
co  Agrícola de la República Dominicana, presentada por sus 
abogados Dres. R. Elididos Vicioso V. y Francisco Herre-
ra Mejía;  Segundo: Rechaza, por improcedentes, las con-

cl
usiones presentadas por el Casino Central Inc., de La 

Vega, 
tresor pi :on u Aaeeessot  go 

p 
 e 

por el Lic. Manuel Batista Clisante, contra la 

través de su abogado Lic. José Ramón Mejía; Ter-

' 
en la forma y fondo, el recurso de apelación 

decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal, de fecha 10 de Abril del 1967, en relación con la Par-
cela No. 145 del Distrito Catastral No. 5 del Municipio de 
La Vega y Solar No. 10 de la Manzana No. 41 del Distri-
to Catastral No. 1 del mismo Municipio; Cuarto: Revoca 
dicha Decisión y obrando por contrario imperio, acoge la 
instancia elevada en fecha 30 de Abril del 1964, por el Lic. 
Manuel Batista Clisante, encaminada a obtener la restitu-
ción al dominio de su patrimonio personal de parte de la 
Parcela No. 145 del Distrito Catastral No. 5 del Municipio 
de La Vega y del Solar No 10 de la Manzana No. 41 del 
Distrito Catastral No. 1 del mismo Municipio; Quinto: De-
clara de mala fe la adquisición por parte del Casino Cen-
tral Inc., de La Vega del Solar No. 10 de la Manzana No. 
41 del Distrito Catastral No. 1 del Municipio de La Vega; 
Sexto: Declara de buena fe la adjudicación por parte del 
Banco Agrícola de la República Dominicana, de parte de la 
Parcela No. 145 del Distrito Catastral No. 5 del Municipio 
de La Vega, o sea 31 Has., 83 As., 36 Cas.; Séptimo: Or-
dena al Casino Central Inc., de La Vega y al Banco Agríco-
la de la República Dominicana la restitución inmediata al 
Patrimonio del Lic. Manuel Batista Clisante de los inmue-
bles indicados; Octavo: Se reserva al Banco Agrícola el de-
recho de reclamar al Estado Dominicano, en su condición 
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cédula No. 12535, serie 37, contra la sentencia del Trib u" 
Superior de Tierras del 11 de diciembre del 1967, di ctada  
en relación con la Parcela No. 145 del Distrito Catastr
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No. 5 del Municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copi a 
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Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Francisc o 

 Herrera Mejía, cédula No. 19640, serie 11, por sí y en re-
presentación de los Dres. Víctor Garrido hijo, cédula No 
31843, serie 1 1, y Jorge A. Matos Félix, cédula 3098, serie 
la, abogados del recurrente; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Mar. 
Batista Clisante, cédula No. 12986, serie 1/, abogado de si 
mismo; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 9 de 
febrero del 1968 por los abogados del Banco recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
recurrido, en fecha 10 de Julio del 1968; 

Vista la ampliación al memorial suscrito en fecha 3 
de septiembre de 1968 por los abogados del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, acápite 9, de la Constitu-
ción del 1962; párrafo 3o. del Artículo 2 de la Ley 6087, 
del 1962; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considérando, que el examen de la sentencia impugna-
da y los documentos del expediente consta lo siguiente: al 
que con motivo de una instancia en devolución de bienes en 
virtud de la Ley 6087 del 1962, dirigida al Tribunal Supe-
rior de Tierras, por Manuel Batista Clisante, el Juez de Ju-
risdicción Original del Tribunal de Tierras, designado al 
efecto, dictó en fecha 10 de abril del 1967, una sentencia 
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cual rechazó por improcedente la reclamación pre-

°ntada 
la 

iada por Manuel Batista Clisante; b) que sobre el re-
curso de apelación de este último intervino la sentencia aho-
ra • ugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Acoge en  parte, y rechaza en parte las conclusiones del Ban- 
eu  Agrícola de la República Dominicana, presentada por sus 
abogados Dres. R. Euclides Vicioso V. y Francisco Herre- 

ra Mejía; Segundo: Rechaza, por improcedentes, las con-
clus iones presentadas por el Casino Central Inc., de La 
Vega, a través de su abogado Lic. José Ramón Mejía; Ter-
cero: Acoge, en la forma y fondo, el recurso de apelación 
interpuesto por el Lic. Manuel Batista Clisante, contra la 
decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal, de fecha 10 de Abril del 1967, en relación con la Par-
cela No. 145 del Distrito Catastral No. 5 del Municipio de 
Ca Vega y Solar No. 10 de la Manzana No. 41 del Distri-
to CataStral No. 1 del mismo Municipio; Cuarto: Revoca 
dicha Decisión y obrando por contrario imperio, acoge la 
instancia elevada en fecha 30 de Abril del 1964, por el Lic. 
Manuel Batista Clisante, encaminada a obtener la restitu-
ción al dominio de su patrimonio personal de parte de la 
Parcela No. 145 del Distrito Catastral No. 5 del Municipio 
de La Vega y del Solar No 10 de la Manzana No. 41 del 
Distrito Catastral No. 1 del mismo Municipio; Quinto: De-
clara de mala fe la adquisición por parte del Casino Cen-
tral Inc., de La Vega del Solar No. 10 de la Manzana No. 
41 del Distrito Catastral No. 1 del Municipio de La Vega; 
Sexto: Declara de buena fe la adjudicación por parte del 
Banco Agrícola de la República Dominicana, de parte de la 
Parcela No. 145 del Distrito Catastral No. 5 del Municipio 
de La Vega, o sea 31 Has., 83 As., 36 Cas.; Séptimo: Or-
dena al Casino Central Inc., de La Vega y al Banco Agríco-
la de la República Dominicana la restitución inmediata al 
Patrimonio del Lic. Manuel Batista Clisante de los inmue-
bles indicados; Octavo: Se reserva al Banco Agrícola el de-
recho de reclamar al Estado Dominicano, en su condición 
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de adquiriente de buena fe, lo dispuesto en el párraf o rr., 
del Art. 2 de la Ley No. 6087 de fecha 30 de Octub re d-4i 
1962; Noveno: Ordenar al Registrador de Títulos del Dee' 
partamento de La Vega, cancelar el Certificado de Tit ulo-
correspondiente a la Parcela No. 145 del Distrito Catastral 
No. 5 del Municipio de La Vega, para que en su lugar expi-
da otro en la siguiente forma y proporción: a) 31 Has. 83 - 

 As., 36 Cas., en favor del Lic. Manuel Batista Clisante• y 
b) 3 Has., 17 As., 20 Cas., en favor del Dr. Rafael Pimen-
tel Rodríguez; haciéndose constar sobre esta última por. 
ción una hipoteca en primer rango por la suma de Rin-
5,650.00 a favor del Banco Agrícola de la República Do-
minicana, al 8% de interés anual y con vencimiento al 24 
de Abril del 1968; Décimo: Ordena al Secretario del Tri-
bunal de Tierras que una vez recibidos por él los planos 
definitivos del Solar No. 10 de la Manzana No. 41 del Dis-
trito Catastral No. 1 del Municipio de La Vega, expida el 
correspondiente Decreto de Registro sobre este inmueble 
y sus mejoras, en favor del Lic. Manuel Batista Clisante"; 

Considerando, que el recurrente invoca en su memo-
rial el siguiente medio de casación: Violación del acápite 9 
del artículo 8 de la Constitución del 1962. Indemnización 
previa. Falta de base legal. 

Considerando, qiie el recurrido ha propuesto la inad-
misión del recurso de casación, y al efecto alega que la 
sentencia impugnada acogió las pretensiones del recurren-
te contenidas en conclusiones subsidiarias por las cuales 
pedía que se declarara al Banco Agrícola de la República 
Dominicana como "tercer cesionario o tercer adquiriente 
de buena fe" con derecho a ser indemnizado por el Estado 
Dominicano, en forma previa, con una suma de dinero que 
representara el valor total de la inversión hecha para la ad-
quisición y mejoramiento del inmueble; pero niqd 

Considerando, que el recurrente ha interpuesto su re -
curso de casación sobre el fundamento de que el Tribunal 
a-quo no contestó en su fallo las conclusiones que él pm'  

/o tendientes a que la indemnización que debía acor-

darle el Estado debía ser previa a la devolución de los in-
muebles reclamados por el recurrido, Batista  Clisante; que 
esto solo bastaba, para oue su recurso fuera admisible en 
Iforma; por lo cual el medio de inadmisión propuesto ca-

r
:ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desenvolvimiento de su único 

medio de casación el recurrente alega, en síntesis, que el 
Banco Agrícola de la República Dominicana solicitó en con-
clusiones formales al Tribunal Superior de Tierras que de-
clarara que, como tercer adquiriente de buena fe de los 
bienes que reclama Manuel Batista Clisante, debía ser in-
demnizado por el Estado Dominicano, "en forma previa", 
con una suma de dinero que representara el valor total de 
la inversión que hizo por le adquisición y el mejoramiento 
del inmueble; que, sin embargo, el Tribunal a-quo se 
limitó a reservar al recurrente el derecho de reclamar al 
Estado la indemnización dispuesta por el artículo 2 de la 
Ley 6087 del 1962, sin que dicho Tribunal se pronunciara 
sobre su pedimento de que se dispusiera que dicha indem-
nización debía ser previa a la devolución de los inmuebles; 
que esto es así (sigue alegando el recurrente) si se tiene 
en cuanta la interpretación hecha de la Ley 6087, por la 
Suprema Corte de Justicia que da a esa indemnización el 
carácter de constitucional, por lo cual en la sentencia im-
pugnada se ha incurrido en el vicio de falta de base le-
gal, y al mismo tiempo ha violado la disposición constitu-
cional que exige que en caso de expropiación por causa de 
utilidad pública o de interés social la indemnización no so-
lamente debe ser justa, sino también previa; pero 

Considerando, que, en la materia especial objeto de la 
sentencia que se impugna, y conforma al texto y a los pro-
Pósitos de la Ley No. 6087, la devolución de los bienes 
cuando están reunidas las circunstancias que la justifican, 
deben ser inmediata y no está sujeta al pago de ninguna 
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indemnización a cargo de los primitivos propietari os;  
cillpor disposición de la misma Ley, las indemnizacione s,  cune 

 do son de lugar, están a cargo del Estado; que, cuando, 

e(1  mo en la especie, al hacerse la reclamación ante el trib u- 
 nal competente, no se ha puesto en causa al Estado para  

los fines de indemnización, este aspecto corresponde a un 
procedimientoprocedimiento ulterior si el condenado a la devolución l o 

 promueve; que, por tanto, al haberse limitado el procedi 
miento, en el caso ocurrente, a determinar si la devoluciór 
debía ser ordenada, la falta de motivos, en la sentencia fi n, 
paignada, en relación con el pago de una indemnización, 
carece de relevancia para los fines a que la sentencia ,1 
limitó, o sea, a la devolución y a la declaración de buena 
fe del condenado a la devolución; que, por otra parte, la 
forma de indemnización resultante de la Ley No. 6087, 
de 1962, está justificada, desde el punto de vista constitu-
cional, por la especial circunstancia de haberse dictado esa 
Ley, como ella misma lo declara, para resolver situaciones 
injustas creadas por causa políticas, y en momentos cala-
mitosos que no permitían previas indemnizaciones como las 
que son de rigor en tiempos normales; que, en consecuen-
cia, el medio que se examina, en todos sus aspectos, carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Banco Agrícola de la República 
Dominicana, contra la sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 11 de diciembre del 1967, dictada en rela-
ción con la Parcela No. 145 del Distrito Catastral No. 5 del 
Municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren -
te al pago de las costas, con distracción en provecho del 
Lic. Manuel Batista Clisante, recurrido, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arria 

 

Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Pere-

fil
, Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo a.— 

1111 oo. j- –o  Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

1,a  presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces 
que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia 
pública del (EL., mes y año en él expresados, y fue 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Pere- 
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roa Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo .' 
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La  presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

seño
res Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del díz., mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publIcada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DEL 1968  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de f echa 8 
 de diciembre de 1967 

Materia: Confiscaciones 

Recurrente Pedro Zacarías 
Abogado: br. Ramón Maria Pérez Maracallo 
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Recurrido: Caridad Maria Rojas Cabrera Vda. Morales y corr par-
tes 

Abogado: Lic. Juan Pablo Ramos y Dr. Sergio Sánchez 	,,,/ 

Dios, Patria y Libertad 
Reoública, Dominicana 

En Nombrede la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche FI., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de no-
viembre del año 1968, años 1259 de la Independencia Y 
1069 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
córte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Zacarías, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do en la población de Fantino, Provincia Sánchez Ramírez, 
cédula No. 3813, serie 45, contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación de Santiago, en sus funciones de Tri-
bunal de Confiscaciones, en fecha 8 de diciembre de 1967, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo, cédula No. 

1332, serie 4'7, abogado del recurrente, en la lectura de sus 

conclusiones; 

Oído al Lic. Juan Pablo Ramos, cédula No. 13706, se-

rie 47, por sí y por el Dr. Sergio Sánchez Gómez, cédula 
16841, serie 47, en la lectura de sus conclusiones co-

,no abogados de las recurridas Caridad María Rojas Ca-
brera Vda. Morales, cédula No. 31684, serie 54, Dolores 
Morales Vda. Santelises, Olga Morales Franco de Achécar, 
América Morales Franco de Bretón, Thelma Morales Fran-
co de Sheidig, Carmen Moraled Franco de Fernández, Hil-
da Morales Franco y Aura Morales Franco; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 
Visto el' memorial de casación suscrito por el abogado 

del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 15 de enero de 1968, en el cual 
se invocan los medios de casación que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de las recurridas suscrito 
por sus abogados; 

Vistos los escritos de ampliación del recurrente y de 
las recurridas; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos y siguientes de la Ley 5924 
de 1962; 141 y 153 del Código de Procedimiento Civil; 
1315 del Código Civil: y 1 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación de los ahora recurri-
dos, cónyuge superviviente y sucesores del fenecido Li-
cenciado Angel Francisco Morales Córdova, el antiguo Tri-
bunal de Confiscaciones dictó en fecha 13 de agosto de 
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documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación de los ahora recurri-
dos, cónyuge superviviente y sucesores del fenecido Li-
cenciado Angel Francisco Morales Córdova, el antiguo Tri-
bunal de Confiscaciones dictó en fecha 13 de agosto de 
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1963 una sentencia de acumulación de defecto, c uyo 
 positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el 

WC fecto contra los señores Abraham Canaán y Pedro z aca  
. rías (a) Charles, por no haber comparecido a la audiencia 

a pesar de haber sido debidamente emplazados; SEGUNDA
: : 

Acumula a la causa el defecto de las partes no compare cien• 
 tes, señores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Char-

les y ordena que éstos sean reasignados nuevamente; TER, 
CERO: Fija la audiencia del día 19 de septiembre a las 10 
horas de la mañana, para conocer de la presente demanda; 
CUARTO: Comisiona al alguacil ordinario de la Corte de 
Apelación de La Vega, Ramón A. Lara, para la notifica-
ción de la presente sentencia y de la nueva reasignación a 
las partes no comparecientes señores Abraham Canaán y 
Pedro Zacarías (a) Charles: QUINTO: Reserva las costas"; 
b) que el 6 de junio de 1964, en virtud de la Ley No. 285, 
el caso pasó pendiente de fallo sobre el fondo a la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, a la cual la ya referida Ley 
atribuyó las funciones que tenía el Tribunal antes citado; 
c) que la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en 
fecha 3 de noviembre de 1965, una sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia defec-
to por falta de comparecer contra el señor Abraham Ca-
naán; SEGUNDO: Pronuncia defecto por falta de concluir 
contra Pedro Zacarías (a) Charles; TERCERO: Acoge las 
conclusiones de los continuadores jurídicos del Licdo. An-
gel Francisco Morales Córdova, señores Caridad María Ro-
jas Cabrera Vda. Morales en su calidad de cónyuge super-
viviente común en bienes; y sus herederos César Morales 
Córdova y Dolores Morales Córdova de Santelises, y en 
consecuencia, ordena que les sean restituídos los inmuebles 
siguientes; Parcela No. 46 del D. C. No. 123, Municipio 
de La Vega; No. 66-A del D. C. No. 123, Municipio de La 
Vega; No. 66-B, del Distrito Catastral No. 123, Municipio 
de La Vega; 27-A-B-C y D. del Distrito Catastral No. 28 
Municipio de La Vega, que constituyen la finca del extinto 
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Libo Angel Francisco Morales, de la que fue despojado .  
abuso de poder; parcelas que están ocupadas por 

e l éste Ido Dominicano y por personas que en el momento 

de adquirirlas tenían conocimiento de que las mismas per-
tenecían a los impetrantes, o sean los intervinientes y los 
señores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, 
con todas sus consecuencias legales; CUARTO: Rechaza 
todas las conclusiones mantenidas a través de esta litis 
por el señor Pedro Zacarías (a) Charles, especialmente las 
principales y subsidiarias de su escrito de fecha 18 de no-
viembre de 1963 y las sustentadas en su escrito de am-
pliación y réplica en cuanto ordena la comparecencia per-
sonal del señor Manuel Espaillat Brache y un informativo 
testimonial para establecer un complemento de prueba re-
lativa a que los terrenos fueron objeto de una subasta pú-
blica así como para comprobar la buena fe del adquirien-
te, medidas frustratorias e improcedentes y mal fundadas 
por referirse a hechos improcedentes y mal fundados por 
fraudulentos y simulados; QUINTO: Rechaza las conclu-
siones del Estado Dominicano, mantenidas en fecha 27 de 
noviembre de 1963 y las mantenidas en sus escritos de con-
clusiones de fecha 5 de marzo de 1964, por improcedentes y 
mal fundadas, al ser frustratorias por tratarse de hechos 
establecidos en el proceso y estar la documentación nece-
saria y fundamental para la solución de la litis, deposita-
dos por la parte demandante y que figura en el cuerpo de 
la presente sentencia con su inventario, y que sólo tienden 
a retardar la litis, en defecto por falta de concluir al fon-
do; SEXTO: Acoge las conclusiones de la parte interviniente 
señores María Mercedes Rodríguez de Ornes; Luisa Gui-
llermina Iriarte Vda. Rodríguez, en calidad de tutora legal 
de sus hijos menores Porfirio, Juan José y Doroteo Ro-
dríguez Iriarte, hijos del extinto Dr. José Horacio Rodrí-
guez Vásquez; Elvira Rodríguez de Rodríguez, Juan Por-
firio Rodríguez Vásquez, y Rosina Féliz Vda. Rodríguez, 
en su calidad de tutora legal de su hijo Juan Arturo Ro- 
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c) que la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en 
fecha 3 de noviembre de 1965, una sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia defec-
to por falta de comparecer contra el señor Abraham Ca-
naán; SEGUNDO: Pronuncia defecto por falta de concluir 
contra Pedro Zacarías (a) Charles; TERCERO: Acoge las 
conclusiones de los continuadores jurídicos del Licdo. An-
gel Francisco Morales Córdova, señores Caridad María Ro-
jas Cabrera Vda. Morales en su calidad de cónyuge super-
viviente común en bienes; y sus herederos César Morales 
Córdova y Dolores Morales Córdova de Santelises, y en 
consecuencia, ordena que les sean restituídos los inmuebles 
siguientes; Parcela No. 46 del D. C. No. 123, Municipio 
de La Vega; No. 66-A del D. C. No. 123, Municipio de La 
Vega; No. 66-B, del Distrito Catastral No. 123, Municipio 
de La Vega; 27-A-B.0 y D. del Distrito Catastral No. 28 
Municipio de La Vega, que constituyen la finca del extinto 
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Licdo. Angel Francisco Morales, de la que fue despojado 
éste por abuso de poder; parcelas que están ocupadas por 
el Estado Dominicano y por personas que en el momento 

de adquirirlas tenían conocimiento de que las mismas per-
tenecían a los impetrantes, o sean los intervinientes y los 
señores Abraham Canaán y Pedro Zacarías (a) Charles, 

con todas sus consecuencias legales; CUARTO: Rechaza 
todas las conclusiones mantenidas a través de esta litis 
por el señor Pedro Zacarías (a) Charles, especialmente las 
principales y subsidiarias de su escrito de fecha 18 de no-
viembre de 1963 y las sustentadas en su escrito de am-
pliación y réplica en cuanto ordena la comparecencia per-
sonal del señor Manuel Esrraillat Brache y un informativo 
testimonial para establecer un complemento de prueba re-
lativa a que los terrenos fueron objeto de una subasta pú-
blica así como para comprobar la buena fe del adquirien-
te, medidas frustratorias e improcedentes y mal fundadas 
por referirse a hechos improcedentes y mal fundados por 
fraudulentos y simulados; QUINTO: Rechaza las conclu-
siones del Estado Dominicano, mantenidas en fecha 27 de 
noviembre de 1963 y las mantenidas en sus escritos de con-
clusiones de fecha 5 de marzo de 1964, por improcedentes y 
mal fundadas, al ser frustratorias por tratarse de hechos 
establecidos en el proceso y estar la documentación nece-
saria y fundamental para la solución de la litis, deposita-
dos por la parte demandante y que figura en el cuerpo de 
la presente sentencia con su inventario, y que sólo tienden 
a retardar la litis, en defecto por falta de concluir al fon-
do; SEXTO: Acoge las conclusiones de la parte interviniente 
señores María Mercedes Rodríguez de Ornes; Luisa Gui-
llermina Iriarte Vda. Rodríguez, en calidad de tutora legal 
de sus hijos menores Porfirio, Juan José y Doroteo Ro-
dríguez Iriarte, hijos del extinto Dr. José Horacio Rodrí-
guez Vásquez; Elvira Rodríguez de Rodríguez, Juan Por-
firio Rodríguez Vásquez, y Rosina Féliz Vda. Rodríguez, 
en su calidad de tutora legal de su hijo Juan Arturo Ro- 
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dríguez Féliz, y en consecuencia, ordena que el Estado Do-
minicano 

 
 devuelva pura y simplemente a los sucesores me 

 donados de Juan Rodríguez García, la suma de RDs23-- 
 ' 354.50, valor que representa el precio pagado por su cau-

sante a Rafael L. Trujillo, Molina, por la compra de varios 
inmuebles que hubo adquirido ilícitamente; SEPTIMO: Coz. 
pensa las 'costas"; d) que sobre el recurso de casación in. 
terpuesto por Pedro Zacarías contra ese fallo, la Supre. 
ma Corte de Justicia dictó en fecha 30 de septiembre de 
1966, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRI-
MERO: Casa el ordinal Oto. del dispositivo de la sentencia 

 dictada por la Corte de Apelación de Santo Dorning:. en 
funciones de Tribunal de Confiscaciones en fecha 3 de no-
viembre de 1965, que ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo y envía el asunto así delimitado por ante la 
Corte de Apelación de Santiago, en las mismas funciones; 
SEGUNDO: Rechaza el recurso interpuesto por Pedro Za-
carías (a) Charles contra la misma sentencia en cuanto 
sostiene la incompetencia de dicha Corte; TERCERO: Com-
pensa las costas entre las partes"; e) que la Corte de Ape-
lación de Santiago así apoderada, dictó en fecha 28 de 
abril de 1967, una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Ordena un informativo sumario, 
a fin de que el demandado Pedro Zacarías (a) Charles) ha-
ga la prueba de que es un tercer adquiriente de buena fe 
de las Parcelas Nos. 27-B y 27-C del Distrito Catastral No. 
28 del.  Municipio de La Vega, reclamadas por los deman-
dantes señores Caridad María Rojas Cabrera Vda. Mora-
les, Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga Mora-
les Franco de Achécar, América Morales Franco de Bre -
tón, Thelma Morales Franco de Sheidig, Carmen Morales 
Franco de Fernández, Hilda Morales Franco y Aura Mora-
les Franco; SEGUNDO: Reserva el contra informativo a los 
demandantes, señores Caridad María Rojas Cabrera Vda• 
Morales, Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga 
Morales Franco de Achécar, América Morales Franco de 

Thelma Morales Franco de Sheidig, Carmen Mo-
Bretón, de Fernández, Hilda Morales Franco y Aura 
al Franco;. TERCERO: Fija la audiencia pública de 

aesta 
 1(9fif o; rah,  n 

Corte n  

horas de

de 

la mañana, para conocer de las medidas de 

del día viernes, nueve (9) del mes de junio del 
noviecientos sesenta y siete (1967), a las nueve 

instrucción ordenadas por esta misma sentencia: CUARTO: 
Reserva las costas, para ser falladas conjuntamente con el 
fondo"; f) que después de realizadas las medidas de ins- 
trucción ordenadas, intervino la sentencia ahora impugna- 
da, cuyo dispositivo es el siguiente: "VALLA: PRIMERO: 
Rechaza las conclusiones principales y subsidiarias produ- 
cidas por el demandado, Pedro Zacarías (a) Charles); SE- 
GUNDO: Acoge las conclusiones de los demandantes, se- 
ñores Caridad María Rojas Viuda Morales, Dolores Morales 
Viuda Santelises, Olga Morales Franco de Achécar, Améri- 
ca Morales Franco de Bretón, Thelma Morales Franco de 
Sheidig, Carmen Morales Franco de Fernández, Hilda Mo- 
rales Franco y Aura Morales Franco, y en consecuencia; a) 
Declara buenos y válidos el informativo y contrainforma- 
tivo celebrados por esta Corte en funciones de Tribunal de 
Confiscaciones, en fechas 9 y 30 de junio de 1967; b) De- 
clara que el demandado Pedro Zacarías (Charles), no ha es- 
tablecido que es un ocupante de buena fe de los terrenos re- 
clamados, es decir, de las Parcelas Nos. 27-B y 27-C del Dis- 
trito Catastral No.29 del Municipio de La Vega; TERCERO: 
Da acta al Estado Dominicano, de que su comparecencia a 
esta Corte, en funciones de Tribunal de Confiscaciones, pa- 
ra responder de su puesta en causa por el demandado Pe- 
dro Zacarías (a) Charles), no significa asentimiento algu- 
no a la sentencia dictada por la Suprema Corte de Justicia 
el 30 de septiembre de 1966, ni al acto de emplazamiento 
del señor Pedro Zacarías (a) Charles), de fecha 22 de no- 
viembre de 1966; ni las sentencias que puedan originarse en 
dicho acto, o que se hayan originado; ni ninguna instan- 
cia, demanda o procedimiento, interpuesto en su contra 
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dríguez Féliz, y en consecuencia, ordena que el Estado Do
-minicano minicano devuelva pura y simplemente a los sucesores ro en 

 cionados de Juan Rodríguez García, la suma de Rbs23-- 
 354.50, valor que representa el precio pagada por su eal : 

sante a Rafael L. Trujillo, Molina, por la compra de vari os 
 inmuebles que hubo adquirido ilícitamente; SEPTIMO: coro., 

pensa las costas"; d) que sobre el recurso de casación in. 
terpuesto por Pedro Zacarías contra ese fallo, la Supre. 
ma Corte de Justicia dictó en fecha 30 de septiembre de 
1966, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRI-
MERO: Casa el ordinal Oto. del dispositivo de la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Santo Dornings en 
funciones de Tribunal de Confiscaciones en fecha 3 de no-
viembre de 1965, que ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo y envía el asunto así delimitado por ante la 
Corte de Apelación de Santiago, en las mismas funciones; 
SEGUNDO: Rechaza el recurso interpuesto por Pedro Za-
carías (a) Charles contra la misma sentencia en cuanto 
sostiene la incompetencia de dicha Corte; TERCERO: Com-
pensa las costas entre las partes"; e) que la Corte de Ape-
lación de Santiago así apoderada, dictó en fecha 28 de 
abril de 1967, una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRDIERO: Ordena un informativo sumario, 
a fin de que el demandado Pedro Zacarías (a) Charles) ha-
ga la prueba de que es un tercer adquiriente de buena fe 
de las Parcelas Nos. 27-B y 27-C del Distrito Catastral No. 
28 del Municipio de La Vega, reclamadas por los deman-
dantes señores Caridad María Rojas Cabrera Vda. Mora-
les, Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga Mora-
les Franco de Achécar, América Morales Franco de Bre-
tón, Thelma Morales Franco de Sheidig, Carmen Morales 
Franco de Fernández . Hilda Morales Franco y Aura Mora-
les Franco; SEGUNDO: Reserva el contra informativo a los 
demandantes, señores Caridad María Rojas Cabrera Vda. 
Morales, Dolores Morales Córdova Vda. Santelises, Olga 
Morales Franco de Achécar, América Morales Franco de 
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gretón ,  Thelma Morales Franco de Sheidig, Carmen Mo- 

les de Fernández, Hilda Morales Franco y Aura 

ostr er  : ales TERCERO: Fija la audiencia pública de 
es-ta Corte del día viernes, nueve (9) del mes de junio del 
año  mil noviecientos sesenta y siete (1967), a las nueve 
(9) horas de la mañana, para conocer de las medidas de 

Mo- 
rales Franco 

ión ordenadas por esta misma sentencia: CUARTO: 
las costas, para ser falladas conjuntamente con el 

d ; 

f) que después de realizadas las medidas de ins-
trucción ordenadas, intervino la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Rechaza las conclusiones principales y subsidiarias produ-
cidas por el demandado, Pedro Zacarías (a) Charles); SE-
GUNDO: Acoge las conclusiones de los demandantes, se-
ñores Caridad María Rojas Viuda Morales, Dolores Morales 
Viuda Santelises, Olga Morales Franco de Achécar, Améri-
ca Morales Franco de Bretón, Thelma Morales Franco de 
Sheidig, Carmen Morales Franco de Fernández, Hilda Mo-
rales Franco y Aura Morales Franco, y en consecuencia; a) 
Declara buenos y válidos el informativo y contrainforma-
tivo celebrados por esta Corte en funciones de Tribunal de 
Confiscaciones, en fechas 9 y 30 de junio de 1967; bl De-
clara que el demandado Pedro Zacarías (Charles), no ha es-
tablecido que es un ocupante de buena fe de los terrenos re-
clamados, es decir, de las Parcelas Nos. 27-B y 27-C del Dis-
trito Catastral No.29 del Municipio de La Vega; TERCERO: 
Da acta al Estado Dominicano, de que su comparecencia a 
esta Corte, en funciones de Tribunal de Confiscaciones, pa-
ra responder de su puesta en causa por el demandado Pe-
dro Zacarías (a) Charles), no significa asentimiento algu-
no a la sentencia dictada nor la Suprema Corte de Justicia 
el 30 de septiembre de 1966, ni al acto de emplazamiento 
del señor Pedro Zacarías (a) Charles), de fecha 22 de no-
viembre de 1966; ni las sentencias que puedan originarse en 
dicho acto, o que se hayan originado; ni ninguna instan-
cia, demanda o procedimiento, interpuesto en su contra 

1 
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por los sucesores del Lic. Angel Morales o cualquier otra 
persona, en relación con la reclamación de referencia, y a se 

 directa o indirectamente o que le sea conexa; ni innalle: 
renuncia a cualquier defensa, medida de instrucción, fin cin  
no recibir, o excepción, que haya mantenido o pueda man-
tener, en relación con dicha reclamación o con cualqui er 

 otra que se relacione con la misrna o que le sea conexa, an te 
 esta Corte o cualquier Tribunal ordinario o de excepción . 

que por el Contrario ello se hace bajo la más expresa re-
serva de hacer valer, a su oportunidad, todas las defensas,  
excepciones de forma o de fondo, finas de inadmisi( 1, de 
no recibir, incompetencia y nulidades que lo beneficien, an-
te cualquier jurisdicción, frente a toda instancia, demanda, 
procedimiento o recurso relaciones o que le sea conexa, a 
cualquier otra persona en el litigio; CUARTO: Compensa, 
la reclamación de los sucesores del Lic. Angel Morales o 
pura y simplemente, las costas, entre las partes"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artículo 1315 de! Código Civil al dar por admitida una 
prueba no establecida en el litigio: Segundo Medio: Desna-
turalización de los hechos de la causa, en un primer as-
pecto, por una errónea aplicación del artículo 18, letra g), 
de la Ley No. 5924 sobre Confiscación General de Bienes, 
de fecha 26 de mayo de 1962, en contravención y viola-
ción del artículo 39 de la Ley No. 688, de fecha 27 de julio 
de 1927. Desnaturalización de los hechos de la causa, en 
un segundo aspecto, por violación del artículo 1353 del 
Código Civil; Tercer Medio: Inconstitucionalidad del artícu -

lo 38 de la Ley No. 5924 sobre Confiscación General de 
Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962, por violación del ar-
tículo 47 de la Constitución de la República entonces vigen -
te; Cuarto Medio: Desnaturalización de los hechos de la 
causa y contradicción de motivos, en violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil y del artículo 38 de 

jey No. 5924 sobre Confiscación General de Bienes, de 

fecha 26 de mayo de 1962. Desnaturalización de los hechos 
de  la  causa por omisión de motivos y violación del artículo 
1353 del Código Civil; Quinto Medio: Violación de los ar-
tículos 36, 38, 39 y 40 de la Ley No. 5924 sobre Confisca-
ción General de Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962; Sex-
to  Medio: Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, por falta de motivos, en relación con el ar-
tículo 37 de la Ley No. 5924 sobre Confiscación General de 
Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962; Séptimo Medio: Im-
procedencia del apoderamiento del Tribunal de Confisca-
ciones en el caso de la especie; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su séptimo 
medio de casación el cual se examina en primer término por 
tratarse de una excepción de incompentencia, el recurrente 
alega en síntesis que la Corte a-qua en funciones de Tri-
bunal de Confiscaciones no era competente para conocer 
del presente litigio, sino que la reclamación de devolucio-
nes de los referidos inmuebles debía ser intentada al am-
paro de la ley 6087 de 1962; que como esa es una cuestión 
de orden público, la Suprema Corte de Justicia debe exa-
minarlo en forma absoluta; pero, 

Considerando que del examen de la sentencia del 30 
de septiembre de 1966 de esta Suprema Corte de Justicia, 
que casó el ordinal 4to. de la sentencia del 3 de noviem-
bre de 1965 a que se ha hecho referencia, resulta que el 
recurrente Zacarías había presentado ante la Suprema Cor-
te de Justicia ese mismo alegato, aunque en otra forma, 
alegato que fue rechazado mediante los motivos que cons-
tan en el indicado fallo, por lo cual, evidentemente, se tra-
ta de un punto ya juzgado en relación con el mismo caso; 
que por tanto el medio que se examina debe ser desesti-
mado; 
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por los sucesores del Lic. Angel Morales o cualquier otra 
persona, en relación con la reclamación de referencia, y a sea 

 directa o indirectamente o que le sea conexa; ni implica  
-enuncia a cualquier defensa, medida de instrucción, fin de
no recibir, o excepción, que haya mantenido o pueda man- 
tener, en relación con dicha reclamación o con cualquier 
otra que se relacione con la misma o que le sea conexa, ante 
esta Corte o cualquier Tribunal ordinario o de excepció n . 
que por el Contrario ello se hace bajo la más expresa re-
serva de hacer valer, a su oportunidad, todas las defensas,  
excepciones de forma o de fondo, finas de inadmisi( 1, d e 

 no recibir, incompetencia y nulidades que lo beneficien, an-
te cualquier jurisdicción, frente a toda instancia, demanda, 
procedimiento o recurso relaciones o que le sea conexa, a 
cualquier otra persona en el litigio; CUARTO: Compensa, 
la reclamación de los sucesores del Lic. Angel Morales o 
pura y simplemente, las costas, entre las partes"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artículo 1315 del Código Civil al dar por admitida una 
prueba no establecida en el litigio: Segundo Medio: Desna-
turalización de los hechos de la causa, en un primer as-
pecto, por una errónea aplicación del artículo 18, letra g), 
de la Ley No. 5924 sobre Confiscación General de Bienes, 
de fecha 26 de mayo de 1962, en contravención y viola-
ción del artículo 39 de la Ley No. 688, de fecha 27 de julio 
de 1927. Desnaturalización de los hechos de la causa, en 
un segundo aspecto, por violación del artículo 1353 del 
Código Civil; Tercer Medio: Inconstitucionalidad del artícu -

lo 38 de la Ley No. 5924 sobre Confiscación General de 
Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962, por violación del ar-
tículo 47 de la Constitución de la República entonces vigen -
te; Cuarto Medio: Desnaturalización de los hechos de la 
causa y contradicción de motivos, en violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil y del artículo 38 de  

la jey No. 5924 sobre Confiscación General de Bienes, de 
fecha 26 de mayo de 1962. Desnaturalización de los hechos 
de la causa por omisión de motivos y violación del artículo 
1353 del Código Civil; Quinto Medio: Violación de los ar-
tículos 36, 38, 39 y 40 de la Ley No. 5924 sobre Confisca-
ción General de Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962; Sex-
to  medio: Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, por falta de motivos, en relación con el ar-
tículo 37 de la Ley No. 5924 sobre Confiscación General de 
Bienes, de fecha 26 de mayo de 1962; Séptimo Medio: Im-
procedencia del apoderamiento del Tribunal de Confisca-
ciones en el caso de la especie; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su séptimo 
medio de casación el mal se examina en primer término por 
tratarse de una excepción de incompentencia, el recurrente 
alega en síntesis que la Corte a-qua en funciones de Tri-
bunal de Confiscaciones no era competente para conocer 
del presente litigio, sino que la reclamación de devolucio-
nes de los referidos inmuebles debía ser intentada al am-
paro de la ley 6087 de 1962; que como esa es una cuestión 
de orden público, la Suprema Corte de Justicia debe exa-
minarlo en forma absoluta; pero, 

Considerando que del examen de la sentencia del 30 
de septiembre de 1966 de esta Suprema Corte de Justicia, 
que casó el ordinal 4to. de la sentencia del 3 de noviem-
bre de 1%5 a que se ha hecho referencia, resulta que el 
recurrente Zacarías había presentado ante la Suprema Cor-
te de Justicia ese mismo alegato, aunque en otra forma, 
alegato que fue rechazado mediante los motivos que cons-
tan en el indicado fallo, por lo cual, evidentemente, se tra-
ta de un punto ya juzgado en relación con el mismo caso; 
que por tanto el medio que se examina debe ser desesti-
mado; 
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Considerando que en el desenvolvimiento de sus  
- dios primero y segundo, reunidos, el recurrente alega en  ;íe" 

tesis, lo siguiente: a) que en el expediente no existe Pruebn; 
escrita que justifique que el inmueble objeto del litigi o  ha-
ya sido de la propiedad del finado Lic. Angel Morales, can: 
sante de las recurridas; b) que la Corte a-qua al establecer 
que hubo abuso de poder cuando fueron subastados en vi r. 

 tud de la Ley 688 de 1927, los terrenos que se afirma eran 
 del Lic. Angel Morales, incurrió en desnaturalización de los 

hechos y en violación de la referida ley, pues el procedi-
miento de la subasta fue "radicalmente legal"; que, además, 
la Corte a-qua no tuvo en sus manos ningún elemento de 
juicio que le permitiera apreciar la existencia de un abuso 
de poder por parte de Trujillo, por lo cual se incurrió tam-
bién, en el fallo impugnado, en la violación del artículo 18 
letra g) de la Ley No. 5924 de 1962, sobre Confiscación Ge-
neral de Bienes; pero, 

Considerando que en la sentencia del 30 de septiembre 
de 1966, de la Suprema Corte de Justicia, que casó la sen-
tencia del 3 de noviembre de 1965 y envió el asunto ante 
la Corte de Apelación de Santiago, consta lo siguiente: 
"que en la sentencia impugnada se da por establecido, co-
mo una cuestión de hecho no sujeta al control de la casa-
ción, que el Lic. Angel Francisco Morales Córdova fue des-
pojado de los bienes objeto de la litis mediante actuaciones 
configurativas del abuso de poder por Rafael L. Trujillo 
Molina; que según la Ley sobre Confiscación General de 
Bienes, la competencia de los tribunales ya indicados exis-
te no sólo para los casos en que los bienes obtenidos por 
abuso de poder se encuentren, al tiempo de la reclama -
ción de los propietarios primitivos, en poder de los culpa-
bles del abuso de poder, sino también para los casos en 
que dichos bienes hayan pasado al patrimonio de terceros , 

 incluyendo al Estado, por cualquier medio traslativo, sea 
confiscación, adquisición expropiación, trazándose en la re- 

erida  Ley las soluciones que deben darse a los distintos ca-
0s,  según sus diferentes características"; 

Considerando que además, en el referido fallo consta 

que la Suprema Corte de Justicia casó la sentencia del 3 

de  noviembre de 1965, únicamente a fin de que la Corte de 
envío, estableciera "si la adquisición de los bienes en litigio 

por el recurrente se operó de buena o mala fe, lo que, 
por los propósitos especiales de .1a Ley sobre Confiscación 
General de Bienes, es una cuestión en la materia que ella 
regula", que, por consiguiente, el único punto a que estaba 
llamada a decidir la Corte a-qua era si el recurrente Zaca-
rías al comprar a Bisonó las tierras que pertenecían al Lic. 
Angel Morales, actuó o no de mala fe; que, en esas condi-
ciones, la Corte a-qua no tenía que dar motivación alguna 
acerca de si existía en el caso abuso de poder por parte 
de Trujillo, pues ya ese punto había dejado de ser contro-
vertible, pues ya lo había establecido la sentencia del 3 
de noviembre de 1965, que fue impugnada por el recurren-
te Zacarías y éste obtuvo la casación de la misma exclusi-
vamente en el punto relativo a que se le permitiera pro-
bar su buena fe al comprar esos terrenos; que si la Corte 
a-qua dió motivos acerca de la existencia del abuso de po-
der a que se ha hecho referencia, tales motivos son super-
abundantes y en nada afectan la solución dada al caso; que, 
en consecuencia, los aue se examinan dirigidos contra di-
chos motivos, carecen de pertinencia y deben ser desesti-
mados; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su tercer 
medio de casación, el recurrente alega en síntesis, que de 
conformidad con los artículos 2268 y 2269 del Código Ci-
vil, la buena fe se presume; que, por tanto, él debía ser te-
nido como un tercer adquiriente de buena fe cuando en 
1957, compró esos inmuebles; que las leyes no tienen efec-
to retroactivo según lo dispone el artículo 47 de la Consti- 
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Considerando que en el desenvolvimiento de sus 
dios primero y segundo, reunidos, el recurrente alega en sín-
tesis,  lo siguiente: a) que en el expediente no existe Prueb 
escrita que justifique que el inmueble objeto del litigi o  ha-
ya sido de la propiedad del finado Lic. Angel Morales, cal; 
sante de las recurridas; b) que la Corte a-qua al establecer" 
que hubo abuso de poder cuando fueron subastados en vir-
tud de la Ley 688 de 1927, los terrenos que se afirma eran  
del Lic. Angel Morales, incurrió en desnaturalización de los 
hechos y en violación de la referida ley, pues el procedi-
miento de la subasta fue "radicalmente legal"; que, además, 
la Corte a-qua no tuvo en sus manos ningún elementc de 
juicio que le permitiera apreciar la existencia de un abuso 
de poder por parte de Trujillo, por lo cual se incurrió tam-
bién, en el fallo impugnado, en la violación del artículo 18 
letra g) de la Ley No. 5924 de 1962, sobre Confiscación Ge-
neral de Bienes; pero, 31 .  

Considerando que en la sentencia del 30 de septiembre 
de 1966, de la Suprema Corte de Justicia, que casó la sen-
tencia del 3 de noviembre de 1965 y envió el asunto ante 
la Corte de Apelación de Santiago, consta lo siguiente: 
"que en la sentencia impugnada se da por establecido, co-
mo una cuestión de hecho no sujeta al control de la casa-
ción, que el Lic. Angel Francisco Morales Córdova fue des-
pojado de los bienes objeto de la litis mediante actuaciones 
configurativas del abuso de poder por Rafael L. Trujillo 
Molina; que según la Ley sobre Confiscación General de 
Bienes, la competencia de los tribunales ya indicados exis-
te no sólo para los casos en que los bienes obtenidos por 
abuso de poder se encuentren, al tiempo de la reclama-
ción de los propietarios primitivos, en poder de los culpa-
bles del abuso de poder, sino también para los casos en 
que dichos bienes hayan pasado al patrimonio de terceros , 

 incluyendo al Estado, por cualquier medio traslativo, sea 
confiscación, adquisición expropiación, trazándose en la re- 

erida  Ley las soluciones que deben darse a los distintos ca-

sos, según sus diferentes características"; 

Considerando que además, en el referido fallo consta 
que la Suprema Corte de Justicia casó la sentencia del 3 

de noviembre de 1965, únicamente a fin de que la Corte de 

envio, estableciera "si la adquisición de los bienes en litigio 
por el recurrente se operó de buena o mala fe, lo que, 
1,or los propósitos especiales de la Ley sobre Confiscación 
General de Bienes, es una cuestión en la materia que ella 
regula", que, por consiguiente, el único punto a que estaba 
llamada a decidir la Corte a-qua era si el recurrente Zaca-
rías al comprar a Bisonó las tierras que pertenecían al Lic. 
Angel Morales, actuó o no de mala fe; que, en esas condi-
ciones, la Corte a-qua no tenía que dar motivación alguna 
acerca de si existía en el caso abuso de poder por parte 
de Trujillo, pues ya ese punto había dejado de ser contro-
vertible, pues ya lo había establecido la sentencia del 3 
de noviembre de 1965. que fue impugnada por el recurren-
te Zacarías y éste obtuvo la casación de la misma exclusi-
vamente en el punto relativo a que se le permitiera pro-
bar su buena fe al comprar esos terrenos; que si la Corte 
a-qua dió motivos acerca de la existencia del abuso de po-
der a que se ha hecho referencia, tales motivos son super-
abundantes y en nada afectan la solución dada al caso; que, 
en consecuencia, los aue se examinan dirigidos contra di-
chos motivos, carecen de pertinencia y deben ser desesti-
mados; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su tercer 
medio de casación, el recurrente alega en síntesis, que de 
conformidad con los artículos 2268 y 2269 del Código Ci-
vil, la buena fe se presume; que, por tanto, él debía ser te-
nido como un tercer adquiriente de buena fe cuando en 

1957, compró esos inmuebles; que las leyes no tienen efec- 
to retroactivo según lo dispone el artículo 47 de la Consti- 
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tución vigente en esa época; que como el artículo 38 d 
 la ley 5924 de 1962, que es una ley abjetiva, dispone que 

 se presume la mala fe del adquiriente de tales inmuebles, 
dicho artículo es inconstitucional; pero, 

Considerando que si bien es cierto que el artículo 2268 
del Código Civil dispone que la buena fe siempre se pre-
sume, también es verdad oue nada se opone a que el le-
gislador, en una materia excepcional como lo es la confis-
cación general de bienes consagrada expresamente por la 
Constitución de 1962 y convalidados sus efectos por el 
artículo 124 de la Constitución de 1966, disponga la A-
sunción  - de mala fe de parte del adquiriente de algún in-
mueble que se reclame como consecuencia del abuso de 
Poder; que ello es así especialmente si se tiene en cuenta 
que la misma ley 5924 permite en el artículo 39 que dicho 
adquiriente demuestre su buena fe; que, por tanto el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considi ando que en el desenvolvimiento de su cuarto 
medio de casación, el recurrente alega en síntesis que la 
Corte a-qua dedujo la mala fe del recurrente del simple he-
cho de que éste "sabía, antes de comprar, que esos inmue-
bles fueron del Lic. Angel Morales"; que, sin embargo no 
hay un solo hecho serio, ni indicios que contribuyan a esa 
creencia; que al contrario, él podía creer que siendo el Es-
tado Dominicano su causante a través de su vendedor, la 
compra que hizo estaba rodeada de las mayores garantías; 
además, ese solo hecho del conocimiento, no puede confi-
gurar la mala fe; que la Corte a-qua enumera como pre-
sunciones 23 simples afirmaciones que jamás han podid') 
caracterizar la presunta mala fe del recurrente, pues dichas 
afirmaciones son cagas imprecisas, no concordantes e irre-
levantes; que la Suprema Corte de Justicia como Corte de 
Casación tiene el poder de pronunciarse sobre si tales afir- " i '  

nes que los jueces del fondo califican de presunciones, 

.nin  susceptibles de caracterizar la mala fe; que varios tes- 

es declararon declararon que él era un comprador de buena fe; 

e  además los documentos que él recibió cuando compró 

11"0  indicaban que esas tierras pertenecieron a Angel Mo- 

rales; pero, 

Considerando que el determinar si el adquiriente de un 

inmueble es o no de buena fe es una cuestión de hecho cu-
ya apreciación es de la soberanía de los jueces del fondo; 

que, además, dichos jueces tienen un poder soberano para 
apreciar el valor del testimonio, y pueden, por tanto, en 
caso de desacuerdo de los testigos escoger para formar 
su convicción, entre las diversas declaraciones, aquellas que, 
a su juicio les parezcan más verosímiles y sinceras, sin 
que tal proceder constituya desnaturalización de los hechos; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que los jueces del fondo para 
edificarse respecto del punto controvertido en la presente 
litis, o sea para determinar si el recurrente Zacarías era 
o no un adquiriente de buena fe, realizaron un informati-
vo y su correspondiente contrainformativo, y como resulta-
do de esas medidas de instrucción, establecieron, un con-
junto de hechos de los cuales infirieron, como podían ha-
cerlo, la mala fe del comprador y hoy recurrente Pedro 
Zacarías; que esa convicción, resultado de la ponderación 
de los elementos de juicio aportados al debate, como cues-
tión de hecho, escapa al control de la casación; que ade-
más, del cotejo de las declaraciones de los testigos son las 
actas de audiencia que figuran en el expediente, no se ad-
vierte que en la ponderación de las referidas declaraciones 
se les haya dado a éstas un sentido o alcance distintos al 
que les corresponde; que, en consecuencia el medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimada; 
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tución vigente en esa época; que como el artículo 
38  de la ley 5924 de 1962, que es una ley abjetiva, dispone que 

 se presume la mala fe del adquiriente de tales inmuebles, 
dicho artículo es inconstitucional; pero, 

pre- 
sume, también es verdad oue nada se opone a 

Considerando que si bien es cierto que el artículo 2268 
del Código Civil dispone que la buena fe siempre se p re_ 

que el le-
gislador, en una materia excepcional como lo es la confis-
cación general de bienes consagrada expresamente por la 
Constitución de 1962 y convalidados sus efectos por el 
artículo 124 de la Constitución de 1966, disponga la A-
sunción de mala fe de parte del adquiriente de algún n i_ 
mueble que se reclame como consecuencia del abuso de 
Poder; que ello es así especialmente si se tiene en cuenta 
que la misma ley 5924 permite en el artículo 39 que dicho 
adquiriente demuestre su buena fe; que, por tanto el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Consid. ando que en el desenvolvimiento de su cuarto 
medio de casación, el recurrente alega en síntesis que la 
Corte a-qua dedujo la mala fe del recurrente del simple he-
cho de que éste "sabía, antes de comprar, que esos inmue-
bles fueron del Lic. Angel Morales"; que, sin embargo no 
hay un solo hecho serio, ni indicios que contribuyan a esa 
creencia; que al contrario, él podía creer que siendo el Es-
tado Dominicano su causante a través de su vendedor, la 
compra que hizo estaba rodeada de las mayores garantías; 
además, ese solo hecho del conocimiento, no puede confi-
gurar la mala fe; que la Corte a-qua enumera como pre-
sunciones 23 simples afirmaciones que jamás han podido 
caracterizar la presunta mala fe del recurrente, pues dichas 
afirmaciones son iagas imprecisas, no concordantes e 
levantes; que la Suprema Corte de Justicia como Corte de 
Casación tiene el poder de pronunciarse sobre si tales afir- 

aciones que los jueces del fondo califican de presunciones, 
Son susceptibles de caracteriza-  la mala fe; que varios tes-

sis.,0s  declararon que él era un comprador de buena fe; 

;e  además los documentos que él recibió cuando compró 
no indicaban que esas tierras pertenecieron a Angel Mo-

rales;  pero, 

Considerando que el determinar si el adquiriente de un 

inmueble es o no de buena fe es una cuestión de hecho cu-
va apreciación es de la soberanía de los jueces del fondo; 
que,  además, dichos jueces tienen un poder soberano para 
apreciar el valor del testimonio, y pueden, por tanto, en 

caso de desacuerdo de los testigos escoger para formar 
su convicción, entre las diversas declaraciones, aquellas que, 
a su juicio les parezcan más verosímiles y sinceras, sin 
que tal proceder constituya desnaturalización de los hechos; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que los jueces del fondo para 
edificarse respecto del punto controvertido en la presente 
litis, o sea para determinar si el recurrente Zacarías era 
o no un adquiriente de buena fe, realizaron un informati-
vo y su correspondiente contrainformativo, y como resulta-
do de esas medidas de instrucción, establecieron, un con-
junto de hechos de los cuales infirieron, como podían ha-
cerlo, la mala fe del comprador y hoy recurrente Pedro 
Zacarías; que esa convicción, resultado de la ponderación 
de los elementos de juicio aportados al debate, como cues-
tión de hecho, escapa al control de la casación; que ade-
más, del cotejo de las declaraciones de los testigos son las 
actas de audiencia que figuran en el expediente, no se ad-
vierte que en la ponderación de las referidas declaraciones 
se les haya dado a éstas un sentido o alcance distintos al 
que les corresponde; que, en consecuencia el medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimada; 
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Considerando que en el quinto medio el recurrente alea 
ga en resumen, que él concluyó ante los jueces del fond o 

 solicitando que se le concediesen las compensaciones corres 
pondientes en razón de que él compró al Estado Domi nica. 

 no a través de su vendedor Arturo Bisonó Toribio; que 
sin embargo, la Corte a-qua rechazó esas conclusiones sin 
dar los motivos pertinentes; pero, 

Considerando que como el recurrente no probó que fu e_ 
se un tercero adquiriente de buena fe, según consta en la 
sentencia impugnada, es claro que no tenía derecho a las 
compensaciones reclamadas, por lo cual la Corte a-qua 
incurrió en las violaciones denunciadas al negar dichas •_om. 
pensaciones; que, por tanto, el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; pero, 

Considerando que al tenor del artículo 38 de la Ley 
5924 de 1962, si el inmueble que se reclama como conse-
cuencia del abuso o usurpación del Poder se encuentra en 
poder de un tercero, se presume, hasta prueba en contra-
rio, que éste es de mala fe y se restituirá el inmueble, con 
todas sus mejoras y sin compensación alguna, al deman-
dante que ha obtenido ganancia de causa; 

Considerando que finalmente, el recurrente alega en el 
sexto medio de su memorial, que aún cuando él no conclu-
yó ante los jueces del fondo solicitando una compensación 
por estar esas tierras dedicadas a una explotación agríco-
la, de conformidad con el artículo 37 de la Ley 5924 de 
1962, como esa ley es de orden público, él presenta por pri-
mera vez ese medio, a fin de que se case la sentencia en ra-
zón de que la Corte a-qua no dió motivo alguno al respec-
to, no obstante haberse revelado en la instrucción del caso 
elementos de juicio que obligaban a ese examen; pero, 

Considerando que si bien es cierto que en sentido gene-
ral la ley 5924 de 1962, es de orden público, no menos ver- 

dad es  que en el presente caso no puede ser criticado el fa-

ro  im
pugnado por no haber dado motivos sobre un punto 

que 
como el de la especie, ni está vinculado al orden público, 

ni 
por conclusiones formales, le fue planteado a los jueces 

del fondo; que, por tanto ese medio por ser nuevo no es 
admisible; que, además, cuando no resultare como resulta, 
Inadmisible dicho medio, es evidente que el contexto de la 
ley en el capítulo intitulado "Régimen de Compensación", 
pone de manifiesto que el artículo 37 de la ley 5924 de 
1962, se refiere a casos en que el demandado es el Estado 
y el inmueble está en su poder, por lo cual la Corte a-qua 
procedió correctamente al ubicar el caso en el artículo 38 
de la misma ley, y al resolverlo de conformidad con sus 
disposiciones no concediendo compensación, a cargo de los 
reclamantes favorecidos por la sentencia; 

Considerando que finalmente, el examen del fallo im-
pugnado revela que el mismo contiene motivos suficientes, 
pertinentes y congruentes oue justifican su dispositivo, y 
una exposición completa de los hechos y circunstancias de 
la litis que ha permitido a la Suprema Corte de Justicia 
verificar que en el caso se ha hecho una correcta aplica-
ción de la ley; 

11111 

 1962, sobre Confiscación General de Bienes; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea- 

Considerando que como en la especie se trata de una li-
tis dirimida por una Corte de Apelación en funciones de 
Tribunal de Confiscaciones, procede compensar las costas 
por aplicación del artículo 23 in-fine de la Ley 5924 de 

sación interpuesto por redro Zacarías, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus fun-
ciones de Tribunal de Confiscaciones, en fecha 8 de di-
ciembre de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y, Segundo: Compensa las cos-
tas entre las partes. 
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Considerando que en el quinto medio el recurrent
e  ak,. 

ga en resumen, que él concluyó ante los jueces del f onin 
 solicitando que se le concediesen las compensaciones corres-

pondientes en razón de que él compró al Estado Do minica" 
no a través de su vendedor Arturo Bisonó Toribio; que-
sin embargo, la Corte a-qua rechazó esas conclusione s sir; 
dar los motivos pertinentes; pero, 

Considerando que como el recurrente no probó que fue-
se un tercero adquiriente de buena fe, según consta e n  la 

 sentencia impugnada, es claro que no tenía derecho a las 
compensaciones reclamadas, por lo cual la Corte a-qua o 
incurrió en las violaciones denunciadas al negar dichas 
pensaciones; que, por tanto, el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; pero, 

Considerando que al tenor del artículo 38 de la Ley 
5924 de 1962, si el inmueble que se reclama como conse-
cuencia del abuso o usurpación del Poder se encuentra en 
poder de un tercero, se presume, hasta prueba en contra-
rio, que éste es de mala fe y se restituirá el inmueble, con 
todas sus mejoras y sin compensación alguna, al deman-
dante que ha obtenido ganancia de causa; 

Considerando que finalmente, el recurrente alega en el 
sexto medio de su memorial, que aún cuando él no conclu-
yó ante los jueces del fondo solicitando una compensación 
por estar esas tierras dedicadas a una explotación agríco-
la, de conformidad con el artículo 37 de la Ley 5924 de 
1962, como esa ley es de orden público, él presenta por pri-
mera vez ese medio, a fin de que se case la sentencia en ra-
zón de que la Corte a-que no dió motivo alguno al respec-
to, no obstante haberse revelado en la instrucción del caso 
elementos de juicio que obligaban a ese examen; pero, 

Considerando que si bien es cierto que en sentido gene-
ral la ley 5924 de 1962, es de orden público, no menos ver- 

dad es  que en el presente caso no puede ser criticado el fa-

no  impugnado por no haber dado motivos sobre un punto 

que como el de la especie, ni está vinculado al orden público, 
nl por conclusiones formales, le fue planteado a los jueces 
del fondo; que, por tanto ese medio por ser nuevo no es 
admisible; que, además, cuando no resultare como resulta, 
inadmisible dicho medio, es evidente que el contexto de la 
ley en el capítulo intitulado "Régimen de Compensación", 
pone de manifiesto que el artículo 37 de la ley 5924 de 
1962, se refiere a casos en que el demandado es el Estado 
y el inmueble está en su poder, por lo cual la Corte a-qua 
procedió correctamente al ubicar el caso en el artículo 38 
de la misma ley, y al resolverlo de conformidad con sus 
disposiciones no concediendo compensación, a cargo de los 
reclamantes favorecidos por la sentencia; 

Considerando que finalmente, el examen del fallo im-
pugnado revela que el mismo contiene motivos suficientes, 
pertinentes y congruentes que justifican su dispositivo, y 
una exposición completa de los hechos y circunstancias de 
la litis que ha permitido a la Suprema Corte de Justicia 
verificar que en el caso se ha hecho una correcta aplica-
ción de la ley; 

dipil Considerando que como en la especie se trata de una li-
tis dirimida por una Corte de Apelación en funciones de 
Tribunal de Confiscaciones, procede compensar las costas 
por aplicación del artículo 23 in-fine de la Ley 5924 de 
1962, sobre Confiscación General de Bienes; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por ,Pedro Zacarías, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus fun-
ciones de Tribunal de Confiscaciones, en fecha 8 de di-
ciembre de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y, Segundo: Compensa las cos-
tas entre las partes. 
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(Firmados)): Manuel Ramón Ruiz Tejada._ F . 
 velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel 

D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín m . 
 Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— san_ 

tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se. 
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la an. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu e 

 certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha  9 
de febrero de 1967 

Materia: Tierras 

Recurrente: Abraham Arbaje 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier 

Recurrida: Abraham Arbaje Ramírez y compartes 

Abogado: Dr. E. Euclides García Aquino 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces , Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Susti-
tuto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de no-
viembre del año 1968, años 1259  de la Independencia y 
1064  de -la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abraham 
Arbaje, árabe, mayor de edad, casado, agricultor, domici-
liado en Las Matas de Farfán, cédula No. 55, serie 11, con-
tra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, dictada 
en fecha 9 de febrero de 1967, en relación con los solares 
Nos. 6, de la Manzana No. 45 y 3 de la Manzana No. 48, del 
Distrito Catastral No 1 del Municipio de Las Matas de Far-
ffán, cuyo dispositivo se copia más adelante; 



(Firmados)): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F.E 

Hand 
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.-- mi n-jes 
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tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
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Dios. . Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Susti-
tuto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de no-
viembre del año 1968, años 1259  de la Independencia y 
1069 de -la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abraham 
Arbaje, árabe, mayor de edad, casado, agricultor, domici-
liado en Las Matas de Farfán, cédula No. 55, serie 11, con-
tra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, dictada 
en fecha 9 de febrero de 1967, en relación con los solares 
Nos. 6, de la Manzana No. 45 y 3 de la Manzana No. 48, del 
Distrito Catastral No 1 del Municipio de Las Matas de Far-
ffán, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. E. t uci  

des García Aquino, cédula No. 3893, serie 11, abo i  gado d: 
los recurridos que lo son: Abraham Arbaje Ramírez, d ol 
minicano, mayor de edad, soltero, negociante, cédula N o. 

 9227, serie 12, domiciliado en la casa No. 178 de la A
v. 

 Teniente Amado García Guerrero, de esta ciudad; lVfoisés. 
Arbaje Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, c o. 
merciante, cédula No. 7546, serie 11, domiciliado en Una 
casa sin número de la calle Independencia, de Las Matas 
de Farfán, sucesores de su finada madre Jovina Alicia Ra-
mírez de Arbaje, quienes actúan en esa calidad pór sí 
en representación de sus demás hermanos; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador-General de 
la República; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 14 
de abril de 1967, por el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de los recurridos, en fecha 5 de junio de 1968; 

La Suppema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1317 del Código Civil; 11, 84 
y 120 de la Ley de Registro de Tierras; 141 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 10 de agosto de 1966, el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original de San Juan de la Maguana, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la 
sentencia impugnada; b) que sobre el recurso de apela-
ción de Abraham Arbaje, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Se admite en la forma y se re-
chaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación inter- , 
puesto en fecha 17 de agosto del 1966, por el señor Abra- 

Arbaje, contra la Decisión No. 4 de fecha 10 de agos- 
talll 1 1966, dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-o del 

 en relación con los Solares Nos. 6 de la 
dicción Origina 
Manzana No. 

Ca-
tastral No. 1 del Municipio de Las Matas de Farfán, Pro-

vincia de San Juan; SEGUNDO: Se Confirma, en todas sus 
partes, la Decisión recurrida, cuyo Dispositivo dice así: En 

el Distrito Catastral número 1 (uno) del Municipio de Las 
Matas de Farfán, lugar de Población, Provincia de San Juan, 

lo siguiente: Primero: Que debe Rechazar, como al efecto 
Rechaza, la reclamación sobre la totalidad de los Solare& 

con sus mejoras núMeros 6 de la Manzana No. 45 y 3 de la 
manzana No. 48 del D. C. No. 1 del municipio de Las Matas 

Farfán, ha formulado el señor Abraham Arbaje, naturali-
zado dominicano, de 72 años de edad, casado bajo el ré-
gimen de la comunidad legal con la señora Fredesvinda 
Rivera, agricultor, portador de la cédula de identificación 
personal No. 55, serie 11, domiciliado y residente en la ca-
sa No. 7 de la calle 12 de Julio esquina Santa Lucía, de 
la población de Las Matas de Farfán; Segundo: Que debe 
acoger, como al efecto Acoge, la instancia de fecha 9 del 
mes de abril del año 1965, suscrita por el señor Abraham 
Arbaje Ramírez, a nombre y representación de los Suceso-
res de Jovina Alicia Ramírez en el sentido de que sea re› 
conocido un Cincuenta por Ciento (50%) para cada uno de 
los señores Abraham Arbaje, de generales anotadas y de 
los Sucesores de Jovina Alicia Ramírez de Arbaje, domini-
canos, mayores de edad, domiciliados y residentes en la 
población de Las Matas de Farfán; Tercero: Que debe Or-

denar, como  al efecto Ordena, el registro del derecho dé 
propiedad de los Solares Números 6 de la Manzana No. 45 
Y 3 de la Manzana No. 48 del Distrito Catastral No. 1 del 
Municipio de Las Matas de Farfán, en la siguiente forma 
y proporción: SOLAR NUMERO 6 MANZANA No. 45. 382. 

89 mts.2 El Cincuenta por Ciento (50%) de este solar con sus 
mejoras consistentes en una casa de maderas del país, techa- 
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,_„„, Arbaje, contra la Decisión No. 4 de fecha 10 de agos-

to 
t

del  1966, dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción en relación con los Solares Nos. 6 de la 

 ozana No. 45 y 3 de la Manzana No. 48 del Distrito Ca-

tastral No. 1 del Municipio de Las Matas de Farfán, Pro-

vincia de San Juan; SEGUNDO: Se Confirma, en todas sus 

partes, 
la Decisión recurrida, cuyo Dispositivo dice así: En 

el Distrito Catastral número 1 (uno) del Municipio de Las 

Matas de Farfán, lugar de Población, Provincia de San Juan, 

lo siguiente: Primero: Que debe Rechazar, como al efecto 

Rechaza, la reclamación sobre la totalidad de los Solares 

con sus mejoras núrrieros 6 de la Manzana No. 45 y 3 de la 

manzana No. 48 del D. C. No. 1 del municipio de Las Matas 

Farfán, ha formulado el señor Abraham Arbaje, naturali-
zado dominicano, de 72 años de edad, casado bajo el ré-

gimen de la comunidad legal con la señora Fredesvinda 

Rivera, agricultor, portador de la cédula de identificación 

personal No. 55, serie 11, domiciliado y residente en la ca-

sa No. 7 de la calle 12 de Julio esquina Santa Lucía, de 
la población de Las Matas. de Farfán; Segundo: Que debe 

acoger, como al efecto Acoge, la instancia de fecha 9 del 
mes de abril del año 1965, suscrita por el señor Abraham 

Arbaje Ramírez, a nombre y representación de los Suceso-
res de Jovina Alicia Ramírez en el sentido de que sea re- .  

conocido un Cincuenta por Ciento (50%) para cada uno de 

los señores Abraham Arbaje, de generales anotadas y de 
los Sucesores de Jovina Alicia Ramírez de Arbaje, domini-
canos, mayores de edad, domiciliados y residentes en la 
población de Las Matas de Farfán; Tercero: Que debe Or-
denar, como al efecto Ordena, el registro del derecho dé 
propiedad de los Solares Números 6 de la Manzana No. 45 
Y 3 de la Manzana No. 48 del Distrito Catastral No. 1 del 
Municipio de Las Matas de Farfán, en la siguiente forma 
Y proporción: SOLAR NUMERO 6 MANZANA No. 45. 382. 

ial
89 mts.2 El Cincuenta por Ciento (50%) de este solar con sus 
mejoras consistentes en una casa de maderas del país, techa-

, 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. E .  Eller  

des García Aquino, cédula No. 3893, serie 11, abogado d

e  
i  los recurridos que lo son: Abraham Arbaje Ramírez, do- 

minicano, mayor de edad, soltero, negociante, cédula N o. 
 9227, serie 12, domiciliado en la casa No. 178 de la Av. 
 Teniente Amado García Guerrero, de esta ciudad; moisél 

 Arbaje Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, co. 
merciante, cédula No. 7546, serie 11, domiciliado en una 
casa sin número de la calle Independencia, de Las Matas 
de Farfán, sucesores de su finada madre Jovina Alicia Ra-
mírez de Arbaje, quienes actúan en esa calidad por sí 
en representación de sus demás hermanos; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 14 
de abril de 1967, por ,el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de los recurridos, en fecha 5 de junio de 1968; 

La Suppema Corte de Justicia, después de haber deli-berado y vistos los artículos 1317 del Código Civil; 11, 84 y 120 de la Ley de Registro de Tierras; 141 del Código de 
Procedimiento Civil; , y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 10 de agosto de 1966, el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original de San Juan de la Maguana, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la 
sentencia impugnada; b) que sobre el recurso de apela-
ción de Abraham Arbaje, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Se admite en la forma y se re-
chaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 17 de agosto del 1966, por el señor Abra- 
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da de zinc, con pisos de cemento, para cada uno de los s „-
A  res Abraham Arbaje, de generales conocidas y Sucesores  Alicia Ramírez de Arbaje, de generales expresa 

SOLAR No. 3 DE LA MANZANA No. 48 218.30 iyi2 ' 
El Cincuenta por Ciento (50%) de este solar con sus 
joras consistentes en una casa de madera del rn 

país techa 
da de zinc con pisos de cemento, para cada uno de los s e. ñores Abraham Arbaje, de generales que constan, y Suceso-
res de Jovina Alicia Ramírez de Arbaje, de generales an o. 
tadas, Declarándose prescrito y sin efecto alguno el grava. 
men hipotecario consentido sobre este solar por el señor 
Abraham Arbaje en favor de la Recio & Co. C. por en 

 virtud de lo dispuesto por el artículo 2154 del Código 
Civil"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: Primer Medio: Insuficiencia de moti-
vos y, en consecuencia violación de los artículos 84 de la 
Ley de Registro de Tierras y 141 del Código de Procedi-
miento Civil. Falta de base legal; Segundo Medio: Violación 
de los artículos 1317 del Código Civil y 11 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; Tercer Medio: Violación del doble grado 
de jurisdicción, y en consecuencia, violación, también, de 
los artículos 120 y siguientes de la Ley de Registro de Tie-
rras; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer me-
dio de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, que aún 
cuando en la sentencia impugnada se establece que él, el 
recurrente, contrajo matrimonio el 17 de agosto de 1919, 
con Jovina Alicia Ramírez, y qu'e el matrimonio quedó di-
suelto por la muerte de ésta ocurrida el 8 de agosto de 1941, 
sin embargo, los jueces estimaron que los solares objeto 
de la litis, constituían bienes de la comunidad, a pesar de 
que fueron adquiridos del Ayuntamiento del Municipio de 
Las Matas de Farfán, el 28 de enero de 1965, por un acto 
de permuta, esto es, cuando ya había sido disuelto el matri-
monio; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 

I 
Siguiente: que en fecha 28 de enero de 1965, Abraham 

,baje  permutó un solar de su propiedad, adquirido en el 
o 1925, con los soleres Nos. 6 de la manzana No. 45 y rde la Manzana No. 48 del Distrito Catastral No. 1 del 

Municipio de Las Matas de Farfán, propiedad de dicho mu-

nicipio; que aún cuando el acto de permuta se celebró en 
una fecha en que había quedado disuelta la comunidad exis-
tente entre Abraham Arbaje y su esposa, Jovina Alicia 

Ramírez, por la muerte de ésta, acaecida el 8 de agosto de 
1941, es claro que Abraham Arbaje no puede pretender el 
derecho exclusivo de los solares adquiridos del referido Mu-
nicipio, por cuanto sólo podía disponer de la mitad de esos 
bienes, ya que la otra mitad pertenecía a .sus hijos; 

Considerando que, en efecto, los jueces del fondo pro-
cedieron correctamente al ordenar el registro del derecho 
de propiedad de los solares antes mencionados en favor 
de Abraham Arbaje, y de los herederos de su esposa, Jo-
vina Alicia Ramírez de Arbaje, en la proporción de un 
cincuenta por ciento al primero y el otro cincuenta por 
ciento, a los segundos, puesto que cuando se efectuó la per-
muta con el Ayuntamiento de Las Matas. de Farfán, ya ha-
bía ocurrido el fallecimiento de la esposa de Abraham Ar-
baje, y la comunidad existente entre dichos esposos había 
quedado disuelta, y, por tanto, la mitad de esos bienes pa-
saron, desde ese momento, al patrimonio de los hijos pro-
creados por ambos esposos, por lo cual los inmuebles ad-
quiridos mediante dicha permuta, la que no fue discutida 
por dichos herederos, debían ser adjudicados, como así lo 
fueron, a quienes tenían derecho a ello, en la proporción 
indicada; por lo cual el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios se-
gundo y tercero reunidos, el recurrente alega, en síntesis, 
que los artículos 1317 y siguientes del Código Civil permiten 
la prueba documental en toda materia; que él sometió al 
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da de zinc, con pisos de cemento, para cada uno de los seña 

 -.7 res Abraham Arbaje, de generales conocidas y Sucesores  
Jovina Alicia Ramírez de Arbaje, de generales expresadas. 
SOLAR No. 3 DE LA MANZANA No. 48 218.30 1 16' 

joras consistentes en una casa de madera del 
El Cincuenta por Ciento (50%) de este solar con sus 

me- joras 
 país techa 

da de zinc con pisos de cemento, para cada uno de los se-
ñores Abraham Arbaje, de generales que constan, y Suceso. 
res de Jovina Alicia Ramírez de Arbaje, de generales ano-
tadas, Declarándose prescrito y sin efecto alguno el grav e. 
men hipotecario consentido sobre este solar por el señor 
Abraham Arbaje en favor de la Recio & Co. C. por . ., en 
virtud de lo dispuesto por el artículo 2154 del Código 
Civil"; va 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: Primer Medio: Insuficiencia de moti-
vos y, en consecuencia violación de los artículos 84 de la 
Ley de Registro de Tierras y 141 del Código de Procedi-
miento Civil. Falta de base legal; Segundo Medio: Violación 
de los artículos 1317 del Código Civil y 11 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; Tercer Medio: Violación del doble grado 
de jurisdicción, y en consecuencia, violación, también, de 
los artículos 120 y siguientes de la Ley de Registro de Tie-
rras; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer me-
dio de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, que aún 
cuando en la sentencia impugnada se establece que él, el 
recurrente, contrajo matrimonio el 17 de agosto de 1919, 
con Jovina Alicia Ramírez, y que el matrimonio quedó di-
suelto por la muerte de ésta ocurrida el 8 de agosto de 1941. 
sin embargo, los jueces estimaron que los solares objeto 
de la litis, constituían bienes de la comunidad, a pesar de 
que fueron adquiridos del Ayuntamiento del Municipio de 
Las Matas de Farfán, el 28 de enero de 1965, por un acto 
de permuta, esto es, cuando ya había sido disuelto el matri-
monio; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 

in  siguiente: que en fecha 28 de enero de 1965, Abraham 
taje permutó un solar de su propiedad, adquirido en el 

año 1925, con los solares Nos. 6 de la manzana No. 45 y 

3 de 
la Manzana No. 48 del Distrito Catastral No. 1 del 

municipio de Las Matas de Farfán, propiedad de dicho mu-

nicipio; que aún cuando el acto de permuta se celebró en 
una fecha en que había quedado disuelta la comunidad exis-
tente entre Abraham Arbaje y su esposa, Jovina Alicia 
Ramírez, por la muerte de ésta, acaecida el 8 de agosto de 
1941, es claro que Abraham Arbaje no puede pretender el 
derecho exclusivo de los solares adquiridos del referido Mu-
nicipio, por cuanto sólo podía disponer de la mitad de esos 
bienes, ya que la otra mitad pertenecía a sus hijos; 

Considerando que, en efecto, los jueces del fondo pro-
cedieron correctamente al ordenar el registro del derecho 
de propiedad de los solares antes mencionados en favor 
de Abraham Arbaje, y de los herederos de su esposa, Jo-
vina Alicia Ramírez de Arbaje, en la proporción de un 
cincuenta por ciento al primero y el otro cincuenta por 
ciento, a los segundos. puesto que cuando se efectuó la per-
muta con el Ayuntamiento de Las Matas de Farfán, ya ha-
bía ocurrido el fallecimiento de la esposa de Abraham Ar-
baje, y la comunidad existente entre dichos esposos había 
quedado disuelta, y, por tanto, la mitad de esos bienes pa-
saron, desde ese momento, al patrimonio de los hijos pro-
creados por ambos esposos, por lo cual los inmuebles ad-
quiridos mediante dicha permuta, la que no fue discutida 
por dichos herederos, debían ser adjudicados, como así lo 
fueron, a quienes tenían derecho a ello, en la proporción 
indicada; por lo cual el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios se-
gundo y tercero reunidos, el recurrente alega, en síntesis, 
que los artículos 1317 y siguientes del Código Civil permiten 
la prueba documental en toda materia; que él sometió al 
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Tribunal Superior de Tierras un documento bajo firm a pm. 
vada que atestigua que fue él quien construyó en los s,a. 

 lares en discusión las mejoras existentes en los mismos: 
que dicho Tribunal negó eficacia a ese documento, en vi o ' 
lación de los textos legales señalados y del artículo 11 de 
la Ley de Registro de Tierras el cual otorga a los ju eces 

 la capacidad de procurar las pruebas en el saneamiento de 
los títulos de propiedad; que en esta materia la ley ha con. 
sagrado el doble grado de jurisdicción para dilucidar lo s 

 elementos de prueba sometidos al debate; que en la espe. 
cie el documento que él sometió como prueba de sus dere-
chos las mejoras fue rechazado simplemente porque : ) les 
mereció credulidad; 

Considerando, que, en efecto, en la sentencia impugna-
da consta que la certificación atribuida a Arturo Matos, 
depositada por Abraham Arbaje para probar que la casa 
ubicada en la calle "José Joaquín Fuello", esquina a la ca-
lle "12 de Julio", de Las Matas de Farfán fue construida 
por el propio Abraham Arbaje, carece de eficacia, ya que. 
dicha certificación "está desprovista de todos los requisi-
tos indispensables para darle a la misma credulidad y 
valor"; 

Considerando que, sin embargo, los jueces del fondo 
no señalaron en su sentencia cuáles eran los requisitos in-
dispensables para aceptar como válido el documento sus-
crito por Arturo Matos en el cual afirma éste que cons-
truyó a Abraham Arbaje, en el año 1949, una casa de ma-
deras en un solar de la calle "José Joaquín Fuello", es-
quina a la calle "12 de Julio", habiendo recibido por la 
mano de obra la suma de RD$100.00; que a falta de esas 
explicaciones, esta Corte no se encuentra en condiciones de 
verificar si la ley fue o no aplicada correctamente al caso 
en cuanto a las mejoras; que además, dichos jueces debie-
ron comprobar y no lo hicieron, antes de ordenar el regis -
tro de las mejoras en favor de las partes en litigio, en la 

porción de un cincuenta por ciento para cada una de 
egP7s,  investigar, haciendo uso de las disposiciones del ar- 

lo 11 de la Ley de Registro de Tierras, mediante los 

medios de prueba que permite la ley, si, como, lo alegó el 
al recurrente, Abraham Arbaje, y según se afirma 

actual 
 el documento antes señalado, esa casa fue construida, 

realmente, en época en que la comunidad matrimonial Ar-
baje-Ramírez había sido disuelta por la muerte de la es-
posa, caso en el cual la solución hubiera podido ser otra; 

que por todas estas razones la sentencia impugnada ca-
rece de base legal y, en consecuencia, debe ser casada en lo 

cuando la sentencia impugnada es 
relativo     c on sai d  learsa nmd  eo  j oras;  es ; 

casada por falta de base legal, las costas pueden ser com-

pensadas; 
 

pdoars 
tales motivos, Primero: Casa, en cuanto se refie-

re a las mejoras, la sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras, dictada en fecha 9 de febrero de 1967, en relación con 
los solares Nos. 6 de la Manzana No. 45, y 3 de la Manza-
na No. 48, del Distrito Catastral No. 1 del Municipio de 
Las Matas de Farfán, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto así delimita-
do por ante el mismo Tribunal; Segundo: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por Abraham Arbaje, contra 
la misma sentencia en cuanto se refiere a la adjudicación 
del terreno de dichos solares; Tercero: Compensa las costas. 

Firmados: Fernando E Ravelo de la Fuente.— Carlos 
Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta- rio 	al  

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
eertific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Tribunal Superior de Tierras un documento bajo firm a pri 
 vada que atestigua que fue él quien construyó en los so-

lares en discusión las mejoras existentes en los mj srflos: 
que dicho Tribunal negó eficacia a ese documento, e n vio ' 
lación de los textos legales señalados y del artículo 11 de 
la Ley de Registro de Tierras el cual otorga a los jueces 

 la capacidad de procurar las pruebas en el saneamiento de 
los títulos de propiedad; que en esta materia la ley ha con-
sagrado el doble grado de jurisdicción para dilucidar los 
elementos de prueba sometidos al debate; que en la espe. 
de el documento que él sometió como prueba de sus dere-
chos las mejoras fue rechazado simplemente porque les 
mereció credulidad; 

Considerando, que, en efecto, en la sentencia impugna-
da consta que la certificación atribuída a Arturo Matos, 
depositada por Abraham Arbaje para probar que la casa 
ubicada en la calle "José Joaquín Puello", esquina a la ca-
lle "12 de Julio", de Las Matas de Farfán fue construida 
por el propio Abraham Arbaje, carece de eficacia, ya que, 
dicha certificación "está desprovista de todos los requisi-
tos indispensables para darle a la misma credulidad y 
valor"; 

Considerando que, sin embargo, los jueces del fondo 
no señalaron en su sentencia cuáles eran los requisitos in-
dispensables para aceptar como válido el documento sus-
crito por Arturo Matos en el cual afirma éste que cons-
truyó a Abraham Arbaje, en el año 1949, una casa de ma-
deras en un solar de la calle "José Joaquín Puello", es-
quina a la calle "12 de Julio", habiendo recibido por la 
mano de obra la suma de RD$100.00; que a falta de esas 
explicaciones, esta Corte no se encuentra en condiciones de 
verificar si la ley fue o no aplicada correctamente al caso 
en cuanto a las mejoras; que además, dichos jueces debie-
ron comprobar y no lo hicieron, antes de ordenar el regis-
tro de las mejoras en favor de las partes en litigio, en la  

proporción de un cincuenta por ciensto isppoarsaicicoandeas  una deladre_ 

ellas o, tiiivedsteiglaar,LehaycideendRoeugsisotrdoe dl ea Tdie' 
tras, 'mediante los 

-- e

dios de prueba que permite la ley, si, como, lo alegó el 
actual recurrente, Abraham Arbaje, y según se afirma 
en el documento antes señalado, esa casa fue construida, 

realmente, en época en que la comunidad matrimonial Ar-
baje-Ramírez había sido disuelta por la muerte de la es-
pesa, caso en el cual la solución hubiera podido ser otra; 

que por todas estas razones la sentencia impugnada ca-

rece de base legal y, en consecuencia, debe ser casada en lo 

relatcoivonsaidlearas 
Considerando que cuando la sentencia impugnada es 

casada por falta de base legal, las costas pueden ser com-

pensad 
 motivos, Primero: Casa, en cuanto se refie-

re a las mejoras, la sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras, dictada en fecha 9 de febrero de 1967, en relación con 
los solares Nos. 6 de la Manzana No. 45, y 3 de la Manza-
na No. 48, del Distrito Catastral No. 1 del Municipio de 
Las Matas de Farfán, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto así delimita-
do por ante el mismo Tribunal; Segundo: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por Abraham Arbaje, contra 
la misma sentencia en cuanto se refiere a la adjudicación 
del terreno de dichos solares; Tercero: Compensa las costas. 

Firmados: Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Carlos 
Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
cisco GoElnepriadli Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan .o  

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
eseeñrtoirfiees._Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DEL 19  

Sentencia impugnada: Juzgado de ira. Instancia del Distrito  Na. 
 cional, de fecha 24 de agosto de 1967 

Materia: Correccional 

Recurrente: Medito Santana 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes 
de Noviembre de 1968, años 1259  de la Independencia y 106° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Medito 
Santana, residente en la calle María de Toledo No. 21 de la 
ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada por 
la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en atribuciones correccionales y en 
grado de apelación, de fecha 24 de agosto de 1967, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "Falla: lo.— Se declara 
bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Pedro Antonio Abréu Y 
la Compañía Dominicana de Seguros, contra sentencia dic.  

da  por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del 
ri Nacional, de fecha 13 de noviembre de 1964, cuyo 

.positivoSti°tivo dice así: "lo.— Se declara al nombrado Pedro 
Antonio Abréu, de generales anotadas, culpable de viola-

ción a la Ley No. 5771, en perjuicio de Arturo Alvarez y 

Gladys Georgina Alvarez, y en consecuencia, se le condena 

a  pagar una multa de RD$6.00 y costas; 2o.— Descarga al 

nombrado César Tejeda de generales anotadas, de viola-
ción a la Ley No. 5771, en perjuicio de Arturo Alvarez y 
Gladys Georgina Alvarez, por no haber violado ninguno de 
los artículos de dicha ley, en cuanto a éste se declara las 
costas de oficio; 3o.— Declara bueno y válido la constitu-
ción en parte civil elevada por el Dr. José Orlando Rodrí-
guez Fernández, a nombre y representación de los lesiona-
dos, y en consecuencia condena a Medito Santana y la Com-
pañía Dominicana de Seguros C. por A., al pago de una in-
demnización de RD$300.00 a favor de los nombrados Ar-
turo Alvarez Fernández y la menor Gladys Georgina Fer-
nández Marchena, como justa reparación a los daños físicos 
y morales sufridos por éstos en dicho accidente; 4o.— Las 
costas sean distracción del Dr. Orlando José Rodríguez Fer-
nández, quien dice haberlas avanzado en su totalidad" por 
haber sido interpuesto dicho recurso dentro de las forma-
lidades de ley; 2o.— En cuanto al fondo, se confirma la 
sentencia objeto del presente recurso; 3o.— Se condena al 
mencionado inculpado al pago de las costas. 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 10 de enero de 
1968, suscrita por el Dr. Rafael Lolet Santamaría, cédula 
No. 4458, serie 65, a nombre y en representación del recu-
rrente Medito Santana, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DEL 1 968  

Sentencia impugnada: Juzgado de ira. Instancia del Dista ito Na-
cional, de fecha 24 de agosto de 1967 

Materia: Correccional 

Recurrente: Medito Santana 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus. 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes 
de Noviembre de 1968, años 1259  de la Independencia y 106 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente. sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Medito 
Santana, residente en la calle María de Toledo No. 21 de la 
ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada por 
la Quinta Cámará Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en atribuciones correccionales y en 

grado de apelación, de fecha 24 de agosto de 1967, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "Falla: lo.— Se declara 
bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Pedro Antonio Abréu 
la Compañía Dominicana de Seguros, contra sentencia dic- 

ulda  por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del 

istrit o Nacional, de"  fecha 13 de noviembre de 1964, cuyo D 
dispositivo dice así: lo.— Se declara al nombrado Pedro 

-

An torno Abréu, de generales anotadas, culpable de viola- 

ción a la Ley No. 5771, en perjuicio de Arturo Alvarez y 
Georgina Alvarez, y en consecuencia, se le condena 

aGnolpar 	

do 
pagar 

César Tejeda de generales anotadas, de 

, 
una multa de RD$6.00 y costas; 2o.— Descarga al 

viola-
ción a la Ley No. 5771, en perjuicio de Arturo Alvarez y 
Gladys Georgina Alvarez, por no haber violado ninguno de 
los artículos de dicha ley, en cuanto a éste se declara las 
costas de oficio; 3o.— Declara bueno y válido la constitu-
ción en parte civil elevada por el Dr. José Orlando Rodrí-
guez Fernández, a nombre y representación de los lesiona-
dos, y en consecuencia condena a Medito Santana y la Com-
pañía Dominicana de Seguros C. por A., al pago de una in-
demnización de RD$300.00 a favor de los nombrados Ar-
turo Alvarez Fernández y la menor Gladys Georgina Fer-
nández Marchena, como justa reparación a los daños físicos 
y morales sufridos por éstos en dicho accidente; 4o.— Las 
costas sean distracción del Dr. Orlando José Rodríguez Fer-
nández, quien dice haberlas avanzado en su totalidad" por 
haber sido interpuesto dicho recurso dentro de las forma-
lidades de ley; 2o.— En cuanto al fondo, se confirma la 
sentencia objeto del presente recurso; 3o.— Se condena al 
mencionado inculpado al pago de las costas. 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 10 de enero de 
1968, suscrita por el Dr. Rafael Lolet Santamaría, cédula 
No. 4458, serie 65, a nombre y en representación del recu-
rrente Medito Santana, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771 
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de 1961. y 1, 37 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que el artículo 37 de la Ley Sobre p ro 
 cedimiento de Casación dispone: "Cuando el recurso de casa.  arte  

ción sea interpuesto por el Ministerio Público, por la p  
civil o por la persona civilmente responsable, el depó sito 

 del Memorial, con la indicación de los medios de casación, 
será obligatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente"; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente 
Medito Santana, persona puesta en causa como civilmente 
responsable, no efectuó dicho depósito; ni, como hz,, sido 
dicho anteriormente, indicó ningún medio determinado de 
casación, por lo cual su recurso de casación debe ser decla-
rado nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Medito Santana contra la senten-
cia dictada por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación, en fecha 24 de 
agosto de 1967, cuyo dispositiyo ha sido transcrito en par-
te anterior del presente' fallo; y, Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certif ie.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Recurrente Etanislao de los Santos 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
liencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Etanislao 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, 
cédula No. 4546, serie 47, residente en la Avenida Rivas, 
de La Vega, contra la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de La Vega, en fe-
cha 17 de-  abril de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 

   

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 
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de 1961 y 1, 37 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento  de 
 Casación; 

Considerando que el artículo 37 de la Ley Sobre Pro. 
cedimiento de Casación dispone: "Cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el Ministerio Público, por la p arte 

 civil o por la persona civilmente responsable, el depósito 
 del Memorial, con la indicación de los medios de casación, 

será obligatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente"; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente 
Medito Santana, persona puesta en causa como civilmente 
responsable, no efectuó dicho depósito; ni, como ha ido 
dicho anteriormente, indicó ningún medio determinado de 
cabación, Dor lo cual su recurso de casación debe ser decla-
rado nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto nor Medito Santana contra la senten-
cia dictada por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación, en fecha 24 de 
agosto de 1967, cuyo dispositiyo ha sido transcrito en par-
te anterior del presente' fallo; y, Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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gentencia, impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
17 de abril de 1968 

3fateria: Correccional 

'ocurrente Etanislao de los Santos 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto dei  Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
liencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Etanislao 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, 
cédula No. 4546, serie 47, residente en la Avenida Rivas, 
de La Vega, contra la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de La Vega, en fe-
cha 17 de-  abril de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 

2539 
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tenses por no haber comparecido a la audiencia no Vista el acta del recurso de casación levantada en  la 
 Secretaría de la Corte a-qua en fecha 26 de abril de 1968 

a requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cé-
dula No. 29612, serie 47, y a nombre y representación del 
recurrente Etanislao de los Santos, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 101 y 169 de la Ley No. 480G 
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, 192 del Código de 
Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley Sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en Los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que a causa 
de un accidente originado con vehículos de motor, en el 
cruce de la Carretera Duarte y el camino La Vega-Jere-
mías, fue apoderado para conocer del mismo, por viola-
ción de la Ley No. 5771, y a cargo de Ramón Alfonso San-
telises, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de La Vega, en fecha 8 de agosto de 1967; b) Que, poste-
riormente en la audiencia del día 22 de agosto de 1967, a 
requerimiento del Ministerio Público ante dicho Juzgado 
de Paz, le fué concedida Acta para perseguir y encausar, por 
violación de la Ley No. 4809, al chofer Etanislao de los 
Santos, a quien consideraba culpable, también del mencio-
nado accidente; c) Que el indicado Juzgado de Paz, basán-
dose en un certificado médico expedido en fecha 22 de 
agosto de 1967, en el cual constaba que el agraviado Tau: 
rino Reyes presentaba traumatismos curables después de los 
diez días y antes de los veinte, declinó el expediente al Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga; d) Que apoderada la Primera Cámara Penal de dicho 
Distrito Judicial, para conocer del indicado expediente co-
rreccional, dictó en fecha 21 de diciembre de 1967, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se 
pronuncia el defecto contra el prevenido Ramón Alfonso 

obstante + estar legalmente citado; Segundo: Se declara cul-

le a Ramón Alonzo Santelises, de violación a la Ley ° 1
b

1, y se condena a 3 meses de prisión correccional y cos-

tas, 
 en su favor circunstancias atenuantes; Ter-

cero: Se Se declara a Etanislao de los Santos culpable de vio-
lación a la Ley 4809 y se condena a RD$5.00 de multa, y 
costas"; e) Que sobre el recurso de apelación del preveni-
do, Etanislao de los Santos, intervino la sentencia ahora 
impugnada la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: 
primero: Declara inadmisible el recurso de apelación in-' 
terpuesto por el prevenido Etanislao de los Santos, en fe-
cha 22 de diciembre de 1967, contra la sentencia correccio-
nal dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
fecha 21 de diciembre de 1967, que lo condenó al pago de 
una multa de RD$5.00 por violación a la Ley No. 4809, 
por haber sido su hecho juzgado por el Tribunal a-quo en 
última Instancia; y, en consecuencia, tener dicha sentencia 
la autoridad de la cosa juzgada; Segundo: Condena al pre-
venido Etanislao de los Santos al pego de las costas"; 

411111 Considerando que el examen del fallo impugnado re-. 
vela que la Corte a-qua declaró inadmisible la apelación del 
prevenido Etanislao de los Santos por estimar que él ha- 
bía sido condenado en primera instancia por violación a la 
Ley 4809, a cinco pesos de multa, y que ese fallo era en 
última instancia; pero, el examen del fallo de primera ins-
tancia pone de manifiesto que si bien en el dispositivo de 
sl sentencia dicho juzgado declaró que aplicaba la Ley 4809, 
en los motivos se lee que el Juez apreció que hubo tam-
bién falta de parte del recurrente por exceso de velocidad 
Y por no tocar bocina en la colisión que se produjo con los 
vehículos que ambos prevenidos manejaban; que como los 
dos fueron traducidos a la acción de la justicia por violación 
a la Ley No. 5771 y a la Ley No. 4809, en esas condicio-
nes, él tenía interés en que se analizara su caso en apela- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en  la 
 Secretaría de la Corte a-qua en fecha 26 de abril de 1968 

a requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cé-
dula No. 29612, serie 47, y a nombre y representación del 
recurrente Etanislao de los Santos, en la cual no se invoc a 

 ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 101 y 169 de la Ley No. 480rj 

 sobre Tránsito de Vehículos de Motor, 192 del Código de 
Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley Sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que a causa 
de un accidente originado con vehículos de motor, en el 
cruce de la Carretera Duarte y el camino La Vega-Jere-
mías, fue apoderado para conocer del mismo, por viola-
ción de la Ley No. 5771, y a cargo de Ramón Alfonso San-
telises, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de La Vega, en fecha 8 de agosto de 1967; b) Que, poste-
riormente en la audiencia del día 22 de agosto de 1967, a 
requerimiento del Ministerio Público ante dicho Juzgado 
de Paz, le fué concedida Acta para perseguir y encausar, por 
violación de la Ley No. 4809, al chofer Etanislao de los 
Santos, a quien consideraba culpable, también del mencio-
nado accidente; c) Que el indicado Juzgado de Paz, basán-
dose en un certificado médico expedido en fecha 22 de 
agosto de 1967, en el cual constaba,  que el agraviado Tau= 
rino Reyes presentaba traumatismos curables después de los 
diez días y antes de los veinte, declinó el expediente al Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga; d) Que apoderada la Primera Cámara Penal de dicho 
Distrito Judicial, para conocer del indicado expediente co-
rreccional, dictó en fecha 21 de diciembre de 1967, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: -  Primero: Se 
pronuncia el defecto contra el prevenido Ramón Alfonso 

ntelises por no haber comparecido a la audiencia no 
Sa  obstante estar legalmente citado; Segundo: Se declara cul- 

pable 

1  Se declara a Etanislao de los Santos culpable de vio- 

lación Ramón Alonzo Santelises, de violación a la Ley 

,̀,771, y se condena a 3 meses de prisión correccional y cos-

tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Ter-

cero: 
ación a la Ley 4809 y se condena a RD$5.00 de multa, y 
costas"; e) Que sobre el recurso de apelación del preveni-

da, Etanislao de los Santos, intervino la sentencia ahora 

impugnada la cual contiene el siguiente dispositivo: 
primero: Declara inadmisible el recurso de apelación in-
terpuesto por el prevenido Etanislao de los Santos, en fe-
cha 22 de diciembre de 1987, contra la sentencia correccio-
nal dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
fecha 21 de diciembre de 1967, que lo condenó al pago de 
una multa de RD$5.00 por violación a la Ley No. 4809, 
por haber sido su hecho juzgado por el Tribunal a-quo en 
última Instancia; y, en consecuencia, tener dicha sentencia 
la autoridad de la cosa juzgada; Segundo: Condena al pre-
venido Etanislao de los Santos al pago de las costas"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Corte a-qua declaró inadmisible la apelación del 
prevenido Etanislao de los Santos por estimar que él ha-
bía sido condenado en primera instancia por violación a la 
Ley 4809, a cinco pesos de multa, y que ese fallo era en 
última instancia; pero, el examen del fallo de primera ins-
tancia pone de manifiesto que si bien en el dispositivo de 
sl sentencia dicho juzgado declaró que aplicaba la Ley 4809, 
en los motivos se lee que el Juez apreció que hubo tam-
bién falta de parte del recurrente por exceso de velocidad 
Y por no tocar bocina en la colisión que se produjo con los 
vehículos que ambos prevenidos manejaban; que como los 
dos fueron traducidos a la acción de la justicia por violación 
a la Ley  No. 5771 y a la Ley No. 4809, en esas condicio-
nes, él tenía interés en que se analizara su caso en apela- 
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ción porque entendía que no era culpable y eso era lo 
cedente porque los hechos se referían a un mismo dejt 
puesto a cargo de ambos prevenidos, y no se tratabalZ 
un caso de delitos conexos; que, por consiguiente, al cie: 
clarar inadmisible la apelación del recurrente, la Corte 

l
qua hizo una errada interpretación del artículo 192 del eó. 
digo de Procedimiento Criminal, y la sentencia impug nada 

 debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vega, pronunciada en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 17 de abril del 1968 cu. 
yo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís; Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
irá.-- Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Pere-
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada-, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 155  DE NOVIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada Juzgado de Primera Instancia de La Romana, 

de fecha 25 de nov. de 1966. 

materia Trabajo 

Recurrente Central Romana Corporation 
Abogado Dr. José Martín Sánchez M. 

Recurrido Pastor Encarnación 

Abogado Dr. Luis Creales Guerrero 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar 
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 15 de noviembre del año 1968, años 1259  de la Inde-

pendencia y 1069  de la 'Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

-41 Sobre el recurso de casación interpuesto por la Central 
Romana Corporation, Compañía agrícola industrial, orga-
nizada de acuerdo con las leyes del Estado de Nüeva York, 
Estados Unidos de Norte América, con domicilio en la ciu-
dad de La Romana, Municipio de La Romana, contra la 
sentencia dictada en atribuciones laborales y en grado de 
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ción porque entendía que no era culpable y eso era lo rn, 
— 

cedente porque l 	 m os hechos se referían a un mismo  
puesto a cargo de ambos prevenidos, y no se trataba delito 

 un caso de delitos conexos; que, por consiguiente, al de_ 
clarar inadmisible la apelación del recurrente, la Corte 
qua hizo una errada interpretación del artículo 192 del el: 
digo de Procedimiento Criminal, y la sentencia impugnada 
debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vega, pronunciada en sus azri. 
buciones correccionales, en fecha 17 de abril del 1968, cu-
yo dispositivo se copia en parte anterior del presente Lilo, 
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís; Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Pere-
lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certific.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 

so-TENCIA DE FECHA 155  DE NOVIEMBRE DEL 1968 

tencia impugnada Juzgado de Primera Instancia de La Romana, 
Se!' fecha 25 de nov. de 1966. 

)tateria Trabajo 

Recurrente Central Romana Corporation 
Abogado Dr. José 1VIartin Sánchez M. 

Recurrido Pastor Encarnación 
Abogado Dr. Luis Creales Guerrero 

re- 

1.  En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar 
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 15 de noviembre del año 1968, años 1259  de la Inde-

pendencia y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Central 
Romana Corporation, Compañía agrícola industrial, orga-
nizada de acuerdo con las leyes del Estado de Núeva York, 
Estados Unidos de Norte América, con domicilio en la ciu-
dad de La Romana, Municipio de La Romana, contra la 
sentencia dictada en atribuciones laborales y en grado de 

• 
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Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

1 
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apelación, por el Juzgado de Primera Instancia dpi 
trito Judicial de La Romana, en fecha 25 de noviembilri 
de 1g66, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. José Martín Sánchez M., cédula No. 32621, 
serie 26, abogado de la recurrente en la lectura d e sus 

 conclusiones; 

Oído al Dr. D. Luis Creales Guerrero, cédula No. 3637 0 
 serie 11, abogado del recurrido Pastor Encarnación, cédu-

la No. 5779, serie 26, dominicano, mayor de edad, soltero, 
jornalero, domiciliado en la ciudad y provincia de La .10_ 
mana, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 23 de diciembre de 1966; 

Visto el memorial de defensa y su ampliación suscrito 
por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 47, 49, 
53 y 77 del Código de Trabajo; 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral hecha por Pastor Encar-
nación contra la Central Romana Corporation, el Juzgado 
de Paz de Trabajo de La Romana, apoderado del asunto, 
dictó en fecha 12 de julio de 1965, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, 
como en efecto declara, injustificado el despido del traba-
jador Pastor Encarnación, por parte de su patrono la Cen- 

tr
al Romana Corporation; SEGUNDO: Que debe declarar, 

corno en efecto declara, resuelto el contrato de trabajo in-
tervenido entre el señor Pastor Encarnación y la Central 
Romana Corporation; TERCERO: Que debe condenar, como 

en 

 efecto condena, a la compañía Central Romana Corpora-
tion, a pagar en provecho del señor Pastor Encarnación, los 
valores siguientes: Ochentiocho Pesos con Ocho Centavos 
(RDS88.081, Moneda del Curso Legal, correspondientes al 
valor de los salarios de veinticuatro (24) días del plazo de 
desahucio; y la suma de Ciento Diez Pesos con Diez Centa-

vos (RD$110.10 1 , Moneda del Curso Legal, equivalentes a 

los salarios de treinta (3W días por concepto de auxilio de 
cesantía; CUARTO: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, además, a la compañía Central Romana Corporation, 
a pagar en provecho del señor Pastor Encarnación, una su-
ma equivalente a los salarios dejados de percibir desde el 

día de su demanda, hasta la fecha de la sentencia definiti-
va, dictada en última instancia, suma que no excederá de 
los salarios correspondientes a tres meses, tomando como 
base para la determinación de todas las indicadas pres-
taciones el salario de Tres Pesos con Sesentisiete Centavos 
(RD$3.67), Moneda de Curso Legal, diario, que percibía 
el señor Pastor Encarnación; y QUINTO: Que debe conde-
nar, como en efecto condena, a la compañía Central Roma- 
na Corporation, al pago de las costas"; b) que sobre apela-
ción de la Central Romana Corporation intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma el recurso de apelación interpuesto por la Central 
Romana Corporation contra la sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz de este Municipio de La Romana, de fecha 
Doce (12) del mes de julio del año mil novecientos sesen-
ticinco (1965), por haber sido interpuesto en tiempo hábil; 
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia ape-
lada: TERCERO: Condena a la Central Romana Corporation 
al Pago de las costas civiles, distrayéndolas en provecho 
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apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del 
trito Judicial de La Romana, en fecha 25 de noviembre 
de 1366, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. José Martn Sánchez M., cédula No. 32621, 
serie 26, abogado de la recurrente en la lectura de s us 

 conclusiones; 

Oído al Dr. D. Luis Creales Guerrero, cédula No. 36370 
serie 11, abogado del recurrido Pastor Encarnación, cédu. 
la  No. 5779, serie 26, dominicano, mayor de edad, soltero 
jornalero, domiciliado en la ciudad y provincia de La de: 
mana, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

. Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 23 de diciembre de 1966; 

Visto el memorial de defensa y su ampliación suscrito 
por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 47, 49, 
53 y 77 del Código de Trabajo; 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral hecha por Pastor Encar-
nación contra la Central Romana Corporation, el Juzgado 
de Paz de Trabajo de La Romana, apoderado del asunto, 
dictó en fecha 12 de julio de 1965, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, 
como en efecto declara, injustificado el despido del traba-
jador Pastor Encarnación, por parte de su patrono la Cen- 
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1  Romana Corporation; SEGUNDO: Que debe declarar, 
tra en efecto declara, resuelto el contrato de trabajo in-

ido entre el señor Pastor Encarnación y la Central 
rerren 
Romana 

    Corporation; TERCERO: Que debe condenar, como 

en 	condena, a la compañía Central Romana Corpora- 

tion, 	en provecho del señor Pastor Encarnación, los 

valores a 	

rn 

re s siguientes: Ochentiocho Pesos con Ocho Centavos 
(0$88 • 08), Moneda del Curso Legal, correspondientes al 
valor de los salarios de veinticuatro (24) días del plazo de 
desahucio; y la suma de Ciento Diez Pesos con Diez Centa-
vos (RD$110.10), Moneda del Curso Legal, equivalentes a 
los salarios de treinta (30) días por concepto de auxilio de 
cesantía; CUARTO: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, además, a la compañía Central Romana Corporation, 
a pagar en provecho del señor Pastor Encarnación, una su-
ma equivalente a los salarios dejados de percibir desde el 
día de su demanda, hasta la fecha de la sentencia definiti-
va, dictada en última instancia, suma que no excederá de 
los salarios correspondientes a tres meses, tomando como 
base para la determinación de todas las indicadas pres-
taciones el salario de Tres Pesos con Sesentisiete Centavos 
(RD$3.67), Moneda de Curso Legal, diario, que percibía 
el señor Pastor Encarnación; y QUINTO: Que debe conde-
nar, como en efecto condena, a la compañía Central Roma-
na Corporation, al pago de las costas"; b) que sobre apela-
ción de la Central Romana Corporation intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma el recurso de apelación interpuesto por la Central 
Romana Corporation contra la sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz de este Municipio de La Romana, de fecha 
Doce (12) del mes de julio del año mil novecientos sesen-
ticinco (1965), por haber sido interpuesto en tiempo hábil; 
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia ape-
lada: TERCERO: Condena a la Central Romana Corporation 
al pago de las costas civiles, distrayéndolas en provecho 
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del Dr. D. Luis Creales Guerrero, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad": 

Considerando que en su memorial de casación la re  
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: vio

. 

- 
lacfón por desconocimiento de los arts. 77 y 49 del Código 
de Trabajo; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos y documentos de la causa.— Violación del art. 141 del 
Código de Procedimiento Civil: Contradicción de motivos

. 

Tercer Medio: Falsa aplicación del párrafo 8 del art. 47 de 
Código de Trabajo.— Violación por desconocimiento del 
art. 53 del Código de Trabajo; Cuarto Medio: Falta de I- . 
se legal. Falta, insuficiencia y error en los motivos. ';to-
lación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil en otro 
aspecto, y 1315 del Código Civil; 

Considerando que la recurrente en el desarrollo de 
su examen, alega en síntesis: a) que son hechos constan-
tes en el proceso que el trabajador recurrido Pastor En-
carnación estuvo ligado a su patrono la Central Romana 
Corpartion por un contrato por tiempo indefinido, de los 
que eventualmente pueden terminar con responsabilidad 
para las partes; que en fecha 11 de diciembre de 1964, 
Pastor Encarnación comenzó el disfrute de su período va-
cacional de dos (2) semanas, señalado para terminar el 24 
de diciembre de 1964, inclusive; que a partir del 26 de di-
ciembre de 1964, Pastor Encarnación, no asistió a las la-
bores para la que había sido contratado, sin notificar la 
causa justa de su inasistencia; que el 8 de enero de 1965, 
la recurrente despidió al trabajador alegando inasistencias 
injustificadas a partir del 26 de diciembre de 1964, ya que 
el 25 de ese mismo mes era domingo; que como prueba de 
la justa causa de despido -la compañía recurrente suminis -
tró numerosos documentos y además declaraciones de tes-
tigos que depusieron en los informativos celebrados, todos 
los cuales afirmaron conocer que a partir del 26 de diciem -
bre de 1964, el trabajador recurrido no asistió a su trabajo, 

. id  ó aviso oportuno a su patrono de la causa justa que 

tuvo para ello; que en tales circunstancias la compañía re-
currente hizo uso correcto de las facultades que le confie-
re el apartado 11 del artículo 78 del Código de Trabajo, 
y  la sentencia impugnada violó por desconocimiento de los 

a

rtículos 77 y 49 del mismo Código; b) que el Juez a-quo 

al confirmar la sentencia del Juzgado de Paz, da por esta-
blecido que Pastor Encarnación "al terminar sus vacaciones 
y seguir enfermo no estaba obligato a informar al respecto 
a su patrono"; que dicha sentencia al no contener una re-
lación completa de las circunstancias y de los hechos en 
que se fundó el Juez a-quo para afirmar que el recurrido si-
guió enfermo al término de su período vacacional, queda 
sin base legal; que este ineludible deber del Juez a-quo 
se  imponía aún más al dar por establecida la sentencia im-
pugnada, que el recurrido, e sea el trabajador, trabajó el 
día anterior al comienzo de su período vacacional; que en 
tales circunstancias la Suprema Corte de Justicia se en-
cuentra imposibilita -la  de ejercer su poder de control, y 
determinar si en la especie. se  ha hecho o no una correcta 
aplicación de la ley; que por otra parte, de conformidad 
con la aplicación del artículo 1315 del Código Civil, corres-
ponde al trabajador recurrido, demandante original, es-
tablecer la prueba no tan solo de la existencia de su enfer-
medad, sino también de la incapacidad para el trabajo que 
le causara; así como el hecho de su oportuno aviso al pa-
trono de la justa causa que le impidió prestar servicios a 
éste a partir del 26 de diciembre de 1964; que la senten-
cia impugnada no establece tales pruebas y en consecuen-
cia es evidente que violó el artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que los artículos 49 y 78, inciso 11 del 
Código de Trabajo, dicen así: "artículo 49.— Es obliga-
ción del trabajador dar aviso al patrono de la causa que le 
irnPida asistir a su trabajo dentro de las veinte y cuatro ho-
ras de ocurrir el hecho que justifique la suspensión del con-
trato"; , "artículo 78, inciso11. — El patrono puede dar por 
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del Dr. D. Luis Creales Guerrero, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad": 

Considerando que en su memorial de casación la re  
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: vi o" 
lacfón por desconocimiento de los arts. 77 y 49 del Código. 
de Trabajo; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos y documentos de la causa.— Violación del art. 141 d el 
Código de Procedimiento Civil: Contradicción de motivo s 

 Tercer Medio: Falsa aplicación del párrafo 8 del art. 47 de 
Código de Trabajo.— Violación por desconocimiento del 
art. 53 del Código de Trabajo; Cuarto Medio: Falta de 1- _ 
se legal. Falta, insuficiencia y error en los motivos. Vio-
lación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil en otro 
aspecto, y 1315 del Código Civil; 

Considerando que la recurrente en el desarrollo de 
su examen, alega en síntesis: a) que son hechos constan-
tes en el proceso que el trabajador recurrido Pastor En-
carnación estuvo ligado a su patrono la Central Romana 
Corpartion por un contrato por tiempo indefinido, de los 
que eventualmente pueden terminar con responsabilidad 
para las partes; que en fecha 11 de diciembre de 1964, 
Pastor Encarnación comenzó el disfrute de su período va-
cacional de dos (2) semanas, señalado para terminar el 24 
de diciembre de 1964, inclusive; que a partir del 26 de di-
ciembre de 1964, Pastor Encarnación, no asistió a las la-
bores para la que había sido contratado, sin notificar la 
causa justa de su inasistencia; que el 8 de enero de 1965, 
la recurrente despidió al trabajador alegando inasistencias 
injustificadas a partir del 26 de diciembre de 1964, ya que 
el 25 de ese mismo mes era domingo; que como prueba de 
la justa causa de despido la compañía recurrente suminis -
tró numerosos documentos y además declaraciones de tes-
tigos que depusieror en los informativos celebrados, todos 
los cuales afirmaron conocer que a partir del 26 de diciem -
bre de 1964, el trabajador recurrido no asistió a su trabajo ,  

.dió aviso oportuno a su patrono de la causa justa que 
tuvo  para ello; que en tales circunstancias la compañía re- 

 rente hizo uso correcto de las facultades que le confie-

re  el 
eur 

apartado 11 del artículo 78 del Código de Trabajo, 
y la sentencia impugnada violó por desconocimiento de los 
artículos 77 y 49 del mismo Código; b) que el Juez a-quo 
I confirmar la sentencia del Juzgado de Paz, da por esta-

blecido que Pastor Encarnación "al terminar sus vacaciones 
y seguir enfermo no estaba obligato a informar al respecto 
a su patrono"; que dicha sentencia al no contener una re-
lación completa de las circunstancias y de los hechos en 
que  se fundó el Juez a-quo para afirmar que el recurrido si-
guió enfermo al término de su período vacacional, queda 
sin base legal; que este ineludible deber del Juez a-quo 
se  imponía aún más al dar por establecida la sentencia im-
pugnada, que el recurrido, e sea el trabajador, trabajó el 
día anterior al comienzo de su período vacacional; que en 
tales circunstancias la Suprema Corte de Justicia se en-
cuentra imposibilitada de ejercer su poder de control, y 
determinar si en la especie. se  ha hecho o no una ,correcta 
aplicación de la ley; que por otra parte, de conformidad 
con la aplicación del artículo 1315 del Código Civil, corres-
ponde al trabajador recurrido, demandante original, es-
tablecer la prueba no tan solo de la existencia de su enfer-
medad, sino también de !a incapacidad para el trabajo que 
le causara; así como el hecho de su oportuno aviso al pa-
trono de la justa causa que le impidió prestar servicios a 
éste a partir del 26 de diciembre de 1964; que la senten-
ccióaigmopugnada no establece tales pruebas y en consecuen-
cia es evidente que violó el artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que los artículos 49 y 78, inciso 11 del 
Código 

 

de Trabajo, dicen así: "artículo 49.— Es obliga-
ción del trabajador dar aviso al patrono de la causa que le 
impida asistir a su trabajo dentro de las veinte y cuatro ho-
ras de ocurrir el hecho que justifique la suspensión del con-
trato,, . , "artículo 78, inciso11. — El patrono puede dar por 
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terminado el contrato de trabajo despidiendo al tr abajador 
 por cualquiera de las causas siguientes: por inasistencia 

del trabajador a sus labores durante dos días consecutivos 
a  o dos días en un mismo mes sin permiso del patrono o  d

e  
quien lo represente, o sin notificar la causa justa que tuv

o  para ello en el plazo prescrito por el artículo 49"; 

Considerando que la sentencia impugnada da po r es. 
 tablecido; a) que el trabajador Pastor Encarnación esto. 

vo trabajando bajo i_tn contrato por tiempo indefinido c on 
 la Central Romana Corporation desde el 26 de octubre de 

1962, hasta el 8 de enero de 1965, en que fue despedido 
por su patrono; b) que con anterioridad al despido e ,  fe-
cha 9 de diciembre de 1964, en ocasión de que el supervi. 
sor James P. Paris, en ejercicio de sus funciones inspec-
cionaba la cuadrilla en que trabajaba normalmente Pastor 
Encarnación, notó su ausencia, y al preguntar por éste al 
capataz, le dijeron que se había ido a un vagón cercano a 
recostarse por encontrarse enfermo, encaminándose dicho 
supervisor hacia ese sitio, y encontrando allí al trabajador 
quebrantado, díjole a éste que podía irse a su casa o al 
hospital del Central para que se hiciera remedios; e) que 
efectivamente dicho trabajador se retiró, pero que al día 
siguientee staba dedicado a sus trabajos habituales en di-
cha Central Azucarera y gestionó personalmente todo lo 
necesario para sus vacaciones que debían iniciarse al día si-
guiente: d) que sus vacaciones de dos semanas expiraron 
eI 24 de diciembre, pero que como el 25 era domingo, de-
bía reintegrarse a su trabajo el día 26, sin haberlo he-
cho, ni en los días sucesivos; e) que dicho trabajador no 
avisó a la Empresa que la continuación de su ausencia 
en el trabajo, después de expirar sus vacaciones obedecía 
a estar enfermo, mucho menos hizo la prueba de su enfer-
medad; f) que en tales condiciones, la Empresa resolvió des-
pedir dicho trabajador, y lo hizo en fecha 11 de enero de 
1965, avisando en esa misma fecha dicho despido al De -
partamento de Trabajo correspondiente; 

Considerando que tal como lo alega la recurrente, los 
hechos establecidos en la sentencia impugnada, no sitúan 

al 
sus-

pensión legal de su *l'abajo por enfermedad, que hacía in-
justificado Pastor Encarnación, al amparo de una sus- 

ustificado el despido realizado en su perjuicio, por su pa- 

ptrrlarlaestos hechos, que el trabajador permaneció todo ese 
Central Romana Corporation, ya que lejos de com-

t iempo ausente de su trabajo, por estar enfermo, y en co-
nocimiento de su patrono, en cambio, lo que en verdad re-
sultaba de los mismos, era oue éste agotaba su período va-
cacional, y que si al final del mismo alguna causa le im-
pedía reintegrarse a sus labores, debía cumplir las pres-
cripciones de los artículos 49 y 78 del Código de Trabajo, 
avisándoselo a su patrono; que al admitir lo contrario la 
sentencia impugnada es evidente que se ha violado en ella 
dichos textos legales; 

Considerando que además, como lo alega la recurren-
te, el juez a-quo en la sentencia impugnada, al dar por cier-
to que el trabajador Pastor Encarnación, vencido su perío-
do de vacaciones, no se reintegró a su trabajo, por haber 
continuado enfermo, sin señalar en dicho fallo, los hechos 
que le sirvieron de base para hacer tal afirmación, dejó la 
referida sentencia carente de base legal, por lo que la mis-
ma debe ser casada, sin que sea necesario la ponderación 
de los demás alegatos hechos por el recurrente; 

Considerando que cuando se casa una sentencia por 
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones laborales, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia de La Romana, en fecha 25 de noviembre de 1966, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía dicho asunto por ante el Juzgado de 
Primera Instancia de San Pedro de Macorís, en las mis-
mas atribuciones; y, Segundo: Compensa las costas. 
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terminado el contrato de trabajo despidiendo al trab ajador 
  

por cualquiera de las causas siguientes: por inasistencia  
del trabajador a sus labores durante dos días consecutivos 
o dos días en un mismo mes sin permiso del patrono o ti: 
quien lo represente, o sin notificar la causa justa que t 

uvo para ello en el plazo prescrito por el artículo 49"; 

Considerando que la sentencia impugnada da po r es. 
tablecido; a) que el trabajador Pastor Encarnación estu-
vo trabajando bajo aun contrato por tiempo indefinido c on 

 la Central Romana Corporation desde el 26 de octubre de 
1962, hasta el 8 de enero de 1965, en que fue despedido 
por su patrono; b) que con anterioridad al despido e'- fe-
cha 9 de diciembre de 1964, en ocasión de que el supervi. 
sor James P. Paris, en ejercicio de sus funciones inspec-
cionaba la cuadrilla en que trabajaba normalmente Pastor 
Encarnación, notó su ausencia, y al preguntar por éste al 
capataz, le dijeron que se había ido a un vagón cercano a 
recostarse por encontrarse enfermo, encaminándose dicho 
supervisor hacia ese sitio, y encontrando allí al trabajador 
quebrantado, díjole a éste que podía irse a su casa o al 
hospital del Central para que se hiciera remedios; c) que 
efectivamente dicho trabajador se retiró, pero que al día 
siguientee staba dedicado a sus trabajos habituales en di-
cha Central Azucarera y gestionó personalmente todo lo 
necesario para sus vacaciones que debían iniciarse al día si-
guiente: d) que sus vacaciones de dos semanas expiraron 
ei 24 de diciembre, pero que como el 25 era domingo, de-
bía reintegrarse a su trabajo el día 26, sin haberlo he-
cho, ni en los días sucesivos; e) que dicho trabajador no 
avisó a la Empresa que la continuación de su ausencia 
en el trabajo, después de expirar sus vacaciones obedecía 
a estar enfermo, mucho menos hizo la prueba de su enfer-
medad; f) que en tales condiciones, la Empresa resolvió des-
pedir dicho trabajador, y lo hizo en fecha 11 de enero de 
1965, avisando en esa misma fecha dicho despido al De -
partamento de Trabajo correspondiente; 

Considerando que tal como lo alega la recurrente, los 

hechos  establecidos en la sentencia impugnada, no sitúan 
al trabajador Pastor Encarnación, al amparo de una sus-

ve  nsión legal de su trabajo por enfermedad, que hacía in-
justificado el despido realizado en su perjuicio, por su pa- 

Central Romana Corporation, ya que lejos de com-
probar estos hechos, que el trabajador permaneció todo ese 

t iempo ausente de su trabajo, por estar enfermo, y en co-

nocimiento de su patrono, en cambio, lo que en verdad re-

sultaba de los mismos, era que éste agotaba su período va-
cacional, y que si al final del mismo alguna causa le im-
pedía reintegrarse a sus labores, debía cumplir las pres-

cripciones de los artículos 49 y 78 del Código de Trabajo, 
avisándoselo a su patrono; que al admitir lo contrario la 
sentencia impugnada es evidente que se ha violado en ella 
dichos textos legales; 

Considerando que además, como lo alega la recurren-
te, el juez a-quo en la sentencia impugnada, al dar por cier-
to que el trabajador Pastor Encarnación, vencido su perío-
do de vacaciones, no se reintegró a su trabajo, por haber 
continuado enfermo, sin señalar en dicho fallo, los hechos 
que le sirvieron de base para hacer tal afirmación, dejó la 
referida sentencia carente de base legal, por lo que la mis-
ma debe ser casada, sin que sea necesario la ponderación 
de los demás alegatos hechos por el recurrente; 

Considerando que cuando se casa una sentencia por 
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones laborales, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia de La Romana, en fecha 25 de noviembre de 1966, 
Cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
lente fallo, y envía dicho asunto por ante el Juzgado de 
Primera Instancia de San Pedro de Macorís, en las mis-
mas atribuciones; y, Segundo: Compensa las costas. 



Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. 
E. Ravel de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel 1)0  

Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco  El . 
 pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan gat; 

tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Roj o car: 
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada Por los  
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que  
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

TEN CIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha 
10 de noviembre de 1967 

Materia: Correccional 

Recurrente: Emeterio Cuevas 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago 
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del 
mes de noviembre de 1968, años 125v de la Independencia 
y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emeterio 
Cuevas, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédu-
la 26747, serie 18, domiciliado en Barahona, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Barahona, de fecha 10 de noviem-
bre de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la Repuública; 
Vista el acta del recurso de casación de fecha 15 de 

diciembre de 1967, levantada en la Secretaría de la. Corte 
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Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- F. E.  Rav  
e  

de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel t
','  Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisc o  El_ 

pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bao_ 
tista Rojas Almánzar.-- Santiago Osvaldo Rojo c al.. 
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada Por  los 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au• 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

soiTENCIA DE FECHA 15 DE NO 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha 

10 de noviembre de 1967 

ytatRria: Correccional 

Recurrente: Emeterio Cuevas 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago 
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del 
mes de noviembre de 1968, años 125 9  de la Independencia 
y 1069 de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emeterio 
Cuevas, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédu-
la 26747, serie 18, domiciliado en Barahona, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Barahona, de fecha 10 de noviem-
bre de 1967; cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la Repuública; 
Vista el acta del recurso de casación de fecha 15 de 

diciembre de 1967, levantada en la Secretaría de la. Corte 

i; RE DEI, 1968 
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a-qua a requerimiento del recurrente, en la cual n o  se in-voca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de

l i-berado    y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771, de 196. 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de up accidente automovilístico ocurrido en la ciudad d e 

 Barahona, en fecha 28 de diciembre de 1962, fueron so. 
metidos a la acción de la justicia Emeterio Cuevas y Teo.' 
filo Espinosa Pérez; b) que el Juzgado de Primera Instan. 
cía del Distrito Judicial de Barahona, regularmente apio. 
derado, dictó en fecha 3 de febrero de 1965, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe 
pronunciar y pronuncia el defecto contra el nombrado Teó-
filo Espinosa Pérez, por no comparecer a la audiencia, pa-
ra la cual fue legalmente citado; Segundo: Declara al nom-
brado Teófilo Espinosa Pérez, culpable del delito de viola-
ción a la Ley número 5771, en perjuicio de varias perso-
nas y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de seis 
(6) meses de prisión correccional y al pago de las costas; 
Tercero: Declara al nombrado Emeterio Cuevas, de gene-
rales que constan, no culpable de violación a la Ley 5771, 
en perjuicio de varias personas y en tal virtud, lo descar-
ga de toda responsabilidad penal por no haber cometido el 
hecho que se le imputa; Cuarto: Declara en cuanto a Eme-
terio Cuevas, las costas de oficio"; e) que sobre recurso 
del Procurador General de la Corte de Apelación de Ba-
rahona, dicha Corte dictó en fecha 10 de noviembre de 
1967, la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guienfe dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular en la 
forma en cuanto al prevenido Emeterio Cuevas el recurso 
de Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Ge-
neral de esta Corte. en fecha dos (2) del mes de marzo 
del año 1965, contra sentencia correccional dictada en fe-
cha 3 del mes de febrero del año 1965, por el Juzgado de  

primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, cuyo 
dispositivo figura copiado en otra parte del presente fallo; 
Segundo: Declara dicho recurso de Apelación inexistente, 

en  cuanto al prevenido Teófilo Espinosa Pérez, por no ha-
ber sido notificado a dicho interesado; Tercero: Desestima 
el pedimento formulado por el Magistrado Procurador Ge-
neral recurrente, en cuanto a que se declare vencida la 
fianza mediante la cual obtuvo su libertad Provisional 
Teófilo Espinosa Pérez, por improcedente; Cuarto: Ordena 
la separación de los expedientes correspondientes a los pre-
venidos Emeterio Cuevas y Teófilo Espinosa Pérez, a fin 
de fallar individualmente la causa relativa al primero de 
dichos prevenidos, y que en tal virtud, el expediente que 
se refiere a Teófilo Espinosa Pérez, sea devuelto al Magis-
trado Procurador General de esta Corte, para los fines de 
lugar; Quinto: Revoca en consecuencia, la sentencia recu-
rrida, en cuanto a Emeterio Cuevas, y lo declara culpable 
del delito de violación a la Ley número 5771 (Sobre ac-
cidentes producidos por vehículos de motor) en perjuiCio 
de varias personas, condenándolo a Diez Pesos Oro (RD$-
10.00) de multa, por acoger en su favor circunstancias 
atenuantes; Sexto: Condena a Emeterio Cuevas, al pago de 
las costas de la presente instancia"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente aportados en 
la instrucción de la causa, la Corte a-qua dió por estable-
cido los siguientes hechos: a) que en fecha 28 de diciem-
bre de 1962, siendo las 9:15 de la noche, mientras el Jeep 
placa número 19023 transitaba de Oeste a Este por la 
calle "Duarte", de esta ciudad, conducido por el chofer 
Emeterio Cuevas, sufrió una colisión con el Jeep placa nú-
mero 26192, que salía de la calle "Santomé" hacia dicha 
calle "Duarte", por la esquina que forman las mismas, ma-
nejado por el chofer Teófilo Espinosa Pérez; b) que del 
choque a que se ha-ce referencia, resultaron lesionadas las 
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a-qua a requerimiento del recurrente, en la cual no se i n, voca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli

-berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771, d e  196i: 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de up accidente automovilístico ocurrido en la ciudad d e 

 Barahona, en fecha 28 de diciembre de 1962, fueron so-
metidos a la acción de la justicia Emeterio Cuevas y Teó-
filo Espinosa Pérez; b) que el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Barahona, regularmente apo-
derado, dictó en fecha 3 de febrero de 1965, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe 
pronunciar y pronuncia el defecto contra el nombrado Teó-
filo Espinosa Pérez, por no comparecer a la audiencia, pa-
ra la cual fue legalmente citado; Segundo: Declara al nom-
brado Teófilo Espinosa Pérez, culpable del delito de viola-
ción a la Ley número 5771, en perjuicio de varias perso-
nas y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de seis 
(6) meses de prisión correccional y al pago de las costas; 
Tercero: Declara al nombrado Emeterio Cuevas, de gene-
rales que constan, no culpable de violación a la Ley 5771, 
en perjuicio de varias personas y en tal virtud, lo descar-
ga de toda responsabilidad penal por no haber cometido el 
hecho que se le imputa; Cuarto: Declara en cuanto a Eme-
terio Cuevas, las costas de oficio"; c) que sobre recurso 
del Procurador General de la Corte de Apelación de Ba-
rahona, dicha Corte dictó en fecha 10 de noviembre de 
1967, la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guienfe dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular en la 
forma en cuanto al prevenido Emeterio Cuevas el recurso 
de Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Ge-
neral de esta Corte. en fecha dos (2) del mes de marzo 
del año 1965, contra sentencia correccional dictada en fe-
cha 3 del mes de febrero del año 1965, por el Juzgado de  

primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, cuyo 
dispositivo figura copiado en otra parte del presente fallo; 
Segundo: Declara dicho recurso de Apelación inexistente, 

en  cuanto al prevenido Teófilo Espinosa Pérez, por no ha-
ber sido notificado a dicho interesado; Tercero: Desestima 
el pedimento formulado por el Magistrado Procurador Ge-
neral recurrente, en cuanto a que se declare vencida la 
fianza  mediante la cual obtuvo su libertad Provisional 
Teófilo Espinosa Pérez, por improcedente; Cuarto: Ordena 
la separación de los expedientes correspondientes a los pre-
venidos Emeterio Cuevas y Teófilo Espinosa Pérez, a fin 
de fallar individualmente la causa relativa al primero de 
dichos prevenidos, y que en tal virtud, el expediente que 
se refiere a Teófilo Espinosa Pérez, sea devuelto al Magis-
trado Procurador General de esta Corte, para los fines de 
lugar; Quinto: Revoca en consecuencia, la sentencia recu-
rrida, en cuanto a Emeterio Cuevas, y lo declara culpable 
del delito de violación a la Ley número 5771 (Sobre ac-
cidentes producidos por whículos de motor) en perjuicio 
de varias personas, condenándolo a Diez Pesos Oro (RD$-
10.00) de multa, por acoger en su favor circunstancias 
atenuantes; Sexto: Condena a Emeterio Cuevas, al pago de 
las costas de la presente instancia"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente aportados en 
la instrucción de la causa, la Corte a-qua dió por estable-
cido los siguientes hechos: a) que en fecha 28 de diciem-
bre de 1962, siendo las 9:15 de la noche, mientras el Jeep 
placa número 19023 transitaba de Oeste a Este por la 
calle "Duarte", de esta ciudad, conducido por el chofer 
Emeterio Cuevas, sufrió una colisión con el Jeep placa nú-
mero 26192, que salía de la calle "Santomé" hacia dicha 
calle "Duarte", por la esquina que forman las mismas, ma-
nejado por el chofer Teófilo Espinosa Pérez; b) que del 
choque a que se hice referencia, resultaron lesionadas las 
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siguientes personas: Tomás Matos, Teófilo Espinosa pa_ 
rez, Santiago Novas, Ana Catrina Pichardcr, con golpe s e: 
rabies antes de diez días; Manuel Pérez Espinosa, con gol-
pes curables después de diez días y antes de veinte dí as. 
Emeterio Cuevas, con golpes curables después de treinta  
días y antes de cuarenticinco días, y Julio Pérez Batista 
con lesiones de pronóstico reservado, todos de conformi. 
dad con los respectivos certificados Médicos-Legal que exis-
ten en el expediente; c) que el accidente se debió a im-
prudencia del prevenido Emeterio Cuevas porque no red u. 
jo la velocidad o hizo cambiar de luces lo que correspondía 
hacer, por ser de noche cuando ocurrió el accidente y 
cuando se encontró con el otro vehículo manejado por -J.'eó-
filo Espinosa, en la esquina que forman las calles "Santo-
mé" y "Duarte" de la ciudad de Barahona; 

Considerando que en los hechos así establecidos se 
encuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
de golpes y heridas por imprudencia, ocasionados con el 
manejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 
lro., letra c, de la Ley 5771, de 1961, y sancionado por 
ese texto legal con la pena de seis meses a dos años de 
prisión y multa de cien a quinientos pesos, cuando las he-
ridas y los golpes produzcan enfermedad o imposibiliten pa-
ra el trabajo por más de veinte días; que, en consecuencia, 
al condenar la Corte a-qua al prevenido Emeterio Cuevas 
después de declararlo culpable, a diez pesos de multa, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, y revocando 
así el ordinal Quinto del fallo impugnado en lo que con-
cierne a este prevenido, por el cual se le había descargado 
en primera instancia, la Corte a-qua le aplicó una sanción 
ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella 
no contiene ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Emeterio Cuevas, contra la senten- 

• dictada en atribuciones correccionales por la Corte de 

telación de Barahona, en fecha 10 de noviembre de 1967, 

cuyo  dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 

pres
ente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago

-de  las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E.  Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiarna.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-

mánzar•— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qué 
certifico.— (Farmado): Ernesto Curiel hijo. 
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siguientes personas: Tomás Matos, Teófilo. Espi nosa 1) . 
rez, Santiago Novas, Ana Catrina Pichardcr, con golpe s o:«. 

 rables antes de diez días; Manuel Pérez Espinosa, con gol-
pes curables después de diez días y antes de veinte dí as' 

 

. 
Emeterio Cuevas, con golpes curables después de treinta 
días y antes de cuarenticinco días, y Julio Pérez Batista 
con lesiones de pronóstico reservado, todos de conformi-
dad con los respectivos certificados Médicos-Legal que exis 
ten en el expediente; c) que el accidente se debió a iny. 
prudencia del prevenido Emeterio Cuevas porque no redu-
jo la velocidad o hizo cambiar de luces lo que correspondía 
hacer, por ser de noche cuando ocurrió el accidente y 
cuando se encontró con el otro vehículo manejado por eó-
filo Espinosa, en la esquina que forman las calles "Santo-
mé" y "Duarte" de la ciudad de Barahona; 

Considerando que en los hechos así establecidos se 
encuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
de golpes y heridas por imprudencia, ocasionados con el 
manejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 
1ro., letra c, de la Ley 5771, de 1961, y sancionado por 
ese texto legal con la pena de seis meses a dos años de 
prisión y multa de cien a quinientos pesos, cuando las he-
ridas y los golpes produzcan enfermedad o imposibiliten pa-
ra el trabajo por más de veinte días; que, en consecuencia, 
al condenar la Corte a-qua al prevenido Emeterio Cuevas 
después de declararlo culpable, a diez pesos de multa, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, y revocando 
así el ordinal Quinto del fallo impugnado en lo que con-
cierne a este prevenido, por el cual se le había descargado 
en primera instancia, la Corte a-qua le aplicó una sanción 
ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella 
no contiene ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Emeterio Cuevas, contra la senten - 

BOLETIN JUDICIAL 	 2555 

„i a 
 dictada en atribuciones correccionales por la Corte de 
' 

 
Apelación de Barahona, en fecha 10 de noviembre de 1967, 

5r°  dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 

reser:te fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago 

-
de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E.  Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez.— Manuel A. Amiarna.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-

mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qué 
certifico.— (Farmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DE 1968  

 

Visto el escrito de casación firmado por el Dr. Rafael 
nichiez Saviñón, cédula No. 1290, serie lra., abogado de 
la recurrente, en el cual se invoca el medio que se indica 
más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 20, 43 y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 31. de agosto del 1966 el Colector de Aduanas de 
Santo Domingo, sometió a la acción de la Justicia a Ade-
laida Corporán por intento de contrabando; b) que en fe-
cha 9 de marzo del 1967 la Tercera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional regular-
mente apoderada por el Ministerio Público, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; c) que sobre 
el recurso de apelación del Procurador Fiscal del Distrito 
Nacional, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó 
una sentencia en fecha 10 de mayo del 1967, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en 
fecha 9 de marzo de 1967, por el Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Nacional, contra sentencia dictada en 
la misma fecha 9 de marzo de 1967, por la Tercera Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, la que contiene el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Se declara a la nombrada Adelaida Corpo-
rán, de generales que constan, no culpable del delito de 
tentativa de contrabando puesto a su cargo y en consecuen-
cia se descarga por falta de intención delictuosa; Segundo: 
Se ordena a las autoridades aduanales, la devolución y en-
trega a la nombrada Adelaida Corporán, de todas aquellas 
Pertenencias que le acuerda la Ley en razón de su larga 
residencia en la ciudad de New York; Tercero: Se ordena 
a las autoridades aduanales realizar la liquidación de todos 
aquellos efectos en exceso sujetos al pago del impuesto que 

  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de \ia_ 
corla, de fecha 7 de marzo de 1965 

 

         

  

Materia: Correccional 

      

  

Recurrente: Adelaida Corporán 
Abogado: Dr. Rafael Richiez Saviñón 

    

 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra. 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 15 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adelaida 
Corporán, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula No. 
35175, serie 1ra., domiciliada en la casa No. 178 de la ca-
lle Josefa Brea, de esta ciudad, contra la sentencia de la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 7 
de marzo del 1965, dictada en sus atribuciones correccio -
nales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DE 1968  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro d
e  tia. 

 corís, de fecha 7 de marzo de 1965 

Materia: Correccional 

Recurrente: Adelaida Corporán 
Abogado: Dr. Rafael Richiez Saviñón 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chttpani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 15 del mes de Noviembre de 1968. 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adelaida 
Corporán, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula No. 
35175, serie 1ra., domiciliada en la casa No. 178 de la ca-
lle Josefa Brea, de esta ciudad, contra la sentencia de la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 7 
de marzo del 1965, dictada en sus atribuciones correccio -
nales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el escrito de casación firmado por el Dr. Rafael 
Richiez Saviñón, cédula No. 1290, serie lra., abogado de 
la recurrente, en el cual se invoca el medio que se indica 
más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 20, 43 y 65 de la Ley Sobre 
procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 31 de agosto del 1966 el Colector de Aduanas de 
Santo Domingo, sometió a la acción de la Justicia a Ade-
laida Corporán por intento de contrabando; b) que en fe-
cha 9 de marzo del 1967 la Tercera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional regular-
mente apoderada por el Ministerio Público, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; c) que sobre 
el recurso de apelación del Procurador Fiscal del Distrito 
Nacional, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó 
una sentencia en fecha 10 de mayo del 1967, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en 
fecha 9 de marzo de 1967, por el Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Nacional, contra sentencia dictada en 
la misma fecha 9 de marzo de 1967, por la Tercera Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, la que contiene el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Se declara a la nombrada Adelaida Corpo-
rán, de generales que constan, no culpable del delito de 
tentativa de contrabando puesto a su cargo y en consecuen-
cia se descarga por falta de intención delictuosa; Segundo: 
Se ordena a las autoridades aduanales, la devolución y en-
trega a la nombrada Adelaida Corporán, de todas aquellas 
Pertenencias que le acuerda la Ley en razón de su larga 
residencia en la ciudad de New York; Tercero: Se ordena 
a las autoridades aduanales realizar la liquidación de todos 
aquellos efectos en exceso sujetos al pago del impuesto que 
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deberá pagar la nombrada Adelaida Corporán, que de 
 pagar los impuestos y derechos de ley, dichos objetos sean comisados de acuerdo a la Ley de la materia; Cuarto, Se 

declaran las costas de oficio"; por haberlo interpuesto 
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materia' e Segundo: Revoca en todas sus partes la antes expresada 
sentencia, y en consecuencia obrando por propia autoridad 
y contrario imperio, declara a la señora Adelaida Corpo_ 
rán, culpable de haber cometido el delito de tentativa de 
contrabando de efectos o mercancías qué debían pagar la 
cantidad de ocho mil ochocientos cincuenta y nueve pesos 
con cincuenta y nueve centavos (RD$8,859.59) de dere- 
chos e impuestos fiscales y la condena a sufrir un (1) .ies 
de prisión correccional y a pagar una multa de cuarenta 
y cuatro mil doscientos noventa y siete pesos con noventa 
y cinco centavos (RD$44,297.95); Tercero: Ordena el co-
miso de todas las mercancías y efectos tratados de introdu-
cir de contrabando al país; Cuarto: Condena a dicha seño-
ra Adelaida Corporán, al pago de las costas penales de am-
bas instancias"; d) que sobre el recurso de casación de Ade-
laida Corporán, la Suprema Corte de Justicia dictó en fe-
cha 4 de diciembre del 1967, una sentencia, cuyo dispositi-
vo dice así: "Primero: Casa la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, pronunciada en sus atribuciones 
correccionales, en fecha 10 de mayo del 1967, cuyo disposi-
tivo se copia en parte anterior del presente fallo en cuanto 
a la multa y al alcance del comiso y envía el asunto así de-
limitado ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís; Segundo: Rechaza en sus demás aspectos, el recurso 
de casación interpuesto por Adelaida Corporán contra la 
mencionada sentencia, y la condena al pago de las costas"; 
e) que la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
apoderada del envío ordenado por la Suprema Corte, dictó 
la sentencia incidental ahora impugnada, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial Na. 

ciorla l, contra sentencia dictada, en atribuciones correccio- 

nales 	fecha 9 de marzo de 1967, por la Tercera Cá 
,eb y  

mala penal del Juzgado de Primera Instancia del referi- 

d°
Distrito Judicial, que descargó a la inculpada Adelaida 

Corporán, del delito de tentativa de contrabando, por falta 
de intención delictuosa; ordenó a las autoridades aduana-
les, la devolución a la referida inculpada Adelaida Corpo-

rán, de todas aquellas pertenencias que le acuerda la ley, 
en razón de su larga residencia en la ciudad de New York 
de los Estados Unidos de América; ordenó asimismo a di-
chas autoriades aduanales, realizar la liquidación de todos 
aquellos efectos en exceso sujetos al pago del impuesto que 
deberá pagar la aludida inculpada y que de no pagar di-, 
chos impuestos y derechos de ley, los referidos objetoé sean 
comisados de acuerdo a la ley de la materia; y declaró las 
costas de oficio. Segundo: Rechaza, por improcedentes y 

mal fundadas, las conclusiones formuladas por la inculpada 
Adelaida Corporán, por mediación de sus abogados consti-
tuidos Doctores Rafael Richiez Saviñón y Manuel Castillo 
Corporán. Tercero: Ordena la continuación de la vista de 
la presente causa seguida a la nombrada Adelaida Corpo-
rán, inculpada del delito de violación a la Ley No. 3489 
(tentativa de contrabando), en perjuicio del Estado Domi-
nicano, y fija para su nuevo conocimiento el martes día 
dos (2) del mes de abril del año en curso, de 1968, a las 
nueve horas de la mañana. Cuarto: Ordena la citación de la 
lraesfecroisdtaasinculpada Adelaida Corporán y la de las personas 
que en el expediénte figuran como testigos. Quinto: Reserva 

Considerando, que en su escrito la recurrente invoca 
el siguiente medio de casación: "Violación por errónea apli-
cación de las reglas que rigen los poderes que correspon-
den a una Corte en materia correccional"; 

Considerando, que en el desenvolvimiento de su único 
medio, de casación, la recurrente alega, en síntesis, lo si-
guiente: que en materia correccional existe una relación 
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deberá pagar la nombrada Adelaida Corporán, que de  

r  pagar los impuestos y derechos de ley, dichos objetos sean 
comisados de acuerdo a la Ley de la materia; Cuarto: s o,- 

 declaran las costas de oficio"; por haberlo interpuesto  d - 
e  acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materi a . 

Segundo: Revoca en todas sus partes la antes expresad 
sentencia, y en consecuencia obrando por propia autoridad 
y contrario imperio, declara a la señora Adelaida Corpo. 
rán, culpable de haber cometido el delito de tentativa de 
contrabando de efectos o mercancías qué debían pagar la 
cantidad de ocho mil ochocientos cincuenta y nueve pesos 
con cincuenta y nueve centavos (RD$8,859.59) de dere-
chos e impuestos fiscales y la condena a sufrir un (1) .le s 

 de prisión correccional y a pagar una multa de cuarenta 
y cuatro mil doscientos noventa y siete pesos con noventa 
y cinco centavos (RD$44,297.95); Tercero: Ordena el co-
miso de todas las mercancías y efectos tratados de introdu-
cir de contrabando al país; Cuarto: Condena a dicha seño-
ra Adelaida Corporán, al pago de las costas penales de am-
bas instancias"; d) que sobre el recurso de casación de Ade-
laida Corporán, la Suprema Corte de Justicia dictó en fe-
cha 4 de diciembre del 1967, una sentencia, cuyo dispositi-
vo dice así: "Primero: Casa la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, pronunciada en sus atribuciones 
correccionales, en fecha 10 de mayo del 1967, cuyo disposi-
tivo se copia en parte anterior del presente fallo en cuanto 
a la multa y al alcance del comiso y envía el asunto así de-
limitado ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís; Segundo: Rechaza en sus demás aspectos, el recurso 
de casación interpuesto por Adelaida Corporán contra la 
mencionada sentencia, y la condena al pago de las costas"; 
e) que la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
apoderada del envío ordenado por la Suprema Corte, dictó 
la sentencia incidental ahora impugnada, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial Na• 
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l contra sentencia dictada, en atribuciones correccio-

nales Y en fecha ha 9 de marzo de 1967, por la Tercera Cá 

mara 

 del delito de tentativa de contrabando, por falta 

-  
- 	

penal del Juzgado de Primera Instancia del referi- 

do  Judicial, que descargó a la inculpada Adelaida 

c  de intención delictuosa; ordenó a las autoridades aduana-

les, la devolución a la referida inculpada Adelaida Corpo-
rán, de todas aquellas pertenencias que le acuerda la ley, 

en razón de su larga residencia en la ciudad de New York 

de los Estados Unidos de América; ordenó asimismo a di-
chas autoriades aduanales, realizar la liquidación de todos 
aquellos efectos en exceso sujetos al pago del impuesto que 
deberá pagar la aludida inculpada y que de no pagar di-
chos impuestos y derechos de ley, los referidos objetoá sean 
comisados de acuerdo a la ley de la materia; y declaró las 
costas de .oficio. Segundo: Rechaza, por improcedentes y 
mal fundadas, las conclusiones formuladas por la inculpada 
Adelaida Corporán, por mediación de sus abogados consti-
tuídos Doctores Rafael Richiez Saviñón y Manuel Castillo 
Corporán. Tercero: Ordena la continuación de la vista de 
la presente causa seguida a la nombrada Adelaida Corpo-
rán, inculpada del delito de violación a la Ley No. 3489 
(tentativa de contrabando), en perjuicio del Estado Domi-
nicano, y fija para su nuevo conocimiento el martes día 
dos (2) del mes de abril del año en curso, de 1968, a las 
nueve horas de la mañana. Cuarto: Ordena la citación de la 
referida inculpada Adelaida Corporán y la de las personas 
que en el expediente figuran como testigos. Quinto: Reserva 
las costas"; 

Considerando, que en su escrito la recurrente invoca 
el siguiente medio de casación: "Violación por errónea apli-
cación de las reglas que rigen los poderes que correspon-
den a una Corte en materia correccional"; 

Considerando, que en el desenvolvimiento de su único 
medio, de casación, la recurrente alega, en síntesis, lo si-
guiente: que en materia correccional existe una relación 
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necesaria de indivisibilidad entre la noción de culpabilidad 
y de responsabilidad del prevenido, y la sanción punitiva 
que 	va lo que 
que es una consecuencia de lo primero, tanto en  
refiere a la naturaleza de - la pena como a su gravedad. g See  
de este modo 1a•solución del proceso constituye un todo 
co e indivisible que no permite a los Jueces del envío, fren-
te a una casación parcial, diferenciar o distinguir lo que 

 está protegido por la autoridad de la cosa  juzgada de 
 aquello que no lo está; que los Jueces del fondo debieron 

proceder al examen completo del proceso y no declarar 
que su apoderamiento estaba limitado a determinar el al-
cance de la multa y el comiso aplicados a la recurr nte; 
pero 

Considerando que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "que tal como se desprende del fallo emi-
tido por la Suprema Corte de Justicia, el apoderamiento 
que le ha sido hecho a esta Corte se limita a la parte de la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pro-
nunciada en fecha 10 de mayo de 1967, que fue casada, es-
to es en cuanto a la multa y al alcance del comiso; que de 
ello se induce que ese envío así delimitado, en los aspectos 
que él encierra, esto es, la multa y el comiso, cualquier otra 
atribución que esta Corte pueda atribuirse viola la ley de 
apoderamiento y vicia en consecuencia su competencia"; 

Considerando, que contrariamente a los alegatos de la 
recurrente los Jueces del fondo no podían conocer acerca 
de la responsabilidad de la recurrente en el delito de con-
trabando de que fue inculpada, ya que como consecuencia 
de la casación parcial pronunciada por la sentencia de esta 
Suprema Corte de Justicia, de fecha 4 de diciembre del 
1967, ese punto adquirió la autoriad de la cosa juzgada por 
las razones que se expusieron en dicho fallo, y sólo estaba 
en aptitud de examinar y fallar el caso, tal como se indica 
en su dispositivo, "en cuanto a la multa y al alcance del 
comiso"; que en materia penal, como sucede también en 
materia civil, aunque el recurso de casación se refiera a 
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toda  la sentencia, si dicho recurso es reconocido fundado 

'o
bre ciertos puntos y mal fundado sobre otros, la casa-

5 ,0 no  alcanza sino a los primeros; que, por tanto, los 

Jueces del fondo procedieron correctamente al rechazar las 
conclusiones de la actual recurrente tendiente a que se 
conociera del caso en todos sus aspectos y no solamente en 

los  puntos limitados en la sentencia de casación; que, por 
tanto el medio único del recurso carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Adelaida Corporán, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
pronunciada en sus atribuciones correccionales, en fecha 7 

de marzo del 1968, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez — Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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necesaria de indivisibilidad entre la noción de culpabilidad 
y de responsabilidad del prevenido, y la sanción punitiva 
que es una consecuencia de lo primero, tanto en lo q uet 
refiere a la naturaleza de - la pena como a su gravedad. qu—e, 
de este modo la-solución del proceso constituye un todo ¡ i-
co co e indivisible que no permite a los Jueces del envío, f ren, 
te a una casación parcial, diferenciar o distinguir lo q ue 

 está protegido por la autoridad de la cosa juzgada de 
 aquello que no lo está; que los Jueces del fondo debieron 

proceder al examen completo del proceso y no declarar 
que su apoderamiento estaba limitado a determinar el al-
cance de la multa y el comiso aplicados a la recurr nte; 
pero 

Considerando que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "que tal como se desprende del fallo emi-
tido por la Suprema Corte de Justicia, el apoderamiento 
que le ha sido hecho a esta Corte se limita a la parte de la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pro-
nunciada en fecha 10 de mayo de 1967, que fue casada, es-
to es en cuanto a la multa y al alcance del comiso; que de 
ello se induce que ese envío así delimitado, en los aspectos 
que él encierra, esto es, la multa y el comiso, cualquier otra 
atribución que esta Corte pueda atribuirse viola la ley de 
apoderamiento y vicia en consecuencia su competencia"; 

Considerando, que contrariamente a los alegatos de la 
recurrente los Jueces del fondo no podían conocer acerca 
de la responsabilidad de la recurrente en el delito de con-
trabando de que fue inculpada, ya que como consecuencia 
de la casación parcial pronunciada por la sentencia de esta 
Suprema Corte de Justicia, de fecha 4 de diciembre del 
1967, ese punto adquirió la autoriad de la cosa juzgada por 
las razones que se expusieron en dicho fallo, y sólo estaba 
en aptitud de examinar y fallar el caso, tal como se indica 
en su dispositivo, "en cuanto a la multa y al alcance del 
comiso"; que en materia penal, como sucede también en 
materia civil, aunque el recurso de casación se refiera a 

toda  la  sentencia, si dicho recurso es reconocido fundado 

snbreno alcanza sino a los primeros; que, por tanto, los
rt  ciertos puntos y mal fundado sobre otros, la casa- 

ción 
 

jueces del fondo procedieron correctamente al rechazar las 

conclusiones de la actual recurrente tendiente a que se 

conociera del caso en todos sus aspectos y no solamente en 

los  puntos limitados en la sentencia de casación; que, por 

tanto el medio único del recurso carece de fundamento y 

debe ser desestimado; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Adelaida Corporán, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
pronunciada en sus atribuciones correccionales, en fecha 7 
de marzo del 1968, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez -- Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.  Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 19  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo en, 
fecha 15 de mayo de 1967 

Materia: Criminal 

Recurrente: Elpidio Acevedo Espinola y compartes 
Interviniente: Dario Apolinar Muñoz 

Abogado: Lic. Leoncio Ramos 

Dioc, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel Amiama, Francisco El-
pidio Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Noviembre de 
1968, años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública ,como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elpidio 
Acevedo Espínola, dominicano, mayor de edad, sin cédula, 
soltero, jornalero, domiciliado y residente en Rincón de Yu-
goa, La Vega, Leonte Gómez, dominicano, mayor de edad, 
soltero, natural de Moca, domiciliado en esta ciu-
dad, en la calle Charles Piet No. 28, cédula No. 8582, serie 
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edro Antonio Caba Coronado, dominicano, mayor de 
edad, soltero, jornalero, natural de Tavera Abajo, La Vega, 
domiciliado en la calle ,Presidente Vásquez No. 100 en el 
Ensanche Ozama, cédula No. 34726, serie 47, Marcelino 
Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 
52239, serie 1ra., obrero, natural de Guerra D. N., domi-
ciliado y residente en Manzano, Paraje Fundación, D. N., 
Felipe Caba Coronado, mayor de edad, soltero, obrero, na-
tural de Tavera Abajo, La Vega, cédula No. 26005, serie 
47, domiciliado y residente en la calle Presidente Vásquei 
No. 100, Ensanche Ozama, de esta ciudad, y Manuelico 
Fermín Muñoz, dominicano, mayor de edad, soltero, jor-
nalero, natural de la Sección Manzano, Paraje Fundación, 
D. N., cédula No. 3403, serie 68, domiciliado y residente 
en la Sección Manzano, contra la sentencia de fecha 15 
de mayo de 1967, dictada por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo en sus atribuciones criminales, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Leorcio Ramos, cédula No. 3450, serie 1ra.. 

abogado de Darío Apolinar Muñoz, dominicano, mayor de 
edad, casad:), comerciante, domiciliado y residente en la ca-
sa No. 1 de la Avenida Sara sota de la ciudad de Santo Do-
mingo, cédula No. 24120, serie 31, parte interviniente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, de fecha 26 de 
mayo de 1967, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Porfirio Chain Tuma, cédula No. 
124201, serie 25, abogado de los recurrentes, y en repre-
sentación de éstos, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Lic. 
Leoncio Ramos y depositado en la Suprema Corte de Jus-
ticia en fecha 11 de octubre de 1968; 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 1308  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Doming o , en. 
fecha 15 de mayo de 1967 

Materia: Criminal 

Recurrente: Elpidio Acevedo Espinola y compartes 
Interviniente: Darío Apolinar Muñoz 

Abogado: Lic. Leoncio Ramos 

Dior, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Noviembre de 
1968, años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública ,como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elpidio 
Acevedo Espínola, dominicano, mayor de edad, sin cédula , 

 soltero, jornalero, domiciliado y residente en Rincón de Yu-
goa, La Vega, Leonte Gómez, dominicano, mayor de edad. 
soltero, natural de Moca, domiciliado en esta ciu-
dad, en la calle Charles Piet No. 28, cédula No. 8582, serie 
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31
' 
 Pedro Antonio Caba Coronado, dominicano, mayor de 

edad, soltero, jornalero, natural de Tavera Abajo, La Vega, 
domiciliado en la calle Presidente Vásquez No. 100 en el 
Ensanche Ozama, cédula No. 34726, serie 47, Marcelino 
Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 
52239, serie lra., obrero, natural de Guerra D. N., domi-
ciliado y residente en Manzano, Paraje Fundación, D. N., 
Felipe Caba Coronado, mayor de edad, soltero, obrero, na-
tural de Tavera Abajo, La Vega, cédula No. 26005, serie 
47, domiciliado y residente en la calle Presidente Vásquei 
No. 100, Ensanche Ozama. de esta ciudad, y Manuelico 
Fermín Muñoz, dominicano, mayor de edad, soltero, jor-
nalero, natural de la Sección Manzano, Paraje Fundación, 
D. N., cédula No. 3403, serie 68, domiciliado y residente 
en la Sección Manzano, contra la sentencia de fecha 15 
de mayo de 1967, dictada por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo en sus atribuciones criminales, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Leorcio Ramos, cédula No. 3450, serie lra.. 

abogado de Darío ~linar Muñoz, dominicano, mayor de 
edad, casado, comerciante, domiciliado y residente en la ca-
sa No. 1 de la Avenida Sarasota de la ciudad de Santo Do-
mingo, cédula No. 24120, serie 31, parte interviniente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, de fecha 26 de 
mayo de 1967, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Porfirio Chain Tuma, cédula No. 
124201. serie 25, abogado de los recurrentes, y en repre-
sentación de éstos, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Lic. 
Leoncio Ramos y depositado en la Suprema Corte de Jus-
ticia en fecha 11 de octubre de 1968; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber  de  
liberado y vistos los artículos 17, 55, 67, 295, 296, 297 

- 463 del Código Penal; 215 dél Código de Procedimient o 
Criminal; 1382 del Código Civil, 22 de la Ley No. 688 je. 
1942; 1 de la Ley 603 de 1941; y 1 y 65 de la Ley sobre  
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con rry. 
tivo de la muerte violenta de Regino Muñoz Regalado, acae-
cida en esta ciudad el' día 15 de octubre de 1962, previo 
requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, el Magistrado Juez de Instrucción de la 
Segunda Circunscripción procedió a la instrucción de la 
sumaria correspondiente, y en fecha 11 de enero de 1963 
dictó una Providencia Calificativa, cuyo dispositivo dice 
así: "Resolvemos: Primero: Declarar, como al efecto decla-
ramos, que hay cargos suficientes para acusar a los nom-
brados Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio, Leonte Gó-
mez Olivares, Pedro Antonio Caba Coronado, Marcelino 
Martínez (a) Mosquito, Felipe Caba Coronado y Manueli-
co Fermín Muñoz, del crimen de asesinato, en perjuicio 
de quien en vida, se llamó Regino Muñoz Regalado, hecho 
previsto y penado por, los arts. 296, 297, 298 y 302 del Có-
digo Penal, Ocurrido en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, y del cual ha sido apoderada a una de las cámaras 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, pa-
ra los fines de ley. Segundo: Enviar, como al efecto Envia-
mos, por ante el Tribunal Criminal, a los mencionados acu-
sados, para que allí sean juzgados con arreglo a la ley—
Tercero: Ordenar, como al efecto Ordenamos, que las ac-
tuaciones de la instrucción y un estado de los documentos 
y objetos que han de obrar como pruebas, sean transmiti -
dos por nuestro Secretario, inmediatamente después de ex-
pirado el plazo del recurso de oposición de que es suscep -
tible esta providencia calificativa, al Magistrado Procura -
dor Fiscal del Distrito Nacional, para los fines de Ley.— 

Da 
da  por Nos, en nuestro Palacio de Justicia de Santo Do- 

. ng0  Capital de la República Dominicana, a los 11 días 
del mes de enero del año mil novecientos sesenta y tres; 
años 119Q de la Independencia y 1009  de la Restauración"; 
1) 1: Que regularmente apoderada del caso la Segunda Cáma-
ra  de lo Penal del mismo Juzgado, dictó en fecha 30 de oc-
t ubre  sentencia cuyo dispositivo figura inser-
to  e n d 

 el e 1967, 
 dela7  ahora impugnada; c) Que sobre recursos de 

los acusados, la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
dictó en fecha 17 de mayo de 1967, la sentencia ahora im-
pugnada cuyo -dispositivo dice así: "Falla: Primero: Decla-
ra regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos 
de apelación interpuestos por los acusados Elpidio Aceve-
do Espínola (a) Antonio. Leonte Gómez Olivares, Pedro 
Antonio Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) Mosqui-
to, Felipe Caba Coronado y Manuelico Fermín Muñoz, en 
fecha 6 de noviembre del año 1963, contra la sentencia dic-
tada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 30 de 
octubre del mismo año de 1963, que contiene el siguiente 
dispositivo: 'Falla: Primero: Declara regular y válida en 
la forma la constitución en parte civil hecha por el señor 
Darío Apolinar Muñoz, por conducto de su abogado cons-
tituído Lic. Leoncio Ramos, contra los acusados Elpidio 
Acevedo Espínola (a) Antonio, Leonte Gómez Olivares, Pe-
dro Antonio Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) Mos-
quito, Felipe Caba Coronado y Manuelico Fermín Muñoz; 
de generales que constan, acusados del crimen de Asesina-
to en la persona de quien en vida se llamó Regino Muñoz 
Regalado, Culpables del referido crimen y, en consecuen-
cia, se les condena a sufrir la _pena de Treinta Años de 
Trabajos Públicos cada uno: Tercero: Declara a los nomj 
tirados Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio, Pédro An-
tonio Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) Mosquito y 
Felipe Caba Coronado, de generales anotadas, acusados 
también del crimen de Asesinato en la persona de quieri 
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La Suprema Corte de Justicia, después de hab er dA_ 
liberado y vistos los artículos 17, 55, 67, 295, 296, 29 7 '-  

Y  463 del Código Penal; 215 del Código de Procedimiento 
Criminal; 1382 del Código Civil, 22 de la Ley No. 688 de. 
1942; 1 de la Ley 603 de 1941; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación: 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con rnr,_ 
tivo de la muerte violenta de Regino Muñoz Regalado, ac ae.. 
cida en esta ciudád el° día 15 de octubre de 1962, previo 
requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, el Magistrado Juez de Instrucción de la 
Segunda Circunscripción procedió a la  instrucción de la 
sumaria correspondiente, y en fecha 11 de enero de 1963 
dictó una Providencia Calificativa, cuyo dispositivo dice 
así: "Resolvemos: Primero: Declarar, como al efecto decla-
ramos, que hay cargos suficientes para acusar a los nom-
brados Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio, Leonte Gó-
mez Olivares, Pedro Antonio Caba Coronado, Marcelino 
Martínez (a) Mosquito, Felipe Caba Coronado y Manueli-
co Fermín Muñoz, del crimen de asesinato, en perjuicio 
de quien en vida, se llamó Regino Muñoz Regalado, hecho 
previsto y penado por los arts. 296, 297, 298 y 302 del Có-
digo Penal, Ocurrido en Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, y del cual ha sido apoderada a una de las cámaras 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, pa-
ra los fines de ley. Segundo: Enviar, como al efecto Envia-
mos, por ante el Tribunal Criminal, a los mencionados acu-
sados, para que allí sean juzgados con arreglo a la ley.—
Tercero: Ordenar, como al efecto Ordenamos, que las ac-
tuaciones de la instrucción y un estado de los documentos 
y objetos que han de obrar como pruebas, sean transmiti -
dos por nuestro Secretario, inmediatamente después de ex-
pirado el plazo del recurso de oposición de que es suscep-
tible esta providencia calificativa, al Magistrado Procura -
dor Fiscal del Distrito Nacional, para los fines de Ley- 
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a  por Nos, en nuestro Palacio de Justicia de Santo Do- 
lago,  Capital de la República Dominicana, a los 11 días 

:I mes de enero del año mil novecientos sesenta y tres; 
dos 119 de la Independencia y 100 9  de la Restauración"; 
i"))  Quo  regularmente apoderada del caso la Segunda Cáma-
ra Penal del mismo Juzgado, dictó en fecha 30 de oc-
tubre 

e 
de 1967, una sentencia cuyo dispositivo figura inser-

to en el de la ahora impugnada; c) Que sobre recursos de 
los acusados, la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
dictó en fecha 17 de mayo de 1967, la sentencia ahora im-
pugnada cuyo -dispositivo dice así: "Falla: Primero: Decla-
ra regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos 
de apelación interpuestos por los acusados Elpidio Aceve-
do Espínola (a) Antonio, Leonte Gómez Olivares, Pedro 
Antonio Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) Mosqui-
to, Felipe Caba Coronado y Manuelico Fermín Muñoz, en 
fecha 6 de noviembre del año 1963, contra la sentencia dic-
tada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 30 de 
octubre del mismo año de 1963, que contiene el siguiente 
dispositivo: 'Falla: Primero: Declara regular y válida en 
la forma la constitución en parte civil hecha por el señor 
Darío Apolinar Muñoz, por conducto de su abogado cons-
tituido Lic. Leoncio Ramos, contra los acusados Elpidio 
Acevedo Espínola (a) Antonio, Leonte Gómez Olivares, Pe-
dro Antonio Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) Mos-
quito, Felipe Caba Coronado y Manuelico Fermín Muñoz; 
de generales que constan, acusados del crimen de Asesina-
to en la persona de quien en vida se llamó Regino Muñoz 
Regalado, Culpables del referido crimen y, en consecuen-
cia, se les condena a sufrir la ,pena de Treinta Años de 
Trabajos Públicos cada uno: Tercero: Declara a los nom: 
brados Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio, Pédro An-
tonio Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) Mosquito y 
Felipe Caba Coronado, de generales anotadas, acusados 
también del crimen de Asesinato en la persona de quieri 
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en vida se llamó Regino Muñoz Regalado, culpables del D 
citado crimen, y, en consecuencia se les condena a su-frii, 
la pena de Veinte años de Trabajos Públicos cada uno aco  

' giendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto: c on
-  dena a los acusados Leonte Gómez Olivares, Pedro Antonio 

Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) Mosquito, Felipe 
Caba Coronado y Manuelico Fermín Muñoz, a pagar soli-
dariamente una indemnización de Treinta Mil Pesos oro  
(RD$30,000.00) en favor del señor Darío Apolinar Muñoz 
parte civil constituida, por los daños y perjuicios mora'es' 
y materiales sufridos por éste con motivo del crimen de 
que se trata, cometido por los precitados acusados; Qui j):  
Declara que la indemnización indicada en el ordinal ante-
rior sea ejecutada, en caso de insolvencia, con apremio cor-
poral; Sexto: Ordena la restitución del cuerpo del delito que 
figura en el expediente a su legítimo dueño señor Darío 
Apolinar Muñoz; Séptimo: Condena a dichos acusados al 
pago de las costas, tanto civiles como penales"; por haberlos 
interpuestos de acuerdo con las prescripciones legales que 
rigen la materia; Segundo: Anula la antes expresada sen-
tencia por vicio de forma; Tercero: Avoca el fondo de la 
causa, y obrando por propia autoridad, declara a los acu-
sados Leonte Gómez Olivares, Pedro Antonio Caba Coro-
nado, Marcelino Martínez (a) Mosquito, Felipe Caba Co-
ronado y Marcelino Fermín Muñoz, culpables de haber co-
metido el crimen de Asesinato en perjuicio de quien en vi-
da réspondía al nombre de Regino Muñoz Regalado y, en 
consecuencia, los condena a sufrir la pena de Veinte Años 
de Trabajos Públicos, a cada uno de dichos acusados aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto: De-
clara al acusado Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio, tam-
bién.  culpable de haber cometido el crimen de asesinato ,  
en perjuicio de la misma víctima Regino Muñoz Regala-
do, apreciando que obró con discernimiento, en el momento 
de haber cometido el heeho y en consecuencia se le conde-
na a sufrir la pena de Veinte (20) años de prisión, que de- 
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rá sufrir en una casa de corrección; Quinto: Condena 

a  tales acusados Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio, 
onte Gómez Olivares, Pedro Antonio Caba Coronado, 

Marcelino Martínez (a) Mosquito, Felipe Caba Coronado, y 
Manuelico Fermín Muñoz, al pago solidario de las costas 
penales de ambas instancias; Sexto: Declara regular la 
constitución en parte civil operada por el señor Darío Apo-
linar Muñoz, contra los acusados Leonte Gómez Olivares, 
Pedro Antonio Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) 
Nfosquito, Felipe Caba Coronado y Manuelico Fermín, Mu-
ñoz;  Séptimo: Condena a dichos acusados Leonte Gómez 
Olivares, Pedro Antonio Caba Coronado, Marcelino Mar-
tínez (a) Mosquito, Felipe Caba Coronado, y Manuelico 
Fermín Muñoz, al pago solidario de una indemnización de 
Treinta Mil Pesos Oro (RD$30,000.00) en favor de la par-
te civil constituida señor Darío Apolinar Muñoz, por los 
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por éste 
con motivo dele crimen cometido por los acusados ya cita-
dos, ordenando que en caso de insolvencia, sea compensa-
da dicha indemnización con apremio corporal, cuya dura-
ción no podrá ser más de dos años de prisión correccional; 
Octavo: Condena a los supra-indicados acusados a excep-
ción del nombrado Elpidio Acevedo Espínola (a) Anto-
nio, al pa:ro de las costas civiles de ambas instancias"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente administrados 
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dió por esta-
blecido: "1ro. que Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio 
era empleado en la casa de la víctima; 2do. que el sábado 
13 de octubre de 1962, a las 6 de la tarde mientras Aceve-
do Espínola pasaba por la calle Lope de Vega No. 91, por 
la fábrica de blocks propiedad del señor Benjamín Frías, 
los coacusados Leonte Gómez Olivares, sereno de dicha fá-
brica y los trabajadores de la misma, Pedro Antonio Coro-
nado, Marcelino Martínez (a) Mosquito, Felipe Caba Coro-
nado y Manuelico Fermín Muñoz, le preguntaron a Espíno- 

1 
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en vida se llamó Regino Muñoz Regalado, culpables del n
r  citado crimen, y, en consecuencia se les condena a so-frii, 

la pena de Veinte años de Trabajos Públicos cada uno ac -01 
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto:Con-
dena a los acusados Leonte Gómez Olivares, Pedro Antonio 
Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) Mosquito, Felipe 

 Caba Coronado y Manuelico Fermín Muñoz, a pagar soli-
dariamente una indemnización de Treinta Mil Pesos o ro 

 (RD$30,000.00) en favor del señor Darío Apolinar Muñoz, 
parte civil constituída, por los daños y perjuicios mora!es 
y materiales sufridos por éste con motivo del crimen de 
que se trata, cometido por los precitados acusados; Qui ¿n : 

 Declara que la indemnización indicada en el ordinal ante-
rior sea ejecutada, en caso de insolvencia, con apremio cor-
poral; Sexto: Ordena la restitución del cuerpo del delito que 
figura en el expediente a su legítimo dueño señor Darío 
Apolinar Muñoz; Séptimo: Condena a dichos acusados al 
pago de las costas, tanto civiles como penales"; por haberlos 
interpuestos de acuerdo con las prescripciones legales que 
rigen la materia; Segundo: Anula la antes expresada sen-
tencia por vicio de forma; Tercero: Avoca el fondo de la 
causa, y obrando por propia autoridad, declara a los acu-
sados Leonte Gómez Olivares, Pedro Antonio Caba Coro-
nado, Marcelino Martínez (a) Mosquito, Felipe Caba Co-
ronado y Marcelino Fermín Muñoz, culpables de haber co-
metido el crimen de Asesinato en perjuicio de quien en vi-
da réspondía al nombre de Regino Muñoz Regalado y, en 
consecuencia, los condena a sufrir la pena de Veinte Años 
de Trabajos Públicos, a cada uno de dichos acusados aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto: De -
clara al acusado Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio, tam-
bién .  culpable de haber cometido el crimen de asesinato, 
en perjuicio de la misma víctima Regino Muñoz Regala-
do, apreciando que obró con discernimiento, en el momento 
de haber cometido el hecho y en consecuencia se le conde-
na a sufrir la pena de Veinte (20) años de prisión, que de- 

verá sufrir en una casa de corrección; Quinto: Condena 
tales acusados Elpidio Acevedo Espínola (a) Antonio, 

avonte Gómez Olivares, Pedro Antonio Caba Coronado, 
Marcelino Martínez Mosquito, Felipe Caba Coronado, y 
Manuelico Fermín Muñoz, al pago solidario de las costas 
penales de ambas instancias; Sexto: Declara regular la 
constitución en parte civil operada por el señor Darío Apo-
linar Muñoz, contra los acusados Leonte Gómez Olivares, 
Pedro Antonio Caba Coronado, Marcelino Martínez (a) 
Mosquito, Felipe Caba Coronado y Manuelico Fermín, Mu-
ñoz; Séptimo: Condena a dichos acusados Leonte Gómez 
Olivares, Pedro Antonio Caba Coronado, Marcelino Mar-
tínez (a) Mosquito, Felipe Caba Coronado, y Manuelico 
Fermín Muñoz, al pago solidario de una indemnización de 
Treinta Mil Pesos Oro (RD$30,000.00) en favor de la par-
te civil constituída señor Darío Apolinar Muñoz, por los 
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por éste 
con motivo del crimen cometido por los acusados ya cita-
dos, ordenando que en caso de insolvencia, sea compensa- 
da dicha indemnización con apremio corporal, cuya dura- 
ción no podrá ser m:is de dos años de prisión correccional; 
Octavo: Condena a los supra-indicados acusados a excep- 
ción del nombrado Elpidio Acevedo Espínola (a) Anto- 
nio, al pago de las costas civiles de ambas instancias"; 

de! Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente administrados 
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dió por esta-
blecido: "1ro. que Elnidio Acevedo Espínola (a) Antonio 
era empleado en la casa de la víctima; 2do. que el sábado 
13 de octubre de 1962, a las 6 de la tarde mientras Aceve-
do Espínola pasaba por la calle Lope de Vega No. 91, por 
la fábrica de blocks propiedad del señor Benjamín Frías, 
los coacusados Leonte Gómez Olivares, sereno de dicha fá-
brica y los trabajadores de la misma, Pedro Antonio Coro-
nado, Marcelino Martínez (a) Mosquito, Felipe Caba Coro-
nado y Manuelico Fermín Muñoz, le preguntaron a Espíno- 
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la dónde trabajaba y éste le contestó que donde R egln. 
Muñoz Regalado y Leonte Gómez le dijo que no le co nv—e? 
nía trabajar allí porque ese hombre era homosexual, y Es- pínola

-- 
  le confirmó tal aseveración y por tal motivo él le 

ha -bía dado dos pescozones, interviniendo Manuelico Ferrnin 
Muñoz proponiéndole que "quitaran de en medio a Regin o 

 Muñoz Regalado, poniéndose de acuerdo todos los coacasa_ 
dos decidiendo que el domingo 14 de octubre de 1962 co-
meterían el crimen; 3ro. que este día domingo se reunie-
ron todos ellos en el Teatro Naco, a excepción de Espínolá 
que lo esperaba en la casa de Regino; que mientras se en-
contraban en dicho Teatro, vieron cuando Regino pasó en 
su carro acompañado de varios amigos, entonces api ove-
charon ese momento todos los acusados para dirigirse a la 
casa de Regino Muñoz en cuya marquesina lo esperaba El-
pidio Acevedo Espinola; oue tan pronto llegaron, le pre-
guntaron a éste si iban á cometer el hecho, a lo cual aquel 
contestó afirmativamente yendo todos a ocultarse para es-
perarlo que llegara, detrás de una pared y entre las hier-
bas del traspatio; que como a las siete de la noche llegó 
Regino a su casa y después que guardó su carro en el ga-
rage y se dirigía a entrar a su casa, el acusado Elpidio Ace-
vedo le dió tres palos por la nuca, seguido de los palos que 
le dió Leonte Gómez por la cabeza, así como Manuelico 
Fermín Muñoz, y todos los demás coacusados, hasta que lo 
ultimaron; luego Manuelico lo arrastró por la corbata has-
ta el patio, dejándolo encima de unas matas de batata, di-
rigiéndose todos a registrar la casa tanto en la planta de 
arriba como en la de abajo, desde donde se llevaron RD$19.- 
00 y ropa y prendas del occiso; 4to. que después de haber 
perpetrado tan horrendo crimen, se repartieron el dine-
ro y se desbandaron cada uno por rumbo distinto, Espínola 
Acevedo se fue para La Vega y los demás a la fábrica de 
Block donde trabajaban"; 

Considerando que en los hechos precedentemente esta-
blecidos se encuentran reunidos en los elementos constitu - 
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tíos del crimen de asesinato, previsto por los artículos 295, 
296 y 297 del Código Penal, y sancionado por el artículo 
302 del mismo Código, modificado por la Ley No. 64 de 
1942, con la pena de treinta años de trabajos públicos y 
con veinte años de trabajos públicos si se acogen circuns-
tancias atenuantes; que, en consecuencia, al condenar a los 
acusados recurrentes a veinte años de trabajos públicos, 
después de declararlos culpables, acogiendo circunstancias 
atenuantes, excepto Elpidio Acevedo, y avocado el fondo 
de la causa, después de haber anulado el fallo de primera 
instancia por vicio de forma, la Corte a-qua les aplicó una 
sanción ajustada a la ley, e hizo una correcta aplicación 
del artículo 215 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que el artículo 67 del Código Penal dis-
pone en cuanto a los menores: "Si el tribunal considera 
que ha obrado con discernimiento, las penas se pronuncia-
rán de modo siguiente: si ha incurrido en la pena de 30 
años de trabajos públicos o en la de trabajos públicos, se 
le condenará a prisión, que sufrirá en una casa de correc-
ción, durante veinte años a lo más, y, diez a lo menos. Si 
ha incurrido en las penas de detención o reclusión, se le 
condenará a encierro en una casa de corrección, durante un 
tiempo igual a la tercera parte por lo menos, y a la mitad 
por lo más, de aquel a que hubiera podido ser condenado, 
si hubiere sido mayor. En todos estos casos, podrá orde-
narse por la misma sentencia, que el condenado permanez-
ca bajo la vigilancia de la alta policía, durante un año a lo 
menos y cinco a lo más. Si ha incurrido en la pena de de-
gradación cívica, se le condenará a encierro, desde uno 
hasta cinco años, en una casa de corrección"; 

Considerando que al comprobar la Corte a-qua en 
cuanto al acusado Elpidio Acevedo Espínola, que de acuer-
do con su acta de nacimiento, su edad, en el momento de 
Perpetrar el crimen, estaba comprendida entre los 16 y 18 
años, pero que había obrado con discernimiento, lo cual 
había apreciado también, previo a la instrucción, el Tri- 
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302 del mismo Código, modificado por la Ley No. 64 de 
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con veinte años de trabajos públicos si se acogen circuns-
tancias atenuantes; que, en consecuencia, al condenar a los 
acusados recurrentes a veinte años de trabajos públicos, 
después de declararlos culpables, acogiendo circunstancias 
atenuantes, excepto Elpidio Acevedo, y avocado el fondo 
de la causa, después de haber anulado el fallo de primera 
instancia por vicio de forma, la Corte a-qua les aplicó una 
sanción ajustada a la ley, e hizo una correcta aplicación 
del artículo 215 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que el artículo 67 del Código Penal dis-
pone en cuanto a los menores: "Si el tribunal considera 
que ha obrado con discernimiento, las penas se pronuncia-
rán de modo siguiente: si ha incurrido en la pena de 30 
años de trabajos públicos o en la de trabajos públicos, se 
le condenará a prisión, que sufrirá en una casa de correc-
ción, durante veinte años a lo más, y, diez a lo menos. Si 
ha incurrido en las penas de detención o reclusión, se le 
condenará a encierro en una casa de corrección, durante un 
tiempo igual a la tercera parte por lo menos, y a la mitad 
por lo más, de aquel a que hubiera podido ser condenado, 
si hubiere sido mayor. En todos estos casos, podrá orde-
narse por la misma sentencia, que el condenado permanez-
ca bajo la vigilancia de la alta policía, durante un año a lo 
menos y cinco a lo más. Si ha incurrido en la pena de de-
gradación cívica, se le condenará a encierro, desde uno 
hasta cinco años, en una casa de corrección"; 

Considerando que al comprobar la Corte a-qua en 
cuanto al acusado Elpidio Acevedo Espínola, que de acuer-
do con su acta de nacimiento, su edad, en el momento de 
Perpetrar el crimen, estaba comprendida entre los 16 y 18 
años, pero que había obrado con discernimiento, lo cual 
había apreciado también, previo a la instrucción, el Tri- 
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bunal Tutelar, de Menores, y condenado a veinte años d e 
 prisión que deberá cumplir en una casa de corrección, hi-

zo una aplicación correcta del artículo 22 de la Ley 6 88 
 de 1942, que modifica la Ley No. 603, de 1941;
:  

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles: - 
que la Corte a-qua dio también por establecido que el cri-
men cometido por los recurrentes, había ocasionado a la 
parte civil constituida, daños y perjuicios morales y mate-
riales, los que apreció soberanamente y fijó en la suma d'e 

 treinta mil pesos; y al condenarlos a su pago, en favor 
de dicha parte civil constituida, hizo una correcta aplica-
ción del Artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés de los 
acusados recurrentes, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
te a Darío Apolinar Muñoz; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por Elpidio Acevedo Espínola, Leon-
te Gómez, Pedro Antonio Caba Coronado, Felipe Caba Co-
ronado y Manuelico Fermín Muñoz, contra la sentencia de 
fecha 15 de mayo de 1967, dictada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en sus atribuciones criminales, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presen-
te fallo; Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las 
costas penales y civiles, excepto en cuanto a estas últimas al 
acusado Elpidio Acevedo Espínola, por no haberlas pedido 
en cuanto a él el abogado de la parte interviniente. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen -
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Pere-
lió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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j,a presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ce/lores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado 3 . ira.  
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 30 du en err.  
de 1968 

Materia: Trabajo 

Recurrente: Antolín de la Cruz y compartes 
Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer R. y Dr. Abel Rodríg,ue7 

Orbe 

Recurrido: Fábrica de Cemento C. por A. 
Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la' 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 20 del mes de Noviembre de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antolín 
de la Cruz, cédula número 53875, serie Ira. Tiburcio Mañón, 
cédula número 211, serie 7, José A. Troncoso M., cédula 
número 9301, serie 3 Isaac Antonio Hernández, cédula No. 
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19775, serie 47, Juan Mañón Martínez, cédula No. 54974, 

serie Leovigildo Antonio Sánchez, cédula No. 51659,  ira. , 
 serie ira., Luis María Guerrero, G., cédula No. 11717, se-

rie 3, Luis García V., cédula No. 513, serie 18, Aurelio 
González Linares, cédula No. 74827, serie ira., Francisco 
Almánzar, cédula No. 53374, serie 1ra., Julián Guerrero, 
cédula No. 25354, serie lra., Raúl Angel Peña, cédula No. 
4566, serie 41, y Domingo Concepción, cédula No. 4218, 
serie 27, dominicanos, mayores de edad, domiciliados y re-
sidentes en esta ciudad, contra la sentencia de la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, de fecha 30 de enero de 1968, cuyo dispositivo 
se  copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Porfirio L. Balcácer R., cédula No. 58473, 

serie primera, por sí y en representación del Dr. Abel Ro-' 
dríguez del Orbe, cédula No. 27285, serie 56, abogados de 
los recurrentes en la lectura de sus conclusiones; 

11111 Oído al Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000, 
serie 1ra., abogado de la Fábrica de Cemento, C. por A., 
compañía constituida de acuerdo con las leyes de la Repú- 
blica, con su domicilio en la avenida Máximo Gómez, de es- 
ta ciudad, parte recurrida, en la lectura de sus conclu- 
siones; 
 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-

dos de los recürrentes. de fecha 13 de marzo de 1968, en el 
cual se invoca el medio que se indica más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la recurrida, de fecha 6 de junio de 1968; y el escrito 
de ampliación firmado por el abogado de la recurrida, de 
fecha 8 de octubre de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, 374 y 375 del Código de 
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serie lra., abogado de la Fábrica de Cemento, C. por A., 
compañía constituida de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica, con su domicilio en la avenida Máximo Gómez, de es-
ta ciudad, parte recurrida, en la lectura de sus conclu- 
siones;

1B0 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de los recurrentes, de fecha 13 de marzo de 1968, en el 
cual se invoca el medio que se indica más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la recurrida, de fecha 6 de junio de 1968; y el escrito 
de ampliación firmado por el abogado de la recurrida, de 
fecha 8 de octubre de 1968; , 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, 374 y 375 del Código de 

Dr. Abel Rodrígaez 

4 
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Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer R. y 
Orbe 

Recurrente: Antolín de la Cruz y compartes 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE 	196.5 
3411111 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado 
r '" 1/a 

Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
de 1968 	

elfo 

Materia: Trabajo 

Recurrido: Fábrica de Cemento C. por A. 
Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- wm. 
 ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel RailP 

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 20 del mes de Noviembre de 1968. 
años 1259 de la Independencia y 106 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antolín 
de la Cruz, cédula número 53875, serie lra. Tiburcio Marión, 
cédula número 211, serie 7, José A. Troncoso M., cédula 
número 9301, serie 3 Isaac Antonio Hernández, cédula No. 
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Trabajo; 141 del Código de Procedimiento Civil citado p or  
los recurrentes, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento ento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en do-
cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que  
con motivo de una reclamación por ante las autoridades la-
borales, que no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz de 
Trabajo de esta ciudad, dictó una sentencia en fecha 15 de 
septiembre de 1967, cuyo dispositivo dice así: "FALLA : 

 PRIMERO: Rechaza las conclusiones de la parte demanda. 
da, tanto principales como subsidiarias, por improcedentes 
y mal fundadas,, y acoge las de los demandantes por ser ,un-
tas reposar sobre base legal. SEGUNDO: Declara injusti-
ficados los despidos operados y resueltos los contratos de' 
trabajo existentes entre las partes, por culpa del patrono 
y con responsabilidad para el mismo. TERCERO: Condena 
a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., a pagar a 
los trabajadores demandantes, cuyos nombres figuran en 
cabeza dé la presente sentencia, los valores correspondien-
tes por concepto de Preaviso y Auxilio de Cesantía, de 
acuerdo al tiempo y salario indicados para cada uno de 
ellos en otra parte de esta misma sentencia; los valores 
correspondientes por concepto de proporción de vacaciones 
no disfrutadas ni pagadas, de acuerdo a la escala estableci-
da en el Convenio vigente en la empresa, así como el pago 
a cada uno de ellos, de los 3 meses de salario que acuerda 
el inciso 3ro. del artículo 84' del Código de Trabajo, todo 
calculado a base de sus salarios respectivos. CUARTO: Con-
dena a la Fábrica Dominicana de Cemento C. por A., a 
pagar un año de salario a los demandantes que al momen-
to del despido fungían como directivos del Sindicato de Tra-
bajadores de la Industria del Cemento Inc. QUINTO: Con 
dena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento con distracción de las 
mismas en provecho de los Doctores Porfirio L. Balcácer 
Rodríguez y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman 
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haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre las ape- 

riones interpuestas, la Cámara a-qua dictó la sentencia i  
lora  impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
gEwEIZO: Declara Regular y válido en cuanto a la forma 

e
1 recurso de apelación interpuesto por la Fábrica Domini-

cana de Cemento, C. por A., contra sentencia del Juzgado 
e Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 5 de 

septiembre del 1967, dictada en favor de Atilano Díaz, Pe-
dro Guzmán, Manuel Mena, Salvador Méndez, Juan J. Fer-
nández Díaz, Humberto Berroa, Pedro Martínez, Simeón 
Ortiz, Ramón Cruz Encarnación, Marcos A. del Rosario, 
Daniel Suero, Ramón Porfirio Rotestán, Lidio Cuello, Luis 
Henríquez Pichirilo, Luis Cruz Díaz, Luis Ruiz, Pedro- J. 
Méndez Segura, Joaquín Martínez Pizzinice, Pablo Rosa 
González, Manuel de Jesús Madrigal, José Dolores Duval L., 
Juan B. González, Ramón Hipólito Montilla, Raymundo Mo-
reno Torres, Rafael Tejeda, Luis G. Lazala de los Santos, 
Pedro Mara Sandoval, Natalio Mojicas, José Mercedes Gon-
zález, Juan Cordero González, Blas Martínez, Pedro de Js. 
Heredia, Sixto Martínez, Ramón Antonio Fernández Díaz, 
García, Eligio Gómez Reynoso, Antonio Gómez Rosario, 
Ulises Alcántara, Regalado González Domínguez, José Fran-
cisco Sánchez, Luis Figueroa, Miguel Vásquez y Vásquez, 
Domingo Abreu, Ondulio Díaz Sánchez, José Francisco 
Guzmán, Francisco José Núñez N., Domingo Paredes, Lo-
renzo Mercedes, Julio Antonio Pérez H., Rafael Saldaña, 
Rosendo Ant. Filpo E., Francisco Nicolás Núñez, Heriber-
to Beltré Vargas, Rafael Darío Gómez, Juan R. Fernández 
Pérez, Julio Antonio Pérez, Francisco Almánzar, Manuel 
Octavio Maríñez, Pedro Martínez Samora, Pedro Selno Ron-
dón, Blas Candelario, Javier González, Ovidio Martínez, Fe-
lipe Cárdena, Pascual Marte, Maximiliano Javier, Julio de 
la Cruz, Manuel Antonio Medrano, Rafael Ramón Bonilla, 
Aurelio González Linares, Paulino Pascual Bonilla, Demó-
filo Fernández Cruz, Francisco de Jesús, Francisco Pablo 
Marte O., Juan Bautista Mejía, Julio Suero García, Inocen- 
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Trabajo; 141 del Código de Procedimiento Civil citado poi 
los recurrentes, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimi ento 

 de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en do-

cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
 con motivo de una reclamación por ante las autoridades la_ 

borales, que no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz de 
Trabajo de esta ciudad, dictó una sentencia en fecha 15 de 
septiembre de 1967, cuyo dispositivo dice así: "FALLA : 

 PRIMERO: Rechaza las conclusiones de la parte demanda-
da, tanto principales como subsidiarias, por improcedentes 
y mal fundadas, y acoge las de los demandantes por ser ,us-
tas reposar sobre base legal. SEGUNDO: Declara injusti-
ficados los despidos operados y resueltos los contratos de' 
trabajo existentes entre las partes, por culpa del patrono 
y con responsabilidad para el mismo. TERCERO: Condena 
a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., a pagar a 
los trabajadores demandantes, cuyos nombres figuran en 
cabeza de la presente sentencia, los valores correspondien-
tes por concepto de Preaviso y Auxilio de Cesantía, de 
acuerdo al tiempo y salario indicados para cada uno de 
ellos en otra parte de esta misma sentencia; los valores 
correspondientes por concepto de proporción de vacaciones 
no disfrutadas ni pagadas, de acuerdo a la escala estableci-
da en el Convenio vigente en la empresa, así como el pago 
a cada uno de ellos, de los 3 meses de salario que acuerda 
el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo 
calculado a base de sus salarios respectivos. CUARTO: Con-
dena a la Fábrica Dominicana de Cemento C. por A., a 
pagar un año de salario a los demandantes que al momen-
to del despido fungían como directivos del Sindicato de Tra-
bajadores de la Industria del Cemento Inc. QUINTO: Con 
dena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento con distracción de las 
mismas en provecho de los Doctores Porfirio L. Balcácer 
Rodríguez y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman 

  

----- 
haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre las ape-

. 
la0n

es interpuestas, la Cámara a-qua dictó la sentencia 

ahora lora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
rgotERO: Declara Regular y válido en cuanto a la forma 

e l 
recurso de apelacilm interpuesto por la Fábrica Domini-

cana de Cemento, C por A., contra sentencia del Juzgado 
de  paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 5 de 
septiembre del 1967, dictada en favor de Atilano Díaz, Pe-
dro Guzmán, Manuel Mena, Salvador Méndez, Juan J. Fer-
nández Díaz, Humberto Berroa, Pedro Martínez, Simeón 
Ortiz, Ramón Cruz Encarnación, Marcos A. del Rosario, 
Daniel Suero, Ramón Porfirio Rotestán, Lidio Cuello, Luis 
Henríquez Pichirilo, Luis Cruz Díaz, Luis Ruiz, Pedro J. 
Méndez Segura, Joaquín Martínez Pizzinice, Pablo Rosa 
González, Manuel de Jesús Madrigal, José Dolores Duval L., 
Juan B. González, Ramón Hipólito Montilla, Raymundo Mo-
reno Torres, Rafael Tejeda, Luis G. Lazala de los Santos, 
Pedro Mara Sandoval, Natalio Mojicas, José Mercedes Gon-
zález, Juan Cordero González, Blas Martínez, Pedro de Js. 
Heredia, Sixto Martínez, Ramón Antonio Fernández Díaz, 
García, Eligio Gómez Reynoso, Antonio Gómez Rosario, 
Ulises Alcántara, Resalado González Domínguez, José Fran-
cisco Sánchez, Luis Figueroa, Miguel Vásquez y Vásquez, 
Domingo Abreu, Ondulio Díaz Sánchez, José Francisco 
Guzmán, Francisco José Núñez N., Domingo Paredes, Lo-
renzo Mercedes, Julio Antonio Pérez H., Rafael Saldaña, 
Rosendo Ant. Filpo E., Francisco Nicolás Núñez, Heriber-
to Beltré Vargas, Rafael Darío Gómez, Juan R. Fernández 
Pérez, Julio Antonio Pérez, Francisco Almánzar, Manuel 
Ocotavio Maríñez, Pedro Martínez Samora, Pedro Selno Ron-
dón, Blas Candelario, Javier González, Ovidio Martínez, Fe-
liPe Cárdena, Pascual Marte, Maximiliano Javier, Julio de 
la Cruz, Manuel Antonio Medrano, Rafael Ramón Bonilla, 
Aurelio González Linares, Paulino Pascual Bonilla, Demó-
fil Fernández Cruz, Francisco de Jesús, Francisco Pablo 
Marte O., Juan Bautista Mejía, Julio Suero García, "Macen- 
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cio Kelly, Sención Martínez Rodríguez, Pedro A. Machue, 
Máximo Decena, Juan Medina, Adolfo Javier, Darn ian de  
la Cruz, Gilberto de Paula, Mauricio Jorge, Julián Gu erre. 

 ro, Ramón Ánt. Almánzar, Héctor E. Carrasco, Rafael Az 
 tonio Antigua, Hugo Guarionex Bello, Agustín A. Pere; 

ra J., Félix Brazobán de la Cruz, Silvano Martínez, E u" 
 sebio Bello, Eduardo Pascual V., Vicente Uribe Vargas, Ro-

sario Belén de la Rosa, Antolín de la Cruz, Daniel L. Or-
tega, Justo M. Beato, Tiburcio Mañón, Máximo Aquino 
Raúl Logroño, Fernando A. Grano de Oro, Raúl René Lo-
groño, Orsilio Santos, Inocencio Cruz C., Bernaldo de Pau-
la, Manuel Uribe Pérez, Juan García, Balbino Sabala, 2le-
to Marte Séptimo, Francisco de la Rosa, Brígido Heredia 
Seimo, Alvaro José Arias Quiñones, Rafael R. Guerrero 
Sánchei, Domingo Matos Santana, Raulangel Peña, Do-
mingo Matos Puello, Tomás Peralta Mora, Victoriano Sel-
mo de Paula, Modesto Magallanes, Apolinar Castro, Ra-
món García Rodríguez, Hugo Payán Javier, Fermín Angel 
Félix, Eduardo Martínez, Isaac Antonio Fernández, Juan 
Mañón Martínez, Manuel Rodríguez López, Primitivo F., 
Ramón Winston Abreu, José Altagracia Maceo, Sergio A. 
Rodríguez, Enrique Velázquez, Máximo Bueno Inoa, Ran-
dolph R. Phipps de Pool, Martín Abreu de la Cruz, Miguel 
Angel Díaz, Miguel Angel Sánchez, Eusebia Rodríguez Vda. 
Cruz, José M. Centeno, Arlette Marchena de Coceo, Jesús 
Guzmán Mercedes, Miguel Sánchez, José Manuel Reynoso 
Santos, Domingo Antonio Concepción, Miguel Díaz, Car-
melo Puello, Casimiro Vásquez, Jesús de la Cruz D., Mi-
guel de la Hoz Polanco, Eugenio Noca, José Ant. de la 
Rosa, Nilo Antonio Martínez, Patria Margarita González, 
Luis Andrés Hernández, Hipólito Metz Santos, Persio Os-
valdo Gómez, José A. Troncoso Melo, Franklin Tomás So-
sa G., Pedro A. Carrasco G., Juan E. Toribio, Rafael Sán-
chez Medina, Manuel de Jesús Guerrero, Marino Belén, 
Luis María Guerrero. y Antonio Arias, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia; 

aouNDO: Relativamente al fondo confirma la sentencia 
impugnada con excepción de los beneficios que ella otorga 
al--  los señores Antolín de la Cruz, Tiburcio Mañón, José 

Antonio Troncoso Melo, Isaac Antonio Hernández, Juan 
Mañón Martínez, Leovigildo Antonio Sánchez, Luis María 
Guerrero, Luis García, Aurelio González Linares, Antonio 
Arias, Francisco Almánzar, Julina Guerrero, Raúl Angel 
peña  y Domingo Concepción P., con respecto a quienes 
Revoca en todas sus partes dicha sentencia impugnada y 
declara en cuanto a ellos justificado el despido y Resuelto 
el contrato sin responsabilidad para el patrono Fábrica Do-
minicana de Cemento, C. por A., TERCERO: Condena a la 
parte que sucumbe, Fábrica Dominicana de Cemento, C. por 
A., al pago de las costas del procedimiento, de conformi-
dad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 
de la Ley No. 302, del 18 de Junio de 1964, ordenando su 
distracción en provecho de. los Dres. Porfirio Balcácer Ro-
dríguez y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando a ue los recurrentes invocan en su memo-
rial el medio siguiente: "Falta de Base Legal; Desnaturali-
zación de los hechos, documentos y circunstancias de la 
causa; Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil"; 

Considerando que en el desarrollo de su único medio, 
los recurrentes alegan en síntesis, que la sentencia impug-
nada al eximir a la empresa recurrida de toda responsabi-
lidad por el despido de que fueron objeto ellos, desconoció 
el oficio No. 633 de fecha 30 de enero de 1967, del Di-
rector General de Trabajo, y sus anexos, donde la empre-
sa recurrida comunica el despido de los trabajadores que 
Participaron en la huelga, y donde aparecen incluidos los 
trabajadores recurrentes, excepto Antonio Arias, como des-
pedidos el 25 de enero de 1967; "En tal virtud, dicen los re-
currentes, al no ponderar el Juez a-quo el documento seña- 
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cio Kelly, Sención Martínez Rodríguez, Pedro A. Alach e, 
Máximo Decena, Juan Medina, Adolfo Javier, Damián n  de 

 la Cruz, Gilberto de Paula, Mauricio Jorge, Julián Guerre-
ro, Ramón Ánt. Almánzar, Héctor E. Carrasco, Rafael An-
tonio Antigua, Hugo Guarionex Bello, Agustín A. Pere; 
ra J., Félix Brazobán de la Cruz, Silvano Martínez, E u

- 
" 

sebio Bello, Eduardo Pascual V., Vicente Uribe Vargas, Ro-
sario Belén de la Rosa, Antolín de la Cruz, Daniel L. O r-
tega, Justo M. Beato, Tiburcio Mañón, Máximo Aquino 
Raúl Logroño, Fernando A. Grano de Oro, Raúl René L o

-groño, Orsilio Santos, Inocencio Cruz C., Bernaldo de Pau-
la, Manuel Uribe Pérez, Juan García, Balbino Sabala, •le-
to Marte Séptimo, Francisco de la Rosa, Brígido Heredia 
Seimo, Alvaro José Arias Quiñones, Rafael R. Guerrero 
Sánche, Domingo Matos Santana, Raulangel Peña, Do-
mingo Matos Puello, Tomás Peralta Mora, Victoriano Sel-
mo de Paula, Modesto Magallanes, Apolinar Castro, Ra-
món García Rodríguez, Hugo Payán Javier, Fermín Angel 
Félix, Eduardo Martínez, Isaac Antonio Fernández, Juan 
Mañón Martínez, Manuel Rodríguez López, Primitivo F., 
Ramón Winston Abreu, José Altagracia Maceo, Sergio A. 
Rodríguez, Enrique Velázquez, Máximo Bueno Inoa, Ran-
dolph R. Phipps de Pool, Martín Abreu de la Cruz, Miguel 
Angel Díaz, Miguel Angel Sánchez, Eusebia Rodríguez Vda. 
Cruz, José M. Centeno, Arlette Marchena de Coceo, Jesús 
Guzmán Mercedes, Miguel Sánchez, José Manuel Reynoso 
Santos, Domingo Antonio Concepción, Miguel Díaz, Car-
melo Puello, Casimiro Vásquez, Jesús de la Cruz D., Mi -
guel de la Hoz Polanco, Eugenio Noca, José Ant. de la 
Rosa, Nilo Antonio Martínez, Patria Margarita González, 
Luis Andrés Hernández, Hipólito Metz Santos, Persio Os-
valdo Gómez, José A. Troncoso Melo, Franklin Tomás So-
sa G., Pedro A. Carrasco G., Juan E. Toribio, Rafael Sán-
chez Medina, Manuel de Jesús Guerrero, Marino Belén, 
Luis María Guerrero. y Antonio Arias, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia; 

5EG~
°

Relativamente al fondo confirma la sentencia 
impugnada con excepción de los beneficios que ella otorga 

a  
i—los  señores Antolín de la Cruz, Tiburcio Mañón, José 
Antonio Troncoso Melo, Isaac Antonio Hernández, Juan 
Mañón Martínez, Leovigildo Antonio Sánchez, Luis María 
Guerrero, Luis García, Aurelio González Linares, Antonio 
Arias, Francisco Almánzar, Julina Guerrero, Raúl Angel 

Domingo Concepción P., con respecto a quienes 
gevoca y  oca en todas sus partes dicha sentencia impugnada y 
declara en cuanto a ellos justificado el despido y Resuelto 
el contrato sin responsabilidad para el patrono Fábrica Do-
minicana de Cemento, C. por A., TERCERO: Condena a la 
parte que sucumbe, Fábrica Dominicana de Cemento, C. por 
A., al pago de las costas del procedimiento, de conformi-
dad con los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 
de la Ley No. 302, del 18 de Junio de 1964, ordenando su 
distracción en provecho de.los Dres. Porfirio Balcácer Ro-
dríguez y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad"; 
, .y 

Considerando a ue los recurrentes invocan en su memo-
rial el medio siguiente: "Falta de Base Legal; Desnaturali-
zación de los hechos, documentos y circunstancias de la 
causa; Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil"; 

Considerando que en el desarrollo de su único medio, 
los recurrentes alegan en síntesis, que la sentencia impug-
nada al eximir a la empresa recurrida de toda responsabi-
lidad por el despido de que fueron objeto ellos, desconoció 
el oficio No. 633 de fecha 30 de enero de 1967, del Di-
rector General de Trabajo. y sus anexos, donde la empre-
sa recurrida comunica el despido de los trabajadores que 
Participaron en la huelga, y donde aparecen incluidos los 
trabajadores recurrentes, excepto Antonio Arias, como des-
pedidos el 25 de enero de 1967; "En tal virtud, dicen los re-
currentes, al no ponderar el Juez a-quo el documento seña- 
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lado, ha viciado su sentencia de falta de base legal, des 
turalizando así los documentos, hechos y circunstancias7 
la causa, por lo que la sentencia recurrida, en este asheet e 

,o debe ser casada"; 
Considerando que el examen del fallo impugnado reve-

la que el oficio y sus anexos a que se refieren los recta. 
rrentes no fueron ponderados; que tampoco el Juez a-qu e 

 ponderó si existían hechos de los enumerados en el artícu-
lo 78 del Código de Trabajo e invocados por la empresa, 
que justificasen o no el despido de los recurrentes; (1 1 e 

 por todo ello la sentencia impugnada debe ser casada por 
falta de base legal; 

Considerando que las costas podrán ser compens' 
cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en lo concerniente 
al interés de los recurrentes, la sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 30 de 
enero de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chinoani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. • 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

sfisTF,IVCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentenc i a  impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de ira. 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 30 de enero 
(te 1968 

Materia: Trabajo 

Recurrente: Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A. 

abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda 

Recurrido: Atilano Díaz y compartes 
Abogado: Dr. Abel Rodríguez del Orbe y Dr. Porfirio L. Balcácer R. 

Dios, patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-

nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Noviembre de 
1968, años 1259  de la Independencia y 106 9  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Fábri-
ca Dominicana de Cemento, C. por A., compañía constituí-
da de acuerdo con las leyes de la República, con su domici-
lio en la Avenida Máximo Gómez de esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado 
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lado, ha viciado su sentencia de falta de base legal, des  
turalizando así los documentos, hechos y circunstancias 
la causa, por lo que la sentencia recurrida, en este a e  sPeeto, debe ser casada"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado rev 
la que el oficio y sus anexos a que se refieren los recu. 
rrentes no fueron ponderados; que tampoco el Juez a. quo 

 ponderó si existían hechos de los enumerados en el artícu. 
lo 78 del Código de Trabajo e invocados por la empresa, 
que justificasen o no el despido de los recurrentes; que 
por todo ello la sentencia impugnada debe ser casada per  
falta de base legal; 

Considerando que las costas podrán ser compens as 
 cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en lo concerniente 
al interés de los recurrentes, la sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 30 de 
enero de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal; Segundo: Compensa las costas. 113 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del d:a, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

NTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de ira. 

Instancia del Distrito Nacional, de fecha 30 de enero 

de 1968 

Itateria: Trabajo 

gecurrente: Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A. 

Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda 

Recurrido: Atilano Díaz y compartes 

Abogado: Dr. Abel Rodriguez del Orbe y Dr. Porfirio L. Balcácer R. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Noviembre de 
1968, años 1259  de la Iiidependencia y 1069  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Fábri-
ca Dominicana de Cemento, C. por A., compañía constituí-
da de acuerdo con las leyes de la República, con su domici-
lio en la Avenida Máximo Gómez de esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado 



2580 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 2581 

de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fech
a 3r) 

 de enero de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante• 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000

. 
 serie ira., abogado de la recurrente, en la lectura de su 

conclusiones; 

Oído al Dr. Abel Rodríguez del Orbe, cédula N o 
 27285, serie 56, por sí y en representación del Dr. par. 

L. Balcácer R., cédula No. 58473, serie ira., aboga. 
dos de los recurridos, en la lectura de sus conclusiones: 
recurridos que son Atilano Díaz, cédula No. 16833, serie 
23, Pedro Guzmán, cédula No. 17532, serie 37, Manuel :4e. 
na, cédula No. 7280, serie 49, Salvador Méndez, cédula No. 
34439, serie 1, Juan J. Fernández Díaz, cédula No. 64328, 
serie 1, Humberto Berroa, cédula No. 52246, serie 1, Pe- 
dro Martínez, cédula No. 71205, serie 1, Simeón Ortiz, 
cédula No. 78072, serie 1, Ramón Cruz Encarnación, cédu- 
la No. 26480, serie 1, Marcos A. del Rosario, cédula No. 
60326, serie 1, Daniel Suero, cédula No. 19982, serie 18, 
Ramón Porfirio Rotestán, cédula No. 267, serie 38, Lidio 
Cuello, cédula No. 1836, serie 19, Luis Henríquez Pichi- 
rilo, cédula No. 24781, serie 33, Luis Cruz Díaz, cédula No. 
69651. serie 1, Luis Ruiz, cédula No. 81356, serie 1, Pedro 
J. MéndeZ Segura, cédula No. 65990, serie 1, Joaquín Mar- 
tínez Pizzinico, cédula No. 38113, serie 1, Pablo Rosa Gon- 
zález, cédula No. 99862, serie 1, Manuel de Jesús Madrigal, 
cédula No. 21671, serie 23, José Dolores Duval L., cédula 
No. 72200, serie 1, Juan B. González, cédula No. 17890, 
serie 12, Ramón Hipólito Montilla, cédula No. 752, se- 
rie 3, Raymundo Moreno Torres, cédula No. 131639, serie 
1, Rafael Tejeda, cédula No. 34049, serie 1, Luis G. La- 
zala de los Santos, cédula No. 11592, serie 12, Pedro Ma- 
ría Sandoval, cédula No. 18167, serie 47, Natalio Mojica, 
cédula No. 9393, serie 23, José Mercedes González, cédula 
No. 152, serie 79, Juan Cordero González, cédula No. 13144, 
serie 1, Blas Martínez, cédula No. 68756, serie 1, Pedro 

de  js. Heredia, cédula No. 65648, serie 1, Sixto Martínez, 

_mula  No. 2193, serie 7, Ramón Antonio Fernández Díaz 
_dula No. 10002, serie 48. Leovigildo Antonio Sánchez, 
cédula No. 51659, serie 1, José Benito Candelario, cédula 
No  58759, serie 1, Luis García, cédula No. 513, serie 18, 
Eligio Gómez Reynoso, cédula No. 7318, serie 48, Antonio 
Gómez Rosario, cédula No. 3958, serie 48, Ulises Alcán-
tara, cédula No. 6192, serie 12, Regalado González Do-

mínguez, cédula No. 7753. serie 32, José Francisco Sán-

chez, cédula No. 15373, serie 56, Luis Figueroa, cédula No. 
27802, serie 1, Miguel Vásquez y Vásquez, cédula No. 2885, 
serie 4, Domingo Abreu, cédula No. 1277, serie 73, Obdu-
lio Díaz Sánchez, cédula No. 6414, serie 13, José Francis-
co Guzmán, cédula No. 64827, serie 1, Francisco José Nú-
ñez 1V1., cédula No. 10314, serie 10, Domingo Paredes, cé-
dula No. 112593, serie 1, Lorenzo Mercedes, cédula No. 
48285, serie 1, Julio Antonio Pérez H., cédula No. 35905, 
serie 23, Rafael Saldaña, cédula No. 7255, serie 1, Rosendo 
Antonio Filpo E., cédula No. 41935, serie 31, Francisco Ni-
colás Núñez, cédula No. 11934, serie 1, Heriberto Beltré 
Vargas, cédula No. 7121, serie 31, Rafael Darío Gómez, cé-
dula No. 55908, serie 1, Juan R. Fernando Pérez, cédula 
No. 133481, serie 1, Julio Antonio Pérez, cédula No. 17359, 
serie 23, Francisco Almánzar, cédula No. 53374, serie 1, Ma-
nuel Octavio Maríñez, cédula No. 17083, serie 2, Pedro Mar-
tínez Samora, cédula No. 50079, serie 1, Pedro Selmo Ron-
dón, cédula No. 52073, serie 1, Blas Candelario, cédula No. 
1861, serie 7, Javier González, cédula No. 70134, serie 1, 
Ovidio Martínez, cédula No. 63842, serie 1, Felipe Gar-
dena, cédula No. 7504, serie 34, Pascual Marte, cédula No. 
11895, serie 3, Maximiliano Javier, cédula No. 375, serie 
9, Julio de la Cruz, cédula No. 50568, serie 1, Manuel Anto-
nio Medrano, cédula No. 110951, serie 1, Rafael Ramón 
Bonilla, cédula No. 469917, serie 31, Aurelio González 'Li-
nares, cédula No. 74827, serie 1, Paulino Pascual Bonilla, 
Cédula No. 82437, serie 1, Demofilo Fernández Cruz, cédula 
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zález, cédula No. 99862, serie 1, Manuel de Jesús Madrigal, 
cédula No. 21671, serie 23, José Dolores Duval L., cédula 
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1, Rafael Tejeda, cédula No. 34049, serie 1, Luis G. La-
zala de los Santos, cédula No. 11592, serie 12, Pedro Ma-
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Js.  Heredia, cédula No. 65648, serie 1, Sixto Martínez, 
cédula No. 2193, serie 7, Ramón Antonio Fernández Díaz 
cédula No. 10002, serie 48. Leovigildo Antonio Sánchez, 
cédula No. 51659, serie 1, José Benito Candelario, cédula 

/%10  58759, serie 1, Luis García, cédula No. 513, serie 18, 

~ygio 
Gómez Reynoso, cédula No. 7318, serie 48, Antonio 

Gómez Rosario, cédula No. 3958, serie 48, Ulises Alcán-
tara, cédula No. 6192, serie 12, Regalado González Do-
mínguez, cédula No. 7753, serie 32, José Francisco Sán-
chez, cédula No. 15373, serie 56, Luis Figueroa, cédula No. 
27802, serie 1, Miguel Vásquez y Vásquez, cédula No. 2885, 
serie 4, Domingo Abreu, cédula No. 1277, serie 73, Obdu-
lio Díaz Sánchez, cédula No. 6414, serie 13, José Francis-
co Guzmán, cédula No. 64827, serie 1, Francisco José Nú-
ñez M., cédula No. 10314, serie 10, Domingo Paredes, cé-
dula No. 112593, serie 1, Lorenzo Mercedes, cédula No. 
48285, serie 1, Julio Antonio Pérez H., cédula No. 35905, 
serie 23, Rafael Saldaña, cédula No. 7255, serie 1, Rosendo 
Antonio Filpo E., cédula No. 41935, serie 31, Francisco Ni-
colás Núñez, cédula No. 11934, serie 1, Heriberto Beltré 
Vargas, cédula No. 7121, serie 31, Rafael Darío Gómez, cé-
dula No. 55908, serie 1, Juan R. Fernando Pérez, cédula 
No. 133481, serie 1, Julio Antonio Pérez, cédula No. 17359, 
serie 23, Francisco Almánzar, cédula No. 53374, serie 1, Ma-
nuel Octavio Maríñez, cédula No. 17083, serie 2, Pedro Mar-
tínez Samora, cédula No. 50079, serie 1, Pedro Selmo Ron-
dón, cédula No. 52073, serie 1, Blas Candelario, cédula No. 
1861, serie 7, Javier González, cédula No. 70134, serie 1, 

Ovidio Martínez, cédula No. 63842, serie 1, Felipe Gar-
dena, cédula No. 7504, serie 34, Pascual Marte, cédula No. 
11895, serie 3, Maximiliano Javier, cédula No. 375, serie 
9, Julio de la Cruz, cédula No. 50568, serie 1, Manuel Anto-
nio Medrano, cédula No. 110951, serie 1, Rafael Ramón 
Bonilla, cédula No. 469917, serie 31, Aurelio González 'Li-
nares, cédula No. 74827, serie 1, Paulino Pascual Bonilla, 
¿Mula No. 82437, serie 1, Demofilo Fernández Cruz, cédula 
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No. 2900, serie 73, Francisco de Jesús, cédula No. 309 17 
 serie 1, Francisco Pablo Marte O., cédula No. 2182, serie' 

7, Juan Bautista Mejía, cédula No. 1610, serie 9, Julio Sue- 
ro García, cédula No. 80315, serie 1, Inocencio Kelly, cé-
dula No. 31026, serie 26, Sención Martínez Rodríguez Cédu. 
la No. 41079, serie 47, Pedro A. Machuca Sánchez, cédula 
No. 69133, serie 1, Máximo -Decena, cédula No. 79094, se. 
rie 1, Juan Medina, cédula No. 27885, serie 2, Adolfo Ja_ 
vier, cédula No. 2139, serie 9, Damián de la Cruz, cédula 
No. 2054, serie 7, Gilberto de Paula, cédula No. 74360, sf 
rie 1, Mauricio Jorge, cédula No. 21906, serie 31, Julián 
Gueri•ero, cédula No. 25354, serie 1, Ramón Antonio 1. 
mánzar, cédula No. 59049, serie 1, Héctor R. Carrasco. 
cédula No. 129955, serie 1. Rafael Antonio Antigua, cédula 
No. 11973, serie 55, Hugo Guarionex Bello, cédula No. 
32212, serie 56, Agustín A. Pereyra J., cédula No. 31113, 
serie 56, Félix Brazobán de la Cruz, cédula No. 49874, se-
rie 1, Silvano Martínez, cédula No. 70582, serie 1, Euse-
bio Bello, cédula No. 1297. serie 9, Eduardo Pascual y., 
cédula No. 115122, serie 1, Vicente Uribe Vargas, cédula 
No. 164, serie 83, Rosario Belén de la Rosa, cédula No. 
3937, serie 5, Antolín de la Cruz, cédula No. 53875, serie 
1, Daniel L. Ortega cédula No. 12525, serie 55, Justo M. 
Beato, cédula No. 34373, serie 31, Tiburcio Marión, cédula 
No. 211, serie 7, Máximo Aouino, cédula No. 76487, serie 
1, Raúl Logroño, cédula No. 8350, serie 1, Fernando A. 
Grano de Oro, cédula No. 79149, serie 1, Raúl René Lo-
groño, cédula No. 128738, serie 1, Orsilio Santos, cédula 
No. 11617, serie 2, Inocencio Cruz C., cédula No. 69394, 
serie 1, Bernaldo de Paula, cédula No. 1959, serie 9, Ma-
nuel Uribe Pérez, cédula No. 135, serie 89, Juan García. 
cédula No. 22978, serie 56, Balbino Sabala, cédula No. 4465, 
serie 11, Cleto Marte Séptimo, cédula No. 62170, serie 1,2e 
Francisco de la Rosa, cédula No. 82622, serie 1, Brígido 
Heredia Selmo, cédula No. 75278, serie 1, Alvaro José Arias 
Quiñones, cédula No. 126344, serie 1, Rafael R. Guerrero 

sanchez, cédula No. 82646. serie 1, Domingo Matos Santa-
a, cédula No. 112246, serie 1, Raúl Angel Peña, cédula 

Zo'  4566, serie 41, Domingo Matos Puello, cédula No. 18244, 
,erie 18, Tomás Peralta Mora, cédula No. 102568, serie 1, 
Victoriano Selmo de Paula, cédula No. 70839, serie 1, Mo-
desto Magallanes, cédula No. 1915, serie 7, Apolinar Cas-
n.o, cédula No. 24183, serie 1, Ramón García Rodríguez, cé-
dula No. 19451, serie 23, Hugo Payán Javier, cédula No. 
49852, serie 1, Fermín Angel Félix, cédula No. 27141, se-
rie 47, Eduardo Martínez, cédula No. 287, serie 83, Isaac 
Antonio Hernández, cédula No. 19775, serie 47, Juan Ma-
ñón Martínez, cédula No. 54974, serie 1, Manuel Rodrí-
guez López, cédula No. 21218, serie 31, Primitivo Castillo 
F., cédula No. 100502, serie 1, Ramón Winston Abreu, cé-
dula No. 105720, serie 1, José Altagracia Maceo, cédula 
No. 27310, serie 2, Sergio A. Rodríguez, cédula No. 59185, 
serie 1, Enrique Velázquez, cédula No. 39968, serie 31, 
Máximo Bueno Inoa, cédula No. 53325, serie 31, Randolph 
R. Phipps de Pool, cédula No. 68961, serie 1, Martín Abreu, 
de la Cruz, cédula No. 4929, serie 44, Miguel Angel Díaz, 
cédula No. 84469, serie 1, Miguel Angel Sánchez, cédula 
No. 113081, serie, Eusebia Rodríguez Vda. Cruz, cédula 
No. 134, serie 73, José M. Centeno, cédula No. 117372, se-
rie 1, Arlette Marchena de Cocco, cédula No. 89831, se-
rie 1, Jesús Guzmán Mercedes, cédula No. 108702, serie 1, 
Miguel Sánchez, cédula No. 25426, serie 31, José Manuel 
Reynoso Santos, cédula No. 123, serie 37, Domingo Anto-
nio Concepción, cédúla No. 4218, serie 27, Miguel Díaz, cé-
dula No. 5514, serie 10, Carmelo Puello, cédula No. 19572, 
'erie 10, Casimiro Vásquez, cédula No. 57930, serie 1, Je-
1:is de la Cruz B., cédula No. 2125, serie 7, Miguel de la 

Hoz Polanco, cédula No. 2429, serie 65, Eugenio Nova, 
cédula No. 2492, serie 19, José Ahtonio de la Rosa, cédula 
No. 12218, serie 37, Nilo Antonio Martínez, cédula No. 
64452, serie 1, Patria Margarita González, cédula No. 
115300, serie 1, Luis Andrés Hernández, cédula No. 72890, 
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cédula No. 22978, serie 56, Balbino Sabala, cédula No. 4465, 
serie 11, Cleto Marte Séptimo, cédula No. 62170, serie 14. 
Francisco de la Rosa, cédula No. 82622, serie 1, Brígido 
Heredia Selmo, cédula No. 75278, serie 1, Alvaro José Arias 
Quiñones, cédula No. 126344, serie 1, Rafael R. Guerrero 
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49852, serie 1, Fermín Angel Félix, cédula No. 27141, se-
rie 47, Eduardo Martínez, cédula No. 287, serie 83, Isaac 
Antonio Hernández, cédula No. 19775, serie 47, Juan Ma-
ñón Martínez, cédula No. 54974, serie 1, Manuel Rodrí-
guez López, cédula No. 21218, serie 31, Primitivo Castillo 
F., cédula No. 100502, serie 1, Ramón Winston Abreu, cé-
dula No. 105720, serie 1, José Altagracia Maceo, cédula 
No. 27310, serie 2, Sergio A. Rodríguez, cédula No. 59185, 
serie 1, Enrique Velázquez, cédula No. 39968, serie 31, 
Máximo Bueno Inoa, cédula No. 53325, serie 31, Randolph 
R. Phipps de Pool, cédula No. 68961, serie 1, Martín Abreu, 
de la Cruz, cédula No. 4929, serie 44, Miguel Angel Díaz, 
cédula No. 84469, serie 1, Miguel Angel Sánchez, cédula 
No. 113081, serie, Eusebia Rodríguez Vda. Cruz, cédula 
No. 134, serie 73, José M. Centeno, cédula No. 117372, se-
rie 1, Arlette Marchena de Coceo, cédula No. 89831, se-
rie 1, Jesús Guzmán Mercedes, cédula No. 108702, serie 1, 
Miguel Sánchez, cédula No. 25426, serie 31, José Manuel 
Reynoso Santos, cédula No. 123, serie 37, Domingo Anto-
nio Concepción, cédúla No. 4218, serie 27, Miguel Díaz, cé-
dula No. 5514, serie 10, Carmelo Puello, cédula No. 19572, 
serie 10, Casimiro Vásquez, cédula No. 57930, serie 1, Je-
sús de la Cruz B., cédula No. 2125, serie 7, Miguel de la 
Hoz Polanco, cédula No. 2429, serie 65, Eugenio N9va, 
cédula No. 2492, serie 19, José Antonio de la Rosa, cédula 
No. 12218, serie 37, Nilo Antonio Martínez, cédula No. 
64452, serie 1, Patria Margarita González, cédula No. 
1 15300, serie 1, Luis Andrés Hernández, cédula No. 72890, 
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serie 1, Hilólito Metz Santos, cédula No. 20492, se rie 56 
 Persio Osvaldo Gómez, cédula No. 56523, serie 1, José A' 

Troncoso Melo, cédula No. 9301, serie 3, Franklin Tomás. 
Sosa G., cédula No. 67302. serie 1, Pedro A. Carrasco G 
cédula No. 4096, serie 44, Juan E. Toribio, cédula No. 6877' 
serie 34, Rafael Sánchez Medina, cédula No. 70176, se rie' 
1, Manuel de Js. Guerrero, cédula No. 15803, serie 3, Ma.. 
rino Belén, cédula No. 12842, serie 1, Luis María Guerrer o 

 cédula No. 11717, serle 3, y Antonio Arias, cédula No. 
31554, serie 1; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 5 de febrero de 1968, en 
el cual se invocan los medios de casación que más adelante 
se indicarán; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados en fecha 29 de febrero de 1968; 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y de 
los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, ordinal 11, letra d) de la 
Constitución de la República; 39, 49, 77, 78 ordinales 11, 
12, 13, 19 y 21; 84, 368, 373, 374, 375, 377, 378, 379 y 640 
del Código de Trabajo; Ley No. 5915 de 1962, que regula 
las Huelgas; 5 y 6 del Código Civil, citados por la recu-
rrente; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación por ante las autoridades 
laborales que no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz 
de Trabajo de esta ciudad, dictó una sentencia en fecha 5  

de septiembre de 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falkt: 
?rimero: Rechaza las conclusiones de la parte demandada, 

inta toanif  
fundadas, 	

como subsidiarias, por improcedentes y 
, y acoge las de los demandantes por ser jus-

tas  y reposar sobre base legal. Segundo: Declara injustifi-
cados  los despidos operados y resueltos los contratos de 
trabajo existentes entre las partes, por culpa del patrono 
y con responsabilidad para el mismo. Tercero: Condena a 
la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., a pagar a los 
trabajadores demandantes, cuyos nombres figuran en cabe-
za de la presente sentencia, los valores correspondientes por 
concepto de Preaviso y Auxilio de Cesantía, de acuerdo 
al tiempo y al salario indicados para cada uno de ellos en 
otra parte de esta misma sentencia; los valores correspon-
dientes por concepto de proporción de vacaciones no dis-
frutadas ni pagadas, de acuerdo a la 'escala establecida en 
el Convenio vigente en la empresa, así como al pago a ca-
da uno de ellos, de los 3 meses de salario que acuerda el 
inciso 3m. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo 
calculado a base de sus salarios respectivos. Cuarto: Con-
dena a la Fábrica DominIcana de Cemento, C. por A., a 
pagar un año de salario a los demandantes que al momen-
to del despido fungían como directivos del Sindicato de 
Trabajadores de la Industria del Cemento Inc. Quinto: Con-
dena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento, con distracción de 
las mismas en provecho de los Doctores Porfirio L. Balcá-
cer Rodríguez y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre las 
apelaciones interpuesta, la Cámara a-qua dictó la senten-
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por la Fábrica Do-
minicana de Cemento, C. por A., contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 
5 de septiembre del 1967, dictada en favor de Atilano Díaz, 
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Persio Osvaldo Gómez, cédula No. 56523, serie 1, José A' 
Troncoso Melo, cédula No. 9301, serie 3, Franklin Tomás. 

 Sosa G., cédula No. 67302. serie 1, Pedro A. Carrasco G 
cédula No. 4096, serie 44, Juan E. Toribio, cédula No. 6877' 
serie 34, Rafael Sánchez Medina, cédula No. 70176, se rie 
1, Manuel de Js. Guerrero, cédula No. 15803, serie 3, Ma-
rino Belén, cédula No. 12842, serie 1, Luis María Guerrero 
cédula No. 11717, serle 3, y Antonio Arias, cédula No. 
31554, serie 1; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 5 de febrero de 1968, en 
el cual se invocan los medios de casación que más adelante 
se indicarán; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados en fecha 29 de febrero de 1968; 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y de 
los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, ordinal 11, letra d) de la 
Constitución de la República; 39, 49, 77, 78 ordinales 11, 
12, 13, 19 y 21; 84, 368, 373, 374, 375, 377, 378, 379 y 640 
del Código de Trabajo; Ley No. 5915 de 1962, que regula 
las Huelgas; 5 y 6 del Código Civil, citados por la recu-
rrente; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; ,1112 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación por ante las autoridades 
laborales que no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz 
de Trabajo de esta ciudad, dictó una sentencia en fecha 5  

de septiembre de 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Friolero: Rechaza las conclusiones de la parte demandada, 

y acoge las de los demandantes por ser jus- 
taanitofu  

pnrdinadcat, 
les como subsidiarias, por improcedentes y rn  

reposar sobre base legal. Segundo: Declara injustifi-
cados los despidos operados y resueltos los contratos de 
trabajo existentes entre las partes, por culpa del patrono 
y con responsabilidad para el mismo. Tercero: Condena a 
la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., a pagar a los 
trabajadores demandantes, cuyos nombres figuran en cabe-
za de la presente sentencia, los valores correspondientes por 
concepto de Preaviso y Auxilio de Cesantía, de acuerdo 
al tiempo y al salario indicados para cada uno de ellos en 
otra parte de esta misma sentencia; los valores correspon-
dientes por concepto de proporción de vacaciones no dis-
frutadas ni pagadas, de acuerdo a la 'escala establecida en 
el Convenio vigente en la empresa, así como al pago a ca-
da uno de ellos, de los 3 meses de salario que acuerda el 
inciso 3no. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo 
calculado a base de sus salarios respectivos. Cuarto: Con-
dena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., a 
pagar un año de salario a los demandantes que al momen-
to del despido fungían como directivos del Sindicato de 
Trabajadores de la Industria del Cemento Inc. Quinto: Con-
dena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento, con distracción de 
las mismas en provecho de los Doctores Porfirio L. Balcá-
cer Rodríguez y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre las 
apelaciones interpuesta, la Cámara a-qua dictó la senten-
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por la Fábrica Do-
minicana de Cemento, C. por A., contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 
5 de septiembre del 1967, dictada en favor de Atilano Díaz, 
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Pedro Guzmán, Manuel Mena, Salvador Méndez, Juan j 
Fernández Díaz, Humberto Berroa, Pedro Martínez, si rrieó  • 
Ortiz, Ramón Cruz Encarnación, Marcos A. del Rosario, Da-
niel Suero, Ramón Porfirio Rotestán, Lidio Cuello, L oii 
Henríquez Pichirilo, Luis Cruz Díaz, Luis Ruiz, Ped ro j 

 Méndez Segura, Joaquin Martínez Pizzinico, Pablo Rosa 
González, Manuel de Jesús Madrigal, José Dolores Duval L. 
Juan B. González, Ramón Hipólito Montilla, RaYmundo  
Moreno Torres, Rafael Tejeda, Luis G. Lazala de los San. 
tos, Pedro Mara Sandoval, Natalio Mojica, José Mercedes 
González, Juan Cordero González, Blas Martínez, Pedro 
de Js. Heredia, Sixto Martínez, Ramón Antonio Fernár ez 
Díaz, Leovigildo Ant. Sánchez, José Benito Candelario, 
Luis García, Eligio Gómez Reynoso, Antonio Gómez Rosa-
rio, Ulises Alcántara, Regalado González Domínguez, José 
Francisco Sánchez, Luis Figueroa, Miguel Vásquez y Vás-
quez, Domingo Abreu, Obdulio Díaz Sánchez, José Francs-
co Guzmán, Francisco José Núñez M., Domingo Paredes, 
Lorenzo Mercedes, Julio Antonio Pérez H., Rafael Salda-
ña, Rosendo Ant. Filpo E., Francisco Nicolás Núñez, Heri-
berto Beltré Vargas, Rafael Darío Gómez, Juan R. Fernán-
dez Pérez, Julio Antonio Pérez, Francisco Almánzar, Ma-
nuel Octavio Maríñez, Pedro Martínez Samora, Pedro Sel-
mo Rondón, Blas Candelario, Javier González, Ovidio Mar-
tínez, Felipe Cárdena, Pascual Marte, Maximiliano Javier, 
Julio de la Cruz, Manuel Antonio Medrano, Rafael Ramón 
Bonilla, Aurelio González Linares, Paulino Pascual Bonilla, 
Demófilo Fernández Cruz, Francisco de Jesús, Francisco 
Pablo Marte O., Juan Bautista Mejía, Julio Suero García, 
Inocencio Kelly, Sención Martínez Rodríguez, Pedro A. Ma-
chuca, Máximo Decena, Juan Medina, Adolfo Javier, Da-
mián de la Cruz, Gilberto de Paula, Mauricio Jorge, Julián 
Guerrero, Ramón Ant. Almánzar, Héctor R. Carrasco, Ra-
fael Antonio Antigua, Hugo Guarionex Bello, Agustín A. 
Pereyra J., Félix Brazobán de la Cruz, Silvano Martínez, 
Eusebio Bello, Eduardo Pascual V., Vicente Uribe Vargas, 

Rosario Belén de la Rosa, Antolín de la Cruz, Daniel L.  
ortega, Justo M. Beato, Tiburcio Mañón, Máximo Aquino, 
Baúl Logroño, Fernando A. Grano de Oro, Raúl René Lo- 

' 

Orsilio Santos, Inocencio Cruz C., Bernaldo de Pau-
la, Uribe Pérez, Juan García, Balbino Sabala, Cle-
to Marte Séptimo, Francisco de la Rosa, Brígido Heredia 
Seimo, Alvaro José Arias Quiñones, Rafael R. Guerrero 
Sánchez, Domingo Matos Santana, Raúl Angel Peña, Do-
mingo Matos Puello, Tomás Peralta Mora, Victoriano Sel-
mo de Paula, Modesto Magallanes, Apolinar Castro, Ra-
món García Rodríguez, Hugo Payán Javier, Fermín Angel 
Feliz, Eduardo Martínez, Isaac Antonio Hernández, Juan 
Mañón Martínez, Manuel Rodríguez López, Primitivo Cas-
tillo F., Ramón Winston Abreu, José Altagracia Maceo, 
Sergio A. Rodríguez, Enrique Velázquez, Máximo Bueno 
Inoa, Randolph R. Phipps de Pool, Martín Abreu de la 
Cruz, Miguel Angel Díaz, Miguel Angel Sánchez, Eusebia 
Rodríguez Vda. Cruz, José M. Centeno, Arlette Marchena 
de Coceo, Jesús Guzmán Mercedes, Miguel Sánchez, José 
Manuel Reynoso Santos, Domingo Antonio Concepción, Mi-
guel Díaz, Carmelo Puello, Casimiro Vásquez, Jesús de la 
Cruz B., Miguel de la Hoz Polanco, Eugenio Nova, Joséé 
Cruz B. Miguel de la Hoz Polanco, Eugenio Nova, José An-
tonio de la Rosa, Nilo Antonio Martínez, Patria Margarita 
González, Luis Andrés Hernández, Hipólito Metz Santos, 
Persio Osvaldo Gómez," José A. Troncoso Melo, Franklin 
Tomás Sosa G., Pedro A. Guerrero, Marino Belén, Luis 
María Guerrero, y Antonio Arias, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior de esta misma sentencia: Segundo: 
Relativamente al fondo confirma la sentencia impugnada 
con excepción de los beneficios que ella otorga a los seño-
res Antolín de la Cruz, Tiburcio Mañón José Antonio Tron-
coso Melo, Isaac Antonio Hernández, Juan Mañón Martínez, 
Leovigildo Antonio Sánchez, Luis María Guerrero, Luis 
García, Aurelio González Linares, Antonio Arias, Francis-
co Almánzar, Juliana Guerrero, Raúl Angel Peña y Do- 

4, 
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Pedro Guzmán, Manuel Mena, Salvador Méndez, J uan j 
 Fernández Díaz, Humberto Berroa, Pedro Martínez, simeón.  

Ortiz, Ramón Cruz Encarnación, Marcos A. del Rosario, t) -a «  Da- 
niel Suero, Ramón Porfirio Rotestán, Lidio Cuello, Luis 
Henríquez Pichirilo, Luis Cruz Díaz, Luis Ruiz, Ped ro j 

 Méndez Segura, Joaquín Martínez Pizzinico, Pablo Rosa 
González, Manuel de Jesús Madrigal, José Dolores Duval L., 
Juan B. González, Ramón Hipólito Montilla, Rayrnund o 

 Moreno Torres, Rafael Tejeda, Luis G. Lazala de los San_ 
tos, Pedro Mara Sandoval, Natalio Mojica, José Mercedes 
González, Juan Cordero González, Blas Martínez, Pedro 
de Js. Heredia, Sixto Martínez, Ramón Antonio Fernár ez 
Díaz, Leovigildo Ant. Sánchez, José Benito Candelario, 
Luis García, Eligio Gómez Reynoso, Antonio Gómez Rosa-
rio, Ulises Alcántara, Regalado González Domínguez, José 
Francisco Sánchez, Luis Figueroa, Miguel Vásquez y Vás-
quez, Domingo Abreu, Obdulio Díaz Sánchez, José Francs-
co Guzmán, Francisco José Núñez M., Domingo Paredes, 
Lorenzo Mercedes, Julio Antonio Pérez H., Rafael Salda-
ña, Rosendo Ant. Filpo E., Francisco Nicolás Núñez, Heri-
berto Beltré Vargas, Rafael Darío Gómez, Juan R. Fernán-
dez Pérez, Julio Antonio Pérez, Francisco Almánzar, Ma-
nuel Octavio Maríñez, Pedro Martínez Samora, Pedro Sel-
mo Rondón, Blas Candelario, Javier González, Ovidio Mar-
tínez, Felipe Cárdena, Pascual Marte, Maximiliano Javier, 
Julio de la Cruz, Manuel Antonio Medrano, Rafael Ramón 
Bonilla, Aurelio González Linares, Paulino Pascual Bonilla, 
Demófilo Fernández Cruz, Francisco de Jesús, Francisco 
Pablo Marte O., Juan Bautista Mejía, Julio Suero García, 
Inocencio Kelly, Sención Martínez Rodríguez, Pedro A. Ma-
chuca, Máximo Decena, Juan Medina, Adolfo Javier, Da-
mián de la Cruz, Gilberto de Paula, Mauricio Jorge, Julián 
Guerrero, Ramón Ant. Almánzar, Héctor R. Carrasco, Ra-
fael Antonio Antigua, Hugo Guarionex Bello, Agustín A. 
Pereyra J., Félix Brazobán de la Cruz, Silvano Martínez, 
Eusebio Bello, Eduardo Pascual V., Vicente Uribe Vargas, 

oni lg  osearia, Justo Da Belén de 
Beato, 

eatRzT  iba,Aurnetioo 
Mañón, Máximo 

adñelaCáruzxi , Daniel L. 
mo Aquino, 

Raúl Logroño, Fernando A. Grano de Oro, Raúl René Lo- 
groño, Orsilio Santos, Inocencio Cruz C., Bernaldo de Pau- 
la Manuel Uribe Pérez, Juan García, Balbino Sabala, Cle- 

to Marte Séptimo, Francisco de la Rosa, Brígido Heredia 
Seimo, Alvaro José Arias Quiñones, Rafael R. Guerrero 
Sánchez, Domingo Matos Santana, Raúl Angel Peña, Do- 
mingo Matos Puello, Tomás Peralta Mora, Victoriano Sel- 
mo de Paula, Modesto Magallanes, Apolinar Castro, Ra- 
món García Rodríguez, Hugo Payán Javier, Fermín Angel 
Féliz, Eduardo Martínez, Isaac Antonio Hernández, Juan 
Mañón Martínez, Manuel Rodríguez López, Primitivo Cas- 
tillo F., Ramón Winston Abreu, José Altagracia Maceo, 
Sergio A. Rodríguez, Enrique Velázquez, Máximo Bueno 
Inoa, Randolph R. Phipps de Pool, Martín Abreu de la 
Cruz, Miguel Angel Díaz, Miguel Angel Sánchez, Eusebia 
Rodríguez Vda. Cruz, José M. Centeno, Arlette Marchena 
de Coceo, Jesús Guzmán Mercedes, Miguel Sánchez, José 
Manuel Reynoso Santos, Domingo Antonio Concepción, Mi- 
guel Díaz, Carmelo Puello, Casimiro Vásquez, Jesús de la 
Cruz B., Miguel de fa Hoz Polanco, Eugenio Nova, Joséé 
Cruz B. Miguel de la Hoz Polanco, Eugenio Nova, José An- 
tonio de la Rosa, Nilo Antonio Martínez, Patria Margarita 
González, Luis Andrés Hernández, Hipólito Metz Santos, 
Persio Osvaldo Gómez," José A. Troncoso Melo, Franklin 
Tomás Sosa G., Pedro A. Guerrero, Marino Belén, Luis 
María Guerrero, y Antonio Arias, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior de esta misma sentencia: Segundo: 
Relativamente al fondo confirma la sentencia impugnada 
con excepción de los beneficios que ella otorga a los seño- 
res Antolín de la Cruz, Tiburcio Mañón José Antonio Tron- 
coso Melo, Isaac Antonio Hernández, Juan Mañón Martínez, 
Leovigildo Antonio Sánchez, Luis María Guerrero, Luis 
García, Aurelio González Linares, Antonio Arias, Francis- 
co Almánzar, Juliana Guerrero, Raúl Angel Peña y Do- 
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mingo Concepción P., con respecto a quienes Revoca en 
todas sus partes dicha sentencia impugnada y declara en 
cuanto a ellos justificado el despido y resuelto el contrato 

 
sin responsabilidad para el patrono Fábrica Dominica/1 
de Cemento, C. por A.; Tercero: Condena a la parte q ue 

 sucumbe, Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A. al 
 pago de las costas del procedimiento, de conformidad con 

los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Uy 
No. 302, del 18 de Junio de 1964, ordenando su distracción 
en provecho de los Dres. Porfirio Balcárcer Rodríguez y 
Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios, Primer Medio: Violación 
del artículo 11, letra d) de la Constitución de la República. 
Violación de los Arts. 39, 49, 77, 78, ordinales 11, 12, 13, 
19 y 21; 84, 368, 373, 374, 375, 377, 378, 379 y 640 del Có-
digo de Trabajo. Violación de la Ley 5915 que castiga con 
penas represivas la participación en una huelga ilegal. 
Violación de los Artículos 5 y 6 del Código Civil. Segundo 
Medio: Inexistencia del preliminar obligatorio de la conci-
liación administrativa. Violación de los Artículos 47 y 52, 
modificado, de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo. Vio-
lación de los principios del mandato y del Art. 1165 del Có-
digo Civil. Violación del VIII Principio Fundamental del Có-
digo de Trabajo. Tercer Medio. Desnaturalización de los he-
chos y documentos de la causa. Falta de motivos y de base 
legal. ContradicCión de motivos. Contradicción entre los 
motivos y el dispositivo. Violación de los Arts. 1134, 1135, 
1156, del Código Civil y Arts. 32, 34 del Pacto Colectivo y 
36, 109, del Código de Trabajo; 

Considerando que en los medios primero y tercero, 
reunidos, la recurrente alega, en síntesis, entre otras cosas, 
que la Cámara a-qua incurre en los vicios señalados en los 
títulos de los medios propuestos, cuando sostiene que la re-
currente, no podía despedir a sus trabajadores so pretexto  

de que estaban en huelga y que en esa circunstancias eran 
inaplicables los ordinales 11, 12, 13, 19 y 21 del artículo 
78 del Código de Trabajo; que, sostiene la recurrente, en la 

especie se trata de un grupo de trabajadores que abandona-

ron sus labores sin haber hecho la declaratoria de huelga 
correspondiente, y por tanto, no se puede hablar de sus-
pensión de trabajo ni de los derechos derivados del estado 
de huelga, pues esa situación está fuera de la Constitución 

y de las Leyes en lo relativo al derecho de huelga y se 
trata, en esos casos de la aplicación normal del Código de 
Trabajo en lo relativo al despido; que, además, la sentencia 
ha dejado de ponderar y motivar las causas de despido in-
vocadas y no menciona los documentos depositados por ella 
en apoyo del despido de los trabajadores; 

Considerando que la sentencia impugnada condenó a 
la empresa recurrente a pagar a los trabajadores despedidos 
el 25 de enero de 1967 "(antes de declarada ilegal la huelga 
por sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo 
el 6 de febrero del mismo año), sobre el fundamento de que 
los textos relativos a la huelga "evidencia" que, para que 
un patrono pueda despedir justificadamente a sus traba-
jadores, es condición indispensable que dicha huelga haya 
sido declarada ilegal; que, hasta ese momento la ilegalidad 
no existe y el patrono no puede despedirlos; que, por otra 
parte, los ordinales 11, 12, 13, 19 y 21 del Art. 78 del Có-
digo de Trabajo no son aplicables en caso de huelga, pues-
to que en estos casos se trata de una inasistencia y ausen-
cia colectivas propias del ejercicio del derecho de huelga, 
y las que trata el artículo citado son de carácter individual; 
pero 

Considerando que el artículo 374 del Código de Tra-
bajo dice así: "(Modificado por la Ley Núm. 4667 del 12 
de abril de 1957, Gaceta Oficial Núm. 8110). "Para ser 
declarada la huelga los trabajadores notificarán por es-
crito a la Secretaría de Estado de Trabajo una exposición 
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mingo Concepción P., con respecto a quienes Re voca  
en  todas sus partes dicha sentencia impugnada y de clara   
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sucumbe, Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A. al 
pago de las costas del procedimiento, de conformidad con 
los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Lp y 

 No. 302, del 18 de Junio de 1964, ordenando su distracción 
en provecho de los Dres. Porfirio Balcárcer Rodríguez y 
Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios, Primer Medio: Violación 
del artículo 11, letra d) de la Constitución de la República. 
Violación de los Arts. 39, 49, 77, 78, ordinales 11, 12, 13, 
19 y 21; 84, 368, 373, 374, 375, 377, 378, 379 y 640 del Có-
digo de Trabajo. Violación de la Ley 5915 que castiga con 
penas represivas la participación en una huelga ilegal. 
Violación de los Artículos 5 y 6 del Código Civil. Segundo 
Medio: Inexistencia del preliminar obligatorio de la conci-
liación administrativa. Violación de los Artículos 47 y 52, 
modificado, de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo. Vio-
lación de los principios del mandato y del Art. 1165 del Có-
digo Civil. Violación del VIII Principio Fundamental del Có-
digo de Trabajo. Tercer Medio. Desnaturalización de los he-
chos y documentos de la causa. Falta de motivos y de base 
legal. Contradicción de motivos. Contradicción entre los 
motivos y el dispositivo. Violación de los Arts. 1134, 1135, 
1156, del Código Civil y Arts. 32, 34 del Pacto Colectivo 
36, 109, del Código de Trabajo; 

Considerando que en los medios primero y tercero, 
reunidos, la recurrente alega, en síntesis, entre otras cosas, 
que la Cámara a-qua incurre en los vicios señalados en los 
títulos de los medios propuestos, cuando sostiene que la re-
currente, no podía despedir a sus trabajadores so pretexto  

de  que estaban en huelga y que en esa circunstancias eran 
inaplicables los ordinales 11, 12, 13, 19 y 21 del artículo 
78 del Código de Trabajo; que, sostiene la recurrente, en la 

especie se trata de un grupo de trabajadores que abandona-
ron sus labores sin haber hecho la declaratoria de huelga 
correspondiente, y por tanto, no se puede hablar de sus-
pensión de trabajo ni de los derechos derivados del estado 
de huelga, pues esa situación está fuera de la Constitución 

y de las Leyes en lo relativo al derecho de huelga y se 
trata, en esos casos de la aplicación normal del Código de 
Trabajo en lo relativo al despido; que, además, la sentencia 
ha dejado de ponderar y motivar las causas de despido in-
vocadas y no menciona los documentos depositados por ella 

en apoyo del despido de los trabajadores; 

Considerando que la sentencia impugnada condenó a 
la empresa recurrente a pagar a los trabajadores despedidos 
el 25 de enero de 1967 "(antes de declarada ilegal la huelga 
por sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo 
el 6 de febrero del mismo año), sobre el fundamento de que 
los textos relativos a la huelga "evidencia" que, para que 
un patrono pueda despedir justificadamente a sus traba-
jadores, es condición indispensable que dicha huelga haya 
sido declarada ilegal; que, hasta ese momento la ilegalidad 
no existe y el patrono no puede despedirlos; que, por otra 
Parte, los ordinales 11, 12, 13, 19 y 21 del Art. 78 del Có-
digo de Trabajo no son aplicables en caso de huelga, pues-
to que en estos casos se trata de una inasistencia y ausen-
cia colectivas propias del ejercicio del derecho de huelga, 
y las que trata el artículo citado son de carácter individual; 
pero 

Considerando que el artículo 374 del Código de Tra- 
*bajo dice así: "(Modificado por la Ley Núm. 4667 del 12 

de abril de 1957, Gaceta Oficial Núm. 8110). "Para ser 
declarada la huelga los trabajadores notificarán por es- 
crito a la Secretaría de Estado de Trabajo una exposición 
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contentiva de los elementos siguientes: lo.— Que la io  huel- ga tiene por objeto la solución de conflicto económico  
el propósito de mejorar las condiciones de trabajo; 2 

, o 
Que la solución del conflicto ha sido sometida infructu osa.  
mente a los procedimientos de conciliación administrativa 
las partes o una de ellas no han designado árbitros o no han 
declarado oportunamente la designación de éstos, confor-
me a lo dispuesto en el artículo 636; 3o.— Que la huelga h 
sido votada por más del sesenta por ciento de los trabaja-
dores de la empresa o empresas de que se trata; 4O —Q ue 

 los servicios que la huelga va a comprender no son servi-
cios público de utilidad permanente. La huelga no puede .- 
clararse sino quince días después por lo menos de la fecha 
de la exposición que los representantes del sindicato hayan 
notificado a la Secretaría de Estado de Trabajo. En las 
cuarenta y ocho horas subsiguientes al recibo de la noti-
ficación, dicha Secretaría de Estado enviará copia de la 
misma a la parte patronal"; y que el artículo 375 del mis-
mo Código expresa lo siguiente: "La huelga declarada des-
pués de cumplidas las formalidades del artículo 374, pro-
duce los efectos siguientes: Suspende los trabajos de la em-
presa de que se trata. .."; 

Considerando que en tal virtud, ningún trabajador pue-
de sostener válidamente que los trabajos de la empresa a 
que pertenece, se encuentran en estado de suspensión por 
estar en huelga, y deducir de ello consecuencias jurídicas 
favorables a su interés, si no ha cumplido, precisamente, 
las formalidades del citado artículo 374 del Código de Tra -
bajo; 

Considerando que en la especie, los trabajadores recu-
rridos suspendieron prematuramente sus trabajos en la 
Fábrica recurrente sin llenar ninguna de las formalidades 
requeridas por el artículo 374; que, en esas circunstancias 
no podía producirse la suspensión justificada de los traba-
jos de la empresa y ésta podía, como lo hizo, ejercer el des- 

nido 
conforme al artículo 78 en sus ordinales 11, 12, 13 19 

21, sin tener que esperar la decisión de la Corte de Ape- 

lación 
de su caso; puesto que los trabajadores estaban se-

on consta en la sentencia de la Corte de Apelación que 
calificó de ilegal la presunta huelga, precisamente por ese 
motivo, obligados a dar cumplimiento al contrato de traba-

jo  que los ligaba a su patrono; que, además, en este caso, 

la empresa recurrente, antes de despedirlos, obtuvo una 
Certificación de la Secretaría de Estado de Trabajo que 
declara que los trabajadores recurridos abandonaron su 
trabajo el 17 de enero de 1967, sin hacer ante ella la de-
claratoria de huelga exigida por la ley, y la empresa les 
requirió se reintegraran a sus labores, dándoles un plazo 
al efecto sin que ellos dieran acatamiento a esa invitación; 

Considerando que, por otra parte, la Cámara a-qua, 
al rechazar el alegato de la empresa recurrente de que en 

el caso no era aplicable el artículo 78 del Código de Traba-
jo sobre el fundamento arriba dicho, no ponderó las cau-
sas de despido invocadas por dicha recurrente, dejando así 
la sentencia sin base legal, por lo cual en cuanto concier-
ne al interés de la recurrente, procede acoger los medios 
propuestos sin necesidad de ponderar los demás alegatos in-
vocados por la recurrente; 

41;fr Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando una sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
3(1 de enero de 1968, dictada por la Cámara de Trabajo del 

rito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
anterior del presente fallo, y envía el conocimiento del 
nto al Tribunal de Primera Instancia de San Cristóbal, 

mo Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Segundo: 
mpensa las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón .  Ruiz Tejada.— Fernando 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen- 

&pez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia- 
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contentiva de los elementos siguientes: lo.— Que 
la huel-ga tiene por objeto la solución de conflicto económicoc, 

el propósito de mejorar las condiciones de 2 trabajo., o 
Que la solución del conflicto ha sido sometida infructuosa. 
mente a los procedimientos de conciliación administrativ a  y 
las partes o una de ellas no han designado árbitros o no han 
declarado oportunamente la designación de éstos, confor-
me a lo dispuesto en el artículo 636; 3o.— Que la huelga 1, 1 

 sido votada por más del sesenta por ciento de los trabaja-
dores de la empresa o empresas de que se trata; 40.___Q ue 

 los servicios que la huelga va a comprender no son servi-
cios público de utilidad permanente. La huelga no puede ?- 
clararse sino quince días después por lo menos de la fecha 
de la exposición que los representantes del sindicato hayan 
notificado a la Secretaría de Estado de Trabajo. En las 
cuarenta y ocho horas subsiguientes al recibo de la noti-
ficación, dicha Secretaría de Estado enviará copia de la 
misma a la parte patronal"; y que el artículo 375 del mis-
mo Código expresa lo siguiente: "La huelga declarada des-
pués de cumplidas las formalidades del artículo 374, pro-
duce los efectos siguientes: Suspende los trabajos de la em-
presa de que se trata. .."; 

Considerando que en tal virtud, ningún trabajador pue-
de sostener válidamente que los trabajos de la empresa a 
que pertenece, se encuentran en estado de suspensión por 
estar en huelga, y deducir de ello consecuencias jurídicas 
favorables a su interés, si no ha cumplido, precisamente, 
las formalidades del citado artículo 374 del Código de Tra-
bajo; 

Considerando que en la especie, los trabajadores recu-
rridos suspendieron prematuramente sus trabajos en la 
Fábrica recurrente sin llenar ninguna de las formalidades 
requeridas por el artículo 374; que, en esas circunstancias 
no podía producirse la suspensión justificada de los traba-
jos de la empresa y ésta podía, como lo hizo, ejercer el des- 

pido conforme al artículo 78 en sus ordinales 11, 12, 13 19 
21, sin tener que esperar la decisión de la Corte de Ape-

J;ación de su caso; puesto que los trabajadores estaban se-
,un  consta en la sentencia de la Corte de Apelación que 
Calificó de ilegal la presunta huelga, precisamente por ese 
motivo, obligados a dar cumplimiento al contrato de traba-
jo  que los ligaba a su patrono; que, además, en este caso, 
la empresa recurrente, antes de despedirlos, obtuvo una 
Certificación de la Secretaría de Estado de Trabajo que 
declara que los trabajadores recurridos abandonaron su 
trabajo el 17 de enero de 1967, sin hacer ante ella la de-
claratoria de huelga exigida por la ley, y la empresa les 
requirió se reintegraran a sus labores, dándoles un plazo 
al efecto sin que ellos dieran acatamiento a esa invitación; 

Considerando que, por otra parte, la Cámara a-qua, 
al rechazar el alegato de la empresa recurrente de que en 
el caso no era aplicable el artículo 78 del Código de Traba-
jo sobre el fundamento arriba dicho, no ponderó las cau-
sas de despido invocadas por dicha recurrente, dejando así 
la sentencia sin base legal, por lo cual en cuanto concier-
ne al interés de la recurrente, procede acoger los medios 
propuestos sin necesidad de ponderar los demás alegatos in-
vocados por la recurrente; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
ando una sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
30 de enero de 1968, dictada por la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, y envía el conocimiento del 
asunto al Tribunal de Primera Instancia de San Cristóbal, 
como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Segundo: 

Compensa las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón .  Ruiz Tejada.— Fernando 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
uez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia- 
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ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere 
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os valdc  
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge neral  

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, Y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, q ue 

 certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

----- 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
12 de junio de 1968 

materia: Correccional 

Recurrvnte: Abelardo Tavera García y Seguros Pepín S. A. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

cíe En Nombre de la Repú blica, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes 
de Noviembre de 1968, años 125 9  de la Independencia y 
1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Abelar-
do Tavera García, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula No. 33623, serie 54, residente en la calle Manuel 
Antonio Reyes, esquina a Padre Puigvert, de la ciudad de 
Cotuí; y por "Seguros Pepín S. A.", compañía asegurado-
ra, organizada de acuerdo con las leyes dominicanas, con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación del De-
partamento Judicial de La Vega, en atribuciones correccio-
nales, en fecha 12 de junio de 1968, cuyo dispositivo, se co-
pia más adelante; 
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ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Al. Alvarez Per 
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por l os" 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a u_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, q ue 

 certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

oNTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
12 de junio de 1968 

Materia: Correccional 

Recurrente: ~lardo Tavera García y Seguros Pepin S. A. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la Repú blica, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes 
de Noviembre de 1968, años 125 9  de la Independencia y 
1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la sigtiiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Abelar-
do Tavera García, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula No. 33623, serie 54, residente en la calle Manuel 
Antonio Reyes, esquina a Padre Puigvert, de la ciudad de 
Cotuí; y por "Seguros Pepín S. A.", compañía asegurado-
ca, organizada de acuerdo con las leyes dominicanas, con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación del De-
partamento Judicial de La Vega, en atribuciones correccio-
nales, en fecha 12 de junio de 1968, cuyo dispositivo , se co-
pia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del yo]; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador G eneral 

 de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada e n  la 

 Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de junio de 1968 , 
 a requerimiento del Dr. Eugenio Vinicio Gómez Durán, eé, 

dula No. 32451, serie 47, a nombre y en representación de 
ambas partes recurrentes, en la cual no se invoca ning-ú r, 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de. 
liberado y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley No. 577 - 

 de 1961; 92, letra b) última parte, de la Ley No. 4809. 10 
de la Ley No. 4117, 1382 del Código Civil, y 1, 37 y 65 de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que por acta 
levantada por la Policía Nacional de la ciudad de Cotuí, 
Provincia Sánchez Ramírez, en fecha 5 de junio de 1967. 
rue sometido a la acción de la justicia Abelardo Tavera 
García, por violación a la Ley No. 5771, al ocasionarle gol-
pes involuntarios a Manuel Almonte, con el manejo de un 
vehículo de motor; b) .  que apoderado del caso el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, lo falló, después de varios reenvíos, por su senten-
cia de fecha 11 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo figu-
ra copiado en el de la ahora impugnada; c) que sobre re-
cursos del prevenido Abelardo Tavera García y de la com-
pañía aseguradora "Seguros Pepín, S. A.", la Corte a-qua, 

apoderada del caso, dictó en fecha 12 de junio de 1968, la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido, 
en la forma, el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Abelardo Tavera y la Compañía de Seguros, "Pe-
0.1 S. A.", contra la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez de fecha 

del mes de Diciembre de 1967, cuyo dispositivo es el si-

guiente: "Falta: Primero: Declara al nombrado Abelardo 
Tavera García, de generales anotadas, prevenido del delito 

de  violación a la Ley 5771, en perjuicio del nombrado Ma-

nuel Almonte, culpable de dicho delito y en consecuencia se 
le condena a RD$10.00 de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes y la concurrencia de la falta de la 
víctima; Segundo: Declara buena y válida la constitución 

en parte civil hecha por el nombrado Manuel Almonte, me-
diante su abogado constituido Dr. Porfirio Emiliano Agra-
monte, por estar de acuerdo a la Ley; Tercero: Condena al 
prevenido Abelardo Tavera García, al pago de una indem-
nización de RD$500.00, en favor del señor Manuel Almonte, 
por los daños morales y materiales recibidos por éste; Cdar-
to: Condena al prevenido Abelardo Tavera García, al pago 
de las costas penales y civiles, éstas últimas con distrac-
ción en favor del Dr. Porfirio Emiliano Agramonte, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
Quinto: La presente sentencia es oponible a la Compañía 
Aseguradora del vehículo. Seguros Pepín, S. A." por haber 
sido hecho conforme a la Ley. Segundo: Confirma en to-
das sus partes, los Ordinales Viimero, Segundo, Tercero y 
Quinto de la sentencia recurrida.— Tercero: Condena al 
prevenido Abelardo Taveras García al pago de las costas 
penales y civil de la presente alzada, distrayendo las últi-
mas en provecho del Dr. Porfirio Emiliano Agramonte, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, én cuanto al recurso interpuesto por 
"Seguros Pepín, S. A., que al tenor del artículo 37 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de 
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
Parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
PóSito de un memorial, con la exosición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 

 Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de junio de 1968, 
a requerimiento del Dr. Eugenio Vinicio Gómez Durán, cé. 
dula No. 32451, serie 47, a nombre y en representació n  de 

 ambas partes recurrentes, en la cual no se invoca ningún, 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley No. 577' 
de 1961; 92, letra b) última parte, de la Ley No. 4809. 10 
de la Ley No. 4117, 1382 del Código Civil, y 1, 37 y 65 de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que por acta 
levantada por la Policía Nacional de la ciudad de Cotuí, 
Provincia Sánchez Ramírez, en fecha 5 de junio de 1967. 
Fue sometido a la acción de la justicia Abelardo Tavera 
García, por violación a la Ley No. 5771, al ocasionarle gol-
pes involuntarios a Manuel Almonte, con el manejo de un 
vehículo de motor; b) que apoderado del caso el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, lo falló, después de varios reenvíos, por su senten-
cia de fecha 11 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo figu-
ra copiado en el de la ahora impugnada; c) que sobre re-
cursos del prevenido Abelardo Tavera García y de la com-
pañía aseguradora "Seguros Pepín, S. A.", la Corte a.-qua, 
apoderada del caso, dictó en fecha 12 de junio de 1968, la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido. 
en la forma, el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Abelardo Taverá y la Compañía de Seguros, "Pe-
pín S. A.", contra la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez de fecha  

11 del mes de Diciembre de 1967, cuyo dispositivo es el si- 
1 	"Falta: Primero: Declara al nombrado Abelardo gu   
Tavera García, de generales anotadas, prevenido del delito 
de  violación a la Ley 5771, en perjuicio del nombrado Ma-
nuel Almonte, culpable de dicho delito y en consecuencia se 
le condena a 11D$10.00 de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes y la concurrencia de la falta de la 

Segundo: Declara buena y válida la constitución 
evnietpiarrna  te;  civil hecha por el nombrado Manuel Almonte, me-
diante su abogado consfituído Dr. Porfirio Emiliano Agra-
monte, por estar de acuerdo a la Ley; Tercero: Condena al 
prevenido Abelardo Tavera García, al pago de una indem-
nización de RD$500.00, én favor del señor Manuel Almonte, 
por los daños morales y materiales recibidos por éste; Ciíar-
to: Condena al prevenido Abelardo Tavera García, al pago 
de las costas penales y civiles, éstas últimas con distrac-
ción en favor del Dr. Porfirio Emiliano Agramonte, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
Quinto: La presente sentencia es oponible a la Compañía 
Aseguradora del vehículo, Seguros Pepín, S. A." por haber 
sido hecho conforme a la Ley. Segundo: Confirma en to-
das sus partes, los Ordinales Primero, Segundo, Tercero y 
Quinto de la sentencia recurrida.— Tercero: Condena al 
prevenido Abelardo Taveras García al pago de las costas 
penales y civil de la presenté alzada, distrayendo las últi-
mas en provecho del Dr. 'Porfirio Emiliano Agramonte, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, én cuanto al recurso interpuesto por 
"Seguros Pepín, S. A., que al tenor del artículo 37 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de 
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
PóSito de un memorial, con la exosición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
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que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes tes ya mencionadas, su dispositivo debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que en virtud del artículo 10 de la L ey 

 4117 de 1955 sobre seguro obligatorio contra  daños oca-
sionados por vehículos de motor, haya sido puesta en cau-
sa, como en el presente caso; 

Considerando que la compañía recurrente no invocó 
cuando declaró str recurso, ningún medio determinado d¿ 
casación; que dicha recurrente tampoco ha presentado es-
crito alguno con posterioridad a la declaración del recurso, 
con los medíos que le sirvan de fundamento; que, por tanto, 
su recurso es nulo; 

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido; que 
en la sentencia impugnada, mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que fueron regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, la Corte a-qua, dió por 
establecidos los siguientes hechos: a) que el día 5 de julio 
de 1967, en el paraje de Hicaco del Municipio de Cotuí, 
mientras Manuel Almonte iba manejando un vehículo de 
motor, a su derecha, en esa dirección encontró estaciona-
do un carro, y al dejár este poco espacio por donde pasar, 
se dirigió al centro de la carretera, por su izquierda, mo-
mento en el cual transitaban en sentido contrario, otro 
carro, y detrás de éste, un camión, manejado por el pre-
venido Abelardo Tavera García, instante en el cual fue es-
tropeado Manuel Almoríte por este último vehículo, reci-
biendo lesiones curables después de 30 días y antes de 60, 
según el certificado médico; b) que el prevenido, ni antes, 
ni en el momento del accidente, tocó bocina; que, además, 
transitaba a una velocidad imprudente; e) y que el propio 
prevenido aceptó que redujo la velocidad cuando advirtió 
la presencia de Almonte, pero que no manejó con la pe -
ricia exigida por la Ley en casos como ese; 

Considerando que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas involuntarias, ocasio -
nados con el manejo de un vehículo de motor, previsto por  

el artículo lo. de la Ley No. 5771 de 1961; y sancionado 
por el inciso C del citado artículo lo. de dicha ley, con la 
pena de seis meses a dos años de prisión, y multa de cien 
a  quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad para 
el trabajo durare veinte días o más, como ocurrió en la es-
pecie; que, en consecuencia, al confirmar el Ordinal Prime-
ro de la sentencia recurrida en apelación, y condenar al 
prevenido Abelardo Tavera García, a RD$10.00 de multa, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y la con-
currencia de la falta de la víctima, la Corte a-qua le apli-
có una sanción ajustada a la Ley; 

ro valor estimó soberanamente en la suma de RD$500; que

ndemnización, 

cometido por el prevenido había ocasionado daños morales 

1382 del Código Civil; 

y 

indemnización, confirmando así el fallo de primera instan-
cia, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 

y materiales a Manuel Almonte, parte civil constituida, cu-
yo 

 condenar al prevenido al pago de esa suma, a título de 

Considerando que, en cuanto a las condenaciones ci-
viles, viles, que la Corte a-qua dió por establecido que el delito 

■ Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por la Compañía "Seguros Pepín, S. 
A.", contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación del Departamento Judi-
cial de La Vega, en fecha 12 de junio de 1968, cuyo dispo-
sitivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 

Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago de las cos-

tAabseplaerndaolesT. avera García, contra la misma sentencia; y, 
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que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes tes ya mencionadas, su dispositivo debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que en virtud del artículo 10 de la L e , 
4117 de 1955 sobre seguro obligatorio contra daños oca-
sionados por vehículos de motor, haya sido puesta en cau-
sa, como en el presente caso; 

Considerando que la compañía recurrente no invocó 
cuando declaró sif recurso, ningún medio determinado de 
casación; que dicha recurrente tampoco ha presentado es-
crito alguno con posterioridad a la declaración del recurso, 
con los medios que le sirvan de fundamento; que, por tanto, 
su recurso es nulo; 

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido; que 
en la sentencia impugnada, mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que fueron regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, la Corte a-qua, dió por 
establecidos los siguientes hechos: a) que el día 5 de julio 
de 1967, en el paraje de Hicaco del Municipio de Cotuí, 
mientras Manuel Almonte iba manejando un vehículo de 
motor, a su derecha, en esa dirección encontró estaciona-
do un carro, y al dejár éste poco espacio por donde pasar, 
se dirigió al centro de la carretera, por su izquierda, mo-
mento en el cual transitaban en sentido contrario, otro 
carno, y detrás de éste, un camión, manejado por el pre-
venido Abelardo Tavera García, instante en el cual fue es-
tropeado Manuel Almorite por este último vehículo, reci-
biendo lesiones curables después de 30 días y antes de 60. 
según el certificado médico; b) que el prevenido, ni antes, 
ni en el momento del accidente, tocó bocina; que, además, 
transitaba a una velocidad imprudente; c) y que el propio 
prevenido aceptó que redujo la velocidad cuando advirtió 
la presencia de Almonte, pero que no manejó con la Pe -
ricia exigida por la Ley en casos como ese; 

Considerando que los hechos así establecidos confi -

guran el delito de golpes y heridas involuntarias, ocasio -
nados con el manejo de un vehículo de motor, previsto por  

el artículo lo. de la Ley No. 5771 de 1961; y sancionado 
por el inciso C del citado artículo lo. de dicha ley, con la 
pena de seis meses a dos años de prisión, y multa de cien 
a  quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad para 
el trabajo durare veinte días o más, como ocurrió en la es-
pecie; que, en consecuencia, al confirmar el Ordinal Prime-
ro de la sentencia recurrida en apelación, y condenar al 
prevenido Abelardo Tavera García, a RD$10.00 de multa, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y la con-
currencia de la falta de la víctima, la Corte a-qua le apli-
có una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que, en cuanto a las condenaciones ci-
viles, que la Corte a-qua dió por establecido que el delito 
cometido por el prevenido había ocasionado daños morales 
y materiales a Manuel Almonte, parte civil constituida, cu-
yo valor estimó soberanamente en la suma de RD$500; que 
al condenar al prevenido al pago de esa suma, a título de 
indemnización, confirmando así el fallo de primera instan-
cia, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 
1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

11111  Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por la Compañía "Seguros Pepín, S. 
A.", contra, la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación del Departamento Judi-
cial de La Vega, en fecha 12 de junio de 1968, cuyo dispo-
sitivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 

Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago de las cos-

tAabselIalerndaolesT. avera García, contra la misma sentencia; y, 

Itith 
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ferna ndo 
 E. Ravelo de la Fuenth.— Carlos Manuel Lamarche Ben  

ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arria. 
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Al. 
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada po r  los 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

a l 

.------- 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
de fecha 16 de febrero de 1968 

Yiateria: Correccional 

Recurrente: Bartolo Mercedes y Gregoria Tavárez 
Abogado: Dr. Máximo A. Pereyra Brea 

Recorrido: Enma Ramírez de Arredondo 
Abogado: Dr. Manuel Aritonid Gutiérrez Espinal y Dr. José Ca-

masta Issa 

Dios. Patria v Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaqujn M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de Noviembre de 
1968, años 1259  de la Independencia y 106° de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Barto-
lo Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero, jornale-
ro. domiciliado en la avenida Santa Rosa No. 68 de La Ro- . 
mana, cédula No. 11003, serie 25, y Gregoria Tavárez, do-
minicana, mayor de edad, soltera, del mismo domicilio, 



(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernand
o E. Ravelo de la Fuenth.— Carlos Manuel Lamarche líen. 

ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arria. 
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. Ernesto Cu. 
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Jal 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
de fecha 16 de febrero de 1968 ' 

Materia: Correccional 

Recurrente: Bartolo Mercedes y Gregoria Tavárez 
kbogado: Dr. Máximo A. Pereyra Brea 

Recurrido: Enma Ramírez de Arredondo 
gado: Dr. Manuel Antonici Gutiérrez Espinal y Dr. José Ca-
' naasta Issa 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henriquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la dudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de Noviembre de 
1968, años 125° de la Independencia y 106° de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Barto-
lo Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero, jornale-
ro. domiciliado en la avenida Santa Rosa No. 68 de La Ro- . 
mana, cédula No. 11003, serie 25, y Gregoria Tavárez, do-
minicana, mayor de edad, soltera, del mismo domicilio, 
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contra la sentencia correccional dictada por la Cort e de 
 Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 16 de febre-

ro de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Máximo A. Pereyra Brea, cédula No. 

25757, serie 26, abogado de los recurrentes en la lectu ra 
 de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Espinal, cédula 
No. 25766, serie 56, por Sí y en representación del Dr. José 
Camasta Issa, cédula No. 32880, serie 26, abogados de la 
recurrida Enma Ramírez de Arredondo, dominicana, ma-
yor de edad, casada, Doctora en Farmacia, cédula No. 
8259, serie 26, domiciliada en la casa No. 89 de la calle 
Dr. Teófilo Ferry de La Romana, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del -  Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corté a-qua el 8 de marzo de 1968, a re-
querimiento del Dr. Máximo A. Pereyra Brea, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual se indican los me-
dios que luego los recurrentes reproducen en el memorial 
de casación; 

Visto el Memorial de Casación suscrito por el aboga-
do de los recurrentes y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 11 de octubre de 1968; 

Vistos los escritos de defensa y ampliación de fechas 
11 y 15 de octubre de 1968, respectivamente, suscritos por 
los abogados de la _recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1354, 1355 y 1356 del Có-
digo Civil, citados por los recurrentes; 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con  motivo de un accidente automovlístico ocurrido en La 
Romana el 2 de abril de 1967, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, regularmente 
apoderado dictó en sus atribuciones correccionales, en fe-
cha 14 de septiembre de 1967, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Declara a Enma Ramírez 
de Arredondo no culpable de violación al artículo 1ro. de 
la Ley 5771 en perjuicio del menor que en vida respondía al 
nombre de Marino Tavárez, y, en consecuencia, la descar-
ga por insuficiencia de pruebas; Segundo: Declara las costas 
de oficio; Tercero: Declara buena y válida la constitución 
en parte civil hecha por Gregoria Tavárez y Bartolo Mer-
cedes en contra de la Dra. Erima Ramírez de Arredondo 
por ser ajustada a la ley; Cuarto: Rechaza las conclusiones 
de la parte civil por improcedentes y mal fundadas; Quinto: 
Condena a la parte civil constituída al pago de las costas 
civiles con distracción dé las mismas en provecho de los 
Doctores Manuel Antonio Gutiérrez Espinal y José Ca-
masta Issa, quienes afirman haberlas avanzado totalmen-
te"; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua 
dictó su sentencia de fecha 16 de noviembre de 1967, cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite como regu-
lares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos respectivamente, por el Doctor Máximo 
A. Pereyra, abogado, a nombre y representación de la se-
ñora Gregoria Tavárez, parte civil constituida y por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Ro-
mana, a nombre y representación del Magistrado Procura-
dor General de esta Corte, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales y en fecha 14 de septiembre de 
1967, por el Juzgado de Primera Instancia del referido 
Distrito Judicial de La Romana, que descargó por insufi-
ciencias de pruebas a la inculpada Doctora Enma Ramírez 
de Arredondo, del delito de violación al artículo primero 
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contra la sentencia correccional dictada por la Corte d e 
 Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 16 de febre-

ro ro de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Máximo A. Pereyra Brea, cédula N o. 

 25757, serie 26, abogado de los recurrentes en la lectura 
 de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Espinal, cédul a 
 No. 25766, serie 56, por Sí y en representación del Dr. José 

Camasta Issa, cédula No. 32880, serie 26, abogados de la 
recurrida Enma Ramírez de Arredondo, dominicana, ma-
yor de edad, casada, Doctora en Farmacia, cédula No. 
8259, serie 26, domiciliada en la casa No. 89 de la calle 
Dr. Teófilo Ferry de La Romana, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen deT Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corté a-qua el 8 de marzo de 1968. a re-
querimiento del Dr. Máximo A. Pereyra Brea, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual se indican los me-
dios que luego los recurrentes reproducen en el memorial 
de casación; 

Visto el Memorial de Casación suscrito por el aboga-
do de los recurrentes y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia en fecha 11 de octubre de 1968; 

Vistos los escritos de defensa y ampliación de fechas 
11 y 15 de octubre de 1968; respectivamente, suscritos por 
los abogados de la „recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1354, 1355 y 1356 del Có -
digo Civil, citados por los recurrentes; 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con  motivo de un accidente automovlístico ocurrido en La 
Romana el 2 de abril de 1967, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, regularmente 
apoderado dictó en sus atribuciones correccionales, en fe-
cha 14 de septiembre de 1967, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Declara a Enma Ramírez 
de Arredondo no culpable de violación al artículo 1ro. de 
la Ley 5771 en perjuicio del menor que en vida respondía al 
nombre de Marino Tavárez, y, en consecuencia, la descar-
ga por insuficiencia de pruebas; Segundo: Declara las costas 
de oficio; Tercero: Declara buena y válida la constitución 
en parte civil hecha por Gregoria Tavárez y Bartolo Mer-
cedes en contra de la Dra. Erima Ramírez de Arredondo 
por ser ajustada a la ley; Cuarto: Rechaza las conclusiones 
de la parte civil por improcedentes y mal fundadas; Quinto: 
Condena a la parte civil constituida al pago de las costas 
civiles con distracción dé las mismas en provecho de los 
Doctores Manuel Antonio Gutiérrez Espinal y José Ca-
masta Issa, quienes afirman haberlas avanzado totalmen-
te"; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua 
dictó su sentencia de fecha 16 de noviembre de 1967, cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite como regu-
lares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos respectivamente, por el Doctor Máximo 
A. Pereyra, abogado, a nombre y representación de la se-
ñora Gregoria Tavárez, parte civil constituida y por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Ro-
mana, a nombre y representación del Magistrado Procura-
dor General de esta Corte, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales y en fecha 14 de septiembre de 
1967, por el Juzgado Ue Primera Instancia del referido 
Distrito Judicial de La Romana, que descargó por insufi-
ciencias de pruebas a la inculpada Doctora Enma Ramírez 
de Arredondo, del delito de violación al artículo primero 
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de la Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961 (°1 
pes y heridas que causaron involuntariamente la muerte y,  
que fueron ocasionados con el manejo de un vehículo de 

 motor), en perjuicio del menor Marino Tavárez, de 4 arios 
de edad; declaró las costas de oficio; declaró buena y váli-
da, en cuanto a la forma, la constitución en parte ci vil 
hecha por los señores Bartolo Mercedes y Gregorio Tavárez' 
en su calidad de padres del menor Marino Tavárez, Do r 

 mediación de su abogado constituido el Doctor Máximo pe_ 
reyra Brea y en cuanto al fondo rechazó las conclusione s 

 de dicha parte civil constituida, por improcedentes y ma l 
fundadas; y condenó a la aludida parte civil constit 
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas 
en provecho de los Doctores Manuel Antonio Gutiérrez 
Espinal y José Camasta Issa, por afirmar haberlas avan-
zado en su totalidad. Segundo: Pronuncia defecto contra 
los señores Bartolo Mercedes y Gregoria Tavárez, partes 
civiles constituidas, por no haber comparecido a esta au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citados. Tercero: 
Confirma en todas sus partes la sentencia objeto de los 
presentes recursos de apelación. Cuarto: Declara las cos-
tas de oficio"; c) que sobre las oposiciones interpuestas, la 
indicada Corte dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite como regular 
y válido, en cuanto a la forma, el recurso de oposición in-
terpuesto por el Doctor Máximo A. Pereyra Brea, aboga-
do, a nombre y en representación de los señores Bartolo 
Mercedes y Gregoria Tavárez, partes civiles constituidas, 
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y 
en fecha 16 de noviembre de 1967, por esta Corte de Ape-
lación, que pronunció defecto contra las referidas partes 
civiles constituidas; confirmó en todas sus partes la sen-
tencia rendida en atribuciones correccionales y en fecha 14 
de septiembre de 1967, por el Juzgado de Primera Instan -
cia del Distrito Judicial de La Romana, que descargó por 
insuficiencias de pruebas a la inculpada Doctora Enma Ra- 
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mírez de Arredondo, del delito de violación al artículo pri-
mero de la Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 
1961, (golpes y heridas que causaron involuntariamente la 
muerte y que fueron' ocasionados con el manejo de un ve-
hículo de motor), en perjuicio del menor Marino Tavárez, 
de 4 años de edad; declaró las costas de oficio; declaró bue-
na y válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte 
civil hecha por los señores Bartolo Mercedes y Gregoria 
Tavárez, en su calidad de padres del menor Marino Tavá-
rez, por mediación de su abogado constituído el Doctor Má-
ximo A. Pereyra Brea, y en cuanto al fondo rechazó las 
conclusiones de dicha parte civil constituida, por improce-
dentes y mal fundadas; y condenó a la misma parte civil, al 
pago de las costas civiles con distracción en provecho de 
los Doctores Manuel Antonio Gutiérrez Espinal y José Ca-
masta Issa, por afirmar haberlas avanzado en su totali-
dad; y declaró las costas de oficio. Segundo: Admite como 
regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de 
apelación interpuestos por el Doctor Máximo A. Pereyra 
Brea, abogado, a nombre y en representación de la seño-
ra Gregoria Tavárez, parte civil constituida y por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Ro-
mana, a nombre y en representación del Magistrado Procu-
rador General de esta Corte, contra sentencia dictada, en 
atribuciones correccionales y en fecha 14 de septiembre 
de 1967, por el Juzgado de Primera Instancia del referido 
Distrito Judicial de La Romana. Tercero: Rechaza, por im-
procedentes y mal fundadas, las conclusiones formuladas 
por los señores Bartolo Mercedes y Gregoria Tavárez, par-
tes civiles constituidas, por mediación de su abogado cons= 
titula() el Doctor Máximo A. Pereyra Brea. Cuarto: Revoca 
el ordinal cuarto de la sentencia apelada y por propia au-
toridad, declara a la inculpada Doctora Enma Ramírez de 
Arredondo, libre de toda responsabilidad civil. Quinto: Con-
dena a los señores Bartolo Mercedes y Gregoria Tavárez, 
Partes civiles constituidas, al pago de las costas civiles, con 
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de la Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961 (ol 
pes y heridas que causaron involuntariamente la muerte 
que fueron ocasionados con el manejo de un vehículo d e' 
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tencia rendida en atribuciones correccionales y en fecha 14 
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cia del Distrito «Judicial de La Romana, que descargó por 
insuficiencias de pruebas a la inculpada Doctora Enma Ra- 
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civil hecha por los señores Bartolo Mercedes y Gregoria 
Tavárez, en su calidad de padres del menor Marino Tavá-
rez, por mediación de su abogado constituído el Doctor Má-
ximo A. Pereyra Brea, y en cuanto al fondo rechazó las 
conclusiones de dicha parte civil constituida, por improce-
dentes y mal fundadas; y condenó a la misma parte civil, al 
pago de las costas civiles con distracción en provecho de 
los Doctores Manuel Antonio Gutiérrez Espinal y José Ca-
masta Issa, por afirmar haberlas avanzado en su totali-
dad; y declaró las costas de oficio. Segundo: Admite como 
regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de 
apelación interpuestos por el Doctor Máximo A. Pereyra 
Brea, abogado, a nombre y en representación de la seño-
ra Gregoria Tavárez, parte civil constituida y por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Ro-
mana, a nombre y en representación del Magistrado Procu-
rador General de esta Corte, contra sentencia dictada, en 
atribuciones correccionales y en fecha 14 de septiembre 
de 1967, por el Juzgado de Primera Instancia del referido 
Distrito Judicial de La Romana. Tercero: Rechaza, por im-
procedentes y mal fundadas, las conclusiones formuladas 
por los señores Bartolo Mercedes y Gregoria Tavárez, par-
tes civiles constituidas, por mediación de su abogado cons 
tituído el Doctor Máximo A. Pereyra Brea. Cuarto: Revoca 
el ordinal cuarto de la sentencia apelada y por propia au-
toridad, declara a la inculpada Doctora Enma Ramírez de 
Arredondo, libre de toda responsabilidad civil. Quinto: Con-
dena a los señores Bartolo Mercedes y Gregoria Tavárez, 
Partes civiles constituidas, al pago de las costas civiles, con 



2604 	 BOLETIN JÚDICIÁL 

distracción de las mismas en provecho de los Doctores Ma
, nuel Antonio Gutiérrez Espinal y José Camasta Issa, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad"; 	Atk. 

Considerando que los recurrentes invocan en su m e
-morial los medios que a continuación se copian: Primer Me-

dios: Desnaturalización y falsa apreciación de los hechos. 
Desconocimiento de Ios principios que rigen la prueba; se:. 
pando Medio: Falta de base legal; Tercer Medio: Violación 
a los Artículos 1354, 1355 y 1356 del Código Civil, relativo 
a la prueba de la confesión. 

En cuanto al recurso de-  casación interpuesto por 
Bartolo Mercedes 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
re\ ela que la Corte a-qua para rechazar las conclusiones de 
Bartolo Mercedes como parte civilmente constituida, se 
fundó en el hecho de que éste no apeló de la sentencia del 
Juzgado de Primera Indancia del Distrito Judicial de La 
Romana, de fecha 14 de septiembre de 1967, lo cual no le 
permitía figurar como parte recurrente por ante dicha Cor-
te; por lo cual, Ia Corte al fallar como lo hizo, se ajustó a 
la Ley; en consecuencia, el recurso de Bartolo Mercedes de-
be ser rechazado; 

En cuanto al recurso de casación interpuesto 
por Gregoria Tavárez 

Considerando que la recurrente alega en síntesis, en 
sus tres medios reunidos, que la Corte a-qua incurre en los 
vicios invocados al no ponderar en todo su alcance la cir-
cunstancia de que la recurrida, al doblar a la izquierda en 
la calle Dr. Gonzalvo para entrar en dirección este, en la 
avenida Santa Rosa, de la ciudad de La Romana, cruzó 
por los terrenos de la bomba de gasolina ubicada en la 
esquina, lo cual no le permitió tomar las precauciones para 
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evitar el accidente; que asimismo la Corte a-qua, no pon-
clero en todos sus efectos la confesión que hizo la recurri-
da  y desconoció el valor del certificado médico; puesto que, 
las laceraciones y fracturas tuvieron que producirse con el 
vehículo en movimiento y entonces no es cierto que el me-
nor se le tiró encima al automóvil de la recurrida; pero, 

Considerando que la Corte a-qua por establecido, en-
tre otras cosas, los siguientes hechos: que el 2 de abril de 
1967 la recurrida - conducía un automóvil por la calle Dr. 
Gonzalvo de La Romana, dobló a su izquierda al llegar a 
la avenida Santa Rosa en dirección Este; que tocó bocina 
varias veces, y que, al llegar frente a la casa No. 68 de esa 
avenida, salió un menor de 4 arios delante de un camión 
que estaba estacionado a su derecha "estrellándose" con-
tra el carro; 

. Considerando que la Corte a-qua, en su octavo con-
srderando, dice lo siguiente: "que en cuanto a la existen-
cia de una falta imputable a la prevenida, para que exista, 
es necesario poder atribuirle, la causa involuntaria del he-
cho que sirve de fundamento a la demanda en daños y 
perjuicios y establecer, que todas las circunstancias del 
hecho han concurrido para evidenciar en ella, torpeza, im-
prudencia, inadvertencia, negligencia, o inobservancia de los 
reglamentos, como lo requiere en su artículo uno de la ley 
que regula esta índole de infracción; que la Corte arriba 
a esa conclusión, por así inferirlo de las siguientes compro-
baciones: a) porque ha establecido, que el carro manejado 
por la prevenida, marchaba en el instante del hecho ,a velo-
cidad moderada; b) porque la inculpada no realizó ningu-
na acción anormal, pues en el caso ocurrente, no lo puede 
ser, el alegado hecho, esgrimido por la parte civil, de que 
"cruzó por la Estación de Gasolina ubicada en la esquina 
próxima al lugar del accidente y no lo hizo por la esquina; 
es decir, que ella acortó distancias haciendo ese cruce"; 
e) Porque es constante en el expediente, que la inculpada to- 
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distracción de las mismas en provecho de los Doctores m a  
- nuel Antonio Gutiérrez Espinal y José Camasta Issa, p or 
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permitía figurar como parte recurrente por ante dicha Cor-
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la Ley; en consecuencia, el recurso de Bartolo Mercedes de-
be ser rechazado; 

Considerando que la recurrente alega en síntesis, en 
sus tres medios reunidos, que la Corte a-qua incurre en los 
vicios invocados al no ponderar en todo su alcance la cir-
cunstancia de que la recurrida, al doblar a la izquierda en 
la calle Dr. Gonzalvo para entrar en dirección este, en la 
avenida Santa Rosa, de la ciudad de La Romana, cruzó 
por los terrenos de la bomba de gasolina ubicada en la 
esquina, lo cual no le permitió tomar las precauciones para 

minar el accidente; que asimismo la Corte a-qua, no pon-
"oro en todos sus efectos la confesión que hizo la recurri-
da  y desconoció el valor del certificado médico; puesto que, 
las  laceraciones y fracturas tuvieron que producirse con el 
vehículo en movimiento y entonces no es cierto que el me-
nor se le tiró encima al automóvil de la recurrida; pero, 

Considerando que la Corte a-qua por establecido, en-
tre  otras cosas, los siguientes hechos: que el 2 de abril de 
1967 la recurrida 'conducía un automóvil por la calle Dr. 
Gonzalvo de La Romana, dobló a su izquierda al llegar a 
la avenida Santa Rosa en dirección Este; que tocó bocina 
varias veces, y que, al llegar frente a la casa No. 68 de esa 
avenida, salió un menor de 4 arids delante de un camión 
que estaba estacionado a su derecha "estrellándose" con-
tra el carro; 

eig Considerando que la Corte a-qua, en su octavo con-
siderando, dice lo siguiente: "que en cuanto a la existen-
cia de una falta imputable a la prevenida, para que exista, 
es necesario poder atribuirle, la causa involuntaria del he-
cho que sirve de fundamento a la demanda en daños y 
perjuicios y establecer, que todas las circunstancias del 
hecho han concurrido para evidenciar en ella, torpeza, im-
prudencia, inadvertencia, negligencia, o inobservancia de los 
reglamentos, como lo requiere en su artículo uno de la ley 
que regula esta índole de infracción; que la Corte arriba 
a esa conclusión, por así inferirlo de las siguientes compro-
baciones: a) porque ha establecido, que el carro manejado 
por la prevenida, marchaba en el instante del hecho ,a velo-
cidad moderada; b) porque la inculpada no realizó ningu-
na acción anormal, pues en el caso ocurrente, no lo puede 
ser, el alegado hecho, esgrimido por la parte civil, de que 
"cruzó por la Estación de Gasolina ubicada en la esquina 
próxima al lugar del accidente y no lo hizo por la esquina; 
es decir, que ella acortó distancias haciendo ese cruce"; 
c) Porque es constante en el expediente, que la inculpada to- 

En cuanto al recurso de casación interpuesto 
por Gregoria Tavárez 
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có bocina, circunstancia que reconoce en su escrito de 
d  fensa la parte reclamante, al expresar "que tocó mucha 

bocina, es decir en reiteradas ocasiones ante la presenci a  d, 
varias personas que se encontraban paradas en el mismo 
lugardel accidente"; ch) porque los hechos ocurriero n el; 
forma tan inesperada para la motorista, que a ésta le fue 
imposible evitar el accidente, realizando alguna maniobra, 
necesaria y posible, ya fuera reduciendo o deteniendo l a 

 marcha del vehículo o desviándolo hacia el lugar opuesto 
 a aquel de donde salió corriendo la víctima; d) porque des-

pués de tomar las precauciones normales, consistentes en 
observar mientras guiaba una velocidad moderada; p )ce-
der al toque repetido de bocin'a y dirigir un manejo del ve-
hículo, adecuado, tanto al lugar transitado, como a las cir-
cunstancias imperantes en el instante del accidente, éste no 
pudo ser el resultado de una imprevisión, sino más bien, la 
consecuencia de una fatalidad"; 

Considerando que por lo que se acaba de transcribir 
se comprueba que contrariamente a lo afirmado por la re-
currente, la Corte a-qua sí ponderó los hechos por él denun-
ciados, pero haciendo uso de su poder soberano de aprecia-
ción, lo cual escapa a la censura de la casación, formó su 
convicción en sentido contrario a como ello lo pretende, lo 
cual no puede configurar el vicio de desnaturalización ale-
gado, ni implica un desconocimiento de las reglas que rigen 
la prueba; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos por Bartolo Mercedes y Gregoria Ta-
várez contra la sentencia de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, dictada el 16 de febrero de 1968, en sus 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde-
na a los recurrentes al pago de las costas, ordenando su 
distracción en provecho de los Doctores Manuel Antonio 
Gutiérrez E. y José Camasta Issa, quienes afirmaron ha -
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
¿vez, Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Pere-
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo 
aojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DEL 1968  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de  
fecha 18 de octubre de 1967 

Materia: Correccional 

Recurrente: Julio Rosario 
Abogado: Dr. Leovigildo Pujols Sánchez 

Recurrido: Caledonian Irisurance Company 
Abogado: Dr. J. Arístides Taveras 

Dios. Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago 
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 
del mes de Noviembre de 1968, años 125 9  de la Independen-
cia y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Ro-
sario, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, cé-
dula No. 4873, serie 10, domiciliado en la casa No. 15 de 
la calle Libertador, de esta ciudad, en su calidad de padre 
y tutor del menor Rafael Milcíades Rosario, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pronun- 

»METEN JUDICIAL 

riada  en sus atribuciones correccionales de fecha 18 de oc- 

ttibre  
del 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Leovigil-

do  pujols Sánchez, cédula 256, serie 13, abogado del re-

eurrenTítdaeov;  
Oído, en 

 abogado de la compañía recurrida, Caledo-
nian la lectura de sus conclusiones, al Dr. J. Arís-
tides 

 Insurance Company, representada en el país por la 
Antillana Comercial e Industrial, C. por A.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General, 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 25 de octubre del 

1967V; isto el memorial suscrito en fecha 21 de octubre del 
1968, por el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 21 
de octubre del 1968, por el abogado de la Compañía recu-
rrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 19 de la Ley No. 5771 del 
1961; 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; 195 del Código 
de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, tonta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico en que el 
menor Rafael Milcíades Rosario recibió lesiones que cura-
ron después de 30 días, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, regular-
mente apoderada por el Ministerio Público, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so- 
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Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 
del mes de Noviembre de 1968, años 125 9  de la Independen-
cia y 1069  de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Ro-
sario, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, cé-
dula No. 4873, serie 10, domiciliado en la casa No. 15 de 
la calle Libertador, de esta ciudad, en su calidad de padre 
y tutor del menor Rafael Milcíades Rosario, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pronun- 

riada en sus atribuciones correccionales de fecha 18 de oc-
1 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; obro de 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Leovigil-

do pujols Sánchez, cédula 256, serie 13, abogado del re-

curreOrlítdeo; , en la lectura de sus conclusiones, al Dr. J. Arís-
tides Taveras, abogado de la compañía recurrida, Caledo-
nian Insurance Company, representada en el país por la 
Antillana Comercial e Industrial, C. por A.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General, 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 25 de octubre del 
1967; 

Visto el memorial suscrito en fecha 21 de octubre del 
1968, por el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 21 
de octubre del 1968, por el abogado de la Compañía recu-
rrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 19 de la Ley No. 5771 del 
1961; 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; 195 del Código 
de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, tonta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico en que el 
menor Rafael Milcíades Rosario recibió lesiones que cura-
ron después de 30 días, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, regular-
mente apoderada por el Ministerio Público, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so- 
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bre los recursos de apelación del prevenido, Robert o  
-- gusto Mejía Lluberes, de Julio O. Mejía, persona puesta en 

 causa como civilmente responsable, y la compañía asegu 
radora, la Caledonian Insurance Company, intervino la sen: 
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "ralla. 
Primero: Declara regulares y válido en cuanto a la form a. 

 los recursos de apelación interpuestos en fecha 21 y 24 de' 
 abril de 1967, por el señor Julio Rosario, parte civil cons. 

tituída, por el prevenido Roberto Augusto Mejía Lluberes , 
por Julio O. Mejía, persona civilmente responsable y la 
Compañía La Caledonian Insurance, C. por A., representa-
da por la Antillana Comercial e Industrial como comp ñía 
aseguradora, contra la sentencia dictada en fecha 21 de 
abril de 1967, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, que contiene 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara culpa-
ble al prevenido Roberto Augusto Mejía Lluberes de viola-
ción a la Ley 5771 (golpes involuntarios), en perjuicio del 
menor Rafael Milcíades Rosario, y en consecuencia, se le 
condena al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos 
M. N.) acogiendo circunstancias atenuantes en su favor; 
Segundo: Se declara regular y válida en la forma la cons-
titución en parte civil hecha por el Sr. Julio Rosario, padre 
del menor, por mediación de su abogado Dr. Leovigildo Pu-
jols Sánchez; Tercero: Se condena al prevenido Sr. Rober-
to Augusto Mejía Lluberes y al propietario del vehículo 
señor Julio O. Mejía o Julio Mejía B., al pago de una indem-
nización de RD$500.00 (Quinientos Pesos M.N.) en favor del 
Sr. Julio Rosario en su calidad de padre del menor, Rafael 
Milcíades Rosario, como justa reparación de los daños mora-
les y materiales sufridos por éste a consecuencia del he-
cho; Cuarto: Ordenar, que la sentencia que intervenga le 
sea oponible a la Caledonian Insurance Company; Quinto: 
Se condena al prevenido Roberto Augusto Meiía Lluberes 
y al propietario del vehículo, señor Julio O. Mejía o Julio 
Mejía R, así como a la Caledonian Insurance Company al 

----- 

flap de las costas solidariamente con distracción de las 
civiles en provecho del Dr. Leovigildo Pujols Sánchez por 
haberlas avanzado en su totalidad"; por haber sido inter-
puesto dichos recursos, de acuerdo con las prescripciones 
legales que rigen la materia; Segundo: Revoca la antes ex-
presada sentencia y en consecuencia, obrando por propia 
autoridad y contrario imperio, Descarga al prevenido Ro-
berto Augusto Lluberes, del delito que se le imputa, de oca-
sionar golpes involuntarios con el manejo de un vehículo 
de motor, en perjuicio del menor Rafael Milcíades Rosario, 
por haber ocurrido el accidente por la falta exclusiva de la 
víctima; Tercero: Descarga al señor Roberto Augusto Me-
jía Lluberes y al señor Julio O. Mejía o Julio Mejía B., de 
las condenaciones civiles que les fueron impuestas, por no 
serle imputado al prevenido, ninguna falta de carácter ci-
vil; Cuarto: Declara que la antes expresada sentencia, no le 
es oponible a la Compañía aseguradora Caledonian Insuran-
ce Company; Quinto: Condena a la parte civil constituida 
señor Julio Rosario, que sucumbe al pago de las costas 
penales y civiles de ambas instancias, ordenando la distrac-
ción de estas últimas en provecho del Dr. Arístides Tave-
ras, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que en su memorial el recurrente invo-
ca los siguientes medios de casación: Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos, circunstancias y testimonios de 
la causa, y en consecuencia violación del artículo 1ro. de la 
Ley 5771; Segundo Medio: Ausencia de motivos, y, en con-
secuencia, violación del artículo 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y falta de base legal; Tercer Medio: 
Violación de lós artículos 1382, 1383 y 1384 del Código 

Considerando, que en el desenvolvimiento de los tres 
medros ¿lel recurso, reunidos, el recurrente alega, en sínte-
`is‘ que la Corte a-qua al dictar su fallo se fundó única-
monte en las declaraciones de los testigos Tabaré de los 
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Santos y Santos Villanueva, y no así en las prestadas Do, 
los testigos Bernardo Reynoso y Quírico Valdez, que de  h; 
ber sido ponderadas otra hubiera sido la solución del c aso- • 
que en la sentencia ,impugnada se expresa que los testi gos' 
de los Santos Villanueva afirmaron que el conductor R o_ 
berto Augusto Mejía Lluberes cruzaba con su camioneta 
la Avenida George Washington de Este a Oeste, cuando 
ocurrió el accidente, a una velocidad de 30 kilómetros p or 

 hora; pero silencia que los testigos Reynoso y Valdez in-
formaron que la camioneta iba en ese momento a "veloci. 
dad exagerada"; que en la sentencia impugnada, alega tam-
bién el recurrente, no se dan los motivos por los c ales 
desestimó las declaraciones de los testigos Bernardo Rey-
noso y Quírico Valdez; que en dicha sentencia al descono-
cer los derechos que asisten a Julio Rosario, en su calidad 
de padre del menor Rafael Milcíades Rosario frente a la 
persona puesta en causa como civilmente responsable y a la 
Compañía aseguradora del vehículo con que produjo el ac-
cidente Roberto Augusto Mejía Lluberes, se incurrió en la 
violación de los artículos 1382 y siguientes del Código Ci-
vil; pero, 

Considerando, que los Jueces del fondo al dictar sus 
fallos pueden dar más crédito a las declaraciones testi-
moniales que les parezcan más sinceras y verosímiles y no 
están obligados a explicar por qué razones no escogieron las 
otras declaraciones; que, por consiguiente, al proceder en 
la especie en la forma que lo hicieron los jueces del fondo 
no incurrieron en los vicios señalados por el recurrente; 

Considerando en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos alegada también por el recurrente, que lo que éste 
entiende ser una desnaturalización no lo es en realidad, 
porque lo que hicieron los Jueces del fondo fue ponderar 
los hechos de la causa dentro de su poder soberano de 
apreciación de un modo distinto a como entendía el recu -
rrente aue esos hechos debían ponderarse, lo que no cons -  

tituye una desnaturalización; que, además, la sentencia 
impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que 
justifican su dispositivo así como una exposición completa 
de los hechos, y una descripción de las circunstancias de la 

causa, que han permitido verificar que dicho fallo es el 
resultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos 
que fueron soberanamente comprobados por los Jueces del 
fondo; que, por tanto, los medios del recurso carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que en la especie no procede estatuir 
sobre las costas, en razón de que contra el recurrente no 
se ha formulado ningún pedimento al respecto; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la Caledonian Insurance Company, representada en el 
país por La Antillana Comercial e Industrial, C. por A.; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Ju-
lio Rosario, en su calidad de padre y tutor del menor Ra-

' fael Milcíades Rosario, contra la sentencia de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, pronunciada en sus atribu-
ciones correccionales, en fecha 18 de octubre del 1967; cu-
yo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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fondo; que, por tanto, los medios del recurso carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que en la especie no procede estatuir 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 

Sentencia impugnada: Juzgado de ira. Instancia del D, J. de 
Barahona, de fecha 31 de enero de 1968 

Materia: Trabajo 

Recurrente: Ingenio Barahona 

Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza, Lic. Rafael Alburquerque 
rayas-Bazán y Dr. José Enrique Hernández Mach lo 

Recurrido: Juan Natali 
Abogado: Dr. Milcíades Tejeda Matos 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. -Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de Noviembre de 
1968, años 1259  de la Independencia, y 106 9  de la Restau-
ración, dicta eñ audiencia pública, como corte de casación , 

 la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge -
nio Barahona, organismo con personalidad jurídica, en vir -
tud de la Ley No. 7, de fecha 19 de agosto de 1966, que 

crea el Consejo Estatal del Azúcar, y causahabiente de la 
extinta Corporación Azucarera de la República Dominica-
na, legalmente representada por su Comité Ejecutivo, con 
su domicilio principal en el Central Barahona, Municipio 
de  Barahona, República Dominicana, contra la sentencia 
de fecha 31 de enero de 1968, dictada en sus atribuciones 
laborales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol: 
Oído al Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula No. 47326, 

serie lra., por sí y por el Lic. Rafael Alburquerque Zayas 
Bazán, cédula No. 4084 serie lra., y Dr. José Enrique Her-
nández Machado, cédula No. 5769, serie ira., abogados 
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 4 de 
abril de 1968, y suscrito por los abogados del recurrente, 
en el cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 17 de mayo 
de 1968, suscrito por el Dr. Milcíades Tejeda Matos, cé-
dula No. 26018, serie 18, abogado del recurrido Juan Na-
tali, dominicano, mayor de edad, casado, obrero, domicilia-
do y residente en lá casa No. 70 de la calle María Trinidad 
Sánchez de la ciudad de Barahona; 

11111' La Suprema Corle de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 8, 9, 10, 69 y 72 del Có-
di=u) de Trabajo; y, 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 
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Judicial de Barahona, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol: 
9Pir-  Oído al Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula No. 47326, 

serie 1ra., por sí y por el Lic. Rafael Alburquerque Zayas 
Bazán, cédula No. 4Q84 serie lra., y Dr. José Enrique Her-
nández Machado, cédula No. 5769, serie ira., abogados 
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

11pr Visto el Memorial de Casación, depositado en la Se- 
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 4 de 
abril de 1968, y suscrito por los abogados del recurrente, 
en el cual se invocan los medios que se indican más ade-

te; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 17 de mayo 
de 1968, suscrito por el Dr. Milcíades Tejeda Matos, cé-
dula No. 26018, serie 18, abogado del recurrido Juan Na-
ti 1 1, dominicano, mayor de edad, casado, obrero, domicilia-
do y residente en lá casa No. 70 de la calle María Trinidad 

nchez de la ciudad de Barahona; 

La Suprema Corle de Justicia, después de haber deli-
horado y vistos los artículos 7, 8, 9, 10, 69 y 72 del Có-
cUo de Trabajo; y, 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
d'' Casación; 
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Pi( 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los  
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliad a 

 ante las autoridades correspondientes del Departamento de 
Trabajo, el Juzgado de Paz del Municipio de Barahona, di e_ 
tó en fecha 11 de marzo de 1964, una sentencia cuyo dis. 
poSitivo dice así: "el Juzgado de Paz del Municipio de Ba-
rahona, Administrando Justicia en nombre de la República, 
por autoridad de la Ley, en virtud de los artículos citados. 
Falla: Primero: Que debe rechazar y Rechaza por impro-
cedente y mal fundada la demanda intentada por el señor 
Juan Natali, del domicilio y residencia de esta ciudad. en 
cobro de prestaciones en fecha 11 de febrero de 1964, con-
tra la Azucarera Haina, C. por A., División Barahona, to-
da vez que el demandante señor Juan Natali, se encuentra 
privado de sus derechos civiles y políticos, bajo la acusa-
ción de coautor del crimen de Abuso de Confianza, siendo 
asalariado y falsedad en escritura privada, en perjuicio de 
un crecido número de obreros de la Azucarera Haina, C. 
por A., el cual se encuentra preso actualmente en la cár-
cel pública de esta ciudad por hecho; Segundo: Que debe 
condenar y Condena al señor Juan Natali, al pago de las 
costas"; b) Que sobre recurso de apelación del demandante 
Juan Natali, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, en sus funciones de tribunal laboral 
de segundo grado, dictó la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que 
debe declarar y en efecto declara, Regular y Válido el re-
curso de apelación interpuesto por el señor Juan B. Nata-
li, contra la sentencia No. (-) dictada en fecha once (11) 
dé marzo del año 1964 por el Juzgado de Paz de este Mu-
nicinio, cuyo dispositivo figura en otra parte de la presente 
sentencia. Segundo: Que debe revocar como en efecto Re-
voca la sentencia objeto del presente recurso, y en conse-
cuencia. declara Injustificado el despido del trabajador Juan 
B. Natali por culpa del patrono, Ingenio Barahona. Tercero: 

Condena al Ingenio Barahona a pagarle a su ex-trabajador 
Juan B. Natali; Ciento Veintisiete Pesos Oro Con 92/00 
(RD$127.92), correspondientes a 24 días de preaviso; Se-
tentinueve Pesos Oro Con 95/00, (RD$79.95), correspon-
dientes a 15 días de auxilio de cesantía; Sesentitrés Pesos 
Oro Con 96/00, (RD$63.96)), correspondientes a 12 días 
de vacaciones no disfrutadas y Cuatrocientos Ochenta Pe-
sos Oro Con NO/00, por concepto de tres meses de sa-
larios dejados de pagar desde el día de la demanda hasta 
la sentencia definitiva: Cuarto: Condena al Ingenio Bara-
hora, parte que sucumbe, al pago de las costas y ordena la 
distracción de las mismas en provecho del Dr. Milcíades Te-
jeda Matos, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, como fundamento de su recurso, los si-
guientes medios: Primer Medio: Violación del artículo 10 
del Código de Trabajo, por desconocimiento. Errónea apli-
cación de los artículos 7, 8 y 9 de dicho Código. Contra-
dicción de motivos. Falta de base legal en cuanto a la exis-
tencia y calificación, en la especie, de un contrato por tiem-
po indefinido. Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos de la causa. Ausencia de motivos. Falta de base le-
gal en cuanto a la justta o injusta causa de dsepido. Tercer 
Medio: Violación de los artículos 69 y 72 del Código de 
Trabajo, por errónea aplicación de los mismos. 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
sostiene en síntesis el recurrente que el Tribunal a-quo 
luego de afirmar que el trabajador demandante prestó ser-
vicios al recurrente durante el tiempo de la zafra de 1963, 
omitió declarar que dicho contrato concluyó sin responsabi-
lidad para las partes con la terminación de dicha tempora-
da; que luego, "sorprendentemente" sumó ese tiempo "a un 
nuevo contrato concertado con la empresa al término de la 
zafra para que desempeñara las funciones de pagador"; que 
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Considerando que en la sentencia impugnada y e n los 
 documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-

tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliad; 
ante las autoridades correspondientes del Departamento de 
Trabajo, el Juzgado de Paz del Municipio de Barahona, di e. 
tó en fecha 11 de marzo de 1964, una sentencia cuyo diq. 
positivo dice así: "el Juzgado de Paz del Municipio de Ba. 
rahona, Administrando Justicia en nombre de la República, 
por autoridad de la Ley, en virtud de los artículos citados. 
Falla: Primero: Que debe rechazar y Rechaza por impro-
cedente y mal fundada la demanda intentada por el señor 
Juan Natali, del domicilio y residencia de esta ciudad. en 
cobro de presiaciones en fecha 11 de febrero de 1964, con-
tra la Azucarera Haina, C. por A., División Barahona, to-
da vez que el demandante señor Juan Natali, se encuentra 
privado de sus derechos civiles y políticos, bajo la acusa-
ción de coautor del crimen de Abuso de Confianza, siendo 
asalariado y falsedad en escritura privada, en perjuicio de 
un crecido número de obreros de la Azucarera Haina, C. 
por A., el cual se encuentra preso actualmente en la cár-
cel pública de esta ciudad por hecho; Segundo: Que debe 
condenar y Condena al señor Juan Natali, al pago de las 
costas"; b) Que sobre recurso de apelación del demandante 
Juan Natali, eI Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, en sus funciones de tribunal laboral 
de segundo grado, dictó la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que 
debe declarar y en efecto declara, Regular y Válido el re-
curso de apelación interpuesto por el señor Juan B. Nata-
li, contra la sentencia No. (-) dictada en fecha once (11) 
dé marzo del año 1964 por el Juzgado de Paz de este Mu-
nicipio. cuyo dispositivo figura en otra parte de la presente 
sentencia. Segundo: Que debe revocar como en efecto Re-
voca la sentencia objeto del presente recurso, y en conse-
cuencia. declara Injustificado el despido del trabajador Juan 
B. Natali por culpa del patrono, Ingenio Barahona. Tercero: 

Condena al Ingenio Barahona a pagarle a su ex-trabajador 
Juan B. Natali; Ciento Veintisiete Pesos Oro Con 92/00 
( RD$127.92), correspondientes a 24 días de preaviso; Se-
tentinueve Pesos Oro Con 95/00, (RD$79.95), correspon-
dientes a 15 días de auxilio de cesantía; Sesentitrés Pesos 
Oro Con 96/00, (RD$63.96)), correspondientes a 12 días 
de vacaciones no disfrutadas y Cuatrocientos Ochenta Pe-
sos Oro Con NO/00, por concepto de tres meses de sa-
larios dejados de pagar desde el día de la demanda hasta 
la sentencia definitiva: Cuarto: Condena al Ingenio Bara-
hora, parte que sucumbe, al pago de las costas y ordena la 
distracción de las mismas en provecho del Dr. Milcíades Te-
jeda Matos, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, como fundamento de su recurso, los si-
guientes medios: Primer Medio: Violación del artículo 10 
del Código de Trabajo, por desconocimiento. Errónea apli-
cación de los artículos 7, 8 y 9 de dicho Código. Contra-
dicción de motivos. Falta de base legal en cuanto a la exis-
tencia y calificación, en la especie, de un contrato por tiem-
po indefinido. Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos de la causa. Ausencia de motivos. Falta de base le-
gal en cuanto a la justta o injusta causa de dsepido. Tercer 
Medio: Violación de los artículos 69 y 72 del Código de 
Trabajo, por errónea aplicación de los mismos. 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
sostiene en síntesis el recurrente que el Tribunal a-quo 
luego de afirmar que el trabajador demandante prestó ser-
vicios al recurrente durante el tiempo de la zafra de 1963, 
omitió declarar que dicho contrato concluyó sin responsabi-
lidad para las partes con la terminación de dicha tempora-
da; que luego, "sorprendentemente" sumó ese tiempo "a un 
nuevo contrato concertado con la empresa al término de la 
zafra para que desempeñara las funciones de pagador"; que 
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ésto era importante porque aún en el caso de resultar in-
justificado el despido las indemnizaciones se reducen p ues 

 "sólo se computa el tiempo que prestó servicios con carne. 
te fijo"; que el Juez a-quo no indicó la fuente de su in. 
formación para afirmar como lo hizo que al terminar l a 

 zafra "el trabajador siguió prestando de una manera con-
tinua servicios a la empresa como pagador, con el mis mo 

 sueldo"; que el tribunal estaba en el deber de exponer los 
hechos del informativo que le hicieron llegar a la conclu-
sión de que el contrato era por tiempo indefinido; que hay 
contradicción entre lo afirmado primeramente y esa con-
clusión; que con ello se violaron los artículos 7, 8, 9 y 10 
del Código de Trabajo y se incurrió en contradicción de 
motivos; que, además, al dar —a juicio del recurrente—
motivos vagos e imprecisos para afirmar que existía un 
contrato por tiempo indefinido, cuando ya el Juez había 
declarado que existía un contrato por temporada, incurrió 
en el vicio de falta de base legal, pues a su juicio no exis-
ten los elementos necesarios constitutivos del contrato por 
tiempo indefinido; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que en el primer considerando de dicho 
fallo, el tribunal a-quo dijo lo siguiente: "Que ha quedado 
establecido por el informativo celebrado en audiencia de 
este Tribunal así como por los documentos que obran en 
el expediente, que entre Juan B. Natali y el Ingenio Bara-
hona fue concertado un contrato de trabajo, mediante el 
cual el trabajador le prestaba sus servicios a dicho Inge-
nio, como Pesador de Caña, durante el tiempo de zafra co-
rrespondiente al año 1963, con un sueldo de Ciento Sesenta 
Pesos Oro (RD$160.00) mensuales y que al terminar la 
zafra del referido año, el trabajador siguió prestando, de 
manera continua sus servicios a la Empresa como Pagador, 
con el mismo sueldo; que el patrono no le concedió al tra-
bajador el período de vacaciones, que le acuerda la Ley,  

con  disfrute de sueldo"; que evidentemente entre los docu-

mentos a que se refiere ese Considerando, figura la Cer-
tificación, enumerada en la página 3 de dicho fallo, expe-
dida  por el Administrador del Ingenio Barahona el 18 de 
febrero de 1964, que dice así: "Corporación Azucarera de 

la República Dominicana Ingenio Barahona. Por la presen-
te se hace constar que el señor Juan B. Natali, dominicano, 
portador de la Cédula Personal de Identidad No. 27279, 
serie 18, prestó servicios en este Ingenio como Pesador de 
Caña desde el día 1ro. de Febrero del año 1963 hasta el 
día 1rd73e Febrero del año 1964, devengando un sueldo 
mensual de RD$160.00. Constancia que se expide a solici-
tud de parte interesada, de conformidad con las disposi-
ciones del art. 63 del Código de Trabajo vigente, hoy día 
dieciocho (18) del mes de Febrero del año mil novecientos 
sesenta y cuatro (1964) en la ciudad de Barahona. Juan 
A. Biaggi, Administrador Ingenio Barahona. Barahona, R. 
D., 18 de Febrero de 1964"; 

rfr Considerandoque como se advierte por lo precedente-
mente copiado, fue establecido como cuestión de hecho por 
el Tribunal a-quo, que el contrato fue concertado por tiem-
po indefinido, dando para ello como fuente de informa-
ción los documentos presentados y el informativo celebra-
do, según los cuales quedó también establecido que el tra-
bajador demandante después de ser utilizado como pesador 
siguió prestando sus servicios de manera continua, sin ob-
jectones, como pagador; que en ello no hay contradicción 
alguna ni violación de los textos legales señalados por el 
recurrente, como tampoco falta de base legal, pues la sen-
tencia ofrece motivos suficientes y pertinentes y datos ne-
cesarios sobre los hechos, para controlar en derecho lo 
decidido por el Juez a-quo; que, por tanto, el primer medio 
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de los medios se-
gundo y tercero, los cuales se reúnen para su examen, sos- 
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ésto era importante porque aún en el caso de resultar i n. 
justificado el despido las indemnizaciones se reducen pu es 

 "sólo se computa el tiempo que prestó servicios con carác. 
te fijo"; que el Juez a-quo no indicó la fuente de su in-
formación para afirmar como lo hizo que al terminar la 
zafra "el trabajador siguió prestando de una manera con-
tinua servicios a la empresa como pagador, con el mis mo 

 sueldo"; que el tribunal estaba en el deber de exponer los 
hechos del informafivo que le hicieron llegar a la conclu-
sión de que el contrato era por tiempo indefinido; que hay 
contradicción entre lo afirmado primeramente y esa con-
clusión; que con ello se violaron los artículos 7, 8, 9 y 10 
del Código de Trabajo y se incurrió en contradicción de 
motivos; que, además, al dar —a juicio del recurrente—
motivos vagos e imprecisos para afirmar que existía un 
contrato por tiempo indefinido, cuando ya el Juez había 
declarado que existía un contrato por temporada, incurrió 
en el vicio de falta de base legal, pues a su juicio no exis-
ten los elementos necesarios constitutivos del contrato por 
tiempo indefinido; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que en el primer considerando de dicho 
falló, el tribunal a-quo dijo lo siguiente: "Que ha quedado 
establecido por el informativo celebrado en audiencia de 
este Tribunal así como por los documentos que obran en 
el expediente, que entre Juan B. Natali y el Ingenio Bara-
hona fue concertado un contrato de trabajo, mediante el 
cual el trabajador le prestaba sus servicios a dicho Inge-
nio, como Pesador de Caña, durante el tiempo de zafra co-
rrespondiente al año 1963, con un sueldo de Ciento Sesenta 
Pesos Oro (RD$160.00) mensuales y que al terminar la 
zafra del referido año, el trabajador siguió prestando, de 
manera continua sus servicios a la Empresa como Pagador, 
con el mismo sueldo; que el patrono no le concedió al tra-
bajador el periodo de vacaciones, que le acuerda la Ley, 

BOLETIN JUDICIAL 	 2619 

con  disfrute de sueldo"; que evidentemente entre los docu-
mentos a que se refiere ese Considerando, figura la Cer-
tificación, enumerada en la página 3 de dicho fallo, expe-
dida  por el Administrador del Ingenio Barahona el 18 de 
febrero de 1964, que dice así: "Corporación Azucarera de 
la República Dominicana Ingenio Barahona. Por la presen-
te se hace constar que el señor Juan B. Natali, dominicano, 
portador de la Cédula Personal de Identidad No. 27279, 
serie 18, prestó servicios en este Ingenio como Pesador de 
Caña desde el día 1ro. de Febrero del año 1963 hasta el 
día 1i-67—de Febrero del año 1964, devengando un sueldo 
mensual de RDS160.00. Constancia que se expide a solici-
tud de parte interesada, de conformidad con las disposi-
ciones del art. 63 del Código de Trabajo vigente, hoy día 
dieciocho (18) del mes de Febrero del año mil novecientos 
sesenta y cuatro (1964) en la ciudad de Barahona. Juan 
A. Biaggi, Administrador Ingenio Barahona. Barahona, R. 
D., 18 de Febrero de 1964"; 

Considerando que como se advierte por lo precedente-
mente copiado, fue establecido como cuestión de hecho por 
el Tribunal a-quo, que el contrato fue concertado por tiem-
po indefinido, dando para ello como fuente de informa-
ción los documentos presentados y el informativo celebra-
do, según los cuales quedó también establecido que el tra-
bajador demandante después de ser utilizado como pesador 
siguió prestando sus servicios de manera continua, sin ob-
jectbnes, como pagador; que en ello no hay contradicción 
alguna ni violación de los textos legales señalados por el 
recurrente, como tampoco falta de base legal, pues la sen-
tencia ofrece motivos suficientes y pertinentes y datos ne-
cesarios sobre los hechos, para controlar en derecho lo 
decidido por el Juez a-quo; que, por tanto, el primer medio 
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de los medios se-
gundo y tercero, los cuales se reúnen para su examen, sos-

Ok 
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tiene en síntesis, el recurrente, que el tribunal atribuyó a 
 las declaraciones de los testigos consecuencias distintas a-

su verdadera naturaleza, pues el testigo Aníbal Pérez y 
Pérez. declaró: "yo considero que Juan Natali cogió esos 
cheques"; que el Juez debió motivar el rechazamiento de 
esa declaración; que asimismo es insuficiente el motivo qu e 

 dió el tribunal a-quo cuando declaró que el Ingenio no había 
probado que el trabajador cometiera falta que justificara 
su despido; que con ello desnaturalizó los hechos en ese as-
pecto, e incurrió en el vicio de falta de base legal; que, fi.. 
nalmente violó los artículos 69 y 72 del Código de Trabajo, 
pues las prestaciones a que esos textos se refieren sólo , 
obtienen "después de un año de trabajo continuo", a su jui-
cio, "al año y un día de estar trabajando al servicio del pa-
trono"; que basado en una errónea interpretación de los 
textos citados el Juez a-quo acordó 24 días de preaviso y 
15 días de auxilio de cesantía, cuando tales prestaciones, se-
gún entender del recurrente, no procedían; pero, 

Considerando que al apreciar y ponderar las declara-
ciones de los testigos, el tribunal podía decidirse como lo 
hizo por aquellas que a su juicio le merecieran mayor cré-
dito en cuanto a su verosimilitud y sinceridad, sin que tu-
viera que ponderar específicamente las declaraciones en 
particular de cada testigo, por lo cual no incurrió en falta 
alguna cuando dejó de comentar en forma particular una de 
las expresiones del testigo Aníbal Pérez y Pérez; que asi-
mismo, si el recurrente estima que el Juez a-quo incurrió 
en el vicio de falta de base legal al declarar que no se 
había probado que el despido estuviera justificado, la em-
presa que era a quien le correspondía hacer la prueba, ha 
debido señalar cuáles pruebas en tal sentido no fueron 
tomadas en consideración o a cuáles se le dió un sentido y 
un alcance diferentes a su contenido; que, por tanto no se 
ha incurrido tampoco en el fallo impugnado en el vicio que 
se denuncia en ese otro aspecto del litigio;  

----- 
Considerando que, finalmente, en cuanto a la violación 

los artículos 69 y 72, evidentemente del estudio de esos de   
textos 

no se infiere la necesidad, como lo sugiere el recu-

rrente, de que haya pasado más de un año o "un año y 

tul día" para que se acuerden las prestaciones de lugar: 
basta que el trabajo se haya mantenido en forma continua 
durante un año, para que el trabajador si es despedido des-
pués de agotar ese lapso completo, tenga derecho a las 
prestaciones allí acordadas; que cualquiera otra interpre-
tación no seria razonable ni estaría acorde con el contexto 
y el espíritu de la ley; que por consiguiente tampoco se in-
currió en la sentencia impugnada, en las violaciones denun-
ciadas, razón por la cual los dos últimos medios propues-
tos carecen también de fundamento y deben ser desesti-
marlos; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Ingenio Barahona, contra la sen-
tencia de fecha 31 de enero de 1968, dictada en sus atri-
buciones laborales por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Barahona, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, con distracción 
en favor del Dr. Milcades Tejeda Matos, por afirmar ha-
berlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 
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tiene en síntesis, el recurrente, que el tribunal atribuyó a  
las declaraciones de los testigos consecuencias distint as a-
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trono"; que basado en una errónea interpretación de los 
textos citados el Juez a-quo acordó 24 días de preaviso y 
15 días de auxilio de cesantía, cuando tales prestaciones, se-
gún entender del recurrente, no procedían; pero, 

Considerando que al apreciar y ponderar las declara-
ciones de los testigos, el tribunal podía decidirse como lo 
hizo por aquellas que a su juicio le merecieran mayor cré-
dito en cuanto a su verosimilitud y sinceridad, sin que tu-
viera que ponderar específicamente las declaraciones en 
particular de cada testigo, por lo cual no incurrió en falta 
alguna cuando dejó de comentar en forma particular una de 
las expresiones del testigo Aníbal Pérez y Pérez; que asi-
mismo, si el recurrente estima que el Juez a-quo incurrió 
en el vicio de falta de base legal al declarar que no se 
había probado que el despido estuviera justificado, la em-
presa que era a quien le correspondía hacer la prueba, ha 
debido señalar cuáles pruebas en tal sentido no fueron 
tomadas en consideración o a cuáles se le dió un sentido y 
un alcance diferentes a su contenido; que, por tanto no se 
ha incurrido tampoco en el fallo impugnado en el vicio que 
se denuncia en ese otro aspecto del litigio; 

Considerando que, finalmente, en cuanto a la violación 

de  los artículos 69 y 72, evidentemente del estudio de esos 
textos no se infiere la necesidad, como lo sugiere el recu-

rrente, de que haya pasado más de un año o "un año y 

un día" para que se acuerden las prestaciones de lugar: 
basta que el trabajo se haya mantenido en forma continua 
durante un año, para que el trabajador si es despedido des-

pués de agotar ese lapso completo, tenga derecho a las 
prestaciones allí acordadas; que cualquiera otra interpre-
tación no sería razonable ni estaría acorde con el contexto 

y el espíritu de la ley; que por consiguiente tampoco se in-
currió en la sentencia impugnada, en las violaciones denun-
ciadas, razón por la cual los dos últimos medios propues-
tos carecen también de fundamento y deben ser desesti-
mados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Ingenio Barahona, contra la sen-
tencia de fecha 31 de enero de 1968, dictada en sus atri-
buciones laborales por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Barahona, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, con distracción 
en favor del Dr. Milcades Tejeda Matos, por afirmar ha-
berlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE PECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 19 68  

Sentencia impugnada: Juzgado de ira. Instancia del D. J. de s an 
 Cristóbal, de fecha 22 de abril de 1968 

Recurrido: Ing. Manuel de Ovín Filpo 
Abogado: Dr. Rafael Rodríguez Peguero 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de Noviembre de 
1968, años 1259 de la Independencia y 106 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Empa-
cadora 'de Carnes, C. por A., sociedad comercial e indus-
trial, organizada y existente de acuerdo con las leyes do-
minicanas, con su domicilio y principal establecimiento en 
Piedra Blanca, Distrito Municipal de Bajos de Haina, Pro- 

vincia de San Cristóbal, contra la sentencia de fecha 22 
de  abril -* de 1968, dictada en sus atribuciones laborales por 
el juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
- Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael Rodríguez Peguero, cédula No. 
12935, serie lra., abogado del recurrido Ingeniero Manuel 
de Ovín Filpo, cédula No. 74524, serie 1ra., domiciliado y 
residente en la casa No. 18 de la calle "Casimiro de Moya" 
de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de lavisRteopúebllinimcae;, 

memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 29 de abril 
de 1968, y suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula 
31853, serie 26, abogado de la recurrente, en el cual se in-
vocan los melios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 18 de mayo de 
1968, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los Artículos 56 y 59 de la Ley No. 637 
sobre Contrato de Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 
y 451 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 5 y 65 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una demanda laboral que no pudo ser conciliada 
ante las autoridades laborales correspondientes, intentada 
Por Manuel de Ovín Filpo, contra la Empacadora Domini-
cana de Carnes, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, apoderado del asunto, dictó en fe-
cha 13 de junio de 1966, una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones de 
la parte demandada por improcedente y mal fundadas, y 
acoge en todas sus partes, las del demandante por ser jus- 

Materia: Trabajo: 

Recurrente: Empacadora de Carnes, C. por A. 

Abogado: D. M. A. Báez Brito 
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vincia de San Cristóbal, contra la sentencia de fecha 22 

de abril de 1968, dictada en sus atribuciones laborales por 

el 
 juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rafael Rodríguez Peguero, cédula No. 

12935, serie lra., abogado del recurrido Ingeniero Manuel 
de Ovín Filpo, cédula No. 74524, serie ira., domiciliado y 
residente en la casa No. 18 de la calle "Casimiro de Moya" 
de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; , 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 29 de abril 
de 1968, y suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula 
31853, serie 26, abogado de la recurrente, en el cual se in-
vocan los melios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 18 de mayo de 
1968, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los Artículos 56 y 59 de la Ley No. 637 
sobre Contrato de Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 
y 451 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 5 y 65 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una demanda laboral que no pudo ser conciliada 
ante las autoridades laborales correspondientes, intentada 
Por Manuel de Ovín Filpo, contra la Empacadora Domini-
cana de Carnes, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, apoderado del asunto, dictó en fe-
cha 13 de junio de 1966, una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones de 
la parte demandada por improcedente y mal fundadas, y 
acoge en todas sus partes, las del demandante por ser jus- 

     

    

Sentencia impugnada: Juzgado de lra. Instancia del D. J. de s an 
 Cristóbal, de fecha 22 de abril de 1968 
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Recurrente: Empacadora de Carnes, C. por A. 

Abogado: D. M. A. Báez Brito 

  

      

    

Recurrido: Ing. Manuel de Ovín Filpo 

Abogado: Dr. Rafael Rodríguez Peguero 

  

      

         

    

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

  

      

   

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de Noviembre de 
1968, años 1259 de la Independencia y 106 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Empa-
cadora de Carnes, C. por A., sociedad comercial e indus-
trial, organizada y existente de acuerdo con las leyes do-
minicanas, con su domicilio y principal establecimiento en 
Piedra Blanca, Distrito Municipal de Bajos de Haina, Pro- 
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tas y reposar en prueba legal; Segundo: Declara inJusql, cado el despido operado contra el demandante, y resuelto  el contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa d; 
patrono y con responsabilidad para el mismo; Tercero: con-
dena dena a la Empacadora Dominicana de Carnes, C. po r A 

 a pagarle al demandante, Ingeniero Ml. de Ovín Filpo, la" 
indemnización y prestaciones siguientes: 12 días de salario 
por concepto de Preaviso; 10 días de salario por Auxili o 

 de Cesantía; 12" días de salario por concepto de vacaciones 
no tomadas ni pagadas; 3 meses de salario dejados de per-
cibir desde la fecha de la demanda, hasta la intervención 
de sentencia definftiva, conforme el ordinal 3ro. del argcu-
lo 84 del Código de Trabajo precitado, todo a base de un 
sueldo mensual de RD$950.00; Cuarto: Candena a la Em-
pacadora Dominicana de Carnes, C. por A., a pagarle al 
Ingeniero Manuel de Ovín Filpo, la suma de RD$8,761.71, 
por concepto de salarios dejados de pagar de acuerdo con 
las especificaciones que detallan en uno de los "Conside-
rando" de la presente sentencia; Quinto: Condena a la 
Empacadora Dominicana de Carnes, C. por A., a pagarle 
al Ingeniero Manuel de Ovín Filpo, las cantidades siguien-
tes: 1ro. RD$550.00, por depreciación de su automóvil al ser-
vicio de la empresa, a razón de RD$50.00 mensuales, du-
rante 11 meses; 2do. RD$381.00, por concepto de combus-
tibles y lubricantes consumidos por dicho vehículo duran-
te los 11 meses señalados; Sexto: Condena a la Empaca-
dora Dominicana de Carnes, C. por A., al pago de las cos-
tas del procedimiento, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Rafael Rodríguez Peguero, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre el re-
curso de apelación interpuesto contra ese sentencia por la 
Compañía, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dic -
tó el día 23 de agosto de 1966, una sentencia cuyo dispositi -
vo es el siguiente: "Falla: Primero: Se ordena un informa -
tivo testimonial a cargo de la parte intimada, manuel de 
Ovín Filpo, para probar los hechos en que fundamenta su 
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demanda; Reserva el Contrainformativo a la parte inti- 
"-ante  por ser de derecho; Segundo: Ordena la compare- 

ncia personal de las partes en causa, debiendo hacerlo la 
corripañía en la persona de su Presidente o a quien haga sus 
veces. Tercero: Fija la audiencia pública del día 20 de sep-
tiembre de 1966, a las 9:00 de la mañana, para que tengan 
efecto las medidas ordenadas; Cuarto: Declara esta sen-
tencia legalmente conocida por las partes en causa, por ha-
ber sido dictada en presencia de las mismas; Quinto: Re-
serva las costas"; c) que después de realizada la compare-
cencia personal de Manuel de Ovín Filpo, la indicada Cáma-
ra dictó el día 20 de Septiembre de 1966, una sentencia tu-
vo dispositivo es el siguiente: "Se prorroga el conocimien-
to de la Comparecencia Personal de la parte recurrente, La 
Empacadora Dominicana de Carnes, C. por A., así como de 
las medidas ordenadas por sentencia dictada por este mis-
mo Tribunal el día 23 de agosto de 1966, para el día 18 de 
octubre de 1966, a las 9:00 de la mañana; Segundo: La 
presente sentencia vale citación para las partes por haber 
sido dictada en presencia de las mismas; Tercero: Reser-
va las costas"; d) 'que después de realizada la continuación 
del informativo y sin que la Compañía compareciese, in-
tervino el fallo de fecha 11 de Noviembre de 1966, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el Recurso de Apela-
ción interpuesto por la Empacadora Dominicana de Carnes, 
C. por A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, dictada en fecha 13 de Junio de 1966, 
en favor del Ingeniero Manuel de Ovín Filpo, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma sen-
tencia; Segundo: Relativamente al fondo, rechaza en parte 
Y acoge en parte dicho recurso de alzada, y en consecuen-
cia Reforma el dispositivo de la sentencia impugnada, pa-
ra que rija del modo siguiente: a) Declara injustificado el 
despido y resuelto el Contrato de Trabajo que ligaba a las 
Partes por culpa del patrono y con responsabilidad para 

r. 

o 
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demanda; Reserva el Contrainformativo a la parte inti-

marte a  te  por ser de derecho; Segundo: Ordena la compare-
cenc ia  personal de las partes en causa, debiendo hacerlo la 
co- tripañía en la persona de su Presidente o a quien haga sus 
veces. Tercero: Fija la audiencia pública del día 20 de sep-
t iembre de 1966, a las 9:00 de la mañana, para que tengan 
efecto las medidas ordenadas; Cuarto: Declara esta sen-
tencia legalmente conocida por las partes en causa, por ha- 
ber sido dictada en presencia de las mismas; Quinto: Re-
serva las costas"; e) que después de realizada la compare-
cencia personal de Manuel de Ovín Filpo, la indicada Cáma-
ra dictó el día 20 de Septiembre de 1966, una sentencia cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Se prorroga el conocimien-
to de la Comparecencia Personal de la parte recurrente, La 
Empacadora Dominicana de Carnes, C. por A., así como de 
las medidas ordenadas por sentencia dictada por este mis-
mo Tribunal el día 23 de agosto de 1966, para el día 18 de 
octubre de 1966, a las 9:00 de la mañana; Segundo: La 
presente sentencia vale citación para las partes por haber 
sido dictada en presencia de las mismas; Tercero: Reser-
va las costas"; d) que después de realizada la continuación 
del informativo y sin que la Compañía compareciese, in-
tervino el fallo de fecha 11 de Noviembre de 1966, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el Recurso de Apela-
ción interpuesto por la Empacadora Dominicana de Carnes, 
C. por A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, dictada en fecha 13 de Junio de 1966, 
en favor del Ingeniero Manuel de Ovín Filpo, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma sen-
tencia; Segundo: Relativamente al fondo, rechaza en parte 
Y acoge en parte dicho recurso de alzada, y en consecuen-
cia Reforma el disposifivo de la sentencia impugnada, pa-
ra que rija del modo siguiente: a) Declara injustificado el 
despido y resuelto el Contrato de Trabajo que ligaba a las 
Partes por culpa del patrono y con responsabilidad para 
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tas y reposar en prueba legal; Segundo: Declara injusta. 
cado el despido operado contra el demandante, y resuelto 
elcontrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del  
patrono y con responsabilidad para el mismo; Tercero: c oi., 
dena a la Empacadora Dominicana de Carnes, C. p or A . 

 a pagarle al demandante, Ingeniero Ml. de Ovín Filp
o'  indemnización y prestaciones siguientes: 12 días de salario 

por concepto de Preaviso; 10 días de salario por Au xilio 
 de Cesantía; 12'días de salario por concepto de vacaciones 

no tomadas ni pagadas; 3 meses de salario dejados de pe r. 
cibir desde la fecha de la demanda, hasta la intervención 
de sentencia definitiva, conforme el ordinal 3ro. del arfícu-
lo 84 del Código de Trabajo precitado, todo a base de un 
sueldo mensual de RD$950.00; Cuarto: Candena a la Em-
pacadora Dominicana de Carnes, C. por A., a pagarle al 
Ingeniero Manuel de Ovín Filpo, la suma de RD$8,761.71, 
por concepto de salarios dejados de pagar de acuerdo con 
las especificaciones que detallan en uno de los "Conside-
rando" de la presente sentencia; Quinto: Condena a la 
Empacadora Dominicana de Carnes, C. por A., a pagarle 
al Ingeniero Manuel de Ovín Filpo, las cantidades siguien-
tes: 1ro. RD$550.00, por depreciación de su automóvil al ser-
vicio de la empresa, a razón de RD$50.00 mensuales, du-
rante 11 meses; 2do. RD$381.00, por concepto de combus-
tibles y lubricantes consumidos por dicho vehículo duran-
te los 11 meses señalados; Sexto: Condena a la Empaca-
dora Dominicana de Carnes, C. por A., al pago de las cos-
tas del procedimiento, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Rafael Rodríguez Peguero, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre el re-
curso de apelación interpuesto contra ese sentencia por la 
Compañía, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dic-
tó el día 23 de agosto de 1966, una sentencia cuyo dispositi -
vo es el siguiente: "Falla: Primero: Se ordena un informa -
tivo testimonial a cargo de la parte intimada, manuel de 
Ovín Filpo, para probar los hechos en que fundamenta su 
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el mismo; b) Condena a la Empacadora Dominicana 

e   Carnes, C. por A., a pagarle al Ingeniero Manuel de Ovín 
Filpo, doce (12) días de salario por concepto de Preavs., 
diez (10) días de salario por concepto de auxilio de e esa-r-i ' 
tía; doce (12) días de salario por concepto de vacaciones; 
una suma igual a los salarios que habría devengado descl 
el día de la demanda hasta que recaiga sentencia defini-
tiva, tiva, sin que los mismos puedan pasar de tres (3) meses 

 de acuerdo al ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de 
Trabajo, todo a base de un salario base de veinticinco p e

-sos diario (RD$25.00); c) condena a la Empacadora Do-
minicana de Carnes, C. por A., a pagarle al Ing. Manuel de 
Ovín Filpo la suma de Dos Mil Cuatrocientos Veinticinco 
Pesos (RD$2,425.00) por concepto de tres meses y siete 
días de salarios dejadoá de pagar; Tercero: Compensa las 
costas entre las partes en la proporción de dos terceras 
partes a cargo de la recurrente Empacadora Dominicana de 
Carnes, C. por A., ordenando su distracción en provecho 
del Dr. Rafael Rodríguez Peguero, abogado del recurrido, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y una ter-
cera parte a cargo del' recurrido Manuel de Ovín Filpo": e) 
Que sobre recurso de casación de Manuel de Ovín Filpo, 
la Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de agosto de 
1967, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Por 
tales motivos: Primero: Casa en el punto que se acaba de 
señalar, la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional de fecha 11 de Noviembre de 1966, 
y envía el asunto así delimitado, ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal: Se-
gundo: Rechaza en sus demás aspectos el recurso de casa-
ción interpuesto contra la indicada sentencia por el Ing. 
Manuel de Ovín Filpo; y Tercero: Compensa las costas"; 
f) Que sobre el envío ordenado por la Suprema Corte de 
Justicia, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal. dictó la sentencia ahora impugna -
da en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 

 

Rechazar las conclusiones de la Empacadora Dominicana de 

Carnes, C. por A., relativamente a que se ordene la medi-

da  de información testimonial solicitada en las mismas por 
inútiles y de ninguna .eficacia para la solución del litgio de 

que se trata; Segundo: Fija la audiencia del día 29 del mes 

de  Abril del año mil novecientos sesenta y ocho (1968) en 
curso, a las nueve libras de la mañana, para el conocimien-

to  y discusión del recurso de apelación a que se contrae la 
presente sentencia; y Tercero: Reserva las costas relativas 
a este incidente a fin de fallarlas conjuntamente con el 

fondo"; 
Considerando que la compañía recurrente, invoca co-

mo fundamento de su recurso de casación, los siguientes 

medios: Primer Medio: Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil, por omisión de estatuir y fal-
ta de motivos. Segundo Medio: Violación de los artículos 
59 de la Ley número 637 sobre Contratos de Trabajo, 1315 
del Código Civil y 20 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sad nóy Falta de Motivos. 

Considerando que a su vez el recurrido ha propuesto 
la irrecibilidad del recurso en razón de que a su juicio la 
sentencia impugnada es de carácter preparatorio. 

  

  

  

  

  

   

En cuanto a la inadmisión del recurso: 

 

  

Considerando que el recurrido sostiene en síntesis que 
la sentencia impugnada puesto que se limita a fijar la fe-
cha en que deberá discutirse la apelación pendiente entre 
las partes, no es definitiva, sino de tipo preparatoria, pues 
no ha juzgado la acción que se ventila; por lo cual, a su 
juicio, el recurso de casación es irrecibible por aplicación 
del Artículo 451 del Código de Procedimiento Civil y 1 de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el Tribunal a-quo rechazó el pedimento 
de informativo que le hizo la hoy recurrente en casación 
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el mismo; b) Condena a la Empacadora Donúnican 
 Carnes, C. por A., a pagarle al Ingeniero Manuel de loycle 

 Filpo, doce (12) días de salario por concepto de Preavs

. °; 

' 
diez (10) días de salario por concepto de auxilio de cesan  -
tía; doce (12) días de salario por concepto de vacacion- es . 

 una suma igual a los salarios que habría devengado desde 
' el día de la demanda hasta que recaiga sentencia defini 

tiva, sin que los mismos puedan pasar de tres (3) mese; 
de acuerdo al ordinal 3ro. del artículo 84 del Código d e 

 Trabajo, todo a base de un salario base de veinticinco  pe_ 
sos diario (RD$25.00); c) condena a la Empacadora Do-
minicana de Carnes, C. por A., a pagarle al Ing. Manuel d e 

 Ovín Filpo la suma de Dos Mil Cuatrocientos Veinticinco 
Pesos (RD$2,425.00) por concepto de tres meses  y siete 
días de salarios dejados de pagar; Tercero: Compensa las 
costas entre las partes en la proporción de dos terceras 
partes a cargo de la recurrente Empacadora Dominicana de 
Carnes, C. por A., ordenando su distracción en provecho 
del Dr. Rafael Rodríguez Peguero, abogado del recurrido, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y una ter-
cera parte a cargo dei recurrido Manuel de Ovín Filpo": e) 
Que sobre recurso de casación de Manuel de Ovín Filpo, 
la Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de agosto de 
1967, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Por 
tales motivos: Primero: Casa en el punto que se acaba de 
señalar, la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional de fecha 11 de Noviembre de 1966, 
y envía el asunto así delimitado, ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal; Se-
gundo: Rechaza en sus demás aspectos el recurso de casa-
ción interpuesto contra la indicada sentencia por el Ing. 
Manuel de Ovín Filpo; y Tercero: Compensa las costas": 
f) Que sobre el envío ordenado por la Suprema Corte de 
Justicia, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju -
dicial de San Cristóbal. dictó la sentencia ahora impugna -
da en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:  

------ 
sechazar las conclusiones de la Empacadora Dominicana de 

Carnes, C. por A., relativamente a que se ordene la medi-
da de información testimonial solicitada en las mismas por 
inútiles y de ninguna ,eficacia para la solución del litgio de 

que se trata; Segundo: Fija la audiencia del día 29 del mes 

de  Abril del año mil novecientos sesenta y ocho (1968) en 

curso, a las nueve libras de la mañana, para el conocimien-

to  y discusión del recurso de apelación a que se contrae la 
presente sentencia; y Tercero: Reserva las costas relativas 
a este incidente a fin de fallarlas conjuntamente con el 

fondo"; 
Considerando que la compañía recurrente, invoca co-

mo fundamento de su recurso de casación, los siguientes 
medios: Primer Medio: Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil, por omisión de estatuir y fal-
ta de motivos. Segundo Medio: Violación de los artículos 
59 de la Ley número 637 sobre Contratos de Trabajo, 1315 
del Código Civil y 20 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
saci nóy Falta de Motivos. 

Considerando que a su vez el recurrido ha propuesto 
la irrecibilidad del recurso en razón de que a su juicio la 
sentencia impugnada es de carácter preparatorio. 

En cuanto a la inadmisión del recurso: 

Considerando que el recurrido sostiene en síntesis que 
la sentencia impugnada puesto que se limita a fijar la fe-
cha en que deberá discutirse la apelación pendiente entre 
las partes, no es definitiva, sino de tipo preparatoria, pues 
no ha juzgado la acción que se ventila; por lo cual, a su 
juicio, el recurso de casación es irrecibible por aplicación 
del Artículo 451 del Código de Procedimiento Civil y 1 de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el Tribunal a-quo rechazó el pedimento 
de informativo que le hizo la hoy recurrente en casación 
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por estimarlo "inútil y de ninguna eficacia" a los fines del 
litigio, dado la limitación de su apoderamiento como tribu
nal de envío; que al fallar de esa manera es obvio q ue de: 
cidió como cuestión incidental y en forma definitiva di cho 

 pedimiento; que, en tales condiciones, el fallo impugnado 
 no puede estimarse, aunque el Juez a-quo por el mismo dis-

positivo fijara fecha para una nueva audiencia, que es p re. 
paratorio como lo sostiene el recurrido; que, por tanto, ( 1 
medio de inadmisión carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que en el desarrollo del primer medio de su 
recurso, sostiene la recurrente que ella concluyó ante el 
Juez a-quo proponiendo la nulidad de los emplazamientos 
que le habían sino notificados en fechas 25 de septiembre 
y 9 de octubre de 1967, y que el juez omitió pronunciarse 
sobre dichas conclusiones, alegato que formula después de 
sostener que era obligación del tribunal reproducir en su 
sentencia el contenido de las conclusiones de las partes, 
lo que tampoco hizo en lo que a la recurrente se refiere; 
que por ello estima que dicho tribunal violó el artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil por omisión de estatuir 
y por falta de motivos; pero, 

Considerando que el Juez a-quo al dejar de motivar de 
manera expresa el rechazamiento que implícitamente hizo 
de las conclusiones omitidas, relativas a la nulidad del em-
plazamiento, no le ha producido con ello ningún agravio 
a la recurrente, pues es obvio que como ella proponía dicha 
nulidad por no habérsele dado los plazos legales para su 
comnarecencia, al disponer el tribunal el reenvío del cono-
cimiento de la apelación pendiente para otra audiencia, la 
recurrente logró de ese modo lo que perseguía, pues dicho 
reenvío le daba así oportunidad a dicha parte de preparar  

,con tiempo suficiente— su defensa en apelación; que, ade-
más es  preciso tener en cuenta que en materia laboral el 
Artículo 56 de la Ley Sobre Contratos de Trabajo, estable-
ce  lo siguiente: "No se admitirá ninguna clase de nulida-

des de procedimiento, a menos que éstas sean de una gra-
vedad tal que imposibiliten al Tribunal, y a juicio de éste, 
conocer y juzgar los casos sometidos a su consideración. 
En este caso se decidirá por la misma sentencia las dichas 
nulidades y el reenvío para conocer del fondo del asunto"; 
que por tanto, el medio propuesto carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo y último 
medio, sostiene la recurrente, en definitiva, que el Juez 
a-quo al rechazar su pedimento de informativo no inter-
pretó correctamente la sentencia de esta Suprema Corte 
de Justicia de fecha 23 de agosto de 1967, pues dicha sen-
tencia había casado por falta de motivos la que pronunció 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional en fecha 11 
de Noviembre de 1966; y entiende la recurrente, que ella 
podía proponer en virtud del Artículo 59 de la Ley No. 
637 de 1949, el pedimento que formuló, encaminado como 
estaba a "probar que el salario que alega el intimado Ma-
nuel de Ovín Film, nunca le fue fijado por la empresa", 
petición que, según su entender, no podía ser soslayada 
por el Juez a-quo sfn privarla de ese medio de prueba por 
ella pretendido, lo cual es a su juicio, una violación tam-
bién del Artículo 1315 del Código Civil; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que el informativo pedido iba encaminado no só-
lo a probar que el salario reclamado no le fue fijado por 
la empresa al demandante, sino que la calidad de adminis-
trador que él invocaba como base de su reclamación, nun-
ca le fue atribuída por dicha empresa, en razón de que du-
rante el tiempo en que dicha demandante alega que se des-
empeñó como administrador, existía una imposibilidad ma- 



por estimarlo "inútil y de ninguna eficacia" a los fines d

e  litigio, dado la limitación de su apoderamiento como tribu 
nal de envío; que al fallar de esa manera es obvio que de-
cidió como cuestión incidental y en forma definitiva dicho 
pedimiento; que, en tales condiciones, el fallo impug

nado 
no puede estimarse, aunque el Juez a-quo por el mis mo dis• 

 positivo fijara fecha para una nueva audiencia, que es pre_ 
paratorio como lo sostiene el recurrido; que, por tanto, el 
medio de inadmisión carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que en el desarrollo del primer medio de su 
recurso, sostiene la recurrente que ella concluyó ante el 
Juez a-quo proponiendo la nulidad de los emplazamientos 
que le habían si& notificados en fechas 25 de septiembre 
y 9 de octubre de 1967, y que el juez omitió pronunciarse 
sobre dichas conclusiones, alegato que formula después de 
sostener que era obligación del tribunal reproducir en su 
sentencia el contenido de las conclusiones de las partes, 
lo que tampoco hizo en lo que a la recurrente se refiere; 
que por ello estima que dicho tribunal violó el artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil por omisión de estatuir 
y por falta de motivos; pero, 

Considerando que el Juez a-quo al dejar de motivar de 
manera expresa el rechazamiento que implícitamente hizo 
de las conclusiones omitidas, relativas a la nulidad del em-
plazamiento, no le ha producido con ello ningún agravio 
a la recurrente, pues es obvio que como ella proponía dicha 
nulidad por no habérsele dado los plazos legales para su 
comnarecencia, al disponer el tribunal el reenvío del cono-
cimiento de la apelación pendiente para otra audiencia, la 
recurrente logró de ese modo lo que perseguía, pues dicho 
reenvío le daba así oportunidad a dicha parte de preparar  

__con tiempo suficiente— su defensa en apelación; que, ade- 
más  es preciso tener en cuenta que en materia laboral el 
Artículo 56 de la Ley Sobre Contratos de Trabajo, estable- 

ce ,o ] siguiente: "No se admitirá ninguna clase de nulida-
des  je procedimiento, a menos que éstas sean de una gra-

vedad tal que imposibiliten al Tribunal, y a juicio de éste, 
no y juzgar los casos sometidos a su consideración. Eco
necseter  caso se decidirá por la misma sentencia las dichas 

nulidades y el reenvío para conocer del fondo del asunto"; 
Que por tanto, el medio propuesto carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo y último 
medio, sostiene la recurrente, en definitiva, que el Juez 
a-quo al rechazar su pedimento de informativo no inter-
pretó correctamente la sentencia de esta Suprema Corte 
de Justicia de fecha 23 de agosto de 1967, pues dicha sen-
tencia había casado por falta de motivos la que pronunció 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional en fecha 11 
de Noviembre de 1966; y entiende la recurrente, que ella 
podía proponer en virtud del Artículo 59 de la Ley No. 
637 de 1949, el pedimento que formuló, encaminado como 
estaba a "probar que el salario que alega el intimado Ma-
nuel de Ovín n'Yo, nunca le fue fijado por la empresa", 
petición que, según su entender, no podía ser soslayada 
por el Juez a-quo sin privarla de ese medio de prueba por 
ella pretendido, lo cual es a su juicio, una violación tam-
bién del Artículo 1315 del Código Civil; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que el informativo pedido iba encaminado no só-
lo a probar que el salario reclamado no le fue fijado por 
la empresa al demandante, sino que la calidad de adminis-
trador que él invocaba como base de su reclamación, nun-
ca le fue atribuida por dicha empresa, en razón de que du-
rante el tiempo en que dicha demandante alega que se des-
empeñó como administrador, existía una imposibilidad ma- 
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terial de los accionistas para controlar su gestión, agr egar, 
do en sus conclusiones dicha compañía recurrente: "y 

cual. quier otro hecho que interese a la causa"; 
Considerando que tal como apreció el Juez a.. quo, 

 contrariamente a como lo estima la recurrente, la casación 
había sido dispuesta en forma limitada al estimar la Supre-
ma Corte de Justicia, por su sentencia del 23 de agosto de 
1967, que la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional e n  la 

 sentencia casada, había rechazado sin dar motivos, las re
-clamaciones del trabajador demandante sobre "los salarios 

 correspondientes al período comprendido desde el 10 hasta 
el 30 de enero de 1965 y del 1 9  de febrero hasta el 2C le 
agosto del mismo año; que, en esas condiciones, es obvio 
que el tribunal de envío podía apreciar que cualquiera me-
dida de instrucción encaminada a probar hechos fuera de 
ese punto, lo que limitaba el alcance de su apoderamiento, 
era frustratorio; que, por tanto, al fallar dicho Tribunal 
como lo hizo, no incurrió en el fallo impugnado en los vicios 
y violaciones que señala la recurrente, razón por la cual 
el medio propuesto carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que al sucumbir las partes respectiva-
mente en sus conclusiones, las costas de casación pueden 
ser compensadas; il• 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Empacadora de Carnes, C. por A., 
contra la sentencia de fecha 22 de abril de 1968, dictada en 
sus atribuciones laborales por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Compensa lás costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Fere -  

15 ., Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
seriores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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terial de los accionistas para controlar su gestión, a 
do en sus conclusiones dicha compañía recurrente: 
quier otro hecho que interese a la causa"; 

Considerando que tal como apreció el Juez ItIO, y 
contrariamente a como lo estima la recurrente, la casa ción 

 había sido dispuesta en forma limitada al estimar la Supre 
 ma Corte de Justicia, 'por su sentencia del 23 de agosto de 

1967, que la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional e n  l a 
 sentencia casada, había rechazado sin dar motivos, las re-

clamaciones del trabajador demandante sobre "los salarios 
correspondientes al período comprendido desde el 10 hasta 
el 30 de enero de 1965 y del 1° de febrero hasta el 20 le 
agosto del mismo año; que, en esas condiciones, es obvio 
que el tribunal dé envío podía apreciar que cualquiera me-
dida de instrucción encaminada a probar hechos fuera de 
ese punto, lo que limitaba el alcance de su apoderamiento, 
era frustratorio; que, por tanto, al fallar dicho Tribunal 
como lo hizo, no incurrió en el fallo impugnado en los vicios 
y violaciones que señala la recurrente, razón por la cual 
el medio propuesto carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que al sucumbir las partes respectiva-
mente en sus conclusiones, las costas de casación pueden 
ser compensadas; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Empacadora de Carnes, C. por A., 
contra la sentencia de fecha 22 de abril de 1968, dictada en 
sus atribuciones laborales por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo: 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Fere- 

Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Rojo Car-
a.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
ornada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEI, 19 68  

111 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 14 

de febrero de 1r68 

Materia: Tierras 

Recurrente: María Castro Vda. Martínez 

Abogado: Dr. Julio de Wind Pichardo y Dr. Rafael Rodriguez 

Peguero 

Recurrido: Maritza María Magdalena y Martha Cristina Mart .  e7  
representada por su tutora legal Mercedes Vi, trr; 

Martínez 
Abogado: Dr. Juan de Js. Bueno Lora 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre 'de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 29 de noviembre del año 1968, arios 
1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
Castro Vda. Martínez, dominicana, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, cédula No. 36668, serie 1 1, domiciliada en  

la calle Ana Valverde No. 44 de esta ciudad, contra la De-
cisión No. 14 de fecha 14 de febrero de 1968, del Tribunal 
superior de Tierras, cuyo dispositivo se transcribe más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Julio de Wind Pichardo, por sí y por el 

Dr. Rafael Rodi'íguez Peguero, respectivamente portado-
res de las cédulas Nos. 27190, serie 23 y 12935, serie 1 1, 
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

en fecha 5 de abril de 1968, suscrito por sus abogados, en 
el cual se invocan los medios de casación que más ade-
lante se exponen; y el de ampliación, de fecha 27 de sep-
tiembre 

en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, depo-

sitado al Dr. Juan de Js. Bueno Lora, abogado de la 
recurrida, en la lectura de sus conclusiones; 

tiembre del mismo año; 

Visto el escrito de defensa de las recurridas, Maritza 
María Magdalena y Martha Cristina Martínez, represen-
tadas por su tutora legal Mercedes Victoria Martínez, cé-
dula No. 1149, serie 44, suscrito por su abogado el Dr. 
Juan de Js. Bueno Lora, cédula No. 3703, serie 44, así 
como la ampliación del mismo, notificados a los abogados 
de la contraparte en fecha 3 de mayo y 23 de Oct. de 1968; 

La Suprema -  Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; 38, letra d), 46 y 51 de la Ley No. 659, 
sobre Actos del Estado Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley. sobre 
Procedimiento de Casación; 



2632 	 BOLETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 1968 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 14 

de febrero de 1r68 

Materia: Tierras 

Recurrente: María Castro Vda. Martínez 
Abogado: Dr. Julio de Wind Pichardo y Dr. Rafael Rodriguez 

Peguero 

Recurrido: Maritza María Magdalena y Martha Cristina Mart 
representada por su tutora legal Mercedes Vietrria  

Martínez 
Abogado: Dr. Juan de Js. Bueno Lora 

BOLETIN JUDICIAL 
	

2633 

la calle Ana Valverde No. 44 de esta ciudad, contra la De- 
cisión No. 14 de fecha 14 de febrero de 1968, del Tribunal 
superior de Tierras, cuyo dispositivo se transcribe más 

awadelanOitdec: al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Julio de Wind Pichardo, por sí y por el 

Dr. Rafael Rodtíguez Peguero, respectivamente portado-
res de las cédulas Nos. 27190, serie 23 y 12935, serie la, 
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído al Dr. Juan de Js. Bueno Lora, abogado de la 
recurrida, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Dios, Patria y Liberta<I 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 29 de noviembre del año 1968, arios 
1259  de la Independencia y 106 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
Castro Vda. Martínez, dominicana, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, cédula No. 36668, serie la, domiciliada en 

111 
Visto el memorial de casación de la recurrente, depo-

sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia 
en fecha 5 de abril de 1968, suscrito por sus abogados, en 
el cual se invocan los medios de casación que más ade-
lante se exponen; y el de ampliación, de fecha 27 de sep-
tiembre del mismo año; 

Visto el escrito de defensa de las recurridas, Maritza 
María Magdalena y Martha Cristina Martínez, represen-
tadas por su tutora legal Mercedes Victoria Martínez, cé-
dula No. 1149, serie 44, suscrito por su abogado el Dr. 
Juan de Js. Bueno Lora, cédula No. 3703, serie 44, así 
como la ampliación del mismo, notificados a los abogados 
de la contraparte en fecha 3 de mayo y 23 de Oct. de 1968; 

La Suprema -  Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; 38, letra d), 46 y 51 de la Ley No. 659, 
sobre Actos del Estado Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley. sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en  
los documentos a que ella se refiere, constan los siguiera. 
tes hechos: a) que por sentencia de la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del pi s. 
trito Nacional, de fecha 4 de junio de 1968, se declaró 
judicialmente fallecido a Jacinto Diómedes Martínez Cas-
tro, inscribiéndose, en consecuencia, la defunción de M or. 
tínez Castro, en los registros de la Oficialí del Estado Ci-
vil de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional; b) 
que por instancia de fecha 29 de abril de 1966, el Dr. 
Juan de Jesús Bueno Lora, a nombre y representación de 
Mercedes Victoria Martínez, actuando ésto en su calida( 
de madre y tutora legal de las menores Maritza Mala 
Magdalena y Martha Cristina Martínez, solicitó del Tri-
bunal Superior de Tierras, la determinoción de dichas me-
nores como herederas únicas del finado Jacinto Diómedes 
Martíne Castro, así como la cancelación del Certificado de 
Título No. 14802, atributivo del derecho de propiedad del 
solar No. 2 de la Manzana No. 559, del Distrito Catastral 
No. 1 del Distrito Nacional, y la expedición de un nuevo 
Certificado de Título a su favor; c) que a su vez, y me-
diante escrito de fecha 29 de abril de 1966, María Castro 
Viuda Martínez, representada por los doctores Julio de 
Wind Pichardo y Rafael Rodríguez Peguero, pidió al Tri-
bunal Superior de Tierras, se desestimara la anterior ins-
tancia de determinación de herederos, y se le reconociera 
exclusivamente a ella, dicha calidad, en su condición de 
madre legítima del fallecido Jacinto Diómedes Martínez 
Castro, con sus consecuencias legales; d) que para conocer 
de los anteriores pedimentos, el Tribunal de Tierras, desig-
nó al Juez de Jurisdicción Originol, Lic. José Díaz Valde-
pares, quien en fecha 20 de junio de 1967, dictó su Deci-
sión No. 1 en relación con el solar No. 2 de la Manzana No. 
599 del Distrito Catastral No. 1, mediante la cual declaró 
como hijas naturales reconocidas del finado Jacinto Dió -
medes Martínez Castro, a las menores Maritza María mag- 

dalena y Martha Cristina Martínez, y al propio tiempo úni-
cas  herederas de los bienes relictos por su padre, ordenan-
do en su favor las transferencias de derecho correspondien-
tes; e ) que contra dicha Decisión recurrió en apelación la 
actual recurrente, María Castro Vda. Martínez dictando con 
dicho motivo el Tribunal Superior de Tierras, la decisión 
ahora impungnada, de la cual es el siguiente dispositivo: 
,TALLA: lo. Se rechaza por improcedente y mal fundado, 
el recurso de apelación interpuesto por la señora María 
Castro Viuda Martínez. 2o. Se Confirma la Decisión No. 1 
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictada 
en fecha 20 de junio del 1967, en relación con el Solar No. 
2 de la Manzana No. 599 del Distrito Catastral No. 1 del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: PRIMERO: Re-
chaza, por improcedente y mal fundadas, las conclusiones 
presentadas por la señora María Castro Vda. Martínez, re-
lativas a que se admita en favor de su persona la condi-
ción de única heredera de los bienes relictos por el finado 
Jacinto Diómedes Martínez Castro. SEGUNDO: Acoge, en 
su totalidad, por encontrarse fundadas en derecho, las con-
clusiones presentadas por la señora Mercedes Victoria 
Martínez, y, en consecuencia, declara, como hijas natura-
les reconocidas del finado Jacinto Diómedes Martínez, Cas-
tro, a Maritza María Magdalena y Martha Cristina Mar-
tínez, con todas las consecuencias legales que es pre-
ciso reconocer a una situación jurídica de este género. 
TERCERO: Ordena, como una consecuencia de lo an-
terior, la transferencia de todos los derechos de propiedad 
relativos al Solar y sus mejoras, No. 2, de la manzana No. 
5g9, del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional. 

CUARTO: Ordena, igualmente, la cancelación de los 
créditos hipotecarios inscritos en favor del Banco Agríco-
la de la Rep. Dom., al haberse extinguido dicho crédito por 
el pago realizado por los deudores en manos de sus acreedo-
res. QUINTO: Ordena, finalmente la cancelación del Cer-
tificado de Título No. 14802, expedido en favor del finado 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en  
los documentos a que ella se refiere, constan los siguiera.  
tes hechos: a) que por sentencia de la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Di s.. 
trito Nacional, de fecha 4 de junio de 1968, se declaró 
judicialmente fallecido a Jacinto Diómedes Martínez Cas-
tro, inscribiéndose, en consecuencia, la defunción de Mo r. 
tínez Castro, en los registros de la Oficialí del Estado Ci-
vil de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional; b) 
que por instancia de fecha 29 de abril de 1966, el Dr. 
Juan de Jesús Bueno Lora, a nombre y representación de 
Mercedes Victoria Martínez, actuando ésto en su calidar -
de madre y tutora legal de las menores Maritza Ma.ia 
Magdalena y Martha Cristina Martínez, solicitó del Tri-
bunal Superior de Tierras, la determinoción de dichas me-
nores como herederas únicas del finado Jacinto Diómedes 
Martíne Castro, así como la cancelación del Certificado de 
Título No. 14802, atributivo del derecho de propiedad del 
solar No. 2 de la Manzana No. 559, del Distrito Catastral 
No. 1 del Distrito Nacional, y la expedición de un nuevo 
Certificado de Título a su favor; c) que a su vez, y me-
diante escrito de fecha 29 de abril de 1966, María Castro 
Viuda Martínez, representada por los doctores Julio de 
Wind Pichardo y Rafael Rodríguez Peguero, pidió al Tri-
bunal Superior de Tierras, se desestimara la anterior ins-
tancia de determinación de herederos, y se le reconociera 
exclusivamente a ella, dicha calidad, en su condición de 
madre legítima del fallecido Jacinto Diómedes Martínez 
Castro, con sus consecuencias legales; d) que para conocer 
de los anteriores pedimentos, el Tribunal de Tierras, desig-
nó al Juez de Jurisdicción Originol, Lic. José Díaz Valde-
pares, quien en fecha 20 de junio de 1967, dictó su Deci-
sión No. 1 en relación con el solar No. 2 de la Manzana No. 
599 del Distrito Catastral No. 1, mediante la cual declaró 
como hijas naturales reconocidas del finado Jacinto Dió-
medes Martínez Castro, a las menores Maritza María Mag- 
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galena y Martha Cristina Martínez, y al propio tiempo úni- 

cas herederas de los bienes relictos por su padre, ordenan-
do en su favor las transferencias de derecho correspondien-

tes; e) que contra dicha Decisión recurrió en apelación la 
actual recurrente, María Castro Vda. Martínez dictando con 
dicho  motivo el Tribunal Superior de Tierras, la decisión 
ahora impungnada, de la cual es el siguiente dispositivo: 
,,FALLA: lo. Se rechaza por improcedente y mal fundado, 
el recurso de apelación interpuesto por la señora María 
Castro Viuda Martínez. 2o. Se Confirma la Decisión No. 1 
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictada 
en fecha 20 de junio del 1967, en relación con el Solar No. 
2 de la Manzana No. 599 del Distrito Catastral No. 1 del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: PRIMERO: Re-
chaza, por improcedente y mal fundadas, las conclusiones 
presentadas por la señora María Castro Vda. Martínez, re-
lativas a que se admita en favor de su persona la condi-
ción de única heredera de los bienes relictos por el finado 
Jacinto Diómedes Martínez Castro. SEGUNDO: Acoge, en 
su totalidad, por encontrarse fundadas en derecho, las con-
clusiones presentadas por la señora Mercedes Victoria 
Martínez, y, en consecuencia, declara, como hijas natura-
les reconocidas del finado Jacinto Diómedes Martínez, Cas-
tro, a Maritza María Magdalena y Martha Cristina Mar-
tínez, con todas las consecuencias legales que es pre-
ciso reconocer a una situación jurídica de este género. 
TERCERO: Ordena, como una consecuencia de lo an-
terior, la transferencia de todos los derechos de propiedad 
relativos al Solar y sus mejoras, No. 2, de la manzana No. 
599, del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional. 

CUARTO: Ordena, igualmente, la cancelación de los 
créditos hipotecarios inscritos en favor del Banco Agríco-
la de la Rep. Dom., al haberse extinguido dicho crédito por 
el pago realizado por los deudores en manos de sus acreedo-
res. QUINTO: Ordena, finalmente la cancelación del Cer-
tificado de Título No. 14802, expedido en favor del finado 
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Jacinto Diómedes Martínez Castro, en fecha 12 de elidem. 
bre de 1946, por el Registrador de Títulos del Distrito N a, 
cional y el cual ampara los derechos de propiedad sobre el 
Solar y sus mejoras No. Dos (2) de la Manzana No. Qui-
nientos Noventa y Nueve (599), del Distrito Catastral N o, 
Uno (1), del Distrito Nacional, disponiéndose la expedi. 
ción de un nuevo Certificado de Título en sustitución del 
concelado, en favor de Maritza María Magdalena Martínez, 
dominicana, soltera, mayor de edad, de quehaceres domés-
ticos, y Martha Cristina Martínez, dominicana, menor de 
edad, ambas domiciliadas y residentes en la Ciudad de San.. 
to Domingo"; 

Considerando que en su memorial la recurrente invoca 
el siguiente medio: Violación del Artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil; Violación del Artículo 46 de la Ley 
No. 659, sobre Actos del Estado Civil; Violación del Ar-
tículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que en apoyo de agravios del medio úni-
co, que han sido desarrollados en el memorial, la recurren-
te alega, en síntesis, que al concurrir Jacinto Diómedes 
Martínez Castro, por ante el Oficial del Estado Civil corres-
pondiente, a hacer la declaración de nacimiento de las me-
lores Maritza María Magdalena y Martha Cristina, no le 

asistió el propósito, en ningún momento, de reconocerlas 
como hijas naturales suyas, puesto que en las actas co-
rrespondientes no existe constancia de una declaración de 
voluntad expresa e inequívoca en ese sentido; que en la de-
claración de nacimiento de las referidas menores, contra-
riamente a lo afirmado en la Decisión impugnada, no exis-
ten tampoco términos enunciativos del reconocimiento pa-
terno de las menores de que se trata, pues no pueden to-
marse como tales las menciones de los extractos de las 
respectivas actas de nacimientos, expedidos por el Oficial 
del Estado Civil, en los que se hace constar, simplemente: 
"Que el día 22 del mes de Agosto del año 1947, el señor 

 

Jacinto Diómedes Martínez declaró el nacimiento de Marit-
za  María Magdalena Martínez, ocurrido el día 22 del mes 
de  julio del año 1947, en esta ciudad, hija natural del se-
ñor declarante y de la señora Mercedes Victoria Martínez, 
arribos dominicanos, etc."; y que "el día 10 del mes de fe-
brero del año 1949, el señor Jacinto Diómedes Martínez 
declaró el nacimiento de Martha Cristina Martínez, ocu-
rrido el día 19 de enero del año 1949, en esta ciudad, hija 
natural del señor declarante, y de la señora Mercedes Vic-
toria Martínez, ambos dominicanos", etc.; que como se evi-
dencia de lo anteriormente expuesto, el compareciente me-
ramente declaró que Maritza María Magdalena y Martha 
Cristina son sus hijas naturales, sin que, sin embargo, de-
clara expresamente reconocerlas como tales; que, además, 
para que se compruebe de que Jacinto Diómedes Martínez, 
ni en la declaración de nacimiento de las menores, ni pos-
teriormente, tuvo el propósito de hacer tales reconoci-
mientos, es de advertir que el Artículo 46 de la Ley sobre 
Actos del Estado Civil, en su parte final, exige que en la 
declaración del nacimiento se hagan constar los nombres, 
apellidos, edad, profesión u ocupación, domicilio, naciona-
lidad y número y sello de la cédula personal de identidad, 
y no así los del padre del niño cuando éste se presentare 
personalmente a reconocerlo; que, por lo tanto, al hacerse 
constar en la declaración de nacimiento tales menciones, 
obviamente Martínez Castro concurrió al acto solamente 
como declarante, calidad en la cual no podía hacer ningún 
reconocimiento; que, por otra parte, por aplicación del ar-
tículo 38, inciso d) y la primera parte del artículo 51 de la 
Ley de la Materia, el reconocimiento de un hijo natural, 
cuando no se ha hecho conjuntamente con la declaración 
de nacimiento, debe inscribirse en el correspondiente regis-
tro con folios en blanco; que tal registro no ha sido efectua-
do, lo que implica necesariamente que no se ha hecho nin-
gún reconocimiento; razones todas las antes dichas, pa-
ra que la Decisión impugnada sea casada; pero, 
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Jacinto Diómedes Martínez Castro, en fecha 12 de dici ern_ 
bre de 1946, por el Registrador de Títulos del Distrito Na-
cional y el cual ampara los derechos de propiedad sobre el 
Solar y sus mejoras No. Dos (2) de la Manzana No. Qui-
nientos Noventa y Nueve (599), del Distrito Catastral No. 
Uno (1), del Distrito Nacional, disponiéndose la expedi-
ción de un nuevo Certificado de Título en sustitución del 
concelado, en favor de Maritza María Magdalena Martínez, 
dominicana, soltera, mayor de edad, de quehaceres domés-
ticos, y Martha Cristina Martínez, dominicana, menor de 
edad, ambas domiciliadas y residentes en la Ciudad de San.. 
to Domingo"; 

Considerando que en su memorial la recurrente invoca 
el siguiente medio: Violación del Artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil; Violación del Artículo 46 de la Ley 
No. 659, sobre Actos del Estado Civil; Violación del Ar-
tículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que en apoyo de agravios del medio úni-
co, que han sido desarrollados en el memorial, la recurren-
te alega, en síntesis, que al concurrir Jacinto Diómedes 
Martínez Castro, por ante el Oficial del Estado Civil corres-
pondiente, a hacer la declaración de nacimiento de las me-
.lores Maritza María Magdalena y Martha Cristina, no le 
asistió el propósito, en ningún momento, de reconocerlas 
como hijas naturales suyas, puesto que en las actas co-
rrespondientes no existe constancia de una declaración de 
voluntad expresa e inequívoca en ese sentido; que en la de-
claración de nacimiento de las referidas menores, contra-
riamente a lo afirmado en la Decisión impugnada, no exis-
ten tampoco términos enunciativos del reconocimiento pa-
terno de las menores de que se trata, pues no pueden to-
marse como tales las menciones de los extractos d e  las 
respectivas actas de nacimientos, expedidos por el Oficial 
del Estado Civil, en los que se hace constar, simplemente: 
"Que el día 22 del mes de Agosto del año 1947, el señor 
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j'acin'to Diómedes Martínez declaró el nacimiento de Marit-
za  María Magdalena Martínez, ocurrido el día 22 del mes 
de  julio del año 1947, en esta ciudad, hija natural del se-
ñor declarante y de la señora Mercedes Victoria Martínez, 
arribos dominicanos, etc."; y que "el día 10 del mes de fe-
brero del año 1949, el señor Jacinto Diómedes Martínez 
declaró el nacimiento de Martha Cristina Martínez, ocu-
rrido el día 19 de enero del año 1949, en esta ciudad, hija 
natural del señor declarante, y de la señora Mercedes Vic-
toria Martínez, ambos dominicanos", etc.; que como se evi-
dencia de lo anteriormente expuesto, el compareciente me-
ramente declaró que Maritza María Magdalena y Martha 
Cristina son sus hijas naturales, sin que, sin embargo, de-
clara expresamente reconocerlas como tales; que, además, 
para que se compruebe de que Jacinto Diómedes Martínez, 
ni en la declaración de nacimiento de las menores, ni pos-
teriormente, tuvo el propósito de hacer tales reconoci-
mientos, es de advertir que el Artículo 46 de la Ley sobre 
Actos del Estado Civil, en su parte final, exige que en la 
declaración del nacimiento se hagan constar los nombres, 
apellidos, edad, profesión u ocupación, domicilio, naciona-
lidad y número y sello de la cédula personal de identidad, 
y no así los del padre del niño cuando éste se presentare 
personalmente a reconocerlo; que, por lo tanto, al hacerse 
constar en la declaración de nacimiento tales menciones, 
obviamente Martínez Castro concurrió al acto solamente 
como declarante, calidad en la cual no podía hacer ningún 
reconocimiento; que, por otra parte, por aplicación del ar-
tículo 38, inciso d) y la primera parte del artículo 51 de la 
Ley de la Materia, el reconocimiento de un hijo natural, 
cuando no se ha hecho conjuntamente con la declaración 
de nacimiento, debe inscribirse en el correspondiente regis-
tro con folios en blanco; que tal registro no ha sido efectua-
do, lo que implica necesariamente que no se ha hecho nin-
gún reconocimiento; razones todas las antes dichas, pa-
ra que la Decisión impugnada sea casada; pero, 
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Considerando que el artículo 46 de la Ley No. 659 so-
bre Registro de acto del Estado Civil, dispone lo siguiente: 
"En el acta de nacimiento se expresarán el día, hora y lu-
gar en que hubiese ocurrido, el sexo del niño y los n om. 
bres que se le den: los nombres, apellidos, edad, profe. 
sión u ocupación, domicilio y nacionalidad del padre y de 

 la madre, si fuere legítimo, y si fuere natural los de la ma-
dre; y los del padre si éste se presentare personalmente J. 
reconocerlo; los nombres, apellidos, edad, profesión o ocu-
pación, domicilio, nacionalidad y número, serie y sello de la 
cédula de Identificación Personal del declarante"; 

Considerando que dicho artículo revela que cuando .n 
hombre comparece ante le Oficial del Estado Civil y decla-
ra el nacimiento de una criatura, y, al propio tiempo, que 
esa criatura es su hijo natural, con ello le está reconociendo; 

Considerando que el examen de la Decisión impugna-
da pone de manifiesto que para dictar su fallo el Tribunal 
Superior de Tierras se fundó en que "las actas presentados 
por las menores Maritza María, Magdalena y Martha Cris-
tina Martínez contienen una confesión de paternidad cla-
ra y determinante del propósito que alentó al señor Ja-
cinto Diómedes Martínez Castro al declarar el nacimiento 
de sus hijas, de reconocerlas, formalmente, como sus hijas 
naturales, porque en dichas actas no sólo se da fe de un 
nacimiento, sino también de que son hijas naturales del de-
clarante, lo que implica sin lugar a dudas, su propósito de-
terminante de reconocerlas como sus hijas, lo que se hizo 
al tenor del artículo 46 de la Ley 659 sobre Actos del Esta-
do Civil del 17 de julio del 1944, modificado por la Ley 
1215, del 20 de julio del 1946, al disponer que: "En el acta 
de nacimiento se expresarán el día, hora y lugar en que 
hubiese ocurrido, el sexo del niño y los nombres que se le 
dan; los nombres, apellidos, edad, profesión u ocupación, 
domicilio y nacionalida' del padre y de la madre, si fuere 
legítimo, y si fuere natural los de la madre; y los del padre 

  

s .
l 

 éste se presentare personalmente a reconocerlo; los nom-
bres, apellidos, edad, profesión u ocupación, domicilio, na-
cionalidad y número, serie y sello de la cédula de identifi-
cación personal del declarante"; que, como el señor Jacinto 
Diómedes Martínez Castro se presentó personalmente, a 
reconocer a sus mencionadas hijas, como atestiguan las re-
feridas actas, es por lo que, a juicio de este Tribunal Su-
perior, figura su nombre y la expresión de "hijos natura-
les del declarante", lo que demuestra que el Oficial Público 
actuante cumplió con las disposiciones legales vigentes al 
momento de realizarse los reconocimiento aludidos, levan-
tando las actas correspondientes y consignando en las mis-
mas, expresamente, que las niñas declaradas eran "hijas 
naturales del declarante y la señora Mercedes Victoria Mar-
tínez", de conformidad con lo dispuesto por el texto legal 
transcrito, al exigir que debe hacerse constar el nombre 
del padre del hijo natural "si éste se presentare personal-
mente a reconocerlo'; 

Considerando que la motivación anteriormente trans-
crita revela que el Tribunal a-quo, lejos de incurrir en la 
desnaturalización invocada por la recurrente, atribuyó al 
contenido específico de las actas depositadas en apoyo de 
los pedimentos de las actuales recurridas, el sentido y al-
cance forzosamente resultante de sus propias enunciacio-
nes, por lo cual el agravio examinado, relativo a la desna-
turalización invocada, debe ser desestimado, por carecer de 
fundamento; 

Considerando, en cuanto a los agravios relativos á la 
violación de los artículos 38, inciso d), 46 y 51, primera par-
te, de la Ley Número 659, sobre Actos del Estado Civil, 
que en la sentencia impugnada se consigna 'que de acuer-
do con los alegatos de la actual recurrente, la cuestión 
planteada por ante este Tribunal se limitó a dilucidar si 
la apreciación o interpretación que el Juez a-quo hizo de 
las actas de nacimiento de Maritza María Magdalena y 
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Considerando que el artículo 46 de la Ley No, 659 so-
bre Registro de acto del Estado Civil, dispone lo siguient e . 
"En el acta de nacimiento se expresarán el día, hora y lu-
gar en que hubiese ocurrido, el sexo del niño y los no m_ 
bres que se le den: los nombres, apellidos, edad, profe• 
sión u ocupación, domicilio y nacionalidad del padre y de  
la madre, si fuere legítimo, y si fuere natural los de la ma-
dre; y los del padre si éste se presentare personalmente 
reconocerlo; los nombres, apellidos, edad, profesión o ocu-
pación, domicilio, nacionalidad y número, serie y sello de la 
cédula de Identificación Personal del declarante"; 

Considerando que dicho artículo revela que cuando un 
hombre comparece ante le Oficial del Estado Civil y decla-
ra el nacimiento de una criatura, y, al propio tiempo, que 
esa criatura es su hijo natural, con ello le está reconociendo; 

Considerando que el examen de la Decisión impugna-
da pone de manifiesto que para dictar su fallo el Tribunal 
Superior de Tierras se fundó en que "las actas presentadys 
por las menores Maritza María. Magdalena y Martha Cris-
tina Martínez contienen una confesión de paternidad cla-
ra y determinante del propósito que alentó al señor Ja-
cinto Diómedes Martínez Castro al declarar el nacimiento 
de sus hijas, de reconocerlas, formalmente, como sus hijas 
naturales, porque en dichas actas no sólo se da fe de un 
nacimiento, sino también de que son hijas naturales del de-
clarante, lo que implica sin lugar a dudas, su propósito de-
terminante de reconocerlas como sus hijas, lo que se hizo 
al tenor del artículo 46 de la Ley 659 sobre Actos del Esta-
do Civil del 17 de julio del 1944, modificado por la LeY 
1215, del 20 de julio del 1946, al disponer que: "En el acta 
de nacimiento se expresarán el día, hora y lugar en que 
hubiese ocurrido, el sexo del niño y los nombres que se le 
dan; los nombres, apellidos, edad, profesión u ocupación, 
domicilio y nacionalidad del padre y de la madre, si fuere 
legítimo, y si fuere natural los de la madre; y los del padre 

i éste se presentare personalmente a reconocerlo; los nom-

loes, apellidos, edad, profesión u ocupación, domicilio, na-
cionalidad y número, serie y sello de la cédula de identif i- 

cación 

 

 

personal del declarante"; que, como el señor Jacinto 
piáredes Martínez Castro se ptesentó personalmente, a 
reconocer a sus mencionadas hijas, como atestiguan las re-
feridas actas, es por lo que, a juicio de este Tribunal Su-
perior, figura su nombre y la expresión de "hijos natura-
les del declarante", lo que demuestra que el Oficial Público 
actuante cumplió con las disposiciones legales vigentes al 
momento de realizarse los reconocimiento aludidos, levan-
tando las actas correspondientes y consignando en las mis-
mas, expresamente, que las niñas declaradas eran "hijas 
naturales del declarante y la señora Mercedes Victoria Mar-
tínez", de conformidad con lo dispuesto por el texto legal 
transcrito, al exigir que debe hacerse constar el nombre 
del padre del hijo natural "si éste se presentare personal-
mente a reconocerlo" 

Considerando que la motivación anteriormente trans-
crita revela que el Tribunal a-quo, lejos de incurrir en la 
desnaturalización invocada por la recurrente, atribuyó al 
contenido específico de las actas depositadas en apoyo de 
los pedimentos de las actuales recurridas, el sentido y al-
cance forzosamente resultante de sus propias enunciacio-
nes, por lo cual el agravio examinado, relativo a la desna-
ftuurnadlaizmaecniro;invocada, debe ser desestimado, por carecer de 

Considerando, en cuanto a los agravios relativos á la 
violación de los artículos 38, inciso d), 46 y 51, primera par-
te, de la Ley Número 659, sobre Actos del Estado Civil, 
que en la sentencia impugnada se consigna 'que de acuer-
do con los alegatos de la actual recurrente, la cuestión 
planteada por ante este Tribunal se limitó a dilucidar si 
la apreciación o interpretación que el Juez a-quo hizo de 
las actas de nacimiento de Maritza María Magdalena y 

rta 
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Martha Cristina Martínez, en virtud de las cuales le atri -
buyó la calidad de hijas naturales reconocidas por el fjna: 
do Jacinto Diómedes Martínez, con todas las consecuen-
cias legales que se derivan de un estado de tal naturaleznat.: 
es correcta, o si, por el contrario, es impropia y violatoria' 
de los cánones legales que rigen la materia"; que como se 

 advierte de lo anteriormente expuesto, el debate por ante  
el Tribunal a-quo se circunscribió a la determinación de si 
la declaración de voluntad hecha por Jacinto Diómedes Mar-
tínez por ante el Oficial del Estado Civil, con respecto a la 
paternidad de las menores, implicaba o no un reconocí. 
miento formal de la filiación natural de las mismas; que, )or 
lo tanto, los agravios mencionados que no fueron plantea-
dos ante el tribunal a-quo, según resulta de los propios tér-
minos de la decisión impugnada, no pueden ser propuestos 
por primera vez en casación y aún cuando no fueran nue-
vos, carecen de relevancia, pues las omisiones denunciadas, 
aún cuando existieran, no podrían implicar la nulidad de 
las actas, por lo cual dichos agravios deben ser igualmen-
te desestimados; 

Considerando que según el Artículo 131 del Código 
de Procedimiento Civil, las costas podrán ser compensadas 
en las litis entre ascendientes y descendientes; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María Castro Vda. Martínez, con-
tra la Decisión No. 14 de fecha 14 de febrero de 1968, del 
Tribunal Superior de Tierras, cuyo dispositivo figura trans-
crito en parte anterior del presente fallo, y Segundo: Com-
pensa las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

   

La  presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Martha Cristina Martínez, en virtud de las cuales le atri. 
buyó la calidad de hijas naturales reconocidas por el fina 
do Jacinto Diómedes Martínez, con todas las consecu eri: 
cias legales que se derivan de un estado de tal naturaleza, 
es correcta, o si, por el contrario, es impropia y violatoria 
de los cánones legales que rigen la materia"; que como se  
advierte de lo anteriormente expuesto, el debate por ante 
el Tribunal a-quo se circunscribió a la determinación de si 
la declaración de voluntad hecha por Jacinto Diómedes Mar-
tínez por ante el Oficial del Estado Civil, con respecto a la 
paternidad de las menores, implicaba o no un reconocí. 
miento formal de la filiación natural de las mismas; que, )or 
lo tanto, los agravios mencionados que no fueron plantea. 
dos ante el tribunal a-quo, según resulta de los propios tér-
minos de la decisión impugnada, no pueden ser propuestos 
por primera vez en casación y aún cuando no fueran nue-
vos, carecen de relevancia, pues las omisiones denunciadas, 
aún cuando existieran, no podrían implicar la nulidad de 
las actas, por lo cual dichos agravios deben ser igualmen-
te desestimados; 

Considerando que según el Artículo 131 del Código 
de Procedimiento Civil, las costas podrán ser compensadas 
en las litis entre ascendientes y descendientes; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María Castro Vda. Martínez, con-
tra la Decisión No. 14 de fecha 14 de febrero de 1968, del 
Tribunal Superior de Tierras, cuyo dispositivo figura trans-
crito en parte anterior del presente fallo, y Segundo: Com-
pensa las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La, presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día mes y año en él expresados, y fue 
firrnada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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 empleado, cédula No. 32968, serie 47, domiciliado en esta 

-ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
7 de febrero de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al olguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cédula 

29612, serie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura 
- de sus conclusiones; 

• Oído él dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 1968  

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de lecha 
7 de febrero de 1968 

Materia: Correccional 

Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. y pede.  
rico Rosario 

Abogado: Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmehte constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fueníte, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y -Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 29 de noviembre de 1968, años 125° 
de la Indepéndéncia y 106 9  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto conjunta -
mente por la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
con asiento en esta ciudad, en la calle Arzobispo Meriño No. 
30, representada por su administrador Luis Abbot Torres, 
dominicano, mayor de edad, casado, cédula 4783, serie 1ra., 
y Federico Rosario, dominicano, mayor de edad, casado, 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua y fechada el día 8 de fe-
brero de 1968, a requerimiento del referido, abogado, Doc-
tor Gregorio de Jesús Batista Gil, actuando éste a nom-
bre y representación de los recurrentes; acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 7 de octubre 
de 1968, suscrito por dicho abogado de los recurrentes, en 
el cual son invocados los medros que se indican más ade-
lante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; 69, ordinal 7o. del Código de Procedi-
miento Civil; 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 31 de 
mayo de 1965, en el tramo de la autopista Duarte, Bo-
nao-Piedra Blanca, originado por la colisión de una ca-
mioneta conducida por Leonidas Sención Reyes y de una 
motocicleta guiada por Luis Daniel Núñez, resultando le- 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 1968  

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, d e fecha 
 7 de febrero de 1968 

Materia: Correccional 

Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. y Fr le-

rico Rosario 
Abogado: Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fueríte, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
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diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
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audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
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Sobre el recurso de casación interpuesto conjunta-
mente por la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
con miento en esta ciudad, en la calle Arzobispo Meriño No. 
30, representada por su administrador Luis Abbot Torres, 
dominicano, mayor de edad, casado, cédula 4783, serie irá., 
y Federico Rosario, dominicano, mayor de edad, casado, 

empleado, cédula No. 32968, serie 47, domiciliado en esta 
ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
7 de febrero de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído al olguacil de turno en la lectura del rol; 
101" Oído al Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cédula 

29612, serie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua y fechada el día 8 de fe-
brero de 1968, a requerimiento del referido abogado, Doc-
tor Gregorio de Jesús Batista Gil, actuando éste a nom-
bre y representación de los recurrentes; acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 7 de octubre 
de 1968, suscrito por dicho abogado de los recurrentes, en 
el cual son invocados los medios que se indican más ade-
lante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; 69, ordinal 7o. del Código de Procedi-
miento Civil; 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 31 de 
mayo de 1965, en el tramo de la autopista Duarte, Bo-
nao-Piedra Blanca, originado por la colisión de una ca-
mioneta conducida por Leonidas Sención Reyes y de una 
motocicleta guiada per Luis Daniel Núñez, resultando le- 
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sionados estos dos conductores y, asimismo, Virgilio Ro 
dríguez Zabala, Manuel Emilio de los Santos Zabala' 
Julio Sánchez, según lo comprueban los correspondientes 
certificados médicos que se encuentran en el expediente 
procesal relativo al presente caso; b) que regularmente 
apoderada de este asunto la Primera Cámara Penal del 
Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha 21 de sep. 
tiembre de 1966 y actuando en atribuciones correcciona-
les una sentencia cuyo dispositivo está transcrito en el 
del fallo ahora impugnado; c) que sobre el recurso de ape. 
lación interpuesto conjuntamente por los actuales recurren-
tes ya citados, intervino la sentencia de fecha 7 de fei• 
ro de 1968, la que contiene este dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Declara regulares y válidos los recursos de apelación 
interpuestos por la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A., 
y la Persona Civilmente Responsable Federico Rosario, con-
tra sentencia correccional, dictada por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, en fecha 21 de septiembre de 1966, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se pronun-
cia el defecto contra el prevenido Luis Daniel Núñez, por 
no haber comparecido a la audiencia no obstante estar le-
galmente citado. 2do. Se le considera culpable de viola-
ción a la Ley 5771 y en consecuencia se le condena a su-
frir dos años de prisión correccional y al pago de las cos-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes. aro. 
Se descarga de toda responsabilidad al nombrado Leoni-
das Sención Reyes, por no haber violado las disposiciones 
de la Ley 5771 al haberse comprobado que el accidente se 
debió única y exclusivamente por causa de Luis Daniel 
Núñez. 4to. Se declara regular y válida la constitución en 
parte civil hecha por conducto del Dr. Luis Osiris Duquela, 
por los señores Manuel Emilio de los Santos Zabala Y 
Leonidas Sención Reyes por ser justas sus pretensiones y en 
consecuencia se condena a Federico Rosario, persona ci -
vilmente responsable al pago de las indemnizaciones si- 

guientes: RD$3,000.00 en provecho de Manuel Emilio de 
los Santos Zabala y RD$1,000.00 en provecho de Leonidas 
Sención Reyes, así como al pago de los intereses a partir 
de la presente sentencia como daño y perjuicios suplemen-
tarios. Se condena además a la parte civilmente responsa-
ble al pago de las costas civiles distrayendo las mismas 
en  provecho del Dr. Luis Osiris Duquela quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. Sto. Se declara la presen-
te sentencia oponible a la Cía. Dominicana de Seguros, C. 
por A., en todas seis partes por ser la Cía. Aseguradora de 
la motoneta propiedad de Federico Rosario", por haber 
sido hechos conforme a la Ley; Segundo: Pronuncia defec-
to contra la persona civilmente responsable Federico Ro-
sario y la Cía Dominicana de Seguros, C. por A., por falta 
de comparecer; Tercero: Confirma los ordinales cuarto y 
quinto de la sentencia recurrida, que es de lo que está apo-
derada esta Corte; Cuarto: Condena a la persona civilmen-
te responsable Federico Rosario y a la Cía Dominicana de 
Seguros, C. por A., al pago solidario de las costas civiles, 
distrayéndolas en favor del Dr. Luis Osiris Duquela M., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial de casación, los medios que en seguida son indicados: 
Primer Medio: Falta de base legal. Violación al artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil: Segundo Medio: Viola-
ción al artículo 187 del Código de Procedimiento Criminal; 
Tercer Medio: Falta de motivos; Cuarto Medio: Falta de 
ponderación de los documentos de la causa; 

Considerando que los recurrentes alegan, en síntesis, 
en sus medios reúnidos, lo que, a seguidas, va a ser dicho: 
en cuanto al primero de esos medios, que la Corte a-qua 
dictó sentencia, "conformándose con leer las declaraciones 
Prestadas por los testigos en el Juzgado de Primera Ins-
tancia, sin tener en consideración que esas declaraciones 
eran en su totalidad de los agraviados y por consiguiente 
ajustadas a un interés marcado"; que en la indicada sen- 

% 
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sionados estos dos conductores y, asimismo, Virgilio Ro-
dríguez Zabala, Manuel Emilio de los Santos Zabala 

Y  Julio Sánchez, según lo comprueban los correspondientes 
certificados médicos que se encuentran en el expediente 
procesal relativo al presente caso; b) que regularmente 
apoderada de este asunto la Primera Cámara Penal del 
Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha 21 de sep-
tiembre de 1966 y actuando en atribuciones correcciona-
les una sentencia cuyo dispositivo está transcrito en el 
del fallo ahora impugnado; c) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto conjuntamente por los actuales recurren-
tes ya citados, intervino la sentencia de fecha 7 de feb• 
ro de 1968, la que contiene este dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Declara regulares y válidos los recursos de apelación 
interpuestos por la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A., 
y la Persona Civilmente Responsable Federico Rosario, con-
tra sentencia correccional, dictada por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, en fecha 21 de septiembre de 1966, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se pronun-
cia el defecto contra el prevenido Luis Daniel Núñez, por 
no haber comparecido a la audiencia no obstante estar le-
galmente citado. 2do. Se le considera culpable de viola-
ción a la Ley 5771 y en consecuencia se le condena a su-
frir dos años de prisión correccional y al pago de las cos-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes. 3ro. 
Se descarga de toda responsabilidad al nombrado Leoni-
das Sención Reyes, por no haber violado las disposiciones 
de la Ley 5771 al haberse comprobado que el accidente se 
debió única y exclusivamente por causa de Luis Daniel 
Núñez. 4to. Se declara regular y válida la constitución en 
parte civil hecha por conducto del Dr. Luis Osiris Duquela, 
por los señores Manuel Emilio de los Santos Zabala Y 
Leonidas Sención Reyes por ser justas sus pretensiones y en 
consecuencia se condena a Federico Rosario, persona ci -
vilmente responsable al pago de las indemnizaciones si- 

euientes: RD$3,000.00 en provecho de Manuel Emilio de 
los  Santos Zabala y RD$1,000.00 en provecho de Leonidas 
sención Reyes, así como al pago de los intereses a partir 
de la presente sentencia como daño y perjuicios suplemen-
tarios. Se condena además a la parte civilmente responsa-
ble al pago de las costas civiles distrayendo las mismas 
en  provecho del Dr. Luis Osiris Duquela quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. 5to. Se declara la presen-
te sentencia oponible a la Cía. Dominicana de Seguros, C. 
por A., en todas sus partes por ser la Cía. Aseguradora de 
la motoneta propiedad de Federico Rosario", por haber 
sido hechos conforme a la Ley; Segundo: Pronuncia defec-
to contra la persona civilmente responsable Federico Ro-
sario y la Cía Dominicana de Seguros, C. por A., por falta 
de comparecer; Tercero: Confirma los ordinales cuarto y 
quinto de la sentencia recurrida, que es de lo que está apo-
derada esta Corte; Cuarto: Condena a la persona civilmen-
te responsable Federico Rosario y a la Cía Dominicana de 
Seguros, C. por A., al pago solidario de las costas civiles, 
distrayéndolas en favor del Dr. Luis Osiris Duquela M., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial de casación, los medios que en seguida son indicados: 
Primer Medio: Falta de base legal. Violación al artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil: Segundo Medio: Viola-
ción al artículo 187 del Código de Procedimiento Criminal; 
Tercer Medio: Falta de motivos; Cuarto Medio: Falta de 
ponderación de los documentos de la causa; 

Considerando que los recurrentes alegan, en síntesis, 
en sus medios reúnidos, lo que, a seguidas, va a ser dicho: 
en cuanto al primero de esos medios, que la Corte a-qua 
dictó sentencia, "conformándose con leer las declaraciones 
prestadas por los testigos en el Juzgado de Primera Ins-
tancia, sin tener en consideración que esas declaraciones 
eran en su totalidad de los agraviados y por consiguiente 
ajustadas a un interés marcado"; que en la indicada sen- 
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tencia se dice que fueron "oídas las declaracione s  de  
c  prevenidos no comparecientes y las "de los testigos  : 

comparecientes"; que "es falsa la primera expresión re:- 
tiva a los prevenidos, pues Luis Daniel Núñez, nunca asis-
tió a juicio, ni siquiera en primer grado"; que la Corte di 
Apelación no debe limitarse a leer las declaraciones de l os 

 testigos y prevenidos que fueron oídos en la jurisdicción 
del primer grado, sino que debe, además, interrogarlos p s . 
ra así formarse su propia convicción; que los recurrentes 
alegan en su segundo medio, que la sentencia en defecto 
pronunciada en primera instancia, no obstante ser única. 
mente recurríble en apelación, debe ser notificada med; n. 
te las formalidades que conciernen a la oposición, de con-
formidad con las prescripciones establecidas en el artícu-
lo 187 del Código de Procedimiento Criminal; que esa no-
tificación nunca ha sido regularmente hecha en el verda-
dero y último domicilio del inculpado Luis Daniel Núñez; 
que en su tercer medio los mismos recurrentes expresan 
que la sentencia de la Corte a-qua adolece de falta de mo-
tivos por no darlos "para acoger las dos notificaciones he-
chas, presumiblemente, pero fundamentalmente falso, en 
el último domicilio del prevenido Luis Daniel Núñez", por 
tampoco darlos sobre la falta de interrogar a los testigos 
e inculpados y por no dar explicación respecto de la cau-
sa que motivó que se considerara a dicho prevenido como 
definitivamente juzgado en primera instancia; que en lo re-
lativo a la falta de ponderación de los documentos de la 
causa, que es a ro que se refiere el cuarto medio, los mis-
mos recurrentes formulan sus alegatos, exponiendo que 
"si es cierto que los jueces no tienen que detallar particu-
larmente los documentos de la causa de los cuales extraen 
los hechos, no es lo mismo decir "que por la lectura pública 
de las piezas que componen el expediente, esta Corte de 
Apelación considera justa la decisión del tribunal a-qua 
como en la especie se dice en el quinto Considerando de 
la misma, pues de ahí, que no hubo un juicio sereno, una 

ponderación reposada de un grupo de hombres que se 
sienta a deliberar sobre el contenido de un documento, si-
no que se oyó su lectura; pero, 

Considerando, en lo que se refiere al segundo medio 
de casación, el cual se examina antes que los demás por-
que toca una cuestión de carácter procedimental, que con-
trariamente a lo afirmado por los recurrentes, al coinculpa-
do Luis Daniel Núñez sí le fue notificada, dándosele cum-
plimiento a todas las formalidades legales, la sentencia en 
defecto que dictó en su contra y en fecha 21 de septiembre 
de 1966, la Primera Cámara Penal del Distrito Judicial 
de La Vega, según consta en los actos de alguacil conte-
nidos en el expediente a cargo de dicho inculpado y en las 
amplias referencias que sobre este aspecto han sido he-
chas por la Corte a-qua en la sentencia impugnada; que, 
tal como aparece en el acta levantada en fecha 29 de ma-
yo de 1965 por la Policía Nacional y con motivo del ac-
cidente de que se trata, el prealudido coinculpado Luis Da-
niel Núñez declaró tener su domicilio "en la calle Marcos 
Adón No. 68 en Domingo, D. N.", el cual fue conside-
rado, según lo estatuye la ley de la materia, como el último 
conocido para hacerle ahí, también, las notificaciones ante-
dichas; que, en cuanto al primer medio de casación, no es 
cierto lo alegado por los recurrentes en el sentido de que 
en la jurisdicción del primer grado únicamente prestaron de-
claraciones los agraviados, pues también las ofrecieron tes-
tigos que no tenían esta calidad, lo que se comprueba en 
las correspondientes actas de audiencia y en la sentencia 
intervenida; que en el fallo del Tribunal de alzada y en 
el acta de audiencia formulada, no se expresa, como aseve-
ran los recurrentes, que fueron oídas las declaraciones de 
los prevenidos, sino que fueron leídas, porque ambos las 
Prestaron, Manuel Emilio de los Santos Zabala en audien-
cia celebrada en la Cámara Penal, y el defectante cuando 
declaró, como ya se dijo, por ante la Policía, y habida 



   

2646 	 BOLETIN JUDICIAL 
	

BOLETIN JUDICIAL 
	

2647 

  

            

   

tencia se dice que fueron "oídas las declaraciones d e 1,, 
prevenidos no comparecientes y las "de los testigo s  -s  

n°  comparecientes"; que "es falsa la primera expresión rela-
tiva a los prevenidos, pues Luis Daniel Núñez, nunca asis-
tió a juicio, ni siquiera en primer grado"; que la Corte di 
Apelación no debe limitarse a leer las declaraciones de los 
testigos y prevenidos que fueron oídos en la jurisdicció n 

 del primer grado, sino que debe, además, interrogarlos pa-
ra así formarse su propia convicción; que los recurrentes 
alegan en su segundo medio, que la sentencia en defect o 

 pronunciada en primera instancia, no obstante ser única-
mente recurrible en apelación, debe ser notificada medí a-
te las formalidades que conciernen a la oposición, de con-
formidad con las prescripciones establecidas en el artícu-
lo 187 del Código de Procedimiento Criminal; que esa no-
tificación nunca ha sido regularmente hecha en el verda-
dero y último domicilio del inculpado Luis Daniel Núñez; 
que en su tercer medio los mismos recurrentes expresan 
que la sentencia de la Corte a-qua adolece de falta de mo-
tivos por no darlos "para acoger las dos notificaciones he-
chas, presumiblemente, pero fundamentalmente falso, en 
el último domicilio del prevenido Luis Daniel Núñez", por 
tampoco darlos sobre la falta de interrogar a los testigos 
e inculpados y por no dar explicación respecto de la cau-
sa que motivó que se considerara a dicho prevenido como 
definitivamente juzgado en primera instancia; que en lo re-
lativo a la falta de ponderación de los documentos de la 
causa, que es a lb que se refiere el cuarto medio, los mis-
mos recurrentes formulan sus alegatos, exponiendo que 
"si es cierto que los jueces no tienen que detallar particu-
larmente los documentos de la causa de los cuales extraen 
los hechos, no es lo mismo decir "que por la lectura pública 
de las piezas que componen el expediente, esta Corte de 
Apelación considera justa la decisión del tribunal a-qua 
como en la especie se dice en el quinto Considerando de 
la misma, pues de ahí, que no hubo un juicio sereno, una 

 

ponderación reposada de un grupo de hombres que se 
s ienta a deliberar sobre el contenido de un documento, si-
no  que se oyó su lectura; pero, 

di> Considerando, en lo que se refiere al segundo medio 
de  casación, el cual se examina antes que los demás por-. 
que toca una cuestión de carácter procedimental, que con-
trariamente a lo afirmado por los recurrentes, al coinculpa-
do Luis Daniel Núñez sí le fue notificada, dándosele cum-
plimiento a todas las formalidades legales, la sentencia en 
defecto que dictó en su contra y en fecha 21 de septiembre 
de 1966, la Primera Cámara Penal del Distrito Judicial 
de La Vega, según consta en los actos de alguacil conte-
nidos en el expediente a cargo de dicho inculpado y en las 
amplias referencias que sobre este aspecto han sido he-
chas por la Corte a-qua en la sentencia impugnada; que, 
tal como aparece en el acta levantada en fecha 29 de ma-
yo de 1965 por la Policía Nacional y con motivo del ac-
cidente de que se trata, el prealudido coinculpado Luis Da-
niel Núñez declaró tener su domicilio "en la calle Marcos 
Adón No. 68 en Domingo, D. N.", el cual fue conside-
rado, según lo estatuye la ley de la materia, como el último 
conocido para hacerle ahí, también, las notificaciones ante-
dichas; que, en cuanto al primer medio de casación, no es 
cierto lo alegado por los recurrentes en el sentido de que 
en la jurisdicción del primer grado únicamente prestaron de-
claraciones los agraviados, pues también las ofrecieron tes-
tigos que no tenían esta calidad, lo que se comprueba en 
las correspondientes actas de audiencia y en la sentencia 
intervenida; que en el fallo del Tribunal de alzada y en 
el acta de audiencia formulada, no se expresa, como aseve-
ran los recurrentes, que fueron oídas las declaraciones de 
los prevenidos, sino que fueron leídas, porque ambos las 
Prestaron, Manuel Emilio de los Santos Zabala en audien-
cia celebrada en la Cámara Penal, y el defectante cuando 
declaró, como ya se dijo, por ante la Policía, y habida 
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cuenta de que fue oída la lectura de todos los documentos 
de la causa, y en lo que toca a lo sostenido por los mi smos 

 recurrentes al alegar que la Corte de Apelación no debió 
limitarse a leer las declaraciones de los testigos que fuero n 

 oídos en primera instancia, sino que debió, además, inte-
rrogarlos para así formarse su propia convicción, es ob-
vio que esos alegatos no están acordes con lo estatuido 
en la primera parte del artículo 14 de la Ley No. 1014 
que autoriza a las Cortes de Apelación a juzgar en mate-
ria correccional sin necesidad de oír testigos; que en lo 
que concierne al tercer medio de casación, los citados recu-
rrentes expresan que la sentencia que impugnan adolece de 
falta de motivos sobre los puntos que señalan, los cuales 
son los mismos que acaban de ser examinados con la con-
siguiente ponderación, salvo en el que se expresa que no 
se ha dado explicación sobre la causa que motivó que al 
inculpado Luis Daniel Núñez se le considerara como de-
finitivamente juzgado en primera instancia; que ello ha 
resultado así como consecuencia de las actuaciones de carác-
ter procesal relativas al susodicho inculpado, quien dejó 
perimir el plazo legal que tenía a su alcance para recu-
rrir en apelación contra la sentencia de la Cámara Penal 
que lo condenó en defecto; que, finalmente y en lo que 
respecta al cuarto medio dé casación, el cual se contrae 
a la alegada falta de ponderación de los documentos de 
la causa, que según se infiere de todo el contenido de la 
sentencia ahora impugnada, los jueces de la Corte a-qua. 
tal como ocurre en todos los tribunales, antes de dictar su 
fallo. han tenido que hacerlo mediante una previa y de-
tenida deliberación sobre los distintos documentos y aspec-
tos del caso debatido; 

Considerando que por todo lo precedentemente expues-
to, los alegatos hechos por los recurrentes en sus medios 
de casación carecen de fundamento, por lo cual deben ser 
desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto conjuntamente por la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. por A., y por Federico Rosario, 
parte civilmente responsable, contra la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales y en fecha 7 de febrero 
de 1968, por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
v,  segundo: Declara que no ha lugar a estatuir sobre las 
costas porque las partes adversas a los sucumbientes no 
han hecho ningún pedimento al respecto. 

IP 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la }l'ente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publica• por mí, Secretario General, que 
certifico— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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de casación carecen de fundamento, por lo cual deben ser 
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relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publica& por mí, Secretario General, que 
certifico— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 1068 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de  

fecha 6 de julio de 1967 

Materia: Correccional 

Recurrente: Sigfredo Guerrero y Juan Antonio Núñez Soriano 

Abogado: Dr. Manuel María Miniño 

Interviniente: César G. Rivera 
Abogado: Dr. Salvador Cornielle y Dr. Rafael Cabrera 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio 
Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia; asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 29 del mes de noviembre de 1968, 
años 125 9  de la Independencia y 106° de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Sigfre-
do Guerrero y Juan Antonio Núñez Soriano, dominicanos, 
mayores de edad, casados, empleado y médico, respectiva -
mente, domiciliados en la Ciudad de Santo Domingo, Y 
portadores de las Cédulas Nos. 37417 y 31196, series lra., Y 
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contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en atribuciones correccionales, en fe-
cha 6 de julio de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Salvador Cornielle, cédula No. 1739, se-

rie 18, Por sí y por el Dr. Rafael Cabrera, cédula No. 32741, 
serie 31, abogados del interviniente César G. Rivera, do-
minicano, mayor de edad, casado, comerciante, con cédula 
No. 18118, serie lra., domiciliado en la casa No. 115 de la 
Avenida Independencia de esta ciudad en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua en fecha 23 del mes de agosto de 1967, 
a requerimiento del Dr. Manuel María Miniño, cédula No. 
5899, serie lra., a nombre y representación de los recurren-
tes, en la cual se invocan los medios que se indican más 
adelante; 

Visto el escrito de fecha 10 de octubre de 1968, sus-
crito por el Dr. Manuel María Miniño, a nombre y repre-
sentación de los recurrentes, en el cual se desarrollan los 
medios de casación que se copian más adelante; 

Visto el escrito de fecha 11 de octubre de 1968, sus-
crito por los Doctores Salvador Cornielle y Rafael Cabre-
ra Hernández, a nombre y representación del intervinien-
te César G. Rivera; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos Tos Artículos 1384 del Código Civil y 141 
Y 286 del Código de Procedimiento Civil y 1, 20 y 65 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 
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 contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación 

de  Santo Domingo, en atribuciones correccionales, en fe-
cha 6 de julio de 1967, cuyo disPositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Salvador Cornielle, cédula No. 1739, se-

rie 18, Por sí y por el Dr. Rafael Cabrera, cédula No. 32741, 
serie 31, abogados del interviniente César G. Rivera, do-
ininicano, mayor de edad, casado, comerciante, con cédula 
No. 18118, serie 1ra., domiciliado en la casa No. 115 de la 
Avenida Independencia de esta ciudad en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua en fecha 23 del mes de agosto de 1967, 
a requerimiento del Dr. Manuel María Miniño, cédula No. 
5899, serie 1ra., a nombre y representación de los recurren-
tes, en la cual se invocan los medios que se indican más 
adelante; 

Visto el escrito de fecha 10 de octubre de 1968, sus-. 
crito por el Dr. Manuel María Miniño, a nombre y repre-
sentación de los recurrentes, en el cual se desarrollan los 
medios de casación que se copian más adelante; 

Visto el escrito de fecha 11 de octubre de 1968, sus-
crito por los Doctores Salvador Cornielle y Rafael Cabre-
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Considerando que en la sentencia impugnada y en  lo  
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente : a : 
que en ocasión de un accidente de tránsito ocurrido con 
vehículos de motor la Cuarta Cámara Penal del Juzgad o 

 de Primera Instancia del Distrito Nacional, debidamente 
apoderada por el Ministerio Público, en fecha 30 de junio 
de 1966, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece inser-
to en el de la ahora impugnada; b) que sobre recursos de 
apelación de las partes, intervino la Sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, 
los recursos de apelación interpuestos por las partes civil s 
constituidas, señores Dr. Juan Antonio Núñez Soriano y 
Sigfredo Emilio Guerrero, en fecha 25 de julio de 1966, 
contra sentencia dictada en fecha 30 de junió de 1966, por 
la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado Juan 
Mañón, de generales anotadas, por violación al Artículo 
lo., párrafo c, de la Ley No. 5771, en perjuicio de los nom-
brados Juan Antonio Núñez Soriano y Sigfredo E. Guerrero, 
y en consecuencia se le condena a pagar una multa de Cin-
cuenta (RD$50.00) Pesos Oro y al pago de las costas pena-
les, y se Descarga a los prevenidos Juan Antonio Núñez So-
riano y Andrés Antonio Linares Estradas; Segundo: Se 
declara regular y válido en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por los nombrados Juan Antonio 
Núñez Soriano y César A. Rivera, solidariamente persona 
civilmente respdnsables; Tercero: Se rechaza en cuanto al 
fondo la constitución en parte civil en lo que respecta a la 
solidaridad indemnizatoria a cargo del nombrado Vicente 
Linares Estrada, por improcedente y mal fundada; Cuarto: 
Se condena al señor César A. Rivera, persona civilmente 
responsable a pagar a cada uno de los nombrados Juan An-
tonio Núñez Soriano y Sigfredo E. Guerrero, la suma de 
Tres Mil (RD$3,000.00) pesos oro, como justa reparación 

uicios sufridos por ambos, en el accidente pre- de  los Perj 
indicado; Quinto: Se condena al nombrado César E. Rive-
ra  y a la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. 
por  A., a pagar las costas civiles solidariamente en provecho 
del Dr. Manuel María Miniño Ródríguez, quien afirma ha-
berlas avanzado; Sexto: Se declaran de oficio las costas pe-
nales en cuanto -se refiere al nombrado Andrés Antonio Li-
nares Estrada y Juan A. Núñez Soriano; Sééptimo: Se or-
dena que la presente sentencia en cuanto a las sanciones re-
caídas contra el serió'. César G. Rivera, le sea oponible a 
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., como com-
pañía aseguradora del vehículo que produjo los daños gene-
radores de la reparación; Octavo: Se rechazan las conclu-
siones del Dr. Miguel A. Vásquez Fernández en cuanto a 
que la parte civil sea condenada al pago de las costas por 
no haber concluido a nombre de Vicente Linares Estrada 
como persona civilmente responsable"; por haber sido inter-
puestos dichos recursos, de acuerdo con las prescripciones 
legales que rigen la materia; SEGUNDO: Declara regula-
res y válidos igualmente, en cuanto a la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos en fecha 20 de enero de 1967, 
por el prevenido Juan Mañón, César Rivera, persona ci-
vilmente responsable puesta en causa y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la misma sentencia 
indicada en el ordinal anterior, por haber sido interpues-
tos dichos recursos de acuerdo con las prescripciones le-
gales que rigen la materia; TERCERO: Declara caduco por 
tardío, el recurso de apelación interpuesto contra la repeti-
da sentencia, por el Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, en fecha 12 de julio de 1966; CUARTO: Mo-
difica la antes expresada sentencia en el límite de las ape-
laciones para que rija del modo siguiente: a) declara al 
prevenido Juan Mañón, culpable de haber cometido el de-
lito de ocasionar golpes involuntarios con el manejo de un 
vehículo de motor (camión) en perjuicio de los señores Dr. 
Juan Antonio Núñez Soriano y Sigfredo Guerrero, curables 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en lo 
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les, y se Descarga a los prevenidos Juan Antonio Núñez So-
riano y Andrés Antonio Linares Estradas; Segundo: Se 
declara regular y válido en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por los nombrados Juan Antonio 
Núñez Soriano y César A. Rivera, solidariamente persona 
civilmente respasables; Tercero: Se rechaza en cuanto al 
fondo la constitución en parte civil en lo que respecta a la 
solidaridad indemnizatoria a cargo del nombrado Vicente 
Linares Estrada, por improcedente y mal fundada; Cuarto: 
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de  los  perjuicios sufridos por ambos, en el accidente pre-
indicado; Quinto: Se condena al nombrado César E. Rive-
ra  y a la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. 
por A., a pagar las costas civiles solidariamente en provecho 
del Dr. Manuel María Miniño Ródríguez, quien afirma ha-
berlas avanzado; Sexto: Se declaran de oficio las costas pe-
nales en cuanto se refiere al nombrado Andrés Antonio Li-
nares Estrada y Juan A. Núñez Soriano; Sééptímo: Se or-
dena que la presente sentencia en cúanto a las sanciones re-
caídas contra el señór César G. Rivera, le sea oponible a 
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., como com-
pañía aseguradora del vehículo que produjo los daños gene-
radores de la reparación; Octavo: Se rechazan las conclu-
siones del Dr. Miguel A. Vásquez Fernández en cuanto a 
que la parte civil sea condenada al pago de las costas por 
no haber concluido a nombre de Vicente Linares Estrada 
como persona civilmente responsable''; por haber sido inter-
puestos dichos recursos, de acuerdo con las prescripciones 
legales que rigen la materia; SEGUNDO: Declara regula-
res y válidos igualmente, en cuanto a la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos en fecha 20 de enero de 1967, 
por el prevenido Juan Mañón, César Rivera, persona ci-
vilmente responsable puesta en causa y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la misma sentencia 
indicada en el ordinal anterior, por haber sido interpues-
tos dichos recursos de acuerdo con las prescripciones le-
gales que rigen la materia; TERCERO: Declara caduco por 
tardío, el recurso de apelación interpuesto contra la repeti-
da sentencia, por el Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, en fecha 12 de julio de 1966; CUARTO: Mo-
difica la antes expresada sentencia en el límite de las ape-
laciones para que rija del modo siguiente: a) declara al 
prevenido Juan Mañón, culpable de haber cometido el de-
lito de ocasionar golpes involuntarios con el manejo de un 
vehículo de motor (camión) en perjuicio de los señores Dr. 
Juan Antonio Núñez Soriano y Sigfredo Guerrero, curables 
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después de los 50 y 20 días, respectivamente, y en nonse 
 cuencia, condena a dicho prevenido Juan Mañón, al pago 

 de una multa de cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) y al pa-
go go de las costas penales de la presente alzada, acogie ndo 

 en su favor circunstancias atenuantes; b) declara regulares 
 y válidas en cuanto a la forma, las constituciones en parte 

civil, operadas por el Dr. Manuel María Miniño Rodrígu ez 
 a nombre y representación de los señores Dr. Juan Antonio 

Núñez Soriano y Sigfredo Emilio Guerrero, contra los se-
ñores César G. Rivera y Vicente Linares Estrada, revocan. 
do el ordinal Segundo de la sentencia apelada; c) Revoca 
el ordinal cuarto de la sentencia apelada y la Corte obra . 
do por propia autoridad y contrario imperio rechaza las 
conclusiones formuladas por el Dr. Manuel María IVrinirio 
Rodríguez, a nombre y representación de los señores Dr. 
Juan Antonio Núñez Soriano y Sigfredo Emilio Guerrero, 
partes civiles constituidas, en el sentido de que los señores 
César G. Rivera y Vicente Linares Estrada, sean condena-
dos como personas civilmente responsables, a pagarles so-
lidariamente, una indemnización de Diez Mil Pesos (RD$- 
10,000.00) a cada uno de ellos como reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos con motivo 
de los hechos puestos a cargo de los señores Juan Marión 
y Andrés Linares Estrada, por no haber dichas partes ci-
viles constituidas establecido las relaciones de comitentes 
a preposé (empleado) entre el prevenido Juan Mañón y 
César G. Rivera y Andrés Linares Estrada y Vicente Li-
nares Estrada; d) Revoca el ordinal Quinto de la senten-
cia recurrida y orando por propia autoridad y contrario 
imperio, condena a los señores Dr. Juan Antonio Núñez 
Soriano y Sigfredo Emilio Guerrero, partes civiles constitui-
das, al pago de las costas civiles de ambas instancias, por 
haber sucumbido y ordena su distracción en provecho de los 
doctores Rafael Cabrera Hernández, Salvador Cornielle Se-
gura, Miguel A. Vásquez Fernández y Manuel A. Tapia 
Cunillera, abogados de las personas puestas en causa, como 

rsona civilmente responsables,' por afirmar haberlas 

avanzado en su totalidad; y e) Revoca los ordinales Sép-
timo  y Octavo de la referida sentencia apelada"; 

Considerando que los recurrentes Sigfredo Guerrero 
y Juan Antonio Núñez invocan en su memorial de casación 

jos siguientes medios: Primer Medio: Violación al artículo 
1384 del Código Civil. Segundo Medio: Falta de motivos; 
motivos erróneos. Tercer Medio: Desnaturalización de los 
hechos de la causa; Cuarto Medio: Violación al artículo 286, 
del Código de Procedimiento Civil. 

Wr Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su primer medio de casación alegan en síntesis: que la 
Corte a-qua en la sentencia impugnada, rechazó sus con-
clusiones sobre la base de que ellos, como parte civil, no 
establecieron bajo qué condiciones las partes puestas en 
causa como civilmente responsables habían sido emplaza-
das, ni probaron las relaciones de comitente a apoderados, 
ni que éstos últimos se encontraban en el ejercicio de sus 
funciones; que al proceder así la Corte a-qua, incurrió en la 
violación del artículo 1384 del Código Civil, ya que no ha-
biendo sido contravertidos ninguno de esos puntos en pri-
mera instancia, y habiendo las partes civilmente responsa-
bles concluido al fondo, si éstas, en grado de apelación, 
pretendían atacar la sentencia dada a esa base, era a éstas 

no a la parte civil, a quienes correspondía hacer la prue-
ba de los nuevos hechos invocados; 

Considerando que la sentencia impugnada en los con-
siderandos noveno y décimo se expresa lo siguiente: "que 
al no haber aportado las partes civiles constituidas la prue-
ba del lazo de comitente a preposé existente entre los pre-
venidos y las personas puestas en causa como civilmente 
responsables, procede rechazar sus conclusiones en el sen-
tido ya indicado ya que sólo se puede perseguir la. acción 

u 

0 
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después de los 50 y 20 días, respectivamente, y en cooa 
 cuencia, condena a dicho prevenido Juan Mañón, al pago 

 de una multa de cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) y a l pa-
go de las costas penales de la presente alzada, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; b) declara regul ares 

 y válidas en cuanto a la forma, las constituciones en parte 
 civil, operadas por el Dr. Manuel María Miniño Rodríguez 

 a nombre y representación de los señores Dr. Juan Antonio 
Núñez Soriano y Sigfredo Emilio Guerrero, contra los se-
ñores César G. Rivera y Vicente Linares Estrada, revocan-
do el ordinal Segundo de la sentencia apelada; c) Revoca 
el ordinal cuarto de la sentencia apelada y la Corte obra . 
do por propia autoridad y contrario imperio rechaza las 
conclusiones formuladas por el Dr. Manuel María Miniño 
Rodríguez, a nombre y representación de los señores Dr. 
Juan Antonio Núñez Soriano y Sigfredo Emilio Guerrero, 
partes civiles constituidas, en el sentido de que los señores 
César G. Rivera y Vicente Linares Estrada, sean condena-
dos como personas civilmente responsables, a pagarles so-
lidariamente, una indemnización de Diez Mil Pesos (RD$- 
10,000.00) a cada uno de ellos como reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos con motivo 
de los hechos puestos a cargo de los señores Juan Mañón 
y Andrés Linares Estrada, por no haber dichas partes ci-
viles constituidas establecido las relaciones de comitentes 
a preposé (empleado) entre el prevenido Juan Mañón y 
César G. Rivera y Andrés Linares Estrada y Vicente Li-
nares Estrada; d) Revoca el ordinal Quinto de la senten-
cia recurrida y ol5rando por propia autoridad y contrario 
imperio, condena a los señores Dr. Juan Antonio Núñez 
Soriano y Sigfredo Emilio Guerrero, partes civiles constituí-
das, al pago de las costas civiles de ambas instancias, por 
haber sucumbido y ordena su distracción en provecho de los 
doctores Rafael Cabrera Hernández, Salvador Cornielle Se-
gura, Miguel A. Vásquez Fernández y Manuel A. Tapia 
Cunillera, abogados de las personas puestas en causa, como 

oersona civilmente responsables,' por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad; y e) Revoca los ordinales Sép-
timo  y Octavo de la referida sentencia apelada"; 

Considerando que los recurrentes Sigfredo Guerrero 
,. Juan Antonio Núñez invocan en su memorial de casación 
los siguientes medios: Primer Medio: Violación al artículo 

1381 del Código Civil. Segundo Medio: Falta de motivos; 
motivos erróneos. Tercer Medio: Desnaturalización de los 

hechos de la causa; Cuarto Medio: Violación al artículo 286, 

del Código de Procedimiento Civil. 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su primer medio de casación alegan en síntesis: que la 
Corte a-qua en la sentencia impugnada, rechazó sus con-
clusiones sobre la base de que ellos, como parte civil, no 
establecieron bajo qué condiciones las partes puestas en 
causa como civilmente responsables habían sido emplaza-
das, ni probaron las relaciones de comitente a apoderados, 
ni que éstos últimos se encontraban en el ejercicio de sus 
funciones; que al proceder así la Corte a-qua, incurrió en la 
violación del artículo 1384 del Código Civil, ya que no ha-
biendo sido contravertidos ninguno de esos puntos en pri-
mera instancia, y habiendo las partes civilmente responsa-
bles concluido al fondo, si éstas, en grado de apelación, 
pretendían atacar la sentencia dada a esa base, era a éstas 

no a la parte civil, a quienes correspondía hacer la prue-
ba de los nuevos hechos invocados; 

Considerando que la sentencia impugnada en los con-
siderandos noveno y décimo se expresa lo siguiente: "que 
al no haber aportado las partes civiles constituidas la prue-
ba del lazo de comitente a preposé existente entre los pre-
venidos y las personas puestas en causa como civilmente 
responsables, procede rechazar sus conclusiones en el sen-
tido ya indicado ya que sólo se puede perseguir la acción 
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civil accesoriamente a la acción pública contra una persona 
en su condición de civilmente responsable, cuando exi ste 

 entre ésta y el prevenido una relación de comitente a apo 
 derado, y no por el simple hecho de ser el dueño de l; 

cosa inanimada que ocasiona el daño, y es además a la pe r. 
sona que se constituye en parte civil a quien correspond e 

 probar dicha relación de comitente a preposé; que por lo 
expuesto en el considerando que antecede, procede revocar 
la sentencia recurrida en su ordinal Cuarto de la sentencia 
recurrida que condenó al señor César Rivera a pagar una 
indemnización de tres mil pesos a favor de cada una de 
las partes civires constituidas, y descargarlo de las indio•, 
das condenaciones"; pero, 

Considerando que tal como lo alegan los recurrentes, 
cuando se conoció por primera vez de la demanda de que 
se trata, las partes civilmente responsables, frente a .las 
conclusiones de las personas constituidas en parte civil, 
solicitando su condenación al pago de daños y perjuicios, 
aquellas aceptaron el debate al fondo, sin negar la calidad 
de comitentes, ni hacer ninguna clase de reservas sobre la 
regularidad del apoderamiento, sopretexto de haber sido 
puestas en causa como guardianes de la cosa inanimada; 
que no fue sino pár primera vez en grado de apelación, que 
dichas partes puestas en causa como civilmente responsa-
bles, luego de haber concluído al fondo, como lo habían 
hecho ya en primera instancia, presentaron conclusiones 
subsidiarias negando la comitencia; que en tales circuns-
tancias, era a éstos y no a las personas constituidas en par-
te civil, a quienes correspondía hacer la prueba de la si-
tuación distinta, a la que ya había sido aceptada por ellos, 
sin discusión alguna, en primera instancia; que admitido 
lo contrario por la Corte a-qua y habiendo a esa base, re-
chazado en la sentencia impugnada, la demanda en daños 
y perjuicios de que se trata, incurrió en la violación de las 
reglas relativas a la administración de la prueba y del apo-
deramiento, y por vía de consecuencia, en la violación del 

 

artículo 1384 del Código Civil, por lo que dicha sentencia 
debe ser casada, sin que haya la necesidad de ponderar 
los demás alegatos hechos por los recurrentes;  

por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a César G. Rivera; Segundo: Casa la sentencia dictada 

en fecha 6 de julio de 1967, por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en atribuciones correccionales, y envía el 

conocimiento de dicho asunto, limitado al aspecto civil, por 
ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; Ter-
cero: Condena a César G. Rivera, parte interviniente, al 
pago de las costas, distrayéndolas en favor del Dr. Manuel 
María Miniño Rodríguez, abogado de los recurrentes, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que fi-uran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
rkh 
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civil accesoriamente a la acción pública contra una pe rsona 
 en su condición de civilmente responsable, cuando existe 

entre ésta y el prevenido una relación de comitente a apo. 
 derado, y no por el simple hecho de ser el dueño de  la 

 cosa inanimada que ocasiona el daño, y es además a la per. 
sona que se constituye en parte civil a quien correspond e 

 probar dicha relación de comitente a preposé; que por lo 
expuesto en el considerando que antecede, procede revocar 
la sentencia recurrida en su ordinal Cuarto de la sentencia 
recurrida que condenó al señor César Rivera a pagar una 
indemnización de tres mil pesos a favor de cada una de 
las partes civiles constituídas, y descargarlo de las indie-, 
das condenaciones"; pero, 

Considerando que tal como lo alegan los recurrentes, 
cuando se conoció por primera vez de la demanda de que 
se trata, las partes civilmente responsables, frente a las 
conclusiones de las personas constituidas en parte civil, 
solicitando su condenación al pago de daños y perjuicios, 
aquellas aceptaron el debate al fondo, sin negar la calidad 
de comitentes, ni hacer ninguna clase de reservas sobre la 
regularidad del apoderamiento, sopretexto de haber sido 
puestas en causa como guardianes de la cosa inanimada; 
que no fue sino pcir primera vez en grado de apelación, que 
dichas partes puestas en causa como civilmente responsa-
bles, luego de haber concluido al fondo, como lo habían 
hecho ya en primera instancia, presentaron conclusiones 
subsidiarias negando la comitencia; que en tales circuns-
tancias, era a éstos y no a las personas constituidas en par-
te civil, a quienes correspondía hacer la prueba de la si-
tuación distinta, a la que ya había sido aceptada por ellos, 
sin discusión alguna, en primera instancia; que admitido 
lo contrario por la Corte a-qua y habiendo a esa base, re-
chazado en la sentencia impugnada, la demanda en daños 
y perjuicios de que se trata, incurrió en la violación de las 
reglas relativas a la administración de la prueba y del apo-
deramiento, y por vía de consecuencia, en la violación del 

 

artículo 1384 del Código Civil, por lo que dicha sentencia 

debe ser casada, sin que haya la necesidad de ponderar 

los  demás alegatos hechos por los recurrentes; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a César G. Rivera; Segundo: Casa la sentencia dictada 
en fecha 6 de julio de 1967, por la Corte de Apelación de 
santo Domingo, en atribuciones correccionales, y envía el 

conocimiento de dicho asunto, limitado al aspecto civil, por 
ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; Ter-
cero: Condena a César G. Rivera, parte interviniente, al 
pago de las costas, distrayéndolas en favor del Dr. Manuel 
María Miniño Rodríguez, abogado de los recurrentes, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés thupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La 'presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

 

  

  

  

  

    

     

        



Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el de Noviembre de 1968. 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos ........ • 12 
Recursos de casación civiles fallados 	 16 
Recursos de casación penales conocidos 	32 
Recursos de casación penales fallados 	 18 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos 	  12 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza fallados 	  12 
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic- 

tados 	  3 
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 2 
Defectos 	  3 
Exclusiones  	1 
Declinatorias  	5 
Desistimientos  	1 
Resoluciones ordenando la libertad provisional 

por haberse pagado la fianza  	2 
Juramentación de abogados 	  1 
Nombramientos de Notarios 	  2 

	

Resoluciones administrativas    11 
Autos autorizando emplazamientos 	  21 
Autos pasando expediente para dictamen 	 64 
Autos fijando causas 	  38 

256 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N., 
30 de Noviembre de 1968. 
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